
LEY GENERAL DE CULTURA FISICA Y DEPORTE

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cámara
de Senadores.� México, DF.

CC. Secretarios de la H. Cámara de Diputados.� Presen-
tes.

Para los efectos de lo dispuesto por el inciso e) del artícu-
lo 72 constitucional, me permito devolver a ustedes el ex-
pediente que contiene minuta proyecto de decreto por el
que se reforma y adiciona la Ley General de Cultura Físi-
ca y Deporte.

México, DF, a 6 de abril de 2006.� Sen. Carlos Chaurand Arzate (rú-
brica), Vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Senadores.� México, DF.

MINUTA
PROYECTO DE DECRETO

POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA LA LEY
GENERAL DE CULTURA FÍSICA Y DEPORTE.

ARTICULO ÚNICO.- Se reforma la fracción I; se adicio-
na una fracción IV, recorriéndose en su orden las demás
fracciones; y se reforma la fracción X del artículo 2; se re-
forma el artículo 6; de la Ley General de Cultura Física y
Deporte para quedar como sigue:

Artículo 2. ...

I. Fomentar el óptimo, equitativo y ordenado desarrollo de
la cultura física y el deporte en todas sus manifestaciones y
expresiones; 

II. a III. ... 

IV. Fomentar el desarrollo de la cultura física y el deporte,
como medio importante en la preservación de la salud y
prevención de enfermedades;

V. Fomentar el desarrollo de la cultura física y el deporte,
como medio importante en la prevención del delito; 

VI. Incentivar la inversión social y privada para el desarro-
llo de la cultura física y el deporte, como complemento de
la actuación pública; 

VII. Promover las medidas necesarias para erradicar la vio-
lencia y reducir los riesgos en la práctica de actividades fí-
sicas, recreativas o deportivas que pudieran derivarse del
doping, así como de otros métodos no reglamentarios; 

VIII. Fomentar, ordenar y regular a las Asociaciones y So-
ciedades Deportivas, Deportivo-Recreativas, del Deporte
en la Rehabilitación y de Cultura Física Deportiva; 

IX. Promover en la práctica de actividades físicas, recrea-
tivas y deportivas el aprovechamiento, protección y con-
servación adecuada del medio ambiente; 

X. Garantizar a todas las personas sin distinción de género,
edad, capacidades diferentes, condición social, religión,
opiniones, preferencias o estado civil la igualdad de opor-
tunidades dentro de los programas de desarrollo que en ma-
teria de cultura física y deporte se implementen, y 

XI. Los deportistas con algún tipo de discapacidad no se-
rán objeto de discriminación alguna, siempre que las acti-
vidades a realizar no pongan en peligro su integridad.

Artículo 6. La Federación, los estados, el Distrito Federal,
y los Municipios, en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias, promoverán el adecuado ejercicio del derecho de
todos los mexicanos y las mexicanas a la cultura física y a
la práctica del deporte. 

TRANSITORIOS

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al siguiente
día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. Las modificaciones al Estatuto Orgánico de la
Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte y al Re-
glamento de la Ley General de Cultura Física y Deporte,
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deberán expedirse dentro de un plazo no mayor a 90 días
siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores.- México, DF,
a 6 de abril de 2006.� Sen. Carlos Chaurand Arzate (rúbrica), Vice-
presidente; Sen. Sara I. Castellanos Cortés (rúbrica), Secretaria.

Se devuelve a la honorable Cámara de Diputados para los efectos de lo
dispuesto por el inciso e), del artículo 72 constitucional.� México,
DF, a 6 de abril de 2006.� Arturo Garita, Secretario General de Ser-
vicios Parlamentarios.»

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Túrnese a la Comisión de Juventud y De-
porte.

LEY QUE CREA EL INSTITUTO NACIONAL 
DE FOMENTO Y DESARROLLO INDUSTRIAL 

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Senadores.� México, DF.

CC. Secretarios de la H. Cámara de Diputados.� Presen-
tes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene la minuta pro-
yecto de decreto por el que se expide la Ley que Crea el
Instituto Nacional de Fomento y Desarrollo Industrial.

México, DF, a 6 de abril de 2006.� Sen. Carlos Chaurand Arzate (rú-
brica), Vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Senadores.� México, DF.

MINUTA
PROYECTO DE DECRETO

POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY QUE CREA EL
INSTITUTO NACIONAL DE FOMENTO Y DESA-
RROLLO INDUSTRIAL

Artículo Único.- Se expide la Ley que crea el Instituto
Nacional de Fomento y Desarrollo Industrial, para que
diga:

LEY QUE CREA EL INSTITUTO NACIONAL DE
FOMENTO Y DESARROLLO INDUSTRIAL

CAPITULO PRIMERO
Disposiciones Preliminares

ARTÍCULO 1.- La presente Ley crea y rige al Instituto
Nacional de Fomento y Desarrollo Industrial, como orga-
nismo descentralizado de la Administración Pública Fede-
ral, sectorizado en la Secretaría de Economía, con persona-
lidad jurídica y patrimonio propio. 

ARTÍCULO 2.- El Instituto tendrá como objeto coadyu-
var a realizar la actividad prioritaria del Estado de impul-
sar el desarrollo de las actividades industriales, con la fina-
lidad de elevar la productividad y competitividad, así como
de mejorar el nivel de vida de la población.

Para el cumplimiento de dicho objeto, ejecutará los pro-
gramas que en la materia se determinen de conformidad
con el Plan Nacional de Desarrollo. Adicionalmente, pro-
moverá ante instituciones nacionales e internacionales
orientadas a la inversión y al financiamiento, proyectos
productivos que impulsen el desarrollo industrial. 

ARTÍCULO 3.- El Instituto tendrá su domicilio en el Dis-
trito Federal. Para el cumplimiento de su objeto, podrá es-
tablecer coordinaciones regionales o estatales en el territo-
rio nacional. 

El Instituto tendrá una duración indefinida. 

El Estatuto Orgánico señalará el número, ubicación y es-
tructura de las coordinaciones regionales o estatales, las
cuales contarán con un titular designado por el Consejo Di-
rectivo, a propuesta del Director General. 

ARTÍCULO 4.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá
por: 

I. Industria: La unidad económica legalmente establecida
destinada a la elaboración y transformación de bienes, así
como aquellas actividades y servicios relacionados con di-
chos procesos; 

II. Instituto: El Instituto Nacional de Fomento y Desa-
rrollo Industrial; 

III. Junta: La Junta de Gobierno del Instituto Nacional de
Especialización e Investigación para la Industria, y



IV. Secretaría: La Secretaría de Economía. 

Para la interpretación, y a efectos de la presente iniciativa,
los términos que a continuación se detallan tendrán el si-
guiente significado:

I. Competitividad: Es la capacidad de una empresa para
vender más bienes y/o servicios y mantener su participa-
ción en el mercado sin necesidad de sacrificar utilidades o
salarios o dañando el ambiente social o natural; 

II. Productividad: Se refiere a la utilización óptima de los
recursos para generar productos terminados o bien dar sa-
lida a otros procesos. Mide la relación entre productos e in-
sumos; 

III. Cadenas Productivas: Se refiere a la integración entre
empresas del amplio rango de actividades involucradas en
el diseño, producción y comercialización de un producto; 

IV. Innovación. Es la introducción de algo nuevo que pro-
duce una mejora; 

V. Capacitación: Significa desarrollar y fomentar la aptitud
para la realización de una tarea. Esta tarea puede ser de ín-
dole intelectual o motriz, o bien una combinación de am-
bas; 

VI. Gestión: Proporcionar el saber para averiguar en qué
forma el saber existente puede aplicarse a producir resulta-
dos; 

VII. Valor Agregado: Un elemento adicional al producto
que para el cliente significa recibir más por lo mismo que
paga a la competencia; 

VIII. Institucionalización: Proceso de formación técnica y
humana para la mejora de una organización; 

IX. Terciarización: Se refiere al crecimiento y expansión
del sector servicios; 

X. PYMES: Se refiere a las pequeñas y medianas empre-
sas, y 

XI. MIPYMES: Incorpora a las micro empresas, además de
las pequeñas y medianas. 

CAPITULO SEGUNDO
De las funciones del Instituto

ARTÍCULO 5.- Las funciones del Instituto son las si-
guientes:

I. Fungir como órgano de consulta e investigación de la
Administración Pública Federal en materia de desa-
rrollo industrial; 

II. Otorgar apoyo técnico al trabajo de las dependencias y
entidades encargadas de la programación, promoción, con-
certación y ejecución de las acciones de orden económico,
especialmente de las relacionadas con los encadenamientos
productivos; 

III. Proponer convenios de coordinación entre la Secretaría
y las entidades federativas, a fin de que con base en la vo-
cación y características de la región, participen en los dis-
tintos programas de fomento a las industrias y otorguen in-
centivos y apoyos; 

IV. Promover la asociación productiva de los industriales,
tanto para resolver problemas comunes, como para alcan-
zar mayores niveles de eficiencia y calidad; 

V. Promover la articulación de cadenas productivas y el
asociacionismo empresarial para fortalecer el tejido pro-
ductivo del país, contribuir a la viabilidad y competitividad
de las empresas; desarrollar distritos y conglomerados in-
dustriales, así como todas aquellas medidas que consoliden
la producción de las ramas industriales; 

VI. Promover sistemas de información para favorecer el
acceso a mecanismos de apoyo, incentivos y estímulos que
se otorguen por las dependencias y entidades de la Admi-
nistración Pública Federal, mediante la coordinación y
apoyo en los sistemas de información públicos y privados
existentes; 

VII. Coadyuvar en la difusión de los programas, incentivos
y apoyos a las empresas; 

VIII. Celebrar convenios de cooperación con instituciones
públicas o privadas, nacionales o extranjeras y con orga-
nismos multilaterales, para el fomento de la industria, en el
marco de los convenios o tratados comerciales signados
por el país; 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 18 de abril de 2006135



Año III, Segundo Periodo, 18 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados136

IX. Recibir propuestas relacionadas al fomento industrial,
analizarlas y en su caso dirigir las recomendaciones a quien
corresponda o realizar las acciones que se consideren ne-
cesarias de conformidad a lo establecido en los programas
del sector; 

X. Solicitar la información que se considere necesaria a los
tres niveles de gobierno, para el adecuado diseño, ejecu-
ción, seguimiento y evaluación de los programas de fo-
mento industrial; 

XI. Desarrollar un sistema de información continua, aseso-
ramiento y orientación a las demandas de las cadenas pro-
ductivas; 

XII. Diseñar y promover esquemas que faciliten el acceso
al crédito, garantías y capital de riesgo a las cadenas pro-
ductivas; 

XIII. Otorgar aquellas subvenciones que le sean encomen-
dadas para asignar de manera directa por acuerdo de la Se-
cretaría; 

XIV. Promover el establecimiento de estímulos que permi-
tan dotar a la industria nacional de condiciones equivalen-
tes a las que generan los apoyos que existen en otras na-
ciones; 

XV. Diseñar y proponer los programas de aportaciones de
recursos federales y de otras fuentes a las entidades federa-
tivas, a los programas específicos de fomento industrial; 

XVI. Promover programas permanentemente actualizados
de educación, capacitación, cambio organizacional y rea-
diestramiento, con el apoyo de las instituciones de educa-
ción públicas y privadas, así como de las empresas, para
satisfacer las necesidades y requerimientos de recursos hu-
manos de la industria; 

XVII. Sistematizar la información nacional e internacional
relevante, misma que deberá estar disponible para los in-
dustriales en todo el país;

XVIII. Promover la formación de grupos técnicos especia-
lizados de carácter interdisciplinario y multisectorial, que
con una visión de largo plazo, aporten una visión integral
para el fomento industrial; 

XIX. Elaborar los estudios técnicos que aporten los ele-
mentos analíticos necesarios para el desarrollo industrial

del país y den sustento adecuado a la formulación de polí-
ticas y medidas de fomento; 

XX. Preparar un informe semestral sobre la industrializa-
ción en el país y un informe anual de evaluación y pro-
puesta de programa anual de trabajo sobre las políticas y
medidas de fomento; 

XXI. Desarrollar propuestas que contribuyan a transformar
las unidades económicas del sector informal en micro, pe-
queñas y medianas empresas; 

XXII. Promover los procesos de innovación y desarrollo
tecnológico; 

XXIII. Promover el desarrollo de las nuevas industrias que
puedan constituir nuevas fuentes de empleo y exportación
de tecnología y bienes a otros países; 

XXIV. Presentar propuestas que estimulen la competitivi-
dad internacional de las empresas industriales, tomando en
consideración tanto factores micro como macroeconómi-
cos; 

XXV. Promover acciones para que la actividad industrial
sea responsable de medio ambiente y contribuya a su pre-
servación, incluso mediante el desarrollo de nuevos esque-
mas tecnológicos. 

XXVI. Emitir opiniones y resoluciones sobre cualquier
disposición que afecte negativamente el adecuado desarro-
llo industrial del país; 

XXVII. Apoyar a las cámaras industriales nacionales en
materia de estudios, proyectos, gestiones, concertación y
demás promociones del desarrollo industrial; 

XXVIII. Constituirse en enlace y complemento de impulso
y desarrollo en los programas y proyectos para la industria
mexicana; 

XXIX. Fortalecer el mercado interno nacional como base
sólida para hacer frente a la competencia internacional, y

XXX. En general, llevar a cabo cualquier acción encami-
nada al fomento industrial. 



CAPITULO TERCERO 
Del patrimonio y presupuesto del Instituto

ARTÍCULO 6.- El patrimonio del Instituto se integrará e
incrementará con:

I. Las aportaciones que efectúe la Federación; 

II. Las aportaciones que acuerden, conforme a los respecti-
vos convenios de coordinación, los gobiernos de los Esta-
dos y el del Distrito Federal; 

III. Créditos internacionales, así como de los organismos
nacionales; 

IV. Las aportaciones y donaciones de personas físicas o
morales de carácter privado, mixto, nacionales o interna-
cionales; 

V. El producto de sus operaciones y de la inversión de fon-
dos libres en valores comerciales o del sector público, y

VI. Los demás recursos que obtenga por cualquier otro
concepto. 

Los recursos que obtenga el Instituto conforme a este capí-
tulo, en ningún caso podrán ser utilizados para un fin dis-
tinto al autorizado.

ARTÍCULO 7.- El Instituto deberá tener asignado un pre-
supuesto de gasto corriente que le permita cumplir adecua-
damente las funciones que esta ley le confiere, mismo que
deberá ejercer de acuerdo a criterios de eficiencia naciona-
les e internacionales.

CAPITULO CUARTO 
De la Junta de Gobierno del Instituto 

Sección 1
De la Integración de la Junta de Gobierno

ARTÍCULO 8.- El gobierno y la administración del Insti-
tuto estarán a cargo de una Junta de Gobierno y un Direc-
tor General respectivamente, y dispondrá de la estructura
administrativa que la Junta de Gobierno apruebe.

ARTÍCULO 9.- La Junta de Gobierno estará integrada
por:

I. El Secretario de Economía, quien lo presidirá; 

II. El Secretario de Hacienda y Crédito Público; 

III. Secretario de Educación Pública; 

IV. El Secretario del Trabajo y Previsión Social; 

V. El Secretario de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Ru-
ral, Pesca y Alimentación; 

VI. El Secretario de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les; 

VII. El Secretario de Energía; 

VIII. El Secretario de Comunicaciones y Transportes; 

IX. El Secretario de Turismo; 

X. El Subsecretario de Industria y Comercio de la Secreta-
ría de Economía; 

XI. El Subsecretario para la Pequeña y Mediana Empresa
de la Secretaría de Economía; 

XII. El Director General de Nacional Financiera, S.N.C.; 

XIII. El Director General del Banco Nacional de Comercio
Exterior, S.N.C.; 

XIV. El Director General del Consejo Nacional de Ciencia
y Tecnología; 

XV. Un representante del Consejo Nacional para la Com-
petitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa; 

XVI. Un representante de los Secretarios de Desarrollo
Económico o su equivalente en el Distrito Federal y en las
Entidades Federativas, y

XVII. El Presidente del Consejo Consultivo a que se refie-
re el Capítulo VI de esta Ley. 

ARTÍCULO 10.- Por cada miembro propietario se desig-
nará un suplente, quien asistirá a las sesiones de la Junta de
Gobierno en ausencia del primero, con todas las facultades
y derechos que a éste le correspondan; para ambos casos el
nombramiento deberá ser notificado al Director General,
quien lo hará del conocimiento de la Junta de Gobierno en
la sesión inmediata siguiente de haber sido notificado. 
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Las representaciones en la Junta de Gobierno del Instituto
serán honoríficas.

ARTÍCULO 11.- Para el análisis y resolución de los asun-
tos previstos en su objeto, la Junta de Gobierno se reunirá
bimestralmente. Sus resoluciones se adoptarán por mayo-
ría de votos de los miembros presentes, teniendo cada
miembro derecho a un voto. 

A propuesta de cualquiera de los integrantes de la Junta de
Gobierno podrá invitarse a las sesiones de trabajo, con voz
pero sin voto, a representantes de otras dependencias o ins-
tituciones involucradas en los asuntos a tratar en determi-
nada sesión.

Sección 2 
De las Atribuciones de la Junta de Gobierno

ARTÍCULO 12.- La Junta de Gobierno tendrá las faculta-
des siguientes:

I. Establecer políticas y lineamientos para la administra-
ción, conservación y enajenación de los bienes que confor-
men el patrimonio del Instituto; 

II. Revisar y en su caso aprobar los informes bimestrales y
anuales que le presente el Director General; 

III. Autorizar la constitución, conducción y coordinación
de representaciones regionales y otros órganos delegados
que proponga el Director General para el desempeño de sus
atribuciones; 

IV. Aprobar la estructura administrativa del Instituto que le
proponga el Director General, así como las modificaciones
que procedan a la misma; 

V. Aprobar y poner en vigor los reglamentos interiores de
servicio y de control interno del Instituto, en un plazo má-
ximo de noventa días, a partir de la fecha de su instalación; 

VI. Aprobar los proyectos de presupuesto anual de ingresos
y egresos y, proponerlo al Ejecutivo Federal para su inclu-
sión en el correspondiente Proyecto de presupuesto de
Egresos de la Federación;

VII. Aprobar los procedimientos y mecanismos de control
interno de las operaciones y administración del Instituto; 

VIII. Requerir la información necesaria al Director Gene-
ral para llevar a cabo sus actividades de evaluación. 

IX. Aprobar anualmente, previo dictamen de los auditores
externos, los estados financieros del Instituto y autorizar la
publicación de los mismos; 

X. Nombrar al Director General del Instituto de conformi-
dad a lo establecido en la presente Ley y en la Ley Federal
de Entidades Paraestatales y, en su caso, removerlo de su
cargo por no cumplir debidamente con las obligaciones que
le impone la presente ley; 

XI. Nombrar y remover a propuesta del Director General,
a los funcionarios del Instituto que ocupen cargos con al-
guna de las dos jerarquías administrativas inferiores a la de
éste; 

XII. Discutir y en su caso aprobar las propuestas de Pro-
gramas, Apoyos e Incentivos que reciban de los Comités de
Apoyo; 

XIII. Aprobar la fijación de los sueldos y prestaciones de
los funcionarios del Instituto, tomando en cuenta las con-
diciones imperantes del mercado laboral; 

XIV. Resolver cualquier asunto que el Director General o
cualquier miembro de la propia Junta de Gobierno, consi-
dere deban ser aprobados por la misma, y 

XV. Las demás que le confieran esta Ley y otros ordena-
mientos, así como aquellas que fuesen necesarias para la
consecución del objeto del Instituto. 

En el ejercicio de estas atribuciones, la Junta de Gobierno
solicitará previamente la opinión del Consejo Consultivo a
que se refiere el Capítulo VI de esta Ley.

CAPITULO QUINTO
Del Director General

Sección 1
De la Designación del Director General

ARTÍCULO 13.- El Director General es la máxima auto-
ridad administrativa del Instituto, quien será nombrado por
el Presidente de la República y deberá cumplir con los si-
guientes requisitos:



I. Ser ciudadano mexicano en pleno goce y ejercicio de sus
derechos civiles y políticos; 

II. Haber desempeñado por 10 años cargos de alto nivel de-
cisorio o de investigación en la industria, cuyo ejercicio re-
quiera conocimientos y experiencia en materia administra-
tiva; 

III. No haber sido condenado por sentencia irrevocable por
delito intencional que le imponga más de un año de prisión,
y si se tratare de delito patrimonial, cometido intencional-
mente, cualquiera que haya sido la pena, ni inhabilitado pa-
ra ejercer el comercio o para desempeñar un empleo, cargo
o comisión en el servicio público o en el sistema financie-
ro mexicano; 

IV. No desempeñar cargos de elección pública, de dirigen-
cia partidista, ni de cultos o ministros religiosos, a la fecha
de su nombramiento ni durante los últimos dos años ante-
riores a éste, y

V. Las demás que prevea la Ley Federal de Entidades Pa-
raestatales. 

El Director General estará impedido para desempeñar cual-
quier otro cargo durante su gestión.

ARTÍCULO 14.- El Director General del Instituto desem-
peñará su cargo por un período de cuatro años, y podrá ser
reconfirmado por un período más.

Sección 2 
De las atribuciones y responsabilidades 

del Director General

ARTÍCULO 15.- Corresponde al Director General:

I. Administrar y representar legalmente al Instituto, como
persona moral, con todas las facultades que corresponden a
los mandatarios generales para pleitos y cobranzas, actos
de administración y de dominio y las especiales que re-
quieran cláusula expresa, con la limitación de que las fa-
cultades de dominio no podrán delegarse en persona algu-
na y solo podrán ejercerse previa autorización de la Junta
de Gobierno del Instituto; 

II. Suscribir y endosar, más no avalar, títulos de crédito, de
acuerdo con el artículo 9º de la Ley General de Títulos y
Operaciones de Crédito; 

III. Otorgar, sustituir y revocar poderes generales y espe-
ciales con las facultades que le competen, incluyendo las
que requieran de cláusula o autorización especial a que se
refiere la fracción inmediata anterior de esta ley; 

IV. Proponer a la Junta de Gobierno para su aprobación, la
estructura administrativa necesaria para el funcionamiento
del Instituto, así como las adecuaciones organizacionales
pertinentes a las necesidades; 

V. Cumplir y hacer cumplir las resoluciones que adopte la
Junta de Gobierno relativas a la operación Instituto; 

VI. Instrumentar, ejecutar y vigilar la aplicación de las po-
líticas internas del Instituto; 

VII. Informar a la Junta de Gobierno sobre la ejecución de
los programas y el presupuesto, así como presentar a su
consideración los asuntos e informes que corresponda
aprobar o conocer; 

VIII. Formular las denuncias y querellas ante el Ministerio
Público de los hechos que conozca con motivo del des-
arrollo de sus funciones que pudieran ser constitutivos de
delito y desistirse u otorgar el perdón, previa autorización
de la Junta de Gobierno, cuando proceda; 

IX. Informar bimestralmente a la Junta de Gobierno, los re-
sultados obtenidos en el desarrollo de las actividades del
Instituto incluyendo su evaluación contra objetivos; 

X. Presentar a la Junta de Gobierno informe anual de las
actividades del Instituto, durante el mes de julio de cada
año; así como un informe financiero semestral al Órgano
Superior de Fiscalización sobre la aplicación de los recur-
sos recibidos y ejercidos, plasmados en el dictamen del es-
tudio financiero del Órgano de Vigilancia del Instituto; 

XI. Nombrar y remover a los funcionarios del Instituto, a
excepción de los que conforme a la presente Ley corres-
ponda designar a la Junta de Gobierno; 

XII. Convocar a las sesiones de la Junta de Gobierno del
Instituto; 

XIII. Solicitar a quien corresponda la información necesa-
ria para llevar a cabo la evaluación de los programas de
promoción industrial; 
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XIV. Participar con las dependencias competentes en la ne-
gociación y discusión de tratados o convenios internacio-
nales que estén relacionados o atañen de alguna forma al
sector industrial del país; 

XV. Emitir los acuerdos de suplencia y delegación de fa-
cultades; 

XVI. Someter a la Junta de Gobierno las propuestas de
Programas, Apoyos e Incentivos que envíen los Comités de
Apoyo; 

XVII. Proponer a la Junta de Gobierno y al Consejo Con-
sultivo; la designación de los consejeros a que se refiere el
artículo 17 fracción II, y

XVIII. En general, ejecutar todos aquellos actos y realizar
todas aquellas gestiones que fuesen necesarias para la me-
jor operación y administración del Instituto. 

CAPITULO SEXTO
Del Consejo Consultivo

ARTÍCULO 16.- Son funciones del Consejo Consultivo
del Instituto:

I. Fungir como órgano de asesoría y consulta; 

II. Recomendar las políticas, programas, estudios y accio-
nes en materia de fomento y desarrollo industrial; 

III. Evaluar periódicamente los resultados de las políticas,
programas, estudios y acciones específicas en materia de
fomento y desarrollo industrial, a partir de los informes que
se le proporcionen, o con base en los estudios que lleven a
cabo o promueva el propio consejo; 

IV. Analizar y emitir recomendaciones en los asuntos y ca-
sos específicos que someta a su consideración el Instituto
Nacional de Fomento y Desarrollo Industrial; 

V. Elaborar recomendaciones para mejorar las leyes, regla-
mentos y procedimientos relativos al fomento y desarrollo
industrial; 

VI. Aprobar su reglamento interior en un plazo máximo de
noventa días, a partir de la fecha de su instalación, y 

VII. Informar al Instituto Nacional de Fomento y Desa-
rrollo Industrial, sobre las acciones emprendidas por el
propio Consejo. 

ARTÍCULO 17.- Serán integrantes del Consejo Consulti-
vo:

I. Los representantes de las cámaras y organizaciones de
empresas, relacionados con la industria, y 

II. Especialistas en fomento y desarrollo industrial. 

Los consejeros a que se refiere la fracción I serán designa-
dos por sus respectivas cámaras u organizaciones; y los
consejeros que se mencionan en la fracción II, serán pro-
puestos por el Director del Instituto.

CAPITULO SÉPTIMO
Del Órgano de Vigilancia del Instituto

ARTÍCULO 18.- La vigilancia y control del Instituto re-
caerá sobre el órgano de vigilancia, integrado por la Secre-
taría de la Función Pública, de conformidad con las dispo-
siciones legales aplicables.

ARTÍCULO 19.- El órgano de vigilancia tendrá las atri-
buciones que le fijan la Ley Federal de las Entidades Pa-
raestatales y demás disposiciones legales aplicables.

CAPITULO OCTAVO
De la Coordinación Institucional 

y de la Descentralización Regional 

Sección 1
De la Coordinación con las Entidades Federativas

ARTÍCULO 20.- Para llevar a cabo sus funciones, el Ins-
tituto podrá suscribir convenios o acuerdos de coordina-
ción con los gobiernos del Distrito Federal o de los estados,
con la participación, en su caso, de municipios, con el fin
de impulsar la vinculación interinstitucional en las mate-
rias objeto del Instituto, así como para programar y operar
tareas relacionadas con el desarrollo industrial. 

Sección 2
De las Representaciones Regionales 

y Estatales del Instituto

ARTÍCULO 21.- En el desempeño de sus actividades, el
Instituto deberá aplicar medidas de descentralización re-
gional mediante el establecimiento de representaciones re-
gionales o estatales, las cuales serán órganos permanentes
de coordinación, consulta, opinión, asesoría, difusión y
análisis mediante los cuales se buscará la participación de



los gobiernos estatales y municipales, así como del sector
privado correspondiente para mantener e impulsar el fo-
mento industrial en las distintas regiones del país. 

ARTÍCULO 22.- Las representaciones regionales o esta-
tales del Instituto se conformarán de acuerdo a su necesi-
dad, para lo cual el Director General del Instituto de acuer-
do a sus facultades que le otorga la presente Ley y previa
autorización de la Junta de Gobierno del Instituto, instru-
mentará las acciones necesarias para su conformación.

En el establecimiento de las Representaciones Regionales
se deberá considerar como criterio general, que el Instituto
se oriente preferentemente a operar a nivel de los progra-
mas, en tanto que la atención directa a las empresas sea lle-
vada a cabo de manera local y descentralizada.

ARTÍCULO 23.- Las Representaciones Regionales o Es-
tatales del Instituto tendrán en su circunscripción las atri-
buciones siguientes:

I. Promover la coordinación de los programas de fomento
industrial en su ámbito territorial; 

II. Recibir propuestas relacionadas al fomento industrial; 

III. Formular, difundir, aplicar, y coordinar los programas a
cargo del Instituto en la región o entidad federativa corres-
pondiente; 

IV. Solicitar la información que se considere necesaria a los
gobiernos Estatales y Municipales, organismos o institu-
ciones ya sean públicas o privadas para evaluar los Progra-
mas a los que se refiere la presente Ley, y 

V. Las demás que resulten necesarias para cumplir con su
objeto. 

CAPITULO NOVENO 
De la Descentralización 

por Especialización del Instituto

ARTÍCULO 24.- En el ejercicio de sus funciones, el Ins-
tituto desarrollará la descentralización por especialización
mediante los siguientes órganos:

I. Centro de Evaluación de Proyectos; 

II. Centro de Alta Tecnología e Innovación; 

III. Centro para la Eficiencia Regulatoria;

IV. Centro de Enlace Internacional; 

V. Centro de Capacitación Humana para la industria, y 

VI. Centro de Investigación para la Competitividad. 

Sección 1
Del Centro de Evaluación de Proyectos

ARTÍCULO 25.- El Centro de Evaluación de Proyectos
será el área de información y difusión del conocimiento al
servicio del sector público y privado, dando los elementos
necesarios para la toma de decisiones.

ARTÍCULO 26.- Corresponderá al Centro de Evaluación
de Proyectos:

I. Hacer un análisis detallado de la situación y el compor-
tamiento de la industria mexicana, a nivel global, sectorial
y regional; 

II. Detectar a las industrias que tengan potencial de creci-
miento en el futuro, buscando alternativas que incentiven
la producción de bienes de más alto contenido tecnológico
y de valor agregado; 

III. Crear proyectos para las industrias claves, así como los
enfocados al restablecimiento de las cadenas productivas,
promoviendo el establecimiento de eslabones industriales,
integrándolos más a la economía interna a fin de disminuir
la dependencia con el extranjero; 

IV. Identificar las necesidades de los grandes corporativos
y vincularlos con las micro, pequeñas y medianas empre-
sas que satisfagan sus requerimientos; 

V. Evaluar y certificar proyectos de inversión; 

VI. Promover y avalar el desplazamiento de recursos hacia
industrias con elevado potencial de crecimiento; 

VII. Apoyar a las micro, pequeña y medianas empresas por
medio de la evaluación de sus proyectos y en caso de ser
potenciales, certificarlos, y

VIII. Respaldar la vinculación competitiva de la industria
nacional a los programas de compras gubernamentales. 
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Sección 2 
Del Centro de Alta Tecnología e Innovación

ARTÍCULO 27.- El Centro de Alta Tecnología e Innova-
ción tendrá como objetivo incrementar el desarrollo tecno-
lógico y de innovación en las empresas. Asimismo se en-
cargará de promover la creación de estructuras que
contribuyan a que los directivos de las corporaciones bus-
quen la articulación con las pequeñas empresas y compar-
tan sus procesos tecnológicos para incorporar nuevos mé-
todos de gestión y transferencia de los mismos.

ARTÍCULO 28.- En sus labores de investigación científi-
ca y tecnológica para el crecimiento de la industria, el Cen-
tro de Alta Tecnología e Innovación deberá tomar en con-
sideración los siguientes criterios:

I. El desarrollo de nuevos productos; 

II. La solución de problemáticas concretas en cada sector o
rama, y 

III. La difusión de la tecnología en la industria. 

Sección 3
Del Centro para la Eficiencia Regulatoria

ARTÍCULO 29.- El Centro para la Eficiencia Regulatoria,
tendrá como objeto desarrollar investigaciones y propues-
tas tendientes a agilizar y reforzar la eficiencia del marco
regulatorio en las esferas de gobierno federal, estatal y mu-
nicipal, para reducir a los estándares internacionales los
costos asociados a este proceso.

ARTÍCULO 30.- Para los efectos del artículo anterior, el
Centro para la Eficiencia Regulatoria deberá establecer un
contacto permanente con la Comisión Federal de Mejora
Regulatoria (COFEMER) para fortalecer las áreas encarga-
das de la disminución de trámites y tiempos de espera para
crear nuevas industrias, poniendo especial atención en las
micro, pequeñas y medianas empresas industriales y los
sectores clave detectados como prioridad en el Plan Nacio-
nal de Desarrollo. 

Sección 4
Del Centro de Enlace Internacional

ARTÍCULO 31.- El Centro de Enlace Internacional será el
encargado de investigar las tendencias de producción in-
dustrial mundial, así como detectar posibilidades en los

mercados internacionales que puedan producir un benefi-
cio a la industria nacional. 

ARTÍCULO 32.- Para los efectos del artículo anterior, el
Centro de Enlace Internacional deberá realizar las siguien-
tes actividades:

I. Llevar a cabo el análisis del sector industrial de los paí-
ses con los que el país sostiene tratados comerciales con el
objeto de estudiar su comportamiento, tecnología, apoyos
gubernamentales, técnicas de capacitación y de calidad,
entre otros; 

II.- Realizar proyectos que fortalezcan las relaciones entre
las empresas nacionales y extranjeras, incentivando el in-
tercambio tecnológico, técnico y de alta calidad; 

III. Diseñar programas que estimulen las alianzas estraté-
gicas y tecnológicas con socios y proveedores multinacio-
nales para participar en proyectos de exportación, y

IV. Organizar foros para el intercambio de conocimiento de
investigadores y tecnólogos de todo el mundo. 

Sección 5
Del Centro de Capacitación Humana 

para la Industria

ARTÍCULO 33.- El Centro de Capacitación Humana para
la Industria tendrá como objetivo vincular de manera siste-
mática a la planta productiva y a la comunidad educativa
para que se atiendan las necesidades de la planta producti-
va en materia de recursos humanos, sin descuidar la for-
mación integral de las personas.

Asimismo, investigará aquellos programas de capacitación
laboral exitosos, nacionales y extranjeros, para adecuarlos
e implementarlos en nuestro país. 

ARTÍCULO 34.- En el ejercicio de sus funciones, el Cen-
tro de Capacitación Humana para la Industria deberá:

I. Destacar el importante papel de un técnico como un pro-
fesional que posee los conocimientos, científicos y huma-
nísticos básicos, así como las habilidades, actitudes y des-
treza necesaria para mejorar el desempeño de la industria
nacional; 

II. Representar el vínculo entre las instituciones educativas
y la industria para que, de esta forma, se convierta en el



foro donde se expresen las necesidades de las empresas y
se traduzcan en oferta educativa competitiva; 

III. Fortalecer las instituciones de educación técnica, anali-
zando planes de estudio y verificando su aplicabilidad en la
actualidad; 

IV. Identificar las necesidades de la industria con respecto
al tipo de actividad laboral que se requieren y crear planes
de estudio relativos a estas áreas prioritarias; 

V. Crear programas de formación de nuevos investigado-
res, y

VI. Formular y difundir programas de capacitación y me-
jora en las técnicas de producción. 

Sección 6 
El Centro de Investigación para la Competitividad

ARTÍCULO 35.- El Centro de Investigación para la Com-
petitividad tendrá como objeto la investigación de medidas
y acciones que permitan reducir al mínimo el costo para las
empresas derivado de todas las disposiciones normativas
que afectan a la planta industrial nacional. 

ARTÍCULO 36.- Corresponderá al Centro de Investiga-
ción para la Competitividad:

I. Evaluar de forma coordinada con el Instituto los proyec-
tos que de éste deriven; 

II. Identificar la normatividad vigente relativa a las distin-
tas ramas de la industria; 

III. Verificar las políticas sectoriales que cada secretaría,
dependencia o entidad de la Administración Pública Fede-
ral o de las Entidades Federativas, lleven a cabo, y

IV. Proponer acciones tendientes a eficientar los planes y
programas que se llevan a cabo en cada uno de los orga-
nismos el sector público, de manera que puedan vincular-
se, uno con otro y mejorar los procesos. 

TRANSITORIOS

Primero. El presente Decreto entrará en vigor en un plazo
de 180 días contados a partir de su publicación en el Dia-
rio Oficial de la Federación.

Segundo. La Junta de Gobierno del Instituto, deberá insta-
larse a los noventa días de la entrada en vigor de la presen-
te Ley, para lo cual el Titular del Ejecutivo Federal prove-
erá lo conducente.

Tercero.- En el Presupuesto de Egresos de la Federación
para el Ejercicio Fiscal siguiente a la entrada en vigor del
presente Decreto, se deberá establecer la previsión presu-
puestal correspondiente para permitir la integración y fun-
cionamiento adecuado del Instituto Nacional de Fomento y
Desarrollo Industrial.

Tercero.- En un término de seis meses contados a partir de
la entrada en vigor del presente Decreto, la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público coordinará el traslado de re-
cursos humanos, materiales y financieros que corresponda,
de la Secretaría de Economía al Instituto Nacional de Fo-
mento y Desarrollo Industrial.

Cuarto.- La Junta de Gobierno del Instituto Nacional de
Fomento y Desarrollo Industrial deberá expedir el Estatuto
Orgánico en el que se establezcan las bases de organiza-
ción así como las facultades y funciones que correspondan
a las distintas áreas que integren el organismo, en un plazo
máximo de 6 meses, a partir de la entrada en vigor de este
Decreto.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores.- México, DF,
a 6 de abril de 2006.� Sen. Carlos Chaurand Arzate (rúbrica), Vice-
presidente; Sen. Sara I. Castellanos Cortés (rúbrica), Secretaria.

Se remite a la honorable Cámara de Diputados para los efectos consti-
tucionales.� México, DF, a 6 de abril de 2006.� Arturo Garita, Se-
cretario General de Servicios Parlamentarios.»

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Túrnese a la Comisión de Economía.

LEY DE FOMENTO PARA LA RENOVACION 
DEL PARQUE VEHICULAR

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Senadores.� México, DF.
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CC. Secretarios de la H. Cámara de Diputados.� Presen-
tes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto que crea la Ley de Fomento para la Renovación
del Parque Vehicular.

México, DF, a 6 de abril de 2006.� Sen. Carlos Chaurand Arzate (rú-
brica), Vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Senadores.� México, DF.

MINUTA
PROYECTO DE DECRETO 

POR EL QUE SE CREA LA LEY DE FOMENTO PA-
RA LA RENOVACIÓN DEL PARQUE VEHICULAR.

ARTÍCULO UNICO.- Se crea la Ley de Fomento para la
Renovación del Parque Vehicular, para quedar como sigue:

TÍTULO PRIMERO

CAPITULO I
DISPOSICIONES PRELIMINARES

Artículo 1.- La presente Ley es de orden público y de ob-
servancia general en toda la República. Su objeto es pro-
mover la renovación del parque vehicular y su crecimien-
to, cuidando el desarrollo de la cadena productiva de
automotores.

Los programas y acciones de fomento establecidos en esta
Ley se llevarán a cabo mediante la coordinación de los sec-
tores público, privado y social, aplicando siempre criterios
que fomenten la seguridad y el cuidado de la salud de la
población y el respeto al medio ambiente y, teniendo en
cuenta a los grupos que más los requieran.

Artículo 2.- Para los efectos de esta ley, se considera como: 

I. Consejo: El Consejo Nacional del Sector Automotor; 

II. Empresa Distribuidora: La persona física o moral que se
dedique a la venta de primera mano de vehículos automo-
tores que provengan de ensambladoras o importadoras; 

III. Entidades Federativas: Los estados de la República y el
Distrito Federal; 

IV. Fideicomiso, el Fideicomiso para la Renovación del
Parque Vehicular; 

V. Registro, el Registro Público Vehicular; en los términos
descritos en la Ley en la materia;

VI. Secretaría, la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co;

VII. Vehículos automotores, todo medio de transporte te-
rrestre que para su desplazamiento requiere de combusti-
bles fósiles o combinación de elementos energéticos, ex-
cepto los ferrocarriles, los militares y aquellos que por su
naturaleza sólo pueden ser destinados a usos agrícolas e in-
dustriales; 

VIII. Vehículo susceptible de apoyo, el tipo y clase de ve-
hículo automotor nuevo que sea comercializado por prime-
ra ocasión al público en general por parte de una empresa
distribuidora, conforme a lo establecido en la fracción II,
del artículo 15, de esta Ley. Los vehículos comprenden los
siguientes tipos y clases: 

a) Autos subcompactos: Son unidades con una distancia
entre ejes hasta 2,475 mm; con un motor de 4 cilindros, re-
gularmente de 1.6 o 1.8 litros de desplazamiento y poten-
cia hasta de 110 caballos de fuerza (HP). 

b) Autos compactos: Son unidades con una distancia entre
ejes hasta 2,476 mm a 2,700 mm; con motores de 4 o 6 ci-
lindros de 2.5 a 3.1 litros de desplazamiento y potencia de
110 a 170 caballos de fuerza (HP). 

c) Camiones Clase 1: camiones con peso bruto vehicular
inferior a 2,721 Kg. 

d) Camiones Clase 2: camiones con peso bruto vehicular
entre 2,722 y 4,536 Kg. 

e) Camiones Clase 3: camiones con peso bruto vehicular
entre 4,567 y 6,350 Kg; y 

IX. Vehículo al final de su vida útil, el vehículo automotor
con antigüedad de 15 años modelo o más, que sea reco-
mendable sustituir en los términos de esta ley. 



CAPITULO II
DE CONSEJO NACIONAL 

DEL SECTOR AUTOMOTOR

SECCIÓN PRIMERA
CONSTITUCIÓN DEL CONSEJO

Artículo 3. Se crea el Consejo Nacional del Sector Auto-
motor, como órgano consultivo en las materias que le se-
ñale esta ley. Tendrá carácter permanente y se integrará con
representantes del sector público y, de los sectores privado
y social que participan en las etapas de la cadena producti-
va de automotores. Invariablemente se deberá solicitar su
opinión en materia de renovación del parque vehicular y,
en reglamentos y normas correlacionadas.

SECCIÓN SEGUNDA
FINES DEL CONSEJO

Artículo 4. El Consejo será órgano deliberativo de asesoría,
seguimiento y evaluación de la aplicación de los criterios
de política vehicular y de los instrumentos previstos en la
Ley. Fungirá como instancia de concertación y coordina-
ción.

Asimismo, tendrá entre sus fines participar en la planea-
ción, diseño, operación y actualización de políticas y pro-
gramas para el sector automotor, fundamentalmente en el
ámbito del mercado interno, buscando siempre estimular a
la población a la adquisición de vehículos de la industria
nacional

SECCIÓN TERCERA
FUNCIONES DEL CONSEJO

Artículo 5. Las funciones del Consejo serán: 

I. Promover la concertación de acuerdos entre los sectores,
ramas, grupos y agentes económicos, vinculados con la ca-
dena productiva, y dar seguimiento a su instrumentación, a
fin de favorecer su integración y complementariedad; 

II. Evaluar periódicamente el comportamiento del mercado
interno y las tendencias de los mercados internacionales,
proponiendo los cambios y las reformas necesarias; 

III. Auspiciar la articulación de los instrumentos legislati-
vos y las medidas administrativas aplicables y/o relaciona-
das con la cadena productiva; 

IV. Realizar las acciones pertinentes para favorecer la in-
corporación, en los planes, programas y políticas a corto,
mediano y largo plazo, de los Gobiernos Federal, Estatales
y Municipales, las propuestas y recomendaciones que
adopte en favor de la eficiencia y competitividad de esta
cadena; 

V. Impulsar el conocimiento y la discusión al interior del
Congreso de la Unión y de las legislaturas de los Estados,
sobre la problemática y las expectativas de la cadena pro-
ductiva; 

VI. Revisar y analizar permanentemente la legislación y re-
glamentación que otros países aplican a las actividades de
la cadena productiva de automotores con el objeto de pro-
poner a los Poderes Legislativo y Ejecutivo de la Federa-
ción, las leyes, los reglamentos y, en general, las disposi-
ciones o reformas a éstas, que favorezcan la modernización
del sistema legal mexicano; 

VII. Examinar periódicamente, en el ámbito del sector au-
tomotor, las repercusiones de los tratados y acuerdos co-
merciales de los que México sea parte y, en general, de las
condiciones de acceso y competencia en los mercados y
opinar sobre cualquier medida de comercio exterior y sus
repercusiones en el mercado interno; 

VIII. Diseñar y operar un sistema de información nacional
e internacional del sector, con el propósito de registrar y
dar seguimiento comparado a la evolución de todos los es-
labones de la cadena productiva; 

IX. Opinar sobre todos aquellos asuntos que sean someti-
dos a su consideración y que propicien la eficiencia admi-
nistrativa, el aprovechamiento pleno de los recursos, la ele-
vación de la competitividad y el mejoramiento de la
calificación y de los niveles de bienestar de los trabajado-
res y empleados, a lo largo de la cadena productiva de au-
tomotores; 

X. Aprobar su reglamento; y

XI. Las demás que las confieran las disposiciones legales
aplicables.

SECCIÓN CUARTA
INTEGRACIÓN DEL CONSEJO

Artículo 6. El Consejo se integrará por un total de 11 re-
presentantes titulares, con derecho a voz y voto, con su
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respectivo suplente, de cada una de las siguientes depen-
dencias, instituciones y organizaciones: 

I. Del Poder Ejecutivo Federal: Un representante propieta-
rio y un suplente de las Secretarías de Economía; Hacien-
da y Crédito Público; Medio Ambiente y Recursos Natura-
les; y, Seguridad Pública. Los representantes propietarios
de las dependencias del Poder Ejecutivo Federal deberán
tener rango de Secretario de Despacho, y los suplentes de
Subsecretarios;

II. Entidades de la Federación: Un Gobierno Estatal, desig-
nado por la mayoría de los Gobernadores, de manera rota-
toria semestral. La representación de las Entidades de la
Federación deberá estar a cargo de un Gobernador, cuyo
suplente deberá tener rango de Secretario de Despacho;

III. Sector Privado: Un representante propietario y un su-
plente de las asociaciones siguientes: Asociación Mexica-
na de la Industria Automotriz, A.C.; Asociación Mexicana
de Distribuidores de Automotores, AC, Industria Nacional
de Autopartes, A.C.; y, Asociación Nacional de Producto-
res de Autobuses, Camiones y Tractocamiones, A.C.;

IV. Sector Laboral: Un Sindicato de Trabajadores, debida-
mente reconocido por la Secretaría del Trabajo y Previsión
Social, que represente a trabajadores de la industria auto-
motriz, designado por los Sindicatos de modo rotatorio se-
mestral; y

V. Instituciones de Investigación y Educación Superior:
Una institución de investigación y/o educación superior,
designada por Asociación Nacional de Universidades e
Instituciones de Educación Superior.

Artículo 7. El Consejo será presidido por el representante
de la Secretaría de Economía.

Artículo 8. El Consejo deberá reunirse en sesiones ordina-
rias por lo menos una vez al mes y, en sesiones extraordi-
narias cada vez que sean convocados por su Presidente o
un mínimo de cuatro de sus miembros, debiéndose levan-
tar un acta en cada caso, en la cual se consignarán los
acuerdos tomados. 

Artículo 9. El Consejo sesionará válidamente al reunirse la
mayoría de sus miembros y sus decisiones se tomarán por
mayoría de votos de los presentes. En caso de empate, su
Presidente tendrá voto de calidad. El nombramiento de los

miembros que integren el Consejo es honorífico y no dará
derecho a percibir retribución alguna por su desempeño. 

Artículo 10. Las convocatorias para las sesiones del Con-
sejo deberán ser efectuadas por el presidente o por tres de
sus integrantes en su caso, de conformidad con lo que dis-
ponga el Reglamento, el cual especificará el procedi-
miento.

En caso de encontrarse reunidos la totalidad de los miem-
bros propietarios del Consejo podrán sesionar y sus acuer-
dos serán válidos, sin necesidad de convocatoria alguna. 

En cada reunión del Consejo podrán comparecer invitados
del mismo, quienes participaran con voz pero sin voto. 

Artículo 11. El Consejo nombrará a un órgano ejecutivo de
sus decisiones, cuyas tareas y estructura serán definidas en
el Reglamento. Este órgano ejecutivo contará con los ele-
mentos necesarios de independencia técnica y suficiencia
de recursos que garanticen la cabal instrumentación de las
decisiones del Consejo. 

CAPITULO III
DEL FIDEICOMISO PARA LA RENOVACIÓN 

DEL PARQUE VEHICULAR

SECCIÓN PRIMERA
CONSTITUCIÓN DEL FIDEICOMISO

Artículo 12. Se crea el fideicomiso que administrará el
Fondo para la renovación del Parque Vehicular, el cual ten-
drá por objeto apoyar la renovación de los vehículos a los
que se refiere la fracción VIII del artículo 2 de este orde-
namiento.

Artículo 13. La Secretaría constituirá el fideicomiso a que
se refiere el numeral anterior, el cual tendrá las siguientes
características: 

I.- Fideicomitente: 

a) Fideicomitente A: El Gobierno Federal, por conducto de
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y 

b) Fideicomitentes B: Las personas físicas o morales, cons-
tituidas conforme a las leyes mexicanas, relacionadas con
la cadena productiva de automotores y que compartan los
fines del Fideicomiso; 



II.- Fiduciario: Nacional Financiera, Sociedad Nacional de
Crédito, Institución de Banca de Desarrollo, o en su defec-
to la institución financiera que designe el Comité Técnico
del Fideicomiso, y

III.- Fideicomisarios: Las personas físicas o morales de na-
cionalidad mexicana que acrediten la legal propiedad de
vehículos al final de su vida útil, con las condiciones defi-
nidas en el artículo 2, fracción IX, de esta Ley, lo correla-
tivo que en su caso contemple el Reglamento o determine
el Comité Técnico, y que deseen acogerse a los beneficios
del fideicomiso.

Artículo 14.- El Fondo para la Renovación del Parque Ve-
hicular se podrá integrar con:

I. Las aportaciones de que efectúen los gobiernos federal,
estatales, del Distrito Federal y municipales;

II. Las aportaciones de los fideicomitentes;

III. Las aportaciones y donaciones de personas físicas o
morales de carácter privado, mixto, nacionales e interna-
cionales;

IV. Créditos y apoyos de organismos internacionales;

V. Los recursos provenientes de las operaciones del fidei-
comiso; 

VI. El producto de sus operaciones y de la inversión de
fondos libres en valores comerciales o del sector público, y

VII. Cualesquiera otras aportaciones, que por cualquier tí-
tulo legal adquiera el fideicomiso.

SECCIÓN SEGUNDA
FINES DEL FIDEICOMISO

Artículo 15. Los fines del fideicomiso serán: 

I.- Fortalecer el mercado interno de vehículos automotores
con el propósito de renovar los que se consideren por sus
condiciones y antigüedad como vehículos al final de su vi-
da útil, creando un programa para la adquisición de vehí-
culos utilitarios que incluya condiciones preferenciales de
compra y disminución de la tasa impositiva por la adquisi-
ción de los vehículos nuevos, otorgando estímulos reales a
los grupos de población que más lo requieran;

II.- Apoyar la adquisición de los vehículos automotores a
los que se refiere la fracción VIII del artículo 2, mediante
la asignación de certificados de adquisición, no negocia-
bles e intransferibles, previa entrega del vehículo al final
de su vida útil de que se trate, y conforme al programa que
deberá elaborar el Comité Técnico; 

III.- Administrar los fondos del fideicomiso en tanto no se-
an asignados al fin señalado en la fracción anterior; 

IV.- Promover la participación de las empresas de la cade-
na productiva de automotores dedicadas a la fabricación y
distribución de automóviles que deseen participar en los
objetivos del presente fideicomiso, con el propósito de
otorgar facilidades comerciales en la adquisición de los ve-
hículos para los consumidores finales, previa aceptación
por escrito, para participar en los fines previstos en la frac-
ción I de este artículo, en términos de los artículos 37, 38 y
39, de la Ley de Planeación, y

V.- Verificar que los vehículos al final de su vida útil que
sean entregados al fideicomiso, se destruyan o compacten
con el propósito de reciclar los materiales, observando el
impacto y las normas ambientales.

Artículo 16. El Consejo planteará al Ejecutivo Federal los
estímulos fiscales que contribuyan al cumplimiento de los
objetivos del fideicomiso. 

SECCIÓN TERCERA
INTEGRACIÓN DEL COMITÉ TÉCNICO

Artículo 17. El órgano de decisión del fideicomiso será el
Comité Técnico, el cual estará integrado por once conseje-
ros titulares, en los siguientes términos: 

I. Un representante de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público;

II. Un representante de la Secretaría de Economía; 

III. Un representante de la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes; 

IV. Un representante de la Secretaría de Seguridad Pública;

V. Un representante de la Secretaría del Medio Ambiente y
Recursos Naturales; 
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VI. Un representante de la Procuraduría Federal de Protec-
ción al Ambiente;

VII. Un representante de la Asociación Mexicana de Dis-
tribuidores de Automotores, AC; 

VIII. Un representante de la Asociación Mexicana de la In-
dustria Automotriz; 

IX. Un representante de la Asociación Nacional de Pro-
ductores de Autobuses, Camiones y Tractocamiones, A.C.;

X. Un representante de organizaciones sociales relaciona-
das con el propósito del fideicomiso; y

XI. Un representante del Programa Universitario del Me-
dio Ambiente de la Universidad Nacional Autónoma de
México.

Por cada propietario deberá designarse un suplente. Los re-
presentantes del Poder Ejecutivo Federal deberán tener el
rango mínimo de Subsecretario de Despacho, en el caso de
los Consejeros Propietarios, y de Director General, en lo
relativo a los Consejeros Suplentes. 

Los nombres y firmas de los consejeros titulares y suplen-
tes deberán quedar registrados ante el fiduciario. 

Artículo 18. Los miembros del Comité Técnico elegirán en
su primera sesión, a través de votación nominal, a uno de
ellos como presidente de dicho Comité. El Consejero Pre-
sidente durará en su encargo seis meses, sin posibilidad de
reelección inmediata, al término de los cuales se procederá
a elegir al sustituto en los mismos términos. El nombra-
miento de los miembros que integrarán el Comité Técnico
es honorífico y no dará derecho a percibir retribución algu-
na por su desempeño. 

Artículo 19. En caso de ausencia a tres sesiones seguidas,
incapacidad, muerte o renuncia de alguno de los miembros
propietarios del Comité Técnico, automáticamente será
sustituido por el miembro suplente que le corresponda,
procediendo a designarse un nuevo suplente, notificándolo
de inmediato al Fiduciario. 

Artículo 20. El Comité Técnico deberá reunirse en sesiones
ordinarias por lo menos una vez al mes y, en sesiones ex-
traordinarias cada vez que sean convocados por el Presi-
dente o el Comisario, debiéndose levantar acta en cada ca-
so en la que se consignen los acuerdos tomados. 

Artículo 21. El Comité Técnico sesionará válidamente al
reunirse la mayoría de sus miembros, y sus decisiones se
tomarán por mayoría de votos de los presentes. En caso de
empate, el Presidente tendrá voto de calidad. 

Artículo 22. Las convocatorias para las reuniones del Co-
mité Técnico deberán ser efectuadas por el presidente y en-
viarse por carta, telegrama, fax o correo electrónico con
acuse de recibo, dirigido a los domicilios que para tales
efectos señalen los miembros del Comité Técnico, con una
anticipación no inferior a cinco días hábiles a la fecha de la
reunión convocada, adjuntando el correspondiente orden
del día. Las reuniones del Comité Técnico se efectuarán en
la fecha, hora y domicilio señalados en la propia convoca-
toria. 

En caso de encontrarse reunidos la totalidad de los miem-
bros propietarios del Comité Técnico podrán sesionar sin
necesidad de convocatoria alguna, y sus acuerdos serán vá-
lidos,. 

En cada reunión del Comité Técnico podrá comparecer un
representante del fiduciario u otros invitados del mismo
Comité, quienes participaran con voz pero sin voto. 

Artículo 23. El fideicomiso contará con un Comisario que
deberá ser un representante de la Comisión de Vigilancia
de la Auditoria Superior de la Federación. Deberá ser elec-
to por los diputados integrantes de esta Comisión y conta-
rá con las facultades de vigilancia y fiscalización necesa-
rias para el cumplimiento de sus funciones. 

Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, la Comi-
sión de Vigilancia de la Auditoria Superior de la Federa-
ción podrá verificar en cualquier momento si sus operacio-
nes en lo general y en lo particular, han sido ejercidas con
apego a lo establecido en la presente ley y conforme a los li-
neamientos fijados por el Comité Técnico del Fideicomiso. 

SECCIÓN CUARTA
FACULTADES DEL COMITÉ TÉCNICO

Artículo 24. El Comité Técnico tendrá para el cumpli-
miento de los fines establecidos en la presente ley, además
de las que se establezcan en contrato de fideicomiso res-
pectivo, las siguientes facultades: 

I. Elaborar el Programa Nacional de renovación del par-
que vehicular con base en los objetivos de la presente ley,



considerando los presupuestos del patrimonio del fideico-
miso y la antigüedad en los vehículos al final de su vida
útil susceptibles de renovación;

II. Promover la participación de las entidades federativas, a
través de la suscripción de convenios de colaboración, a
través de los cuales aquellas comprometan recursos presu-
puestales y de cualquier otro tipo, que contribuyan al cum-
plimiento de los fines del Fideicomiso. En los Convenios
de Colaboración podrán delegarse facultades operativas a
las Entidades Federativas;

III. Determinar los fideicomisarios que se constituirán por
las personas físicas y morales mexicanas que se ajusten a
los principios previstos en esta ley para la obtención de ve-
hículos utilitarios;

IV. Establecer los lineamientos para la expedición de los cer-
tificados de adquisición para el pago parcial, o total en su
caso, de los vehículos utilitarios, los que serán documentos
que se considerarán como títulos nominativos y no transmi-
sibles a persona distinta del fideicomisario original, salvo
que se trate de familiares en línea recta o colateral en primer
grado;

V. Proponer a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
la celebración de convenios con las empresas fabricantes
y/o distribuidoras a fin de que se hagan efectivos los certi-
ficados de adquisición, conforme a lo establecido en la
fracción IV, del artículo 15, de esta ley;

VI. Celebrar los convenios que se consideren convenientes
para el cumplimiento de los fines previstos para este fidei-
comiso;

VII. Ordenar el reciclaje de los vehículos al final de su vi-
da útil en las condiciones y métodos más adecuados, con-
siderando la opinión que en su caso emita el Instituto Na-
cional de Ecología sobre el eventual impacto ambiental
correspondiente;

VIII. Modificar, de acuerdo a estudios que justifiquen la
decisión, los tipos y clase de vehículos definidos en la frac-
ción VIII, del artículo 2 de la presente ley;

IX. Revisar la información mensual que le proporcione el
fiduciario respecto de la administración del patrimonio fi-
deicomitido;

X. Instruir al fiduciario para que otorgue los poderes gene-
rales o especiales que se requieran para la administración y
defensa del patrimonio fideicomitido;

XI. Instruir al fiduciario para el debido cumplimiento de
los acuerdos derivados de las fracciones IV y VII del pre-
sente artículo; y

XII. Instruir al Fiduciario sobre la forma y términos para la
terminación del presente fideicomiso o para la sustitución
del fiduciario, en su caso.

Las instrucciones que el Comité Técnico gire al fiduciario,
deberán efectuarse por escrito y contener la firma de por lo
menos tres de sus miembros, siendo necesariamente una de
ellas la del Presidente. 

Artículo 25. El Comisario Tendrá las siguientes facultades: 

I. Supervisar y verificar el cumplimiento del Programa Na-
cional de Renovación del Parque Vehicular que emita el
Comité Técnico del Fideicomiso;

II. Revisar los estados financieros del patrimonio del fidei-
comiso, proporcionando al Comité Técnico cualquier ob-
servación sobre los mismos;

III. Asistir con voz pero sin voto a las sesiones ordinarias o
extraordinarias que celebre el Comité Técnico;

IV. Verificar que la celebración de las sesiones ordinarias y
extraordinarias del Comité Técnico se realicen en forma
oportuna y con los requisitos previstos en esta ley o en el
contrato de fideicomiso respectivo;

V. Supervisar que la expedición de certificados de adquisi-
ción se otorguen a los fideicomisarios que les corresponda;
y

VI. Poner en conocimiento de las autoridades Administra-
tivas competentes las irregularidades que se detecten en el
desarrollo de las actividades de los sujetos del fideicomiso
a que se refieren los artículos precedentes.

SECCIÓN QUINTA
DURACIÓN DEL FIDEICOMISO

Artículo 26. El fideicomiso durará hasta el 30 de noviem-
bre de 2012. En caso de que subsistan las condiciones que
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dan origen al Fideicomiso, el Comité Técnico estará facul-
tado para extender su duración hasta agotar el Patrimonio.
En este último supuesto, deberá salvaguardarse el cumpli-
miento de las obligaciones a que esté impuesto el Fideico-
miso. 

CAPITULO IV
FOMENTO A LAS POLITICAS 

DE COORDINACIÓN EN MATERIA DE 
SEGURIDAD PÚBLICA, DE PROTECCIÓN DE LA

VIDA O LA SALUD HUMANA, Y DEL 
MEDIO AMBIENTE Y DEL CONSUMIDOR

Artículo 27. El Consejo promoverá políticas de coordina-
ción entre la federación, los estados y los municipios para
que, en el marco de la legislación correspondiente y de
acuerdo a sus respectivas obligaciones y facultades se:

I. Evite la importación, comercialización y circulación de
vehículos automotores usados que hayan sido robados, uti-
lizados en la comisión de presuntos ilícitos en los países de
los que provengan o cualquier otro hecho que contravenga
las leyes nacionales y los tratados internacionales;

II. Obligue que los vehículos automotores que circulen en
territorio nacional cumplan con las especificaciones técni-
cas que protejan la vida, la seguridad y la salud del con-
ductor, los ocupantes y los transeúntes; así como la conser-
vación de las vialidades, el equipamiento y el mobiliario
urbano;

III. Emitan las normas oficiales mexicanas en estas mate-
rias, así como instrumentar los mecanismos para su cum-
plimiento;

IV. Establezca un sistema nacional de prevención y retiro
de la circulación de los vehículos automotores que emitan
emisiones fuera de los parámetros o rangos que señalen las
normas oficiales mexicanas en la materia, para lo cual de-
berán establecerse los centros de verificación en todo el te-
rritorio nacional, los que podrán ser administrados por el
Poder Ejecutivo de la Federación, las Entidades Federati-
vas y Municipios, en los términos de los convenios de co-
ordinación que para el efecto se suscriban; o a través de
terceros, previa licitación en los términos de las disposi-
ciones aplicables;

V. Obligue a que los vehículos automotores que transiten
por la vías públicas de comunicación terrestre, cuenten con

un seguro vehicular que cubra, cuando menos, responsabi-
lidad civil; y

VI. Vigile que los vehículos automotores en circulación se
sujeten a la verificación del cumplimiento de las normas
oficiales mexicanas; estableciendo los plazos para su cum-
plimiento y las sanciones necesarias para que aquellos que
incumplan les sea impedida la circulación. 

Artículo 28. El Poder Ejecutivo de la Federación, las Enti-
dades Federativas, los Municipios o los terceros a cargo de
los centros de verificación, deberán notificar al Registro
Público Vehicular el resultado de las verificaciones aplica-
das con base a las normas oficiales mexicanas. 

TRANSITORIOS

PRIMERO. La presente Ley entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

SEGUNDO. Se abrogan todas las disposiciones legales o
administrativas que se opongan a la presente ley. 

TERCERO. Durante los 45 días siguientes a la entrada en
vigor de la presente Ley, el Poder Ejecutivo de la Federa-
ción deberá de emitir las normas para efectuar los trámites
para la permanencia de los vehículos de procedencia ex-
tranjera que circulan irregularmente en territorio nacional,
cuyos años modelo sean 1998 y anteriores, sin importar su
país de fabricación. Los propietarios o poseedores de los
vehículos de procedencia extranjera deberán realizar sus
trámites en un plazo no mayor a seis meses. 

Podrán apegarse a los beneficios de esta Ley aquellos pro-
pietarios a quienes sus vehículos hayan sido decomisados
o embargados precautoriamente, y que cubran las caracte-
rísticas establecidas en el párrafo anterior, siempre y cuan-
do no hayan pasado a propiedad del Fisco Federal, cance-
lando así el procedimiento administrativo levantado en su
contra. Una vez que dichos vehículos hayan realizado el
trámite de importación deberán de adquirir como mínimo
un seguro de daños a terceros.

CUARTO. Considerando lo establecido en el Tratado de
Libre Comercio de América del Norte, sobre desgravación
arancelaria y eliminación de restricciones no arancelarias
para la adquisición de vehículos usados en cualquiera de
los países socios por parte de personas físicas o morales, la



Secretaría de Hacienda y Crédito Público enviará propues-
tas al Poder Legislativo Federal, a fin de adoptar las medi-
das legislativas conducentes, con el objeto de equiparar las
tasas impositivas aplicables a los vehículos en México con
las de sus socios comerciales, de una manera gradual y uni-
forme, las cuales deberán empezar a formularse entrando
en vigor la presente ley, debiendo tenerse en consideración
lo establecido en el artículo 300-A.2, párrafo primero, del
Tratado de Libre Comercio de América del Norte. 

QUINTO. Para efectos de la fracción IV del artículo 27 de
esta Ley, el Poder Ejecutivo de la Federación, y en su caso
las Entidades Federativas y los Municipios que hayan sus-
crito los convenios correspondientes, tendrán un término
que no excederá del treinta de junio del año dos mil ocho. 

El Poder Ejecutivo de la Federación aplicará los instru-
mentos normativos y administrativos de carácter fiscal, fi-
nanciero, de mercado, o cualquier otro que incentive la ad-
ministración de los centros de verificación a cargo de las
Entidades Federativas, los Municipios o terceros. 

SEXTO. Para los efectos de las fracciones II y V del artí-
culo 14 de la esta Ley y de conformidad a lo establecido en
el primero y segundo párrafos del artículo 1 de la Ley de
Ingresos de la Federación, la Secretaría destinará para los
fines del Fideicomiso los recursos que al efecto autorice la
Cámara de Diputados dentro del Presupuesto de Egresos de
la Federación para el año correspondiente, así como los
que se reúnan por la inscripción de los vehículos a que se
refiere esta Ley. 

Para ejercicios fiscales posteriores, la Secretaría destinará
los recursos respectivos, con fundamento en las disposicio-
nes equivalentes en la Ley de Ingresos o en el Presupuesto
de Egresos de la Federación de años posteriores. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores.- México, DF,
a 6 de abril de 2006.� Sen. Carlos Chaurand Arzate (rúbrica), Vice-
presidente; Sen. Sara I. Castellanos Cortés (rúbrica), Secretaria.

Se remite a la honorable Cámara de Diputados para los efectos consti-
tucionales.� México, DF, a 6 de abril de 2006.� Arturo Garita, Se-
cretario General de Servicios Parlamentarios.»

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Túrnese a las Comisiones Unidas de Eco-
nomía, y de Hacienda y Crédito Público.

CONDECORACIONES

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Senadores.� México, DF.

CC. Secretarios de la H. Cámara de Diputados.� Presen-
tes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes el expediente que contiene minuta proyecto de decre-
to por el que se concede permiso al C. Capitán de Navío
CG DEM Pedro García Gil para que pueda aceptar y usar
la condecoración del Servicio Marítimo Nacional, en gra-
do de Servicios Distinguidos �Almirante Cristóbal Colón�,
en segunda clase, �Mérito Naval�, que le otorga la Coman-
dancia del Servicio Marítimo Nacional de la República de
Panamá.

México, DF, a 5 de abril de 2006.� Sen. Carlos Chaurand Arzate (rú-
brica), Vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Senadores.� México, DF.

MINUTA
PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.- Se concede permiso al C. Capitán
de Navío CG DEM Pedro García Gil, para que pueda acep-
tar y usar la Condecoración del Servicio Marítimo Nacio-
nal en grado de Servicios Distinguidos �Almirante Cristó-
bal Colón� en segunda clase �Mérito Naval�,que le otorga
la Comandancia del Servicio Marítimo Nacional de la Re-
pública de Panamá.

Salón de Sesiones de la honorable Cámara de Senadores.- México, DF,
a 5 de abril de 2006.� Sen. Carlos Chaurand Arzate (rúbrica), Vice-
presidente; Sen. Micaela Aguilar González (rúbrica), Secretaria.»

Se remite a la honorable Cámara de Diputados para los efectos consti-
tucionales.� México, DF, a 5 de abril de 2006.� Arturo Garita, Se-
cretario General de Servicios Parlamentarios.»

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Túrnese a la Comisión de Gobernación. 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 18 de abril de 2006151



Año III, Segundo Periodo, 18 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados152

SOCIEDADES FINANCIERAS

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Compañeras y compañeros diputados, el si-
guiente punto del orden del día son los dictámenes de pri-
mera lectura, publicados en la Gaceta Parlamentaria:

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Poder Legislativo Federal� Cámara de Diputados.

Dictamen de la Comisión de Hacienda Crédito Público,
con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga di-
versas disposiciones de la Ley General de Títulos y Opera-
ciones de Crédito; de la Ley General de Organizaciones y
Actividades Auxiliares del Crédito; de la Ley de Institucio-
nes de Crédito; de la Ley General de Instituciones y Socie-
dades Mutualistas de Seguros; de la Ley Federal de Insti-
tuciones de Fianzas; de la Ley para Regular las
Agrupaciones Financieras; de la Ley de Ahorro y Crédito
Popular; de la Ley de Inversión Extranjera; de la Ley del
Impuesto sobre la Renta; de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado y del Código Fiscal de la Federación

Marzo 28 de 2006

HONORABLE ASAMBLEA

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción
I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General, el Diputado Luis Antonio
Ramírez Pineda, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, sometió a la consideración del
H. Congreso de la Unión la Iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforman, derogan y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Títulos y Operaciones
de Crédito, Ley General de Organizaciones y Actividades
Auxiliares del Crédito, Ley de Instituciones de Crédito,
Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de
Seguros, Ley Federal de Instituciones de Fianzas, Ley pa-
ra Regular las Agrupaciones Financieras, Ley de Ahorro y
Crédito Popular, Ley de Inversión Extranjera, Ley del Im-
puesto sobre la Renta, Ley del Impuesto al Valor Agregado
y del Código Fiscal de la Federación.

Al efecto se llevaron a cabo diversas consultas y reuniones
de trabajo con representantes de la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público, la Comisión Nacional Bancaria y de Va-

lores, así como diversas entidades financieras interesadas
en la materia de la iniciativa.

Los integrantes de esta Comisión de Hacienda y Crédito
Público, con base en las facultades que nos confieren los
artículos 39, 45 y demás relativos de la Ley Orgánica del
Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, así como los
artículos 60, 65, 87, 88 y demás aplicables del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la consideración
de esta honorable Asamblea el siguiente

D I C T A M E N

ANTECEDENTES

1.- En fecha 23 de febrero de 2006 el Diputado Luis Anto-
nio Ramírez Pineda, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, presentó ante el Pleno de es-
ta H. Cámara la Iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman, derogan y adicionan diversas disposicio-
nes de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédi-
to, Ley General de Organizaciones y Actividades Auxilia-
res del Crédito, Ley de Instituciones de Crédito, Ley
General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Se-
guros, Ley Federal de Instituciones de Fianzas, Ley para
Regular las Agrupaciones Financieras, Ley de Ahorro y
Crédito Popular, Ley de Inversión Extranjera, Ley del Im-
puesto sobre la Renta, Ley del Impuesto al Valor Agregado
y del Código Fiscal de la Federación.

2- En esa misma fecha la Mesa Directiva turnó la iniciati-
va antes señalada, a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico para su estudio y dictamen.

3.- En sesión ordinaria los Diputados integrantes de esta H.
Comisión de Hacienda y Crédito Público procedieron al
análisis de la iniciativa antes enunciada, con base en el si-
guiente:

RESULTANDO

ÚNICO.- Los integrantes de esta Comisión Dictaminado-
ra estiman necesario puntualizar la iniciativa del Diputado
Luis Antonio Ramírez Pineda, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, la cual a la letra se-
ñala:

�...



El acceso al crédito es un elemento crucial en el des-
arrollo del país al ser el factor determinante en la inver-
sión. En este sentido, la intermediación financiera juega
un papel fundamental al promover el ahorro y canali-
zarlo hacia los proyectos mas rentables y productivos.
La innovación financiera, la competencia global, y el
constante cambio en el entorno financiero hacen menes-
ter realizar ajustes en la legislación del sector financie-
ro para mejorar su funcionamiento.

Además del sistema bancario y los mercados públicos
de deuda y capital, existe un grupo de intermediarios fi-
nancieros no bancarios que juegan un papel fundamen-
tal en el proceso de intermediación financiera. Este gru-
po está compuesto por las sociedades financieras de
objeto limitado (Sofoles), así como por las arrendadoras
financieras y las empresas de factoraje financiero. Re-
cientemente, este grupo ha cobrado una mayor impor-
tancia. De 1997 a 2005, la cartera de estos intermedia-
rios se ha incrementado de 44.7 miles de millones de
pesos (MMP) a 223 MMP. Estas cifras equivalen a un
incremento en ese mismo periodo del 0.7% a 2.75% del
Producto Interno Bruto (PIB) o del 4.1% a 28% del cré-
dito total al sector privado no financiero. Este creci-
miento se debe principalmente a la actividad de las So-
foles, que aumentaron su participación de 0.4% a 2.38%
del PIB y aumentaron de 21 a 54 instituciones en el mis-
mo período.

Quizá más relevante, estos intermediarios en gran medi-
da cubren mercados que los bancos no han atendido y/o
que con la crisis de 1995 dejaron de cubrir. Las Sofoles
han originado mas de 10 millones de créditos a la fecha.
De ellos, destacan más de 450 mil créditos hipotecarios,
casi 5 millones de créditos automotrices, casi 3 millones
de créditos a micro, pequeñas y medianas empresas, y
casi 3 millones de créditos personales, muchos de los
cuales son micro créditos. En su mayoría, estos créditos
son otorgados a personas con bajos ingresos que no ha-
bían tenido acceso al sector financiero formal.

Así, es obligación de esta Soberanía sentar las bases ju-
rídicas apropiadas para que, por una parte, la oferta de
créditos tenga condiciones accesibles y, por la otra, los
potenciales deudores tengan la confianza de solicitarlos.
La presente Legislatura reconoció esta situación y, ante
esto, el 30 de noviembre de 2005 fue publicada en el
Diario Oficial de la Federación una reforma a los artí-
culos 2 y 103 de la Ley de Instituciones de Crédito pro-
puesta por la Senadora Dulce María Sauri. En resumen,

y como lo dice la misma exposición de motivos de esa
iniciativa:

�la iniciativa [propuso] que las entidades comerciales
puedan captar recursos del mercado de valores y de la
banca y otorgar financiamiento con estos mismos recur-
sos. Es decir, las empresas de cualquier giro, principal-
mente las que se dedican a la venta de productos para el
consumo, por ejemplo, los grandes almacenes, podrán
acceder a recursos que en este momento no están a su al-
cance, y otorgar crédito a las personas que desean ad-
quirir los productos que venden. De este modo, la ini-
ciativa busca fomentar la competencia y presionar para
que se reduzca el margen de intermediación que tienen
las entidades financieras. Al facilitar la participación de
nuevos otorgantes de crédito, la diferencia entre las ta-
sas activas y las pasivas, esto es, entre el costo por cap-
tar recursos y colocarlos en el mercado, tenderá a redu-
cirse, o, en caso contrario, las entidades financieras
perderán clientes, ya que habrá quien ofrezca crédito
más barato.�

La reforma de la senadora Sauri, en vigor desde el 30 de
noviembre de 2005, implica que cualquier empresa mer-
cantil puede obtener fondos de la banca regulada y su-
pervisada y del mercado de valores y utilizar esos re-
cursos para dar crédito. Con anterioridad a dicha
reforma, este tipo de intermediación estaba restringido a
las Sofoles y a otros intermediarios autorizados. Ahora,
cualquier empresa puede hacer esta intermediación con
mayor libertad que las Sofoles, ya que no necesaria-
mente tendrá que otorgar crédito a un sector (objeto) es-
pecífico, predefinido y autorizado por las autoridades fi-
nancieras.

Permitir el otorgamiento del crédito a varios sectores es
fundamental para fomentar la actividad crediticia. Por
ejemplo, una arrendadora de maquinaria agrícola no le
puede otorgar crédito a un campesino para comprar se-
millas. La situación no es eficiente para ninguna de las
partes: Por un lado, el arrendador ya conoce la calidad
crediticia del agricultor, estableció una relación de largo
plazo con él y le convendría prestarle, para adquirir se-
millas por ejemplo, para asegurarse que le continúe ha-
ciendo los pagos del tractor; por otro lado, el agricultor
tiene que acudir a un intermediario financiero diferente
para obtener el crédito deseado. En general, tiene poco
sentido que una Sofol que puede prestar para comprar
un coche no pueda prestar para comprar una lavadora
por ejemplo. Estos �cajones�, que se establecen en la
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legislación actual, no conducen a la eficiencia ya que no
permiten aprovechar las sinergias de haber hecho un
costoso análisis crediticio de una persona. Al mismo
tiempo, los usuarios del crédito tienen que acudir y ha-
cer trámites ante varias instituciones para que se les
atienda todas sus necesidades de financiamiento.

La liberalización que llevó a cabo la reforma propuesta
por la Senadora Sauri no presenta ningún riesgo para el
sector financiero. La literatura económica y la experien-
cia internacional nos indican que las dos razones para
tener una regulación y supervisión prudencial son: (i)
proteger los intereses del gran público depositante y (ii)
evitar un problema sistémico en el sector financiero en
caso que alguna institución no pudiera honrar sus obli-
gaciones.

La primera razón está justificada en el hecho que, al
captar recursos del público y otorgar créditos con ellos,
podría existir la posibilidad de que, en una situación de
crisis, los montos provenientes de los activos (es decir,
de esos créditos) no alcanzaran para pagarle a todos los
depositantes. Dado el número de depositantes, los cos-
tos involucrados imposibilitan una acción coordinada y
efectiva de supervisión sobre los bancos o cualquier
otro intermediario que capte recursos del público en ge-
neral. Por lo tanto, es necesaria la existencia de un agen-
te regulador centralizado que satisfaga el requerimiento
de supervisión, con lo que se incrementa la confianza y
la penetración de las instituciones bancarias en la eco-
nomía. La regulación mexicana sigue un enfoque pru-
dencial que abarca, entre otros mecanismos, restriccio-
nes y requerimientos de capital y reservas (capital
mínimo, capital neto, calificación de activos expuestos
a riesgo y constitución de reservas o provisiones), segu-
ros de depósito y limitaciones de portafolio.

La otra razón de la supervisión es evitar que la falla de
un intermediario pueda contaminar el resto del sistema
financiero a través del sistema de pagos. Es decir, si un
intermediario no puede honrar sus obligaciones con
otros intermediarios a través del sistema de pagos, es
posible que otros intermediarios con suficiente solven-
cia y liquidez antes del problema pierdan ambas o cual-
quiera de ellas en el momento que en ese otro interme-
diario deje de honrar sus obligaciones.

La reforma aprobada antes referida no causa ningún
riesgo debido a que las empresas mercantiles, antes y
después de la reforma, seguirán sin captar depósitos del

público ni estarán conectadas al sistema de pagos, por lo
que no pueden causar un riesgo sistémico. Las empresas
mercantiles que otorguen crédito podrán, como el resto
de las empresas mercantiles, obtener financiamiento de
la banca, que sí está regulada y supervisada por las au-
toridades financieras, así como del mercado de valores,
donde los requisitos de revelación reducen sustancial-
mente el problema de información y de agencia.

Lo interesante de lo anterior es que ni las Sofoles, ni las
arrendadoras o empresas de factoraje, captan depósitos
del público ni están conectadas al sistema de pagos, por
lo que conviene cuestionar mantenerlas sujetas a autori-
zación y a supervisión de las autoridades financieras.

De hecho, la regulación existente para las Sofoles,
arrendadoras y empresas de factoraje ha tenido efectos
adversos. En primer lugar, y quizás el más importante,
la regulación y supervisión por parte de las autoridades
financieras crea una percepción que existe una protec-
ción o garantía del Gobierno Federal a favor de los acre-
edores de estas instituciones. Lo anterior causa un ries-
go moral por parte de las Sofoles, arrendadoras y
empresas de factoraje y reduce los incentivos de moni-
toreo crediticio por parte de los acreedores, ya que asu-
men que, si algo sale mal, el gobierno realizará un res-
cate. Al respecto, no hay ninguna base legal para hacer
un rescate a estas instituciones y tendría poco sentido
hacerlo, ya que no captan depósitos del público. Sus
acreedores son bancos e inversionistas del mercado de
valores los cuales tienen un alto grado de sofisticación e
invierten a su propio riesgo. En segundo lugar, la auto-
rización para constituirse como Sofol, arrendadora o
empresa de factoraje constituye una barrera de entrada
que inhibe la competencia. En tercer lugar, la carga ad-
ministrativa que impone la regulación incrementa los
costos de operación, sin que necesariamente sea útil pa-
ra sus acreedores o sus usuarios. En cuarto lugar, la re-
gulación inhibe la innovación financiera. Todo lo ante-
rior se refleja en mayores tasas de interés para los
usuarios y en mayores cargas administrativas.

Por las razones ya expuestas, esta iniciativa comple-
menta este gran paso tomado por la presente Legislatu-
ra y lo lleva a sus últimas consecuencias. En particular,
la iniciativa impulsa la referida reforma de los artículos
2 y 103 de la Ley de Instituciones de Crédito en los si-
guientes dos sentidos para promover la competencia, la
penetración del crédito, reducir los márgenes de inter-
mediación y las tasas de interés:



Primero, reconoce que el arrendamiento y el factoraje
financiero no deben ser actividades reservadas, como no
lo es el crédito, y propone que cualquier empresa mer-
cantil pueda llevar a cabo estas operaciones sin autori-
zación ni supervisión de las autoridades financieras.

Segundo, hace una serie de adecuaciones legislativas
para darles a las empresas mercantiles que se dediquen
preponderantemente a otorgar crédito, y/o arrendamien-
to y/o factoraje las ventajas, principalmente fiscales y
procesales, que actualmente tienen las arrendadoras, las
empresas de factoraje y las Sofoles como entidades fi-
nancieras. Al mismo tiempo, establece un período de
cuatro años de transición para que las Sofoles, las arren-
dadoras y las empresas de factoraje migren al esquema
sin supervisión financiera.

Liberalización de la actividad de arrendamiento y de
factoraje

Con respecto a liberalizar la actividad de arrendamiento
y de factoraje, la pregunta obligada es si existe alguna
razón para mantener estas actividades restringidas a en-
tidades que gocen de autorización expresa de la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público. La literatura eco-
nómica y la experiencia internacional, en consonancia
con las circunstancias nacionales, indican que el arren-
damiento y el factoraje son subconjuntos y formas par-
ticulares del otorgamiento de crédito. Por lo tanto, si el
crédito no está reservado en México ni en casi ninguna
parte del mundo, tiene poco sentido reservar el arrenda-
miento y el factoraje. El arrendamiento es, de facto, un
crédito con un patrón de pago predeterminado donde, en
caso de que el deudor (es decir, el arrendatario) no hon-
re sus obligaciones, el acreedor (es decir, el arrendador)
tiene el derecho de que se le otorgue la posesión del bien
arrendado sin mayor trámite, ya que la propiedad del
bien no es del deudor, sino del mismo arrendador. Esto
permite a las empresas de arrendamiento reducir la car-
tera vencida y cobrar tasas de interés más accesibles que
en una operación crediticia común, en donde la ejecu-
ción de las garantías es más compleja. Por su parte, el
factoraje es también, de facto, una operación de crédito
donde la fuente de pago son cuentas por cobrar de un
tercero que se compran a un descuento de su valor no-
minal.

Fue relativamente reciente cuando en México se optó
por restringir el arrendamiento y el factoraje a empresas

autorizadas y supervisadas por las autoridades financie-
ras. El arrendamiento se restringió en 1981 cuando se
estableció en la Ley de Instituciones de Crédito y Orga-
nizaciones Auxiliares que solo las empresas que reci-
bieran una concesión por parte de la Secretaría de Ha-
cienda podrían hacerlo. El factoraje se incorporó como
actividad restringida a la Ley de Organizaciones y Acti-
vidades Auxiliares de Crédito en 1990. La motivación
de esto era regular estas actividades como parte del sec-
tor financiero para promoverlas y, al mismo tiempo, di-
ferenciar su regulación de la aplicable a la actividad
bancaria que, hasta antes de 1990, era desempeñada so-
lamente por empresas propiedad del Estado. Sin embar-
go, la regulación no logró fomentar el crecimiento de
estos sectores. La cartera de las arrendadoras se ha man-
tenido como una proporción constante del PIB cercana
al 0.2% desde 1997 a la fecha. Similarmente, la cartera
de las empresas de factoraje ha oscilado alrededor de
0.14% del PIB en el mismo período. Más aún, el nume-
ro de arrendadoras y de empresas de factoraje ha dismi-
nuido desde 1997.

El entorno financiero actual es totalmente diferente al
de los ochentas: la banca comercial ya no es propiedad
del estado, existen mercados de deuda maduros con
competitividad y transparencia en el flujo de informa-
ción como alternativas de fondeo; la regulación de estas
entidades no es sustancialmente diferente a la de los
bancos pese a que no captan recursos del público; es
evidente que la sobre-regulación está inhibiendo su des-
arrollo, la innovación financiera y la competencia; los
costos de la regulación encaren el costo del crédito; y
estas entidades absorben recursos y esfuerzos de super-
visión cuando no existen intereses del público deposi-
tante que cuidar.

Finalmente, dado que en México el crédito no está res-
tringido desde hace tiempo a entidades autorizadas para
esos propósitos y la reforma de la Senadora Sauri libe-
ralizó la intermediación de recursos de los bancos y de
los mercados de valores, resulta un anacronismo restrin-
gir el arrendamiento y factoraje financieros a empresas
que solo pueden dedicarse a esto, con una pesada carga
regulatoria que eleva sus costos. Por lo anterior, parece
razonable afirmar que las razones y propósitos de la re-
gulación a las que están sometidas las empresas de
arrendamiento y factoraje financieros ya no son consis-
tentes con las circunstancias actuales de la país, de la
economía y de sus sistema financiero.
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Llevar a cabo este primer objetivo es jurídicamente sen-
cillo. Se requiere derogar las disposiciones de la Ley
General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del
Crédito aplicables a las operaciones de arrendamiento y
factoraje financiero y trasladarlas a la Ley General de
Títulos y Operaciones de Crédito, con algunos ajustes y
precisiones para que se refieran a operaciones de crédi-
to celebradas entre cualesquier particulares.

Esta modificación, aunada a las reformas de los artícu-
los 2 y 103 de la Ley de Instituciones de Crédito ya
aprobadas, permitirá que cualquier empresa mercantil
pueda fondearse de los bancos o mediante ofertas públi-
cas de valores y llevar a cabo operaciones de arrenda-
miento, factoraje y crédito a cualquier sector. Es decir,
con estas modificaciones legislativas, las empresas mer-
cantiles podrán hacer las mismas actividades para las
cuales hoy se necesita contar con autorizaciones del Go-
bierno Federal para constituirse y operar como arrenda-
dora financiera, empresa de factoraje financiero y una o
varias Sofoles.

El efecto promotor en el crédito es enorme y conducirá
a mayor competencia, menores costos de operación y,
por lo tanto, en menores tasas de interés para el consu-
midor. Esta liberalización no presenta ningún riesgo al
sistema financiero porque se mantiene la prohibición de
captar directamente recursos del público ahorrador y las
empresas que se dediquen a esto no tendrán acceso al
sistema de pagos.

Otorgar las ventajas fiscales y procesales que tienen
las entidades financieras a las empresas mercantiles
que se dediquen al crédito, arrendamiento y factora-
je.

Para alcanzar cabalmente la meta de abaratar el crédito y
fomentar la competencia entre entidades que no capten
recursos del público ahorrador, es necesario lograr el se-
gundo gran objetivo de la iniciativa: otorgarles a las em-
presas mercantiles que se dediquen preponderantemente
al arrendamiento, y/o al factoraje, y/o al otorgamiento de
crédito, las mismas ventajas, fiscales y procesales, que
actualmente tienen las Sofoles, arrendadoras y empresas
de factoraje como entidades financieras. Este objetivo,
aunque conceptualmente simple, requiere, de varios
cambios legislativos que se proponen en esta iniciativa.

Las principales ventajas fiscales para las empresas que
componen el sistema financiero son:

La cartera crediticia no es incluida para el cómputo del
impuesto al activo y,

Los intereses generados en transacciones de la cartera
crediticia comercial con entidades financieras no causan
el impuesto al valor agregado.

Las principales ventajas procesales que tienen las enti-
dades financieras son:

Los estados de cuenta certificados de las entidades fi-
nancieras, incluyendo a las Sofoles, arrendadoras, y em-
presas de factoraje, tienen el carácter de títulos ejecuti-
vos. Es decir, un juez puede dictar un embargo del
colateral a favor de la entidad financiera sin esperar te-
ner una sentencia firme. Los litigios de las entidades fi-
nancieras son por la vía ejecutiva mercantil y no por la
vía ordinaria mercantil. Esto ha permitido abaratar y fo-
mentar el crédito ya que con un proceso judicial de por
medio, la entidad financiera puede embargar el colateral
sin esperar el final de proceso judicial.

Conforme al Código Civil Federal y los Códigos Civi-
les de las Entidades Federativas, establecen que las en-
tidades financieras pueden ceder los derechos de crédi-
tos con garantía hipotecaria a otro intermediario sin
necesidad de notificación al deudor, ni de escritura pú-
blica ni de inscripción ante el Registro Público de la
Propiedad correspondiente. Esta facilidad se vuelve cru-
cial para la venta de cartera hipotecaria o el proceso de
bursatilización de dicha cartera, en el que las Sofoles
transfieren los créditos a un fideicomiso que, a su vez,
emite certificados bursátiles con derechos sobre los flu-
jos derivados del pago de dichos créditos. Sin esta faci-
lidad, sería prohibitivamente caro llevar a cabo bursati-
lizaciones de carteras hipotecarias y, con ello, el
fomento del otorgamiento de dichos créditos, ya que se
necesitaría llevar a cabo notificaciones a miles de pose-
edores de hipotecas y efectuar los trámites necesarios
para obtener los registros correspondientes.

La manera más práctica y jurídicamente sólida para
otorgar las facilidades mencionadas a entidades mercan-
tiles que no requieran de autorización es crear la figura
de entidad financiera no regulada que se denominará
�Sociedad Financiera de Objeto Múltiple� o �Sofome.�
Adicionalmente, si no están vinculadas con un banco es-
tas entidades tendrán que llevar la expresión Entidad
No Regulada o E.N.R. después de su denominación.
En caso de estar vinculadas con un banco, llevarán la



expresión Entidad Regulada o E.R. Conceptualmente,
aquellas sociedades que se dediquen preponderante-
mente a otorgar créditos, dar bienes en arrendamiento
financiero y/o adquirir derechos de crédito mediante
contratos de factoraje financiero, serán denominadas
Sofomes de acuerdo con las disposiciones de la Ley Ge-
neral de Organizaciones y Actividades Auxiliares del
Crédito a que se refiere la presente iniciativa, y tendrán
las ventajas fiscales y procesales mencionadas.

Para acceder a los beneficios procesales la Iniciativa es-
tablece en la Ley General de Organizaciones y Activi-
dades Auxiliares del Crédito que una sociedad tendrá
que:

Establecer como su objeto social principal la realización
de arrendamiento y/o crédito y/o factoraje sin captar de-
pósitos del público; denominarse Sofome seguido de las
siglas E.N.R. o E.R. dependiendo de si están o no vin-
culadas con un banco; y establecer su estatus regulato-
rio en sus contratos.

Para tener las ventajas fiscales, una Sofome necesitará
cumplir en adición al requisito anterior alguno de los si-
guientes requisitos:

Que el 70% de los activos de la sociedad sean cartera de
crédito-arrendamiento-factoraje o

Que el 70% de los ingresos provengan de administrar la
mencionada cartera.

Estos requisitos son necesarios para que los beneficios
puedan ser accesibles sin demasiados costos. Así, para
acceder a los beneficios procesales, no es necesario ha-
cer cambios legislativos adicionales a los mencionados.
De esta forma, una sociedad anónima, al constituirse
como Sofome, tendrá acceso a estos beneficios. Para
ello, bastará que estas sociedades acrediten en sus res-
pectivos estatutos sociales que su objeto social principal
es la realización de estas actividades para que un juez
acepte los estados de cuenta certificados como títulos
ejecutivos. Así mismo, las Sofomes tendrán la posibi-
lidad de ceder los créditos hipotecarios que hayan otor-
gado sin necesidad de notificar a los deudores respec-
tivos o llevar a cabo registro alguno, debido a que ellas
serán consideradas como entidades financieras bajo la
legislación de la materia y que los códigos civiles no
diferencian si éstas deben estar reguladas y supervisa-
das o no.

La Iniciativa propone tres cambios a las legislaciones
fiscales para otorgar las ventajas fiscales a las Sofomes:

Primero, establecer en el Artículo 8 de la Ley del Im-
puesto Sobre la Renta los requisitos fiscales de las So-
fomes en los términos expuestos.

Segundo, incorporar a las Sofomes en el artículo 8 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, que es aquel que defi-
ne a las entidades que componen al sector financiero pa-
ra efectos fiscales. Esta modificación, aunada al hecho
de que la Ley del Impuesto al Activo, en su artículo 1,
establece que, para las empresas que componen el siste-
ma financiero, el impuesto se calcula con base en el �ac-
tivo no afecto a su intermediación financiera� y que el
artículo 14 de la misma ley remite la definición de sis-
tema financiero a dicho artículo 8 de la Ley del Impues-
to Sobre la Renta, implica que a las Sofomes se les da-
rá el tratamiento de las entidades financieras para
efectos del impuesto al activo.

Tercero, con el fin evitar que los créditos comerciales y
operaciones de factoraje de aquellas entidades financie-
ras no sujetas a autorización para operar con tal carácter
causen IVA, la iniciativa propone modificar el artículo
15, fracción X, de la Ley del Impuesto al Valor Agrega-
do para que también incluya a las Sofomes. Al respecto,
conviene hacer tres aclaraciones: Primero, el arrenda-
miento financiero sí causa IVA, debido a que fiscalmen-
te es una venta diferida en el tiempo. Segundo, los inte-
reses para préstamos al consumo actualmente causan
IVA, aún cuando provengan de entidades financieras. Y
tercero, los créditos hipotecarios no causan IVA.

Sería inviable abrir estas facilidades fiscales a las socie-
dades mercantiles que tengan objetos empresariales no
financieros ya que se prestaría a planeaciones fiscales
para evadir el impuesto al activo y el cobro del IVA en
la venta de sus productos. En relación con el impuesto
al activo, se podría prestar a manipulaciones entre acti-
vos fijos y activos crediticios para evadir el impuesto.
Con los requisitos fiscales propuestos, las empresas
mercantiles que no se dediquen predominantemente a la
actividad crediticia, tendrán que incluir todos sus acti-
vos para el cálculo del impuesto. Así mismo, la separa-
ción permitirá una fiscalización del IVA mas transpa-
rente.

Mientras una sociedad cumpla con el requisito fiscal,
tendrá acceso a las facilidades fiscales del impuesto al
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activo y del IVA. Asegurarse que estos requisitos se
cumplen es sencillo de verificar por parte de las autori-
dades fiscales en la declaración anual de impuestos. Si
alguna Sofome no cumple con los requisitos fiscales, no
accederá a las facilidades fiscales aunque mantendrá las
ventajas procesales.

Estas modificaciones fiscales no tendrán un impacto ad-
verso en la recaudación debido a que actualmente las
Sofoles, arrendadoras, y empresas de factoraje están
exentas del impuesto al activo y en los casos menciona-
dos sus créditos y operaciones de factoraje no causan el
IVA. Con la reforma, estas entidades podrán continuar
con sus mismas actividades y seguirán sin causar el im-
puesto al activo o el IVA. En la medida que la reforma
promueva la entrada de nuevas Sofomes, la recaudación
podrá aumentar vía otros impuestos.

Debido a que el cambio en la naturaleza jurídica de las
Sofoles, arrendadoras, y empresas de factoraje es tan
profundo, existirá un período transitorio de casi cuatro
años hasta octubre del 2009 en el cual las Sofoles, las
arrendadoras, y las empresas de factoraje podrán mante-
nerse, si así lo desean, como entidades financieras regu-
ladas bajo el régimen actual: bajo la supervisión de la
Secretaría de Hacienda y de la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores, y con la legislación actual que no les
permite liberalizar sus operaciones activas (las Sofoles
seguirán siendo de objeto limitado y las arrendadoras y
empresas de factoraje solo podrán realizar las activida-
des que les permite el régimen actual).

Otros ajustes legislativos necesarios

La iniciativa contiene una serie de ajustes legislativos
adicionales para asegurar el buen funcionamiento de las
Sofomes como nuevas entidades y de la liberalización
del arrendamiento y del factoraje.

Resguardar el arbitraje regulatorio

Un riesgo importante de minimizar es el del arbitraje re-
gulatorio entre una Sofome que no está regulada y un in-
termediario financiero que sí capta depósitos del públi-
co ahorrador y que está regulado, como un banco. El
riesgo es que un intermediario financiero regulado, co-
mo un banco, lleve a cabo sus actividades de arrenda-
miento, factoraje y de crédito a través de una Sofome
con las ventajas fiscales y procesales mencionadas y
evite cumplir los requisitos crediticios que se le aplica al

banco poniendo en riesgo los depósitos del público o el
sistema de pagos. En el extremo, un banco podría pres-
tar toda su cartera a través de una Sofome con requisi-
tos crediticios menores.

Por lo anterior, la iniciativa propone evitar cualquier ti-
po de arbitraje regulatorio entre un banco, o cualquier
otra entidad de capte del público, y las Sofomes. La Ini-
ciativa busca que el banco, sea indiferente en términos
fiscales y regulatorios entre llevar a cabo las operacio-
nes de crédito, arrendamiento o factoraje dentro de su
balance o a través de una de una Sofome.

Este riesgo de arbitraje ya existe y se evita actualmente
con las Sofoles, arrendadoras, y empresas de factoraje.
La regulación de las arrendadoras y de las empresas de
factoraje es tal que los bancos tienen pocos incentivos
para realizar estas actividades a través de una empresa
separada aunque algunos así lo hacen. Recientemente,
la Secretaría de Hacienda preparó unas modificaciones
a la regulación aplicable a las Sofoles vinculadas con
bancos para homologar los estándares de capitalización,
diversificación, reserva de cartera, créditos relaciona-
dos, criterios contables, control interno, administración
de riesgos, diversificación, integración de expedientes,
de carácter prudencial en materia de crédito y califica-
ción de cartera para asegurarse que el banco no tenga in-
centivos perversos de otorgar crédito a través de Sofoles
y evadir requisitos que pongan en peligro los depósitos
del público.

La iniciativa plantea en la Ley General de Organizacio-
nes y Actividades Auxiliares del Crédito que, cuando
exista un vínculo patrimonial entre una Sofome y un
banco o un grupo financiero que comprenda a un banco,
o personas físicas que tengan control sobre un banco, la
Sofome será considerada como �Entidad Regulada� (o
E.R.), lo cual deberá ser señalado de esa forma en su de-
nominación social, y le será aplicable la regulación co-
rrespondiente a los bancos, tal y como actualmente se le
aplica la regulación a las Sofoles que han sido adquiri-
das por los bancos. Esto implica que dichas Sofomes,
entidades reguladas, serán supervisadas por la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores. En sentido contrario,
cualquier otra Sofome que no tenga un vínculo patrimo-
nial en los términos antes señalados, será considerada
como entidad no regulada (E.N.R.), lo cual deberá se-
ñalarse en su denominación social, y no estará sujeta a
la supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores.



Un ajuste menor relacionado con este tema implica mo-
dificar la Ley de Agrupaciones Financieras para reducir
el número mínimo de entidades financieras que integran
un grupo de tres a dos entidades. Este ajuste es necesa-
rio para evitar que con la liberalización propuesta por
esta Iniciativa, algún grupo financiero no cumpla con el
mínimo de entidades financieras, por ejemplo al fusio-
nar una arrendadora y una empresa de factoraje en una
Sofome.

Se mantiene el acceso a las fuentes de fondeo vigentes

Las Sofoles, las arrendadoras y las empresas de factora-
je, al igual que las empresas mercantiles, actualmente
pueden recibir fondeo de instituciones financieras (ban-
cos, aseguradoras y afianzadoras), y a través de emisio-
nes públicas de deuda. Las Sofomes, al ser entidades
mercantiles, también podrán hacerlo. Adicionalmente,
no es necesario cambiar ninguna disposición legal apli-
cable a la banca de desarrollo para permitir que las So-
fomes puedan recibir créditos de aquella. Los consejos
directivos de las instituciones de banca de desarrollo tie-
nen la facultad de determinar que los créditos puedan
otorgarse a personas que no tengan el carácter de insti-
tuciones financieras. En el caso de la Sociedad Hipote-
caria Federal la Secretaría de Hacienda tiene esa facul-
tad.

En este sentido, se incluye una modificación a la Ley
General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de
Seguros y a la Ley Federal de Instituciones de Fianzas
para que esas instituciones puedan recibir títulos en des-
cuento y redescuento de las Sofomes, tal y como lo pue-
den hacer hoy de las Sofoles, arrendadoras y empresas
de factoraje financiero.

Prevención de lavado de dinero

La iniciativa también atiende la prevención del lavado
de dinero y financiamiento al terrorismo. Si bien es cier-
to que las Sofoles, arrendadoras y empresas de factora-
je no captan directamente recursos del público y, por lo
tanto, su capacidad de lavar dinero a través de ellas es
limitada, actualmente la Ley General de Organizaciones
y Actividades Auxiliares del Crédito y la Ley de Institu-
ciones de Crédito, en consonancia con los estándares in-
ternacionalmente reconocidos como los más adecuados
para la prevención de dichas prácticas, como son aque-
llos recomendados por el foro intergubernamental deno-
minado Grupo de Acción Financiera sobre el Blanqueo

de Capitales (GAFI), establecen que estas entidades de-
ben estar sujetas a ciertas normas en la materia.

En este sentido, y debido a que la práctica internacional
apunta en la dirección de establecer medidas de preven-
ción de lavado de dinero para las actividades de toda en-
tidad financiera, la presente iniciativa propone en la Ley
General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del
Crédito, que las Sofomes, al igual que los centros cam-
biarios, estén sujetas a normas de lavado de dinero y que
sean supervisadas por el Servicio de Administración
Tributaria.

Protección al usuario

Actualmente la Comisión Nacional para la Protección y
Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros (Con-
dusef) es la encargada de proteger y defender los dere-
chos e intereses de los usuarios de los servicios que
prestan las Sofoles, arrendadoras y empresas de factora-
je. El nuevo régimen propuesto por esta iniciativa preci-
sa en la Ley General de Organizaciones y Actividades
Auxiliares del Crédito que la protección del usuario de
los servicios de arrendamiento financiero, factoraje fi-
nanciero y otorgamiento de crédito que presten las So-
fomes corresponde también a la Condusef.

Inversión Extranjera y Tratados Internacionales

Actualmente, la inversión extranjera en las Sofoles,
arrendadoras y empresas de factoraje está permitida al
100% a través del régimen de filiales. Al dejar de ser
entidades financieras y al liberalizar las actividades de
factoraje y de arrendamiento, es necesario derogar los
incisos (H) al (K) de la fracción III del artículo 7 de la
Ley de Inversión Extranjera para que las sociedades
extranjeras puedan invertir directamente en el capital
de estas entidades sin tener que constituir una filial.
Las sociedades extranjeras tendrán que inscribirse en
el Registro Público de Comercio y tener por objeto las
tres operaciones correspondientes a las Sofomes si
quieren tener los beneficios fiscales y procesales. Los
que no se registren solo tendrán que ajustarse a la Ley
de Inversión Extranjera, como en cualquier otra activi-
dad mercantil.

La Iniciativa aquí presentada no infringe ninguno de los
tratados internacionales que tiene celebrados México.
Solo se tendrá que informar a nuestros socios comercia-
les que la inversión extranjera quedó liberada y que la
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autorización para realizar operaciones de crédito, de
arrendamiento, factoraje y/o crédito ya no es necesaria.

Conclusiones

Esta miscelánea de reformas tiene por objeto promover
la actividad crediticia y fomentar la competencia, así co-
mo reducir los costos y, por lo tanto, las tasas de interés.
Al mismo tiempo, elimina una fuente de riesgo moral en
el sector financiero al dejar fuera de la supervisón de las
autoridades financieras actividades donde no hay intere-
ses del público que tutelar y no hay riesgo del sistema
de pagos. Aunque los objetivos son simples, sentar las
bases para que estas actividades se puedan realizar de
manera competitiva en el ámbito mercantil requiere ha-
cer cambios a varias leyes:

Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito.

Ley General de Organizaciones y Actividades Auxilia-
res del Crédito.

Ley de Instituciones de Crédito.

Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas
de Seguros

Ley Federal de Instituciones de Fianzas.

Ley para Regular las Agrupaciones Financieras.

Ley de Ahorro y Crédito Popular.

Ley de Inversión Extranjera.

Ley del Impuesto sobre la Renta.

Ley del Impuesto al Valor Agregado.

Código Fiscal de la Federación.

...�

CONSIDERACIONES DE LA COMISIÓN

PRIMERA.- Esta Comisión resulta competente para dic-
taminar la iniciativa del Diputado Luis Ramírez Pineda del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, de conformidad con lo dispuesto por los artículos
39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los

Estados Unidos Mexicanos, 87 y 88 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos.

SEGUNDA.- La iniciativa presentada por el Diputado
Luis Antonio Ramírez Pineda, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional propone reformar, de-
rogar y adicionar diversas disposiciones de la Ley General
de Títulos y Operaciones de Crédito, Ley General de Or-
ganizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, Ley de
Instituciones de Crédito, Ley General de Instituciones y
Sociedades Mutualistas de Seguros, Ley Federal de Insti-
tuciones de Fianzas, Ley para Regular las Agrupaciones Fi-
nancieras, Ley de Ahorro y Crédito Popular, Ley de Inver-
sión Extranjera, Ley del Impuesto sobre la Renta, Ley del
Impuesto al Valor Agregado y del Código Fiscal de la Fe-
deración, a efecto de realizar diversos ajustes en la legisla-
ción del sector financiero, para con ello mejorar su funcio-
namiento.

La que Dictamina estima procedentes las consideraciones
que se señalan en la iniciativa sujeta a estudio.

En efecto, el acceso al crédito resulta un elemento de espe-
cial importancia en el desarrollo del nuestro país, al ser el
factor determinante en la inversión, siendo por tanto rele-
vante el papel que la intermediación financiera realiza, pa-
ra promover el ahorro y canalizarlo hacia los proyectos
mas rentables y productivos.

En este sentido, el grupo de intermediarios financieros no
bancarios compuesto por las sociedades financieras de ob-
jeto limitado Sofoles, así como por las arrendadoras finan-
cieras y las empresas de factoraje financiero, cuentan con
un papel fundamental en el proceso de intermediación fi-
nanciera.

A partir de diciembre de 1993 las Sofoles surgen como una
excepción a la prohibición de captación directa o indirecta
de recursos del público para otorgar créditos a objetos li-
mitados, cubriendo en gran medidas las necesidades de di-
versos sectores que los bancos no atienden o que con la cri-
sis de 1995, dejaron de cubrir, convirtiéndose en una
importante fuente alterna de financiamiento a diversos sec-
tores productivos.

Las importancia de la actividad desarrollada por las Sofo-
les se refleja en los mas de 10 millones de créditos a la fe-
cha han otorgado, de los cuales 450 mil corresponden a cré-
ditos hipotecarios, casi 5 millones de créditos automotrices,



casi 3 millones de créditos a micro, pequeñas y medianas
empresas, y casi 3 millones de créditos personales, muchos
de los cuales son micro créditos.

Actualmente en nuestro país existen 58 Sofoles, cuyos ac-
tivos totales ascienden a 211,472 millones de pesos, de los
cuales:

� El 62.2% están concentrados en el sector hipotecario.

� El automotriz cuenta con el 27.6%.

No debe perderse de vista que la mayoría de dichos crédi-
tos, según refiere la iniciativa, han sido otorgados a perso-
nas con bajos ingresos, que de otra manera no habrían te-
nido acceso al sector financiero formal.

Dado el auge e importancia que la intermediación finan-
ciera ha adquirido para el nuestro país, esta legislatura
aprobó una reforma a los artículos 2 y 103 de la Ley de Ins-
tituciones de Crédito, con el propósito de establecer un me-
canismo que propicie condiciones accesibles a la oferta de
créditos, además de otorgar confianza a los potenciales
deudores.

Así se autorizó mediante mandato de ley, que cualquier
empresa mercantil pueda obtener fondos de la banca regu-
lada y supervisada, así como del mercado de valores, utili-
zando dichos recursos para dar crédito, logrando con ello
que cualquier empresa esté en condiciones de realizar esta
intermediación con la misma libertad que las Sofoles, con
lo cual podrán otorgar créditos a diversos sectores, sin au-
torización de las autoridades financieras, logrando con ello
fomentar la actividad crediticia.

En razón de lo anterior es que se considera que no tiene
sentido mantener el esquema de crédito especializado para
cada uno de los sectores específicos, ya que lo anterior tie-
ne como resultado no aprovechar las sinergias de haber he-
cho un costoso análisis crediticio de una persona, además
de obligar a los usuarios del crédito a acudir y hacer trámi-
tes ante varias instituciones para satisfacer sus necesidades
de financiamiento, lo cual obviamente eleva los costos y la
tasas de interés.

Es importante señalar que en los últimos años el sistema fi-
nanciero mexicano ha vivido inmerso en un proceso de
transformación, incorporándose a la legislación medidas
tanto preventivas como correctivas, en beneficio del públi-
co ahorrador.

Así, la liberalización antes referida, no causa ningún riesgo
para el sector financiero, ya que las empresas mercantiles
continuarán sin captar depósitos del público y no estarán
conectadas al sistema de pagos, por lo que no causarán un
riesgo sistémico.

En razón de lo anterior esta Comisión que dictamina en-
cuentra coincidencia en que no existe razón alguna para con-
tinuar sujetando a los intermediarios financieros tales como
las Sofoles, arrendadoras y empresas de factoraje, a la auto-
rización y supervisión de las autoridades financieras.

Aunado a lo anterior, resultan atinentes las consideraciones
que se plasman en la iniciativa, ya que la regulación exis-
tente para los intermediarios financieros antes citados tiene
diversos efectos negativos, tales como:

� Crear la percepción de que existe una protección o ga-
rantía del Gobierno Federal a favor de los acreedores de
estas instituciones, siendo que no hay ninguna base le-
gal que permita la instrumentación de un rescate, ya que
sus acreedores son bancos e inversionistas del mercado
de valores los cuales tienen un alto grado de sofistica-
ción e invierten a su propio riesgo.

� Formar una barrera de entrada que inhibe la compe-
tencia.

� Ocasionar una carga administrativa que incrementa los
costos de operación, sin que necesariamente sea útil pa-
ra sus acreedores o sus usuarios, además de inhibir la
innovación financiera.

Principales objetivos de la iniciativa

La que dictamina, coincidiendo con el espíritu de la refor-
ma ya realizada a la Ley de Instituciones de Crédito y a
efecto de complementar y homologar el marco legal que
permita promover la competencia, la penetración del crédi-
to, reducir los márgenes de intermediación y las tasas de in-
terés, estima que resultan acertados los dos objetivos plan-
teados en la iniciativa:

1. Permitir que cualquier empresa mercantil, pueda lle-
var a cabo operaciones de, arrendamiento y factoraje fi-
nancieros sin autorización ni supervisión de las autori-
dades financieras, y

2. Otorgar a las empresas mercantiles que se dediquen
preponderantemente a otorgar crédito, arrendamiento y
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factoraje, las ventajas fiscales y procesales, que actual-
mente tienen dichas entidades financieras.

Por lo que hace al primer objetivo, resulta acertado pun-
tualizar respecto a la liberalización de la actividad de arren-
damiento y de factoraje que se propone, que la experiencia
internacional refiere que, tanto el arrendamiento como el
factoraje son subconjuntos y formas particulares del otor-
gamiento de crédito, por lo que, al no encontrarse reserva-
do éste, no resulta justificado reservar ni el arrendamiento,
ni el factoraje.

A este respecto no debe perderse de vista que en nuestro
país se optó por restringir el arrendamiento y el factoraje a
empresas autorizadas y supervisadas por las autoridades fi-
nancieras con el objetivo de promoverlas y, al mismo tiem-
po, diferenciar su regulación de la aplicable a la actividad
bancaria que, hasta antes de 1990, era desempeñada sola-
mente por empresas propiedad del Estado.

No obstante lo anterior, dicha regulación no cumplió con el
objetivo primordial planteado que era fomentar el creci-
miento de estos sectores, por lo que, atendiendo a las cir-
cunstancias actuales del país, la economía, el sistema fi-
nanciero y específicamente del sector, resulta válido
afirmar que la sobre-regulación inhibe su desarrollo, la in-
novación financiera y la competencia; además de que los
costos de dicha regulación encaren el costo del crédito;
siendo que no existen intereses del público depositante que
cuidar.

En razón de lo anterior, esta Comisión encuentra acertado
derogar las disposiciones de la Ley General de Organiza-
ciones y Actividades Auxiliares del Crédito aplicables a las
operaciones de arrendamiento y factoraje financiero, y
trasladarlas a la Ley General de Títulos y Operaciones de
Crédito, refiriéndolas a operaciones de crédito celebradas
entre particulares, con objeto de permitir que cualquier em-
presa mercantil pueda fondearse de los bancos o mediante
ofertas públicas de valores y llevar a cabo operaciones de
arrendamiento, factoraje y crédito a cualquier sector.

Los beneficios de la liberalización serán:

� Mayor efecto promotor en el crédito,

� Mayor competencia,

� Menores costos de operación y, por ende, menores ta-
sas de interés para el consumidor.

Respecto al segundo de los objetivos planteados en la ini-
ciativa, esta Comisión estima acertado otorgar a las empre-
sas mercantiles que se dediquen preponderantemente al
arrendamiento, factoraje y al otorgamiento de crédito, las
mismas ventajas, procesales y fiscales, que actualmente
tienen las entidades financieras.

Para tal propósito se estima acertado la creación de la figu-
ra de entidad financiera no regulada denominada �Socie-
dad Financiera de Objeto Múltiple� o �Sofome�, la cual se
hará acompañar de la expresión Entidad No Regulada o
E.N.R. después de su denominación, y en caso de estar vin-
culadas con un banco, llevarán la expresión Entidad Regu-
lada o E.R.

Así, según se establece en la iniciativa que se dictamina,
deben equipararse las principales ventajas procesales y fis-
cales con que actualmente cuentan las empresas que com-
ponen el sistema financiero, a las sociedades que se dedi-
quen preponderantemente a otorgar créditos, dar bienes en
arrendamiento financiero y adquirir derechos de crédito
mediante contratos de factoraje financiero, �Sofomes�.

Para acceder a los beneficios procesales la Iniciativa esta-
blece en la Ley General de Organizaciones y Actividades
Auxiliares del Crédito que una sociedad tendrá que:

a) Establecer como su objeto social principal la realiza-
ción de arrendamiento y/o crédito y/o factoraje sin cap-
tar depósitos del público

b) Denominarse Sofome seguido de las siglas E.N.R. o
E.R. dependiendo de si están o no vinculadas con un
banco; y

c) Establecer su estatus regulatorio en sus contratos.

Ventajas procesales

Las principales ventajas procesales con que actualmente
gozan las entidades financieras, y de las que gozarán las
Sofomes son que:

1. Los estados de cuenta certificados de las entidades fi-
nancieras, incluyendo a las Sofoles, arrendadoras, y em-
presas de factoraje, tienen el carácter de títulos ejecutivos.

Lo cual tiene como beneficios que el juicio se substancie
en la vía ejecutiva mercantil y no por la vía ordinaria mer-
cantil, lo cual permite que se pueda trabar embargo a favor



de la entidad financiera, sin esperar tener una sentencia
firme.

2. Las entidades financieras pueden ceder los derechos
de créditos con garantía hipotecaria a otro intermediario
sin necesidad de notificación al deudor, ni de escritura
pública ni de inscripción ante el Registro Público de la
Propiedad correspondiente, ello de conformidad con el
Código Civil Federal y los Códigos Civiles de las Enti-
dades Federativas.

Esta facilidad permite la venta de cartera hipotecaria y el
proceso de bursatilización de dicha cartera, en el que las
Sofoles, transfieren los créditos a un fideicomiso que, a su
vez, emite certificados bursátiles con derechos sobre los
flujos derivados del pago de tales créditos, lográndose el
fomento del otorgamiento al financiamiento.

Ventajas fiscales.

Por lo que hace al acceso a los beneficios fiscales para las
Sofomes, estos se logran a través de las siguientes modifi-
caciones a las legislaciones fiscales federales:

1. Incorporar en el Artículo 8 de la Ley del Impuesto So-
bre la Renta, incorporándolas a la definición que el mis-
mo artículo prevé para las entidades que componen el
sistema financiero para efectos fiscales.

En adición a lo anterior, se establece que las Sofomes ten-
drán que cumplir con cualquiera de los siguientes requisi-
tos:

a) Que el 70% de los activos de la sociedad sean car-
tera de crédito-arrendamiento-factoraje o

b) Que el 70% de los ingresos provengan de admi-
nistrar la mencionada cartera.

Lo anterior, redundará en que para efectos del cálculo del
impuesto al activo, éste se realice con base en el �activo no
afecto a su intermediación financiera�, ya que el artículo
14 de la Ley del Impuesto al Activo prevé dicho beneficios
para las entidades del sistema financiero a que se refiere el
artículo 8 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

2. Modificar el artículo 15, fracción X, de la Ley del Im-
puesto al Valor Agregado para que también incluya a las
Sofomes, únicamente por lo que hace a créditos comer-

ciales y operaciones de factoraje en los servicios que se
encuentran exentos de dicho impuesto.

Con dichas modificaciones se logra el beneficio que busca
la reforma, sin tener un impacto en la recaudación o poner
en riesgo la adecuada tributación de los sujetos, además de
que de no cumplir con los requisitos fiscales antes señala-
dos, la Sofome no podrá acceder a las facilidades fiscales,
aunque mantendrá las ventajas procesales antes señaladas.

No obstante, esta Comisión dictaminadora considera con-
veniente eliminar la reforma al Artículo 47 de la Ley del
Impuesto Sobre la Renta por ser innecesaria así como ha-
cer algunas precisiones a los artículos 8 y 31 de la Ley del
Impuesto Sobre la Renta y 15 de la Ley del Impuesto al Va-
lor Agregado asegurando así que se cumplan los propósitos
de la presente iniciativa para quedar en los siguientes tér-
minos:

Ley del Impuesto Sobre la Renta:

�Artículo 8o.- ...

...

El sistema financiero, para los efectos de esta Ley, se
compone por las instituciones de crédito, de seguros y
de fianzas, sociedades controladoras de grupos financie-
ros, almacenes generales de depósito, administradoras
de fondos para el retiro, arrendadoras financieras, unio-
nes de crédito, sociedades financieras populares, socie-
dades de inversión de renta variable, sociedades de in-
versión en instrumentos de deuda, empresas de factoraje
financiero, casas de bolsa, casas de cambio y sociedades
financieras de objeto limitado, que sean residentes en
México o en el extranjero. Asimismo, se considerarán
integrantes del sistema financiero a las sociedades fi-
nancieras de objeto múltiple a las que se refiere la Ley
General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del
Crédito que tengan cuentas y documentos por cobrar de-
rivados de las actividades que deben constituir su obje-
to social principal, conforme a lo dispuesto en dicha ley,
que representen al menos el setenta por ciento de sus ac-
tivos totales, o bien, que tengan ingresos derivados de
dichas actividades y de la enajenación o administración
de los créditos otorgados por ellas, que representen al
menos el setenta por ciento de sus ingresos totales. Para
los efectos de la determinación del porcentaje del seten-
ta por ciento, no se considerarán los activos o ingresos
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que deriven de la enajenación a crédito de bienes o ser-
vicios de las propias sociedades, de las enajenaciones
que se efectúen con cargo a tarjetas de crédito o finan-
ciamientos otorgados por terceros.

Tratándose de sociedades de objeto múltiple de nueva
creación, el Servicio de Administración Tributaria me-
diante resolución particular en la que se considere el
programa de cumplimiento que al efecto presente el
contribuyente podrá establecer para los tres primeros
ejercicios de dichas sociedades, un porcentaje menor al
señalado en el párrafo anterior, para ser consideradas
como integrantes del sistema financiero para los efectos
de esta Ley.�

�Artículo 31. ...

XVI. ...

...

a) Tratándose de créditos cuya suerte principal al día de
su vencimiento no exceda de $20,000.00, cuando en el
plazo de un año contado a partir de que incurra en mo-
ra, no se hubiera logrado su cobro. En este caso, se con-
siderarán incobrables en el mes en que se cumpla un año
de haber incurrido en mora.

Cuando se tengan dos o más créditos con una misma
persona física o moral de los señalados en el párrafo an-
terior, se deberá sumar la totalidad de los créditos otor-
gados para determinar si éstos no exceden del monto a
que se refiere dicho párrafo.

Lo dispuesto en el inciso a) de esta fracción será aplica-
ble tratándose de créditos contratados con el publico en
general, cuya suerte principal al día de su vencimiento
se encuentre entre $5000.00 a $20,000.00, siempre que
el contribuyente de acuerdo con las reglas de carácter
general que al respecto emita el Servicio de Administra-
ción Tributaria informe de dichos crédito a las socieda-
des de información crediticia que obtengan autorización
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público de con-
formidad con la Ley de Sociedades de Información Cre-
diticia.

Así mismo, será aplicable lo dispuesto en el inciso a) de
esta fracción, cuando el deudor del crédito de que se tra-
te sea contribuyente que realiza actividades empresaria-
les y el acreedor informe por escrito al deudor de que se

trate, que efectuará la deducción del crédito incobrable,
a fin de que el deudor acumule el ingreso derivado de la
deuda no cubierta en los términos de esta Ley. Los con-
tribuyentes que apliquen lo dispuesto en este párrafo,
deberán informar a más tardar el 15 de febrero de cada
año de los créditos incobrables que dedujeron en los tér-
minos de este párrafo en el año calendario inmediato an-
terior.

b) Tratandose de crédito cuya suerte principal al día de
su vencimiento sea mayor a $20,000.00 cuando el acre-
edor haya demandado ante la autoridad judicial el pago
del crédito o se haya iniciado el procedimiento arbitral
convenido para su cobro y además se cumpla con lo pre-
visto en el párrafo final del inciso anterior.

c) ...

...

...

Tratándose de cuentas por cobrar que tengan una garan-
tía hipotecaria, solamente será deducible el cincuenta
por ciento del monto cuando se den los supuestos a que
se refiere el inciso b) anterior. Cuando el deudor efectúe
el pago del adeudo o se haga la aplicación del importe
del remate a cubrir el adeudo, se hará la deducción del
saldo de la cuenta por cobrar o en su caso la acumula-
ción del importe recuperado.�

Ley del Impuesto al Valor Agregado:

Artículo 15.- No se pagará el impuesto por la prestación
de los siguientes servicios:

I. a IX.- ...

X. ...

a) ...

b) Reciban o paguen las instituciones de crédito, las
uniones de crédito, las sociedades financieras de obje-
to limitado, las sociedades de ahorro y préstamo y las
empresas de factoraje financiero, en operaciones de fi-
nanciamiento, para las que requieran de autorización y
por concepto de descuento en documentos pendientes
de cobro; los que reciban y paguen las sociedades fi-
nancieras de objeto múltiple que para los efectos del



impuesto sobre la renta formen parte del sistema finan-
ciero, por el otorgamiento de crédito, de factoraje finan-
ciero o descuento en documentos pendientes de cobro;
los que reciban los almacenes generales de depósito por
créditos otorgados que hayan sido garantizados con bo-
nos de prenda; así como las comisiones de los agentes y
corresponsales de las instituciones de crédito por dichas
operaciones.

...

...

c) a i). ...

XI. a XVI. ...

Otros ajustes legislativos

Por lo que hace a las modificaciones que se proponen a va-
rios ordenamientos legales, esta dictaminadora encuentra
coincidencia en homologar las diversas leyes del sector fi-
nanciero, a efecto de asegurar el buen funcionamiento de
las Sofomes como nuevas entidades, además de garantizar
la liberalización del arrendamiento y del factoraje, reali-
zando para estos efectos una reforma legal integral.

En efecto, resulta procedente reformar la Ley General de Or-
ganizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, a efecto
evitar el riesgo de que un intermediario financiero regulado,
como un banco, lleve a cabo actividades de arrendamiento,
factoraje y de crédito a través de una Sofome, con las venta-
jas fiscales y procesales antes señaladas, evitando cumplir
los requisitos crediticios que se le aplica al banco, poniendo
en riesgo los depósitos del público o el sistema de pagos.

Así, cuando exista un vínculo patrimonial entre una Sofo-
me y un banco o un grupo financiero que comprenda a un
banco, o personas físicas que tengan control sobre un ban-
co, la Sofome será considerada como �Entidad Regulada�,
señalándose de esa forma en su denominación social, sien-
do aplicable la regulación correspondiente a los bancos, tal
y como actualmente se le aplica la regulación a las Sofoles
que han sido adquiridas por los bancos.

Lo anterior implica que dichas Sofomes como entidades re-
guladas, serán supervisadas por la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores.

En este mismo sentido, a efecto de garantizar que los ban-
cos no tengan incentivos perversos de otorgar crédito a tra-

vés de Sofoles y evadir requisitos que pongan en peligro
los depósitos del público, la Secretaría de Hacienda, ho-
mologó diversos estándares crediticios, contables y pru-
denciales.

No obstante lo anterior, esta Comisión estima que a efecto
de minimizar el riesgo de arbitraje regulatorio, y tomando
en cuenta que se propone que las Sofomes vinculadas pa-
trimonialmente con instituciones de crédito se sujeten a di-
versas disposiciones de la Ley de Instituciones de Crédito,
resulta necesario incluir las relativas a los artículos 24 Bis,
51, 65 y 76, así como omitir las del artículo 52 que no tie-
ne relación con lo que se pretende, por ello se modifica el
artículo 87-D de la Ley General de Organizaciones y Acti-
vidades Auxiliares del Crédito, para quedar de la siguiente
manera:

�ARTÍCULO 87-D.- Las sociedades financieras de ob-
jeto múltiple reguladas se sujetarán a lo que, para las
instituciones de crédito y entidades financieras, según
corresponda, disponen los artículos 24 Bis, 49, 50, 51,
65, 73, 73 Bis y 73 Bis 1, 76, 93, 99, 101, 102 y 115 de
la Ley de Instituciones de Crédito, así como 4, fraccio-
nes I a VI, y 6 de la Ley de la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores. Al efecto, las sociedades financieras
de objeto múltiple reguladas se sujetarán a las disposi-
ciones que, para dichas sociedades, emitan las corres-
pondientes autoridades indicadas en los artículos antes
señalados y en las mismas materias a que aquellos se re-
fieren.

Lo dispuesto por este artículo deberá preverse expresa-
mente en los estatutos de las sociedades financieras de
objeto múltiple reguladas.

Lo previsto en artículo 65-A de esta Ley será igualmen-
te aplicable a las sociedades financieras de objeto múl-
tiple reguladas, tratándose de los actos administrativos
señalados en dicho precepto que la citada Comisión dic-
te en relación con dichas entidades financieras.�

En virtud de la modificación al artículo 87-D antes señala-
do, es necesario adecuar las sanciones aplicables en caso
de incumplimiento a lo dispuesto en el mismo, por lo que
el texto del artículo 89 de la Ley General de Organizacio-
nes y Actividades Auxiliares del Crédito, queda de la si-
guiente manera:

ARTÍCULO 89.- ...
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I a XIII ...

XIII bis.- De 2,000 a 20,000 días de salario a las socie-
dades financieras de objeto múltiple reguladas, que in-
cumplan con lo dispuesto por el artículo 87-D de esta
Ley, en relación con los artículos 24 Bis, 49, 50, 51, 93,
101, 102 y 115 de la Ley de Instituciones de Crédito;

XIII bis 1.- De 5,000 a 50,000 días de salario, a las so-
ciedades financieras de objeto múltiple reguladas que
incumplan con lo dispuesto por el artículo 87-D de esta
Ley, en relación con los artículos 73, 73 Bis y 73 Bis 1
de la Ley de Instituciones de Crédito;

XIII bis 2.- De 15,000 a 60,000 días de salario, a las so-
ciedades financieras de objeto múltiple reguladas, que
incumplan con lo dispuesto por el artículo 87-D de esta
Ley, en relación con los artículos 65 y 76 de la Ley de
Instituciones de Crédito, así como con las disposiciones
prudenciales, en materia de contabilidad y de requeri-
mientos de información, que haya emitido la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores para dichas sociedades;
y

XIV.- ...

La Dictaminadora comparte el objetivo de minimizar el
riesgo de arbitraje regulatorio, que orienta la adición de un
segundo párrafo al artículo 76 de la Ley de Instituciones de
Crédito, sin embargo, considera que no es necesario pues-
to que la facultad prevista actualmente en el artículo citado
es lo suficientemente amplia para el fin que se persigue,
por lo que se propone eliminar la adición señalada. Res-
pecto del mismo tema y con el fin de evitar sobreregula-
ción se propone adicionar un inciso c) al artículo 73 Bis de
la Ley de Instituciones de Crédito para quedar:

�ARTÍCULO 73bis.- �

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

c) Las entidades financieras que formen parte del grupo
financiero al que, en su caso, pertenezca la institución
de banca múltiple, o aquéllas entidades financieras en
las que la institución de banca múltiple tengan una par-
ticipación accionaria, a menos que dichas entidades a su
vez otorguen cualquier tipo de financiamiento a las per-
sonas señaladas en las fracciones I a VII del artículo 73
y por el monto de dicho financiamiento.�

En consecuencia de lo anterior, se modifica en lo condu-
cente el artículo Primero Transitorio del Decreto para que-
dar:

�PRIMERO.- Entrarán en vigor el día siguiente de la
publicación de este Decreto en el Diario Oficial de la
Federación:

I. El artículo Primero del presente Decreto;

II. Las reformas a los artículos 4; 7 y 95 Bis, así como a
la identificación del Capítulo Único del Título Quinto y
las adiciones al Título Quinto con el Capítulo II, que in-
cluye los artículos 87-B a 87-Ñ, y al artículo 89 de la
Ley General de Organizaciones y Actividades Auxilia-
res del Crédito, contenidas en el artículo Segundo de es-
te Decreto;

III. Las reformas a los artículos 46 y 89, así como la adi-
ción al artículo 73 Bis de la Ley de Instituciones de Cré-
dito, contenidas en el artículo Tercero de este Decreto, y

IV. Los artículos Noveno, Décimo y Décimo Primero
del Presente Decreto.

A partir de la entrada en vigor a que se refiere este artí-
culo, las operaciones de arrendamiento financiero y fac-
toraje financiero no se considerarán reservadas para las
arrendadoras financieras y empresas de factoraje finan-
ciero, por lo que cualquier persona podrá celebrarlas en
su carácter de arrendador o factorante, respectivamente,
sin contar con la autorización de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público referida en el artículo 5 de la
Ley General de Organizaciones y Actividades Auxilia-
res del Crédito.

Las sociedades financieras de objeto limitado podrán
seguir actuando con el carácter de fiduciarias en los fi-
deicomisos a los que se refiere el artículo 395 de la
Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito hasta
que queden sin efectos las autorizaciones que les haya



otorgado la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
en términos de la fracción IV del artículo 103 de la Ley
de Instituciones de Crédito, salvo que adopten la moda-
lidad de sociedad financiera de objeto múltiple, en cuyo
caso podrán continuar en el desempeño de su enco-
mienda fiduciaria.�

También resulta adecuada la modificación que se propone
a la Ley de Agrupaciones Financieras, garantizando que los
grupos financieros cumplan con el mínimo de entidades fi-
nancieras.

Aunado a lo anterior, con las modificaciones planteadas se
mantiene el acceso a las fuentes de fondeo vigentes, espe-
cíficamente a través del fondeo de instituciones financieras
(bancos, aseguradoras y afianzadoras), y de emisiones pú-
blicas de deuda, siendo necesario que las instituciones y
sociedades mutualistas de seguros, así como las institucio-
nes de fianzas, puedan recibir títulos en descuento y redes-
cuento de las Sofomes, tal y como lo pueden hacer hoy de
las arrendadoras y empresas de factoraje financiero, siendo
por ende procedente la modificación que se propone a la
Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de
Seguros y a la Ley Federal de Instituciones de Fianzas.

Sin embargo, esta Comisión considerando que el espíritu
de la iniciativa es igualar las condiciones con las que ac-
tualmente cuentan las entidades financieras objeto de la
misma, al mudar al régimen de Sofomes, estima adecuado
eliminar la limitación que se hace para que las asegurado-
ras y afianzadoras puedan recibir títulos en descuento y re-
descuento solo de Sofomes reguladas, proponiendo en con-
secuencia modificar los artículos 34 y 81 de la Ley General
de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, así
como las del artículo 16 de la Ley Federal de Instituciones
de Fianzas, en los siguientes términos:

Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas
de Seguros:

�ARTÍCULO 34.- ...

I. a VIII. ...

IX. Recibir títulos en descuento y redescuento a institu-
ciones de crédito, organizaciones auxiliares del crédito
y sociedades financieras de objeto múltiple, así como a
fondos permanentes de fomento económico destinados
en fideicomiso por el gobierno federal en instituciones
de crédito;

X. a XVI. ...�

�ARTÍCULO 81.- ...

I. a V. ...

VI. Recibir títulos en descuento y redescuento a institu-
ciones de crédito, organizaciones auxiliares del crédito
y sociedades financieras de objeto múltiple, así como a
fondos permanentes de fomento económico destinados
en fideicomiso por el gobierno federal en instituciones
de crédito;

VII. a XII. ...�

Ley Federal de Instituciones de Fianzas:

�ARTÍCULO 16.- ...

I. a XIII. ...

XIV. Recibir títulos en descuento y redescuento a insti-
tuciones de crédito, organizaciones auxiliares del crédi-
to, sociedades financieras de objeto múltiple, así como
a fondos permanentes de fomento económico destina-
dos en fideicomiso por el gobierno federal en institucio-
nes de crédito;

XV. a XVIII. ...

...�

De especial preocupación resulta para esta Dictaminadora
adecuar el marco legal a efecto de incorporar las recomen-
daciones del foro intergubernamental denominado Grupo
de Acción Financiera sobre el Blanqueo de Capitales (GA-
FI), no obstante que ni las Sofoles, arrendadoras y empre-
sas de factoraje captan directamente recursos del público.

En efecto, toda vez que esta legislatura atenta a las reco-
mendaciones de la GAFI ha incorporado diversas reformas
a los ordenamientos legales financieros, tales la publicada
en el Diario Oficial de la Federación el 28 de enero de 2004,
que tuvo como propósito modificar y adicionar diversas le-
yes financieras, a efecto de establecer medidas que coadyu-
ven a prevenir y, en su caso, detectar operaciones de proce-
dencia ilícita, que deriven de financiamiento al terrorismo y
de lavado de dinero, se coincide con que a las Sofomes es-
tén sujetas a normas de lavado de dinero y que sean super-
visadas por el Servicio de Administración Tributaria.
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Otro punto de especial interés para esta dictaminadora, lo
es la Protección al usuario, siendo importante garantizar
que a través de la institución especializada para ello, se
protegerá y defenderán los derechos e intereses de los
usuarios de arrendamiento financiero, factoraje financiero
y otorgamiento de crédito que presten las Sofomes, corres-
pondiendo realizar dichas acciones a la Comisión Nacional
para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios
Financieros (Condusef).

No obstante, también es interés de esta Comisión que las
medidas de protección al usuario que la iniciativa estable-
ce sean consistentes con los mecanismos operativos del
arrendamiento financiero, factoraje financiero y crédito,
Por ello se considera necesario precisar cuando puede con-
venirse la capitalización de intereses y permitir que los pla-
zos de envío de estados de cuenta se puedan ajustar cuan-
do se pactan, en esas operaciones, pagos trimestrales,
semestrales y anuales, de esta manera los textos de los ar-
tículos 87-I y 87-M de la Ley General de Organizaciones y
Actividades Auxiliares del Crédito quedan en los siguien-
tes términos:

�ARTÍCULO 87-I.- En las operaciones de crédito,
arrendamiento financiero y factoraje financiero que las
sociedades financieras de objeto múltiple celebren con
sus clientes:

I. Sólo se podrán capitalizar intereses cuando, antes o
después de la generación de los mismos, las partes lo
hayan convenido. En este caso la sociedad respectiva
deberá proporcionar a su cliente estado de cuenta men-
sual. Es improcedente el cobro que contravenga lo dis-
puesto por esta fracción, y

II. Los intereses se causarán exclusivamente sobre los
saldos insolutos del crédito concedido y su pago no po-
drá ser exigido por adelantado, sino únicamente por pe-
ríodos vencidos. En las operaciones de factoraje finan-
ciero el factorado y la sociedad financiera de objeto
múltiple podrán pactar en contrario.�

�ARTÍCULO 87-M.- En las operaciones de crédito,
arrendamiento financiero y factoraje financiero, las so-
ciedades financieras de objeto múltiple deberán:

I. Informar a sus clientes previamente sobre la contra-
prestación; monto de los pagos parciales, la forma y pe-
riodicidad para liquidarlos; cargas financieras; acceso-
rios; monto y detalle de cualquier cargo, si lo hubiera;

número de pagos a realizar, su periodicidad; en su caso,
el derecho que tiene a liquidar anticipadamente la ope-
ración y las condiciones para ello y, los intereses, in-
cluidos los moratorios, forma de calcularlos y el tipo de
tasa y, en su caso, tasa de descuento.

II. De utilizarse una tasa fija, también se informará al
cliente el monto de los intereses a pagar en cada perío-
do. De utilizarse una tasa variable, se informará al clien-
te sobre la regla de ajuste de la tasa, la cual no podrá de-
pender de decisiones unilaterales de la sociedad
financiera de objeto múltiple respectiva, sino de las va-
riaciones que registre una tasa de interés representativa
del costo de la operación al cliente, la cual deberá ser fá-
cilmente verificable por el cliente;

III. Informar al cliente el monto total a pagar por la ope-
ración de que se trate, en su caso, número y monto de
pagos individuales, los intereses, comisiones y cargos
correspondientes, incluidos los fijados por pagos antici-
pados o por cancelación; proporcionándole debidamen-
te desglosados los conceptos correspondientes;

IV. En caso de haberse efectuado la operación, la socie-
dad respectiva deberá enviar al cliente al menos un es-
tado de cuenta bimestral, por el medio que éste elija, que
contenga la información relativa a cargos, pagos, intere-
ses y comisiones, entre otros rubros. Lo dispuesto en es-
ta fracción no será aplicable en operaciones de factora-
je financiero en donde se haya establecido una tasa fija
por el plazo de la operación ni en operaciones cuyo ven-
cimientos sucesivos convenidos por las parte sea tri-
mestral, semestral o anual. En estos últimos casos, el
envío de estados de cuenta podrá ajustarse a dichos pla-
zos.

La Comisión Nacional para la Protección y Defensa de
los Usuarios de Servicios Financieros podrá emitir re-
comendaciones a las sociedades financieras de objeto
múltiple para alcanzar el cumplimiento de lo dispuesto
por este artículo.�

Por lo que hace a la Inversión Extranjera y Tratados In-
ternacionales, al liberalizar las actividades de factoraje y
de arrendamiento en los términos que se proponen, no se
encuentra justificación en continuar con el esquema de
inversión a través de filiales, con que actualmente cuen-
tan las Sofoles, siendo por ende procedente derogar los
incisos I, J y K de la fracción III del artículo 7 de la Ley de
Inversión Extranjera, a efecto de permitir que las sociedades



extranjeras puedan invertir directamente en el capital de es-
tas entidades sin tener que constituir una filial.

Lo anterior sin perjuicio de que las sociedades extranjeras
tengan la obligación de inscribirse en el Registro Público
de Comercio, además de tener por objeto las tres operacio-
nes correspondientes a las Sofomes, a efecto de contar con
los beneficios fiscales y procesales antes señalados.

Siendo que para el caso de dichas sociedades no se regis-
tren, se ajustarán a la Ley de Inversión Extranjera, como en
cualquier otra actividad mercantil.

Con dichas modificaciones no se infringe ninguno de los
tratados internacionales suscritos por nuestro país, infor-
mándose en consecuencia a nuestros socios comerciales
que la inversión extranjera quedó liberada y que la autori-
zación para realizar operaciones de crédito, de arrenda-
miento, factoraje y crédito ya no es necesaria.

Aún y cuando la iniciativa plantea un período de transición
razonable, octubre de 2009, para que queden sin efecto las
autorizaciones que la Secretaría de Hacienda haya otorga-
do para la operación de las sociedades financieras de obje-
to limitado, arrendadoras y empresas de factoraje y des-
pués de haber escuchado al sector relacionado, esta
Comisión considera conveniente ampliar dicho período a 7
años después de la publicación de este Decreto en el Dia-
rio Oficial de la Federación, porque la Dictaminadora tam-
bién reconoce que el cambio en la naturaleza jurídica de las
entidades, es profundo e innovador, además de que:

� Durante el período señalado, las operaciones de arren-
damiento y factoraje financieros estarán liberalizadas, al
igual que lo está el crédito y podrán coexistir las socie-
dades financieras de objeto múltiple con las sociedades
financieras de objeto limitado, arrendadoras y empresas
de factoraje, con lo que el espíritu promotor de la ini-
ciativa prevalece, y

� Durante el período transitorio, cualquier sociedad fi-
nanciera de objeto limitado, arrendadora y empresas de
factoraje podrá decidir libremente migrar al régimen de
las sociedades financieras de objeto múltiple.

En este sentido se modifican los artículos transitorios que re-
sultan conducentes, para quedar en los siguientes términos: 

�TERCERO.- Entrarán en vigor a los siete años de la
publicación del presente Decreto en el Diario Oficial de

la Federación. las reformas a los artículos 5, 8, 40, 45
Bis 3, 47, 48, 48-A, 48-B, 78, 96, 97, 98 y 99, así como
la derogación a los artículos 3 y 48 y del Capítulo II del
Título Segundo, que incluye los artículos 24 a 38, del
Capítulo II Bis del Título Segundo, que incluye los artí-
culos 45-A a 45-T, de la Ley General de Organizaciones
y Actividades Auxiliares del Crédito contenidas en el ar-
tículo Segundo de este Decreto.

A partir de la fecha en que entren en vigor las reformas
y derogaciones señaladas en el párrafo anterior, las au-
torizaciones que haya otorgado la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público para la constitución y operación de
arrendadoras financieras y empresas de factoraje finan-
ciero quedarán sin efecto por ministerio de ley, por lo
que las sociedades que tengan dicho carácter dejarán de
ser organizaciones auxiliares del crédito.

Las sociedades señaladas en el párrafo anterior no esta-
rán obligadas a disolverse y liquidarse por el hecho de
que, conforme a lo dispuesto por el párrafo anterior,
queden sin efecto las autorizaciones respectivas, aun-
que, para que puedan continuar operando, deberán:

I. Reformar sus estatutos sociales a efecto de elimi-
nar cualquier referencia expresa o de la cual se pue-
da inferir que son organizaciones auxiliares del cré-
dito y que se encuentran autorizadas por la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público para cons-
tituirse y funcionar con tal carácter.

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, a más tardar en la fecha en que entren en vi-
gor las reformas y derogaciones señaladas en el pri-
mer párrafo de este artículo,, el instrumento público
en el que conste la reforma estatutaria referida en la
fracción anterior, con los datos de la respectiva ins-
cripción en el Registro Público de Comercio.

Las sociedades que no cumplan con lo dispuesto por la
fracción II anterior entrarán, por ministerio de ley, en es-
tado de disolución y liquidación, sin necesidad de acuer-
do de asamblea general de accionistas.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con inde-
pendencia de que se cumpla o no con los requisitos se-
ñalados en las fracciones anteriores, publicará en el Dia-
rio Oficial de la Federación que las autorizaciones a que
se refiere este artículo han quedado sin efecto.
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La entrada en vigor de las reformas y derogación a que
este artículo transitorio se refiere no afectará la existen-
cia y validez de los contratos que, con anterioridad a la
misma, hayan suscrito aquellas sociedades que tenían el
carácter de arrendadoras financieras y empresas de fac-
toraje financiero, ni será causa de ratificación o conva-
lidación de esos contratos. Sin perjuicio de lo anterior, a
partir de la entrada en vigor señalada en este artículo,
los contratos de arrendamiento y factoraje financiero a
que se refiere este párrafo se regirán por las disposicio-
nes correlativas de la Ley General de Títulos y Opera-
ciones de Crédito.

En los contratos de arrendamiento financiero y factora-
je financiero que las sociedades celebren con posteriori-
dad a la fecha en que, conforme a lo dispuesto por este
artículo, queden sin efecto las respectivas autorizacio-
nes que les haya otorgado la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, aquellas deberán señalar expresamente
que no cuentan con autorización de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público y que, excepto tratándose de
sociedades financieras de objeto múltiple reguladas, no
están sujetas a la supervisión de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores. Igual mención deberá señalarse
en cualquier tipo de información que, con fines de pro-
moción de sus servicios, utilicen las sociedades señala-
das.�

�CUARTO.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico solo dará trámite a las solicitudes de autorización
que, para la constitución y operación de arrendadoras fi-
nancieras y empresas de factoraje financiero, en térmi-
nos de lo dispuesto por la Ley General de Organizacio-
nes y Actividades Auxiliares del Crédito, hayan sido
presentadas antes de la fecha en que se publique en el
Diario Oficial de la Federación el presente Decreto. Las
autorizaciones que, en su caso se otorguen solo estarán
vigentes hasta la fecha en que se cumplan siete años de
la publicación del presente Decreto en el Diario Oficial
de la Federación y quedarán sujetas a lo dispuesto por el
artículo que antecede.�

�QUINTO.- Entrarán en vigor a los siete años de la pu-
blicación del presente Decreto en el Diario Oficial de la
Federación las reformas, adiciones y derogaciones a
los artículos 45-A, 45-B, 45-D, 45-I, 45-K, 45-N, 49,
85 BIS, 103, 108, 115 y 116 de la Ley de Instituciones
de Crédito contenidas en el artículo Tercero de este
Decreto.

A partir de la fecha en que entren en vigor las reformas
y derogaciones señaladas en el párrafo anterior, las au-
torizaciones que hayan sido otorgadas por la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público, en términos del artículo
103, fracción IV, de la Ley de Instituciones de Crédito,
a las sociedades financieras de objeto limitado, queda-
rán sin efecto por ministerio de ley, sin que por ello es-
tén obligadas a disolverse y liquidarse, aunque, para que
puedan continuar operando, deberán:

I. Reformar sus estatutos sociales, a afecto de elimi-
nar cualquier referencia expresa o de la cual se pue-
da inferir que son sociedades financieras de objeto
limitado y que se encuentran autorizadas por la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público para ello.

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, a más tardar en la fecha en que entren en vi-
gor las reformas y derogaciones señaladas en el pri-
mer párrafo de este artículo, el instrumento público
en el que conste la reforma estatutaria referida en la
fracción anterior, con los datos de la respectiva ins-
cripción en el Registro Público de Comercio.

Las sociedades que no cumplan con lo dispuesto por la
fracción II anterior entrarán, por ministerio de ley, en es-
tado de disolución y liquidación, sin necesidad de
acuerdo de asamblea general de accionistas.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con inde-
pendencia de que se cumpla o no con los requisitos se-
ñalados en las fracciones anteriores, publicará en el Dia-
rio Oficial de la Federación que las autorizaciones a que
se refiere este artículo han quedado sin efecto.

La entrada en vigor de las reformas, adiciones y dero-
gaciones a los artículos de la Ley de Instituciones de
Crédito señalados en este artículo transitorio no afecta-
rá la existencia y validez de los contratos que, con ante-
rioridad a la misma, hayan suscrito las sociedades que
tenían el carácter de sociedades financieras de objeto li-
mitado, ni será causa de ratificación o convalidación de
esos contratos.

En los contratos de crédito que las sociedades celebren
con posterioridad a la fecha en que, conforme a lo dis-
puesto por este artículo, queden sin efecto las respecti-
vas autorizaciones que les haya otorgado la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público, aquellas deberán seña-
lar expresamente que no cuentan con autorización de la



Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Igual men-
ción deberá señalarse en cualquier tipo de información
que, con fines de promoción de sus servicios, utilicen
las sociedades señaladas.�

�SEXTO.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co solo dará trámite a las solicitudes que, para obtener
la autorización señalada en el artículo 103, fracción IV,
de la Ley de Instituciones Crédito y en términos de lo
dispuesto por la misma ley, hayan sido presentadas an-
tes de la fecha en que se publique en el Diario Oficial de
la Federación el presente Decreto. Las autorizaciones
que, en su caso se otorguen solo estarán vigentes hasta
la fecha en que se cumplan siete años de la publicación
del presente Decreto en el Diario Oficial de la Federa-
ción y quedarán sujetas a lo dispuesto por el artículo que
antecede.�

�SÉPTIMO.- Las arrendadoras financieras, empresas
de factoraje financiero y sociedades financieras de obje-
to limitado que, antes de la fecha en que se cumplan sie-
te años de la publicación del presente Decreto en el Dia-
rio Oficial de la Federación, pretendan celebrar
operaciones de arrendamiento financiero, factoraje fi-
nanciero y otorgamiento de crédito sin sujetarse al régi-
men de la Ley General de Organizaciones y Actividades
Auxiliares del Crédito y de la Ley de Instituciones de
Crédito que, según sea el caso, les sean aplicables, de-
berán:

I. Acordar en asamblea de accionistas que las opera-
ciones de arrendamiento financiero, factoraje finan-
ciero y crédito que realicen dichas sociedades con el
carácter de arrendador, factorante o acreditante se
sujetarán al régimen de la Ley General de Títulos y
Operaciones de Crédito y, en su caso, al de socieda-
des financieras de objeto múltiple previsto en la Ge-
neral de Organizaciones y Actividades Auxiliares
del Crédito;

II. Reformar sus estatutos sociales, a efecto de eli-
minar, según corresponda, cualquier referencia ex-
presa o de la cual se pueda inferir que son organiza-
ciones auxiliares del crédito o sociedades
financieras de objeto limitado; que se encuentran au-
torizadas por la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público; que, excepto que se ubiquen en el supuesto
del penúltimo párrafo del artículo 87-B de la Ley
General de Organizaciones y Actividades Auxiliares
del Crédito, están sujetas a la supervisión de la Co-

misión Nacional Bancaria y de Valores y que su or-
ganización, funcionamiento y operación se rigen por
dicha Ley o por la Ley de Instituciones de Crédito, y

III. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público el instrumento público en el que conste la
celebración de la asamblea de accionistas señalada
en la fracción I y la reforma estatutaria referida en la
fracción II anterior, con los datos de la respectiva
inscripción en el Registro Público de Comercio.

La autorización que haya otorgado la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, según corresponda, para la
constitución, operación, organización y funcionamiento
de la arrendadora financiera, empresa de factoraje fi-
nanciero o sociedad financiera de objeto limitado de que
se trate, quedará sin efecto a partir del día siguiente a la
fecha en que se inscriba en el Registro Público de Co-
mercio la reforma estatutaria señalada en la fracción II
de este artículo, sin que, por ello, la sociedad deba en-
trar en estado de disolución y liquidación. La Secretaría
de Hacienda y Crédito Público publicará en el Diario
Oficial de la Federación que la autorización ha quedado
sin efecto.

Los contratos que hayan suscrito las arrendadoras fi-
nancieras, empresas de factoraje financiero o sociedades
financieras de objeto limitado con anterioridad a la fe-
cha en que, conforme a lo dispuesto por este artículo,
queden sin efectos las autorizaciones referidas, no que-
darán afectados en su existencia o validez ni deberán ser
ratificados o convalidados por esa causa.

En los contratos de arrendamiento financiero, factoraje
financiero y crédito que las sociedades a que se refiere
este artículo celebren con posterioridad a la fecha en que
la autorización de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público haya quedado sin efecto, aquellas deberán seña-
lar expresamente que no cuentan autorización de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público y que, excepto
tratándose de sociedades financieras de objeto múltiple
reguladas, no están sujetas a la supervisión de la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores. Igual mención de-
berá señalarse en cualquier tipo de información que, con
fines de promoción de sus servicios, utilicen las socie-
dades señaladas en el primer párrafo de este artículo.�

�DÉCIMO.- El artículo Sexto de este Decreto entrará
en vigor el día siguiente al de su publicación en el Dia-
rio Oficial de la Federación.
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Las arrendadoras financieras, empresas de factoraje fi-
nanciero y sociedades financieras de objeto limitado cu-
yas acciones con derecho a voto que representen, cuan-
do menos, el cincuenta y uno por ciento de su capital
social sean propiedad de sociedades controladoras de
grupos financieros con anterioridad a la fecha en que se
cumplan siete años de la publicación del presente De-
creto en el Diario Oficial de la Federación, serán consi-
deradas como integrantes de dichos grupos financieros
en tanto continúe vigente la autorización que la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público les haya otorgado a
dichas entidades para constituirse, operar, organizarse y
funcionar, según sea el caso, con tal carácter. En este su-
puesto, seguirá siendo aplicable en lo conducente la Ley
para Regular las Agrupaciones Financieras.

En caso que, conforme a lo dispuesto por el presente
Decreto, las arrendadoras financieras, empresas de fac-
toraje financiero y sociedades financieras de objeto li-
mitado referidas en el párrafo anterior adopten la moda-
lidad de sociedades financieras de objeto múltiple y las
acciones con derecho a voto representativas de, cuando
menos, el cincuenta y uno por ciento de su capital social
permanezca bajo la propiedad de la sociedad controla-
dora de que se trate, dichas sociedades serán considera-
das como integrantes del grupo financiero respectivo en
términos del artículo 7 de la Ley para Regular las Agru-
paciones Financieras, reformado por este Decreto, siem-
pre y cuando se inscriban en el Registro Público de Co-
mercio las reformas correspondientes a los estatutos
sociales de la sociedad controladora, se modifique el
convenio de responsabilidades a que se refiere el artícu-
lo 28 de la misma Ley y la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público apruebe la modificación a la autoriza-
ción otorgada al grupo financiero de que se trate para
constituirse y funcionar con tal carácter. Las responsa-
bilidades de la controladora subsistirán en tanto no que-
den totalmente cumplidas todas las obligaciones contra-
ídas por las sociedades que dejan de tener el carácter de
arrendadoras financieras, empresas de factoraje finan-
ciero y sociedades financieras de objeto limitado, antes
de la inscripción señalada.�

Por último, esta Dictaminadora estima conveniente que a
las sociedades financieras de objeto múltiple se les consi-
dere como intermediarios financieros rurales para los efec-
tos de la Ley Orgánica de la Financiera Rural, en virtud de
que este tipo de entidades pueden contribuir al cumpli-
miento del objeto de la Financiera Rural que consiste en

impulsar el desarrollo de las actividades económicas vin-
culadas al medio rural. Para ello se propone adicionar un
artículo transitorio en los términos siguientes:

�DÉCIMO QUINTO.- Las sociedades financieras de
objeto múltiple se reputan intermediarios financieros ru-
rales para los efectos de la Ley Orgánica de la Financie-
ra Rural.�

Por lo anterior la Comisión de Hacienda y Crédito Público
somete a la consideración del Pleno de esta H. Cámara de
Diputados el siguiente proyecto de:

DECRETO POR LA QUE SE REFORMAN, DERO-
GAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES
DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIO-
NES DE CRÉDITO, LEY GENERAL DE ORGANI-
ZACIONES Y ACTIVIDADES AUXILIARES DEL
CRÉDITO, LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDI-
TO, LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y SOCIE-
DADES MUTUALISTAS DE SEGUROS, LEY FEDE-
RAL DE INSTITUCIONES DE FIANZAS, LEY PARA
REGULAR LAS AGRUPACIONES FINANCIERAS,
LEY DE AHORRO Y CRÉDITO POPULAR, LEY DE
INVERSIÓN EXTRANJERA, LEY DEL IMPUESTO
SOBRE LA RENTA, LEY DEL IMPUESTO AL VA-
LOR AGREGADO Y DEL CÓDIGO FISCAL DE LA
FEDERACIÓN.

ARTÍCULO PRIMERO.- Se REFORMA la fracción V
y el último párrafo del artículo 395, y se ADICIONA al Tí-
tulo Segundo, el Capítulo VI con los artículos 408 al 418 y
el Capítulo VII con los artículos 419 al 431 todos de la Ley
General de Títulos y Operaciones de Crédito, para que-
dar como sigue:

ARTÍCULO 395.- ...

I. a IV. ...

V. Sociedades financieras de objeto múltiple a que se re-
fiere el artículo 87-B de la Ley General de Organizacio-
nes y Actividades Auxiliares del Crédito, y

VI. ...

Las instituciones fiduciarias a que se refieren las fracciones
II a IV y VI de este artículo, se sujetarán a lo que dispone
el artículo 85 Bis de la Ley de Instituciones de Crédito.



CAPITULO VI
Del arrendamiento financiero

ARTÍCULO 408.- Por virtud del contrato de arrenda-
miento financiero, el arrendador se obliga a adquirir deter-
minados bienes y a conceder su uso o goce temporal, a pla-
zo forzoso, al arrendatario, quien podrá ser persona física o
moral, obligándose este último a pagar como contrapresta-
ción, que se liquidará en pagos parciales, según se conven-
ga, una cantidad en dinero determinada o determinable,
que cubra el valor de adquisición de los bienes, las cargas
financieras y los demás accesorios que se estipulen, y
adoptar al vencimiento del contrato alguna de las opciones
terminales a que se refiere el artículo 410 de esta Ley.

Los contratos de arrendamiento financiero deberán otor-
garse por escrito y podrán inscribirse en el Registro Públi-
co de Comercio, a solicitud de los contratantes, sin perjui-
cio de hacerlo en otros Registros que las leyes determinen.

En los contratos de arrendamiento financiero en los que se
convenga la entrega de anticipos, por parte del arrendador,
a los proveedores, fabricantes o constructores de los bien-
es objeto de dichos contratos que, por su naturaleza, ubica-
ción o proceso de producción, no sean entregados en el
momento en que se pague su precio o parte del mismo, el
arrendatario quedará obligado a pagar al arrendador una
cantidad de dinero, determinada o determinable, que cubri-
rá únicamente el valor de las cargas financieras y demás
accesorios de los anticipos hasta en tanto se entregue el
bien de que se trate, condición que deberá estar contenida
en el contrato de arrendamiento financiero.

En el supuesto señalado en el párrafo anterior, las partes
deberán convenir el plazo durante el cual se entregarán los
anticipos, después del cual el arrendatario deberá cubrirlos
en el arrendamiento financiero con las características y
condiciones pactadas en el contrato correspondiente.

ARTÍCULO 409.- El o los pagarés que el arrendatario
otorgue a la orden del arrendador, por el importe total del
precio pactado, por concepto de renta global, no podrán te-
ner un vencimiento posterior al plazo del arrendamiento fi-
nanciero y deberá hacerse constar en tales documentos su
procedencia de manera que queden suficientemente identi-
ficados. La transmisión de esos títulos, implica en todo ca-
so el traspaso de la parte correspondiente de los derechos
derivados del contrato de arrendamiento financiero y de-
más derechos accesorios en la proporción que correspon-
dan.

La suscripción y entrega de estos títulos de crédito, no se
considerarán como pago de la contraprestación ni de sus
parcialidades.

ARTÍCULO 410.- Al concluir el plazo del vencimiento
del contrato o cuando las partes acuerden su vencimiento
anticipado y una vez que se hayan cumplido todas las obli-
gaciones, el arrendatario deberá adoptar alguna de las si-
guientes opciones terminales:

I. La compra de los bienes a un precio inferior a su va-
lor de adquisición, que quedará fijado en el contrato. En
caso de que no se haya fijado, el precio debe ser inferior
al valor de mercado a la fecha de compra, conforme a
las bases que se establezcan en el contrato;

II. A prorrogar el plazo para continuar con el uso o go-
ce temporal, pagando una renta inferior a los pagos pe-
riódicos que venía haciendo, conforme a las bases que
se establezcan en el contrato; y

III. A participar con el arrendador en el precio de la ven-
ta de los bienes a un tercero, en las proporciones y tér-
minos que se convengan en el contrato.

Cuando en el contrato se convenga la obligación del arren-
datario de adoptar, de antemano, alguna de las opciones an-
tes señaladas, éste será responsable de los daños y perjui-
cios en caso de incumplimiento. El arrendador no podrá
oponerse al ejercicio de dicha opción.

Si en los términos del contrato, queda el arrendatario fa-
cultado para adoptar la opción terminal al finalizar el pla-
zo obligatorio, éste deberá notificar por escrito al arrenda-
dor, por lo menos con un mes de anticipación al
vencimiento del contrato, cuál de ellas va a adoptar, res-
pondiendo de los daños y perjuicios en caso de omisión,
con independencia de lo que se convenga en el contrato.

ARTÍCULO 411.- En los contratos de arrendamiento fi-
nanciero en los que se estipule que la entrega material de
los bienes sea realizada directamente al arrendatario por el
proveedor, fabricante o constructor, en las fechas previa-
mente convenidas, el arrendatario quedará obligado a en-
tregar constancia del recibo de los bienes al arrendador.
Salvo pacto en contrario, la obligación de pago del precio
del arrendamiento financiero se inicia a partir de la firma
del contrato, aunque no se haya hecho la entrega material
de los bienes objeto del arrendamiento.
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En los casos a que se refiere el párrafo anterior, el arrenda-
dor estará obligado a entregar al arrendatario los documen-
tos necesarios para que el mismo quede legitimado a fin de
recibirlos directamente.

ARTÍCULO 412.- Salvo pacto en contrario, el arrendata-
rio queda obligado a conservar los bienes en el estado que
permita el uso normal que les corresponda, a dar el mante-
nimiento necesario para este propósito y, consecuentemen-
te, a hacer por su cuenta las reparaciones que se requieran,
así como a adquirir las refacciones e implementos necesa-
rios, según se convenga en el contrato. Dichas refacciones,
implementos y bienes que se adicionen a los que sean ob-
jeto del arrendamiento financiero, se considerarán incorpo-
rados a éstos y, consecuentemente, sujetos a los términos
del contrato.

El arrendatario debe servirse de los bienes solamente para
el uso convenido, o conforme a la naturaleza y destino de
éstos, siendo responsable de los daños que los bienes su-
fran por darles otro uso, o por su culpa o negligencia, o la
de sus empleados o terceros.

ARTÍCULO 413.- El arrendatario deberá seleccionar al
proveedor, fabricante o constructor y autorizar los térmi-
nos, condiciones y especificaciones que se contengan en el
pedido u orden de compra, identificando y describiendo los
bienes que se adquirirán.

El arrendador no será responsable de error u omisión en la
descripción de los bienes objeto del arrendamiento conte-
nida en el pedido u orden de compra. La firma del arren-
datario en cualquiera de estos últimos documentos implica,
entre otros efectos, su conformidad con los términos, con-
diciones, descripciones y especificaciones, ahí consigna-
dos.

ARTÍCULO 414.- Salvo pacto en contrario, son a riesgo
del arrendatario:

I. Los vicios o defectos ocultos de los bienes que impi-
dan su uso parcial o total. En este caso, el arrendador
transmitirá al arrendatario los derechos que como com-
prador tenga, para que éste los ejercite en contra del
vendedor, o lo legitimará para que el arrendatario en su
representación ejercite dichos derechos;

II. La pérdida parcial o total de los bienes, aunque ésta
se realice por causa de fuerza mayor o caso fortuito; y

III. En general, todos los riesgos, pérdidas, robos, des-
trucción o daños que sufrieren los bienes dados en
arrendamiento financiero.

Frente a las eventualidades señaladas, el arrendatario no
queda liberado del pago de la contraprestación, debiendo
cubrirla en la forma que se haya convenido en el contrato.

ARTÍCULO 415.- En casos de despojo, perturbación o
cualquier acto de terceros, que afecten el uso o goce de los
bienes, la posesión de los mismos o bien la propiedad, el
arrendatario tiene la obligación de realizar las acciones que
correspondan para recuperar los bienes o defender el uso o
goce de los mismos. Igualmente, estará obligado a ejercer
las defensas que procedan, cuando medie cualquier acto o
resolución de autoridad que afecten la posesión o la pro-
piedad de los bienes.

Cuando ocurra alguna de estas eventualidades, el arrenda-
tario debe notificarlo al arrendador, a más tardar el tercer
día hábil siguiente al que tenga conocimiento de esas even-
tualidades, siendo responsable de los daños y perjuicios, si
hubiese omisión. El arrendador, en caso de que no se efec-
túen o no se ejerciten adecuadamente las acciones o defen-
sas, o por convenir así a sus intereses, podrá ejercitar di-
rectamente dichas acciones o defensas, sin perjuicio de las
que realice el arrendatario.

El arrendador estará obligado a legitimar al arrendatario
para que, en su representación, ejercite dichas acciones o
defensas, cuando ello sea necesario.

ARTÍCULO 416.- El arrendador, para solicitar en la de-
manda o durante el juicio la posesión de los bienes objeto
del arrendamiento financiero, al ser exigible la obligación
y ante el incumplimiento del arrendatario de las obligacio-
nes consignadas en el contrato, deberá acompañar el con-
trato correspondiente debidamente ratificado ante fedatario
público. Una vez decretada la posesión, el arrendador que-
dará facultado a dar los bienes en arrendamiento financie-
ro a terceros o a disponer de ellos.

ARTÍCULO 417.- El seguro o garantía que llegue a con-
venirse en los contratos de arrendamiento financiero debe-
rá cubrir, en los términos que se pacte, por lo menos, los
riesgos de construcción, transportación, recepción e insta-
lación, según la naturaleza de los bienes, los daños o pér-
didas de los propios bienes, con motivo de su posesión y
uso, así como las responsabilidades civiles y profesionales
de cualquier naturaleza, susceptibles de causarse en virtud



de la explotación o goce de los propios bienes, cuando se
trate de bienes que puedan causar daños a terceros, en sus
personas o en sus propiedades.

En los contratos o documentos en que conste la garantía
deberá señalarse como primer beneficiario al arrendador, a
fin de que, en primer lugar, con el importe de las indemni-
zaciones se cubran a éste los saldos pendientes de la obli-
gación concertada, o las responsabilidades a que queda
obligado como propietario de los bienes. Si el importe de
las indemnizaciones pagadas no cubre dichos saldos o res-
ponsabilidades, el arrendatario queda obligado al pago de
los faltantes.

ARTÍCULO 418.- Las primas y los gastos del seguro se-
rán por cuenta del arrendatario, incluso cuando el arrenda-
dor proceda a contratar los seguros a que se refiere el artí-
culo anterior si es el caso de que habiéndose pactado que el
seguro deba ser contratado por el arrendatario y éste no re-
alizara la contratación respectiva dentro de los tres días si-
guientes a la celebración del contrato. Lo anterior, sin per-
juicio de que contractualmente esta omisión se considere
como causa de rescisión.

CAPITULO VII
Del Factoraje Financiero

ARTÍCULO 419.- Por virtud del contrato de factoraje, el
factorante conviene con el factorado, quien podrá ser perso-
na física o moral, en adquirir derechos de crédito que este úl-
timo tenga a su favor por un precio determinado o determi-
nable, en moneda nacional o extranjera, independientemente
de la fecha y la forma en que se pague, siendo posible pac-
tar cualquiera de las modalidades siguientes:

I. Que el factorado no quede obligado a responder por el
pago de los derechos de crédito transmitidos al facto-
rante; o

II. Que el factorado quede obligado solidariamente con
el deudor, a responder del pago puntual y oportuno de
los derechos de crédito transmitidos al factorante.

La administración y cobranza de los derechos de crédito,
objeto de los contratos de factoraje, deberá ser realizada
por el factorante o por un tercero a quien éste le haya dele-
gado la misma, en términos del artículo 430.

Todos los derechos de crédito pueden transmitirse a través
de un contrato de factoraje financiero, sin el consentimien-

to del deudor, a menos que la transmisión esté prohibida
por la ley, no lo permita la naturaleza del derecho o en los
documentos en los que consten los derechos que se van a
adquirir se haya convenido expresamente que no pueden
ser objeto de una operación de factoraje.

El deudor no puede alegar contra el tercero que el derecho
no podía transmitirse mediante contrato de factoraje finan-
ciero porque así se había convenido, cuando ese convenio
no conste en el título constitutivo del derecho.

ARTÍCULO 420.- El factorante, al celebrar contratos con
los deudores de derechos de crédito constituidos a favor de
proveedores de bienes o servicios, deberá estipular expre-
samente si se comprometerá a adquirir dichos derechos de
crédito para el caso de aceptación de los propios provee-
dores.

Tratándose de contratos de promesa de factoraje en los que
se convenga la entrega de anticipos al factorado, éste que-
dará obligado a pagar una cantidad de dinero determinada
o determinable que cubrirá conforme a lo estipulado el va-
lor de las cargas financieras y demás accesorios de los an-
ticipos hasta en tanto se transmitan los derechos de crédito
mediante la celebración del contrato de factoraje corres-
pondiente, condición que deberá estar contenida en el con-
trato de promesa de factoraje financiero. En este supuesto
deberá convenirse el plazo de los anticipos, después del
cual deberá otorgarse el contrato de factoraje financiero.

ARTÍCULO 421.- Podrán ser objeto del contrato de facto-
raje, cualquier derecho de crédito denominado en moneda
nacional o extranjera que se encuentren documentados en
facturas, contrarrecibos, títulos de crédito, mensajes de da-
tos, en los términos del Título Segundo del Libro Segundo
del Código de Comercio, o cualesquier otros documentos,
que acrediten la existencia de dichos derechos de crédito.

ARTÍCULO 422.- Los factorados estarán obligados a ga-
rantizar la existencia y legitimidad de los derechos de cré-
dito objeto del contrato de factoraje, al tiempo de celebrar-
se el contrato, independientemente de la obligación que, en
su caso, contraigan conforme a la fracción II del artículo
419 de esta Ley.

ARTÍCULO 423.- Los factorados responderán del detri-
mento en el valor de los derechos de crédito objeto de los
contratos de factoraje financiero, que sean consecuencia
del acto jurídico que les dio origen, salvo los que estén do-
cumentados en títulos de crédito y aún cuando el contrato de
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factoraje se haya celebrado en términos de la fracción I del
artículo 419.

Si del acto jurídico que dio origen a los derechos de crédi-
to se derivan devoluciones, los bienes correspondientes se
entregarán al factorado, salvo pacto en contrario.

ARTÍCULO 424.- Solo en las operaciones de factoraje fi-
nanciero a que se refiere la fracción II del artículo 419, los
factorados podrán suscribir a la orden del factorante paga-
rés por el importe total de las obligaciones asumidas por
ellos, en cuyo caso deberá hacerse constar en dichos títulos
de crédito su procedencia, de manera que queden suficien-
temente identificados. Estos pagarés serán no negociables,
en los términos del artículo 25 de esta Ley.

La suscripción y entrega de dichos pagarés no se conside-
rará como pago o dación en pago de las obligaciones que
documenten.

ARTÍCULO 425.- En las operaciones de factoraje finan-
ciero la transmisión de los derechos de crédito comprende
la de todos los derechos accesorios a ellos, salvo pacto en
contrario.

ARTÍCULO 426.- La transmisión de derechos de crédito
efectuada con motivo de una operación de factoraje finan-
ciero surtirá efectos frente a terceros, desde la fecha en que
haya sido notificada al deudor, en los términos del artículo
427 de esta Ley, sin necesidad de que sea inscrita en regis-
tro alguno u otorgada ante fedatario público.

ARTÍCULO 427.- El factorante deberá notificar al deudor
respectivo la transmisión de los derechos de crédito objeto
de un contrato de factoraje financiero, excepto en el caso
de factoraje en el que se otorgue al factorado mandato de
cobranza o se conceda a este último la facultad de llevar a
cabo la cobranza del crédito correspondiente. La notifica-
ción deberá hacerse a través de cualquiera de las formas si-
guientes:

I. Entrega del documento o documentos comprobatorios
del derecho de crédito en los que conste el sello o le-
yenda relativa a la transmisión y acuse de recibo por el
deudor mediante contraseña, contrarrecibo o cualquier
otro signo inequívoco de recepción;

II. Comunicación por correo certificado con acuse de
recibo, telegrama, télex o telefacsímil, contraseñados
que deje evidencia de su recepción por parte del deudor;

III. Notificación realizada por fedatario público; y

IV. Mensajes de datos, en los términos del Título Se-
gundo del Libro Segundo del Código de Comercio.

Cuando se trate de notificaciones que deban surtir efectos
en el extranjero, el factorante las podrá efectuar a través de
los medios señalados en las fracciones anteriores de este
artículo o por mensajería con acuse de recibo o por los me-
dios establecidos de conformidad con lo dispuesto por los
tratados o acuerdos internacionales suscritos por los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

Las notificaciones surtirán sus efectos el día hábil siguien-
te a aquél en que fueron hechas y, al practicarlas, deberá
proporcionarse al interesado copia del acto que se notifi-
que.

En los casos señalados, la notificación deberá ser realizada
en el domicilio del deudor, y podrá efectuarse con su re-
presentante legal o cualquiera de sus dependientes o em-
pleados. Toda notificación personal, realizada con quien
deba entenderse, será legalmente válida aún cuando no se
efectúe en el domicilio respectivo.

Para los efectos de la notificación a que alude el párrafo an-
terior, se tendrá por domicilio del deudor el que se señale
en los documentos en que consten los derechos de crédito
objeto de los contratos de factoraje. En cuanto al lugar de
notificación, se estará a lo dispuesto en el Código de Co-
mercio cuando la notificación se realice por medio de men-
saje de datos en términos de dicho ordenamiento.

En el caso de sociedades en liquidación en las que se hu-
bieran nombrado varios liquidadores, las notificaciones o
diligencias que deban efectuarse con aquellas podrán prac-
ticarse válidamente con cualquiera de éstos.

La notificación se tendrá por realizada al expedir los deu-
dores contraseña, sello o cualquier signo inequívoco de
haberla recibido por alguno de los medios señalados en el
presente artículo. Asimismo, el pago que haga el deudor
o su representante legal al factorante surtirá efectos de
notificación en forma desde la fecha en que se realice di-
cho pago.

ARTÍCULO 428.- El deudor de los derechos de crédito
transmitidos por virtud de una operación de factoraje fi-
nanciero, mientras no se le haya notificado la transmisión
en términos del artículo anterior, libera su obligación con



el pago que haga al acreedor original o a quien haya sido el
último titular de esos derechos previo al factorante, según
corresponda. Por el contrario, el pago que, después de re-
cibir la notificación a que se refiere el artículo precedente,
realice el deudor al acreedor original o a quien haya sido el
último titular de esos derechos previo al factorante, según
corresponda, no lo libera ante el propio factorante.

ARTÍCULO 429.- Cuando el factorante dé en prenda los
derechos adquiridos, dicha garantía se constituirá y forma-
lizará mediante contrato que deberá constar por escrito, pu-
diendo designarse un depositario de los documentos co-
rrespondientes.

ARTÍCULO 430.- La persona a la que se le haya otorga-
do mandato de administración y cobranza de los derechos
de crédito objeto de una operación de factoraje financiero
o que, por cualquier otra forma, se le haya concedido la fa-
cultad de llevar a cabo dichos actos deberá entregar al fac-
torante las cantidades que le sean pagadas en virtud de la
cobranza que realice, dentro de un plazo que no podrá ex-
ceder de diez días hábiles contados a partir de aquel en que
se efectúe dicha cobranza.

En el contrato de factoraje financiero deberá incluirse la re-
lación de los derechos de crédito que se transmiten. La re-
lación deberá consignar, por lo menos, los nombres, deno-
minaciones, o razones sociales del factorado y de los
deudores, así como los datos necesarios para identificar los
documentos que amparen los derechos de crédito, sus co-
rrespondientes importes y sus fechas de vencimiento.

En caso de que el factorante convenga con el factorado que
podrá realizar visitas de inspección en los locales de las
personas a quienes se les haya conferido la facultad de re-
alizar la administración y cobranza de los derechos de cré-
dito objeto del factoraje financiero, se deberá establecer
expresamente en el contrato los aspectos que, respecto de
los derechos de crédito, serán objeto de las visitas y la obli-
gación de levantar actas en las que se asiente el procedi-
miento utilizado y los resultados de las mismas. Será nula
cualquier visita hecha en violación a lo pactado conforme
a lo anteriormente dispuesto por este párrafo.

ARTÍCULO 431.- El factorante podrá transmitir a un ter-
cero los derechos de crédito objeto del correspondiente
contrato de factoraje financiero que haya celebrado, para lo
cual deberá sujetarse a las disposiciones aplicables a dicha
transmisión.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se REFORMAN el artículo
4º, los párrafos primero, tercero y quinto del artículo 5º; el
primer párrafo del artículo 7º; la fracción I y el párrafo se-
gundo de la fracción III del artículo 8º; la fracción XVI del
artículo 40; el primer párrafo del artículo 45 Bis 3; el artí-
culo 47; el primer y tercer párrafos del artículo 48; el pri-
mero, segundo, tercero y cuarto párrafos y la fracción III
del artículo 48-A; el artículo 48-B; el primer párrafo del ar-
tículo 78; el primer párrafo, cuarto párrafo y sus incisos b.
a d., quinto, sexto, octavo, décimo y décimo segundo pá-
rrafos del artículo 95 Bis; el artículo 96; las fracciones II a
IV del artículo 97; las fracciones I, II en sus incisos a), c)
y e), III y IV del artículo 98, y el artículo 99, así como la
identificación del Capítulo Único del Título Quinto, se
ADICIONA el Capítulo II al Título Quinto con los artícu-
los 87-B a 87-Ñ, y las fracciones XIII bis, XIII bis 1 y XIII
bis 2 al artículo 89 y se DEROGAN las fracciones II y V del
artículo 3º; el Capítulo II del Título Segundo con sus artícu-
los del 24 al 38; el Capítulo III Bis del Título Segundo con
sus artículos 45-A al 45-T, el segundo párrafo del artículo
48, todos de la Ley General de Organizaciones y Activi-
dades Auxiliares del Crédito, para quedar como sigue:

ARTICULO 3o.- ...

I. ...

II. Se deroga.

III. y IV. ...

V. Se deroga.

VI. ...

ARTÍCULO 4o.- Se consideran actividades auxiliares del
crédito:

I. La compra-venta habitual y profesional de divisas, y

II. La realización habitual y profesional de operaciones de
crédito, arrendamiento financiero o factoraje financiero.

ARTÍCULO 5o.- Se requerirá autorización de la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público, para la constitución y ope-
ración de almacenes generales de depósito o de la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores cuando se trate de
uniones de crédito.

...
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Para el otorgamiento de las autorizaciones que le corres-
ponde otorgar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co conforme al presente artículo, ésta escuchará la opinión
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y del Ban-
co de México.

...

Solo las sociedades que gocen de autorización en los tér-
minos de esta Ley podrán operar como almacenes genera-
les de depósito o uniones de crédito.

ARTÍCULO 7o.- Las palabras organización auxiliar del
crédito, almacén general de depósito, unión de crédito, ca-
sa de cambio u otras que expresen ideas semejantes en
cualquier idioma, solo podrán ser usadas en la denomina-
ción de las sociedades a las que haya sido otorgada la au-
torización a que se refieren los artículos 5 y 81 de la pre-
sente Ley.

...

...

ARTÍCULO 8o.- ...

I. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, oyendo la
opinión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y
del Banco de México, determinará durante el primer tri-
mestre de cada año, los capitales mínimos necesarios para
constituir nuevos almacenes generales de depósito, uniones
de crédito y casas de cambio, así como para mantener en
operación a los que ya estén autorizados, para lo cual to-
mará en cuenta el tipo y, en su caso, clase de las organiza-
ciones auxiliares del crédito y casas de cambio así como las
circunstancias económicas de cada una de ellas y del país
en general, considerando necesariamente el incremento en
el nivel del Índice Nacional de Precios al Consumidor que,
en su caso, se dé durante el año inmediato anterior.

...

...

...

...

...

...

...

...

II. ...

III. ...

1.- ...

Las entidades financieras del exterior, así como las per-
sonas físicas y morales extranjeras, podrán participar en
el capital pagado de los almacenes generales de depósi-
to y casas de cambio.

...

CAPITULO II
(Derogado)

De las Arrendadoras Financieras
(Derogado)

ARTÍCULO 24.- Derogado.

ARTÍCULO 25.- Se deroga.

ARTÍCULO 26.- Se deroga.

ARTÍCULO 27.- Se deroga.

ARTÍCULO 28.- Se deroga.

ARTÍCULO 29.- Se deroga.

ARTÍCULO 30.- Se deroga.

ARTÍCULO 31.- Se deroga.

ARTÍCULO 32.- Se deroga.

ARTÍCULO 33.- Se deroga.

ARTÍCULO 34.- Se deroga.

ARTÍCULO 35.- Se deroga.

ARTÍCULO 36.- Se deroga.

ARTÍCULO 37.- Se deroga.

ARTÍCULO 37-B.- Se deroga.

ARTÍCULO 37-C.- Se deroga.

ARTÍCULO 38.- Se deroga.



ARTÍCULO 40.- ...

I. a XV. ...

XVI. Realizar por cuenta de sus socios como factorados
operaciones de factoraje financiero, así como recibir
bienes en arrendamiento financiero destinados al cum-
plimiento de su objeto social, y

...

CAPITULO III-BIS
(Derogado)

De las Empresas de Factoraje Financiero
](Derogado)

ARTÍCULO 45-A.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-B.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-C.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-D.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-E.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-F.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-G.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-H.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-I.- Se deroga.

ARTICULO 45-J.- Se deroga.

ARTICULO 45-K.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-L.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-M.- Se deroga.

ARTICULO 45-O.- Se deroga.

ARTICULO 45-P.- Se deroga.

ARTICULO 45-Q.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-R.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-T.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-Bis 3.- Para constituirse y operar como Fi-
lial se requiere autorización del Gobierno Federal, que
compete otorgar discrecionalmente a la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, oyendo la opinión de la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores y del Banco de Méxi-
co tratándose de almacenes generales de depósito y casas
de cambio, o autorización de la Comisión Nacional Banca-
ria y de Valores cuando se trate de Uniones de Crédito. Por
su naturaleza estas autorizaciones serán intransmisibles.

...

ARTÍCULO 47.- En los contratos que celebren las organi-
zaciones auxiliares del crédito en que se pacte que el acre-
ditado o el mutuatario puedan disponer de la suma acredi-
tada o del importe del préstamo en cantidades parciales o
estén autorizados para efectuar reembolsos previos al ven-
cimiento del término señalado en el contrato, el estado de
cuenta certificado por el contador de la organización auxi-
liar del crédito acreedora hará fe, salvo prueba en contra-
rio, en el juicio respectivo para la fijación del saldo resul-
tante a cargo del deudor.

ARTÍCULO 48.- El contrato o documento en que se hagan
constar los créditos que otorguen las organizaciones auxi-
liares del crédito, junto con la certificación del estado de
cuenta a que se refiere el artículo anterior, serán título eje-
cutivo mercantil sin necesidad de reconocimiento de firma
ni de otro requisito alguno.

Se deroga, segundo párrafo.

El estado de cuenta certificado antes citado, deberá conte-
ner los datos sobre la identificación del contrato o conve-
nio en donde conste el crédito otorgado; el capital inicial
dispuesto; el capital vencido no pagado; el capital pendien-
te por vencer; las tasas de interés del crédito aplicables a
cada período de pago; los intereses moratorios generados;
la tasa de interés aplicable a intereses moratorios, y el im-
porte de accesorios generados.

ARTÍCULO 48-A.- Las obligaciones subordinadas que emi-
tan los almacenes generales de depósito serán títulos de cré-
dito a cargo de estos emisores, obligatoriamente convertibles
a capital y producirán acción ejecutiva respecto a las mis-
mas, previo requerimiento de pago ante fedatario público. Se
emitirán en serie mediante declaración unilateral de volun-
tad de la entidad correspondiente, la cual deberá contener:
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I. y II. ...

III. El nombre y firma del emisor;

IV. a IX. ...

Podrán tener anexos cupones para el pago de intereses y, en
su caso, para las conversiones parciales. Los títulos podrán
amparar una o más obligaciones. Los almacenes generales
de depósito se reservarán la facultad de la conversión anti-
cipada.

El emisor mantendrá las obligaciones en algunas de las ins-
tituciones para el depósito de valores reguladas en la Ley
del Mercado de Valores, entregando a los titulares de las
mismas, constancia de sus tenencias.

En caso de liquidación del emisor, el pago de las obliga-
ciones subordinadas se hará a prorrata después de cubrir
todas las demás deudas de la organización, pero antes de
repartir a los titulares de las acciones el haber social. En el
acta de emisión relativa y en los títulos que se expidan de-
berá constar en forma notoria, lo dispuesto en este párrafo.

...

...

ARTÍCULO 48-B.- La emisión de las obligaciones subor-
dinadas convertibles obligatoriamente a capital y demás tí-
tulos de crédito, en serie o en masa, a que se refieren los ar-
tículos 11 fracción VII, y 40 fracción III, de esta Ley,
requerirán del correspondiente dictamen emitido por una
institución calificadora de valores.

ARTÍCULO 78.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, después de haber escuchado la opinión de la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores y previa audiencia de
la sociedad interesada, podrá declarar la revocación de la
autorización otorgada a los almacenes generales de depósi-
to, en los siguientes casos:

I. a X. ...

...

...

...

...

...

TITULO QUINTO
De las Actividades Auxiliares del Crédito

CAPITULO I
De la compra venta habitual 

y profesional de divisas

ARTÍCULO 81 a ARTÍCULO 87-A ...

CAPÍTULO II
De la realización habitual y profesional 

de operaciones de crédito, arrendamiento 
financiero y factoraje financiero

ARTÍCULO 87-B.- El otorgamiento de crédito, así como
la celebración de arrendamiento financiero o factoraje fi-
nanciero podrán realizarse en forma habitual y profesional
por cualquier persona sin necesidad de requerir autoriza-
ción del Gobierno Federal para ello.

Aquellas sociedades anónimas que, en sus estatutos socia-
les, contemplen expresamente como objeto social principal
la realización habitual y profesional de una o más de las ac-
tividades que se indican en el párrafo anterior, se conside-
rarán como sociedades financieras de objeto múltiple. Di-
chas sociedades se reputarán entidades financieras, que
podrán ser:

I. Sociedades financieras de objeto múltiple reguladas, o

II. Sociedades financieras de objeto múltiple no regula-
das.

Las sociedades señaladas en la fracción I anterior serán
aquellas en las que, en los términos de esta ley, mantengan
vínculos patrimoniales instituciones de crédito o socieda-
des controladoras de grupos financieros de los que formen
parte instituciones de crédito. Estas sociedades deberán
agregar a su denominación social la expresión �sociedad
financiera de objeto múltiple� o su acrónimo �SOFOM�,
seguido de las palabras �entidad regulada� o su abreviatu-
ra �E.R.�. Las sociedades financieras de objeto múltiple re-
guladas estarán sujetas a la supervisión de la Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores.

Las sociedades previstas en la fracción II de este artículo
serán aquellas en cuyo capital no participen, en los térmi-
nos y condiciones antes señalados, cualesquiera de las en-
tidades a que se refiere el párrafo anterior. Estas sociedades



deberán agregar a su denominación social la expresión �so-
ciedad financiera de objeto múltiple� o su acrónimo �SO-
FOM�, seguido de las palabras �entidad no regulada� o su
abreviatura �E.N.R.�. Las sociedades financieras de objeto
múltiple no reguladas no estarán sujetas a la supervisión de
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores.

ARTÍCULO 87-C.- Para efectos de lo dispuesto por el ar-
tículo 87-B de esta Ley, se entenderá por vínculo patrimo-
nial a la participación en el capital social de una sociedad
financiera de objeto múltiple que tenga una sociedad con-
troladora de un grupo financiero del que forme parte una
institución de crédito, o bien, cuando:

I. Una institución de crédito ejerza el control de la so-
ciedad financiera de objeto múltiple en los términos de
este artículo, o

II. La sociedad tenga accionistas en común con una ins-
titución de crédito.

Respecto de lo señalado en la fracción I anterior, se enten-
derá que se ejerce control de una sociedad cuando se tenga
el veinte por ciento o más de las acciones representativas
del capital social de la misma, o se tenga el control de la
asamblea general de accionistas, o se esté en posibilidad de
nombrar a la mayoría de los miembros del consejo de ad-
ministración, o se controle a la sociedad de que se trate por
cualquier otro medio.

Por accionistas en común se entenderá a la persona o grupo
de personas que tengan acuerdos de cualquier naturaleza pa-
ra tomar decisiones en un mismo sentido y mantengan, di-
recta o indirectamente, una participación mayoritaria en el
capital social de la sociedad y de la institución o puedan ejer-
cer el control de la sociedad y de la institución, en términos
del párrafo anterior.

ARTÍCULO 87-D.- Las sociedades financieras de objeto
múltiple reguladas se sujetarán a lo que, para las institu-
ciones de crédito y entidades financieras, según correspon-
da, disponen los artículos 49, 50, 51, 73, 73 Bis y 73 Bis 1,
93, 99, 101, 102 y 115 de la Ley de Instituciones de Crédi-
to, así como 4, fracciones I a VI, y 6 de la Ley de la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores. Al efecto, las socie-
dades financieras de objeto múltiple reguladas se sujetarán
a las disposiciones que, para dichas sociedades, emitan las
correspondientes autoridades indicadas en los artículos an-
tes señalados y en las mismas materias a que aquellos se re-
fieren.

Lo dispuesto por este artículo deberá preverse expresa-
mente en los estatutos de las sociedades financieras de ob-
jeto múltiple reguladas.

Lo previsto en artículo 65-A de esta Ley será igualmente
aplicable a las sociedades financieras de objeto múltiple
reguladas, tratándose de los actos administrativos señala-
dos en dicho precepto que la citada Comisión dicte en re-
lación con dichas entidades financieras.

ARTÍCULO 87-E.- En los contratos de arrendamiento fi-
nanciero, factoraje financiero y crédito que celebren las so-
ciedades financieras de objeto múltiple y en los que se pac-
te que el arrendatario, el factorado o el acreditado pueda
disponer de la suma acreditada o del importe del préstamo
en cantidades parciales o esté autorizado para efectuar re-
embolsos previos al vencimiento del término señalado en
el contrato, el estado de cuenta certificado por el contador
de la sociedad correspondiente hará fe, salvo prueba en
contrario, en el juicio respectivo para la fijación del saldo
resultante a cargo del deudor.

ARTÍCULO 87-F.- El contrato en que se haga constar el
crédito, arrendamiento financiero o factoraje financiero
que otorguen las sociedades financieras de objeto múltiple,
siempre que dicho instrumento vaya acompañado de la cer-
tificación del estado de cuenta respectivo a que se refiere el
artículo anterior, será título ejecutivo mercantil, sin necesi-
dad de reconocimiento de firma ni de otro requisito alguno.

Tratándose del factoraje financiero, además del contrato
respectivo, las sociedades financieras de objeto múltiple
deberán contar con los documentos que demuestren los de-
rechos de crédito transmitidos por virtud de dicha opera-
ción, así como la notificación al deudor de dicha transmi-
sión cuando ésta deba realizarse de acuerdo con las
disposiciones aplicables.

El estado de cuenta citado en el primer párrafo de este ar-
tículo deberá contener los datos sobre la identificación del
contrato o convenio en donde conste el crédito, el factora-
je financiero o el arrendamiento financiero que se haya
otorgado; el capital inicial dispuesto o, en su caso, el im-
porte de las rentas determinadas; el capital o, en su caso,
las rentas vencidas no pagadas; el capital o, en su caso, las
rentas pendientes por vencer; las tasas de interés del crédi-
to o, en su caso, la variabilidad de la renta aplicable a las
rentas determinables a cada período de pago; los intereses
moratorios generados; la tasa de interés aplicable a intere-
ses moratorios, y el importe de accesorios generados.
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ARTÍCULO 87-G.- Las hipotecas constituidas en favor de
sociedades financieras de objeto múltiple sobre la unidad
completa de una empresa industrial, agrícola, ganadera o
dedicada a actividades primarias, industriales, comerciales
o de servicios, deberán comprender la concesión o conce-
siones respectivas, en su caso; todos los elementos mate-
riales, muebles o inmuebles afectos a la exploración, con-
siderados en su unidad; y además, podrán comprender el
dinero en caja de la explotación corriente y los créditos a
favor de la empresa, nacidos directamente de sus operacio-
nes, sin perjuicio de la posibilidad de disponer de ellos y de
sustituirlos en el movimiento normal de las operaciones,
sin necesidad de consentimiento del acreedor salvo pacto
en contrario.

Las sociedades financieras de objeto múltiple acreedoras
de las hipotecas a que se refiere este artículo, deberán per-
mitir el desarrollo normal de la explotación de los bienes
afectos a las mismas, conforme al destino que les corres-
ponda, y no podrán, tratándose de bienes afectos a una con-
cesión de servicio público, oponerse a las alteraciones o
modificaciones que a los mismos se haga durante el plazo
de la hipoteca, siempre que resulten necesarios para la me-
jor prestación del servicio público correspondiente.

No obstante lo dispuesto por el párrafo anterior, las socie-
dades financieras de objeto múltiple, como acreedoras, po-
drán oponerse a la venta o enajenación de parte de los bien-
es y a la fusión con otras empresas, en caso de que se
origine con ello un peligro para la seguridad de las opera-
ciones de arrendamiento financiero, factoraje financiero y
créditos hipotecarios.

La referida hipoteca podrá constituirse en segundo lugar,
siempre que el importe de los rendimientos netos de la ex-
plotación libre de toda otra carga alcance para cubrir los in-
tereses y amortizaciones del crédito respectivo.

Las hipotecas a que se refiere este artículo deberán ser ins-
critas en el Registro Público del lugar o lugares en que es-
tén ubicados los bienes.

Será aplicable en lo pertinente a las hipotecas a que se re-
fiere este artículo, lo dispuesto en el artículo 214 de la Ley
General de Títulos y Operaciones de Crédito.

ARTÍCULO 87-H.- El juez decretará de plano la posesión
del bien objeto del contrato de arrendamiento financiero,
solicitada conforme al artículo 416 de la Ley General de
Títulos y Operaciones de Crédito por las sociedades finan-

cieras de objeto múltiple que hayan celebrado dicho con-
trato como arrendador, siempre que, además del contrato
de arrendamiento financiero debidamente certificado ante
fedatario público, aquéllas acompañen a su solicitud el es-
tado de cuenta certificado en los términos del artículo 87-
E de esta Ley.

ARTÍCULO 87-I.- En las operaciones de crédito, arren-
damiento financiero y factoraje financiero que las socieda-
des financieras de objeto múltiple celebren con sus clien-
tes:

I. Sólo se podrán capitalizar intereses cuando, antes o
después de la generación de los mismos, las partes lo
hayan convenido. En este caso la sociedad respectiva
deberá proporcionar a su cliente estado de cuenta men-
sual. Es improcedente el cobro que contravenga lo dis-
puesto por esta fracción, y

II. Los intereses se causarán exclusivamente sobre los
saldos insolutos del crédito concedido y su pago no po-
drá ser exigido por adelantado, sino únicamente por pe-
ríodos vencidos. En las operaciones de factoraje finan-
ciero el factorado y la sociedad financiera de objeto
múltiple podrán pactar en contrario.

ARTÍCULO 87-J.- En los contratos de arrendamiento fi-
nanciero, factoraje financiero y crédito que celebren las so-
ciedades financieras de objeto múltiple, éstas deberán se-
ñalar expresamente que, para su constitución y operación
con tal carácter, no requieren de autorización de la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público. Igual mención deberá
señalarse en cualquier tipo de información que, para fines
de promoción de sus operaciones y servicios, utilicen las
sociedades financieras de objeto múltiple.

En adición a lo anterior, las sociedades financieras de ob-
jeto múltiple no reguladas, en la documentación e informa-
ción a que se refiere el párrafo anterior, deberán expresar
que, para la realización de las operaciones señaladas en ese
mismo párrafo, no están sujetas a la supervisión y vigilan-
cia de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores.

ARTÍCULO 87-K.- La protección y defensa de los dere-
chos e intereses del público usuario de los servicios que, en
la realización de las operaciones señaladas en el artículo
87-B de esta Ley, presten las sociedades financieras de ob-
jeto múltiple estará a cargo de la Comisión Nacional para
la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Fi-
nancieros, en términos de la Ley de Protección y Defensa

Año III, Segundo Periodo, 18 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados182



al Usuario de Servicios Financieros. Respecto de los servi-
cios antes indicados, las sociedades financieras de objeto
múltiple estarán sujetas a la Ley citada, en los términos que
aquélla contempla para las instituciones financieras defini-
das en ella. En tal virtud, la Comisión Nacional para la Pro-
tección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros
podrá ejercer, respecto de las las sociedades financieras de
objeto múltiple por la prestación de los servicios señalados,
las mismas facultades que dicha ley le confiere y serán
aplicables a dichas sociedades las correspondientes sancio-
nes previstas en el propio ordenamiento.

Las sociedades financieras de objeto múltiple, al consti-
tuirse con tal carácter, deberán comunicar por escrito dicha
circunstancia a la Comisión Nacional para la Protección y
Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, a más
tardar, a los diez días hábiles posteriores a la inscripción
del acta constitutiva correspondiente en el Registro Públi-
co de Comercio.

ARTÍCULO 87-L.- Sin perjuicio de lo dispuesto por este
Capítulo, las facultades que la Ley de Transparencia y de
Fomento a la Competencia en el Crédito Garantizado otor-
ga a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, respecto
de entidades financieras que otorguen crédito garantizado
en los términos de dicho ordenamiento, se entenderán con-
feridas a la Comisión Nacional para la Protección y Defen-
sa de los Usuarios de Servicios Financieros, respecto de las
sociedades financieras de objeto múltiple no reguladas.

La Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los
Usuarios de Servicios Financieros dará a conocer, en los
términos del artículo 10 de la Ley de Transparencia y de
Fomento a la Competencia en el Crédito Garantizado los
componentes, la metodología de cálculo y la periodicidad
del costo anual total a que dicho precepto se refiere, res-
pecto de las sociedades financieras de objeto múltiple no
reguladas. Al efecto, tales sociedades colaborarán con di-
cha Comisión proporcionando la información que ésta les
solicite para efectos de lo dispuesto por dicho precepto.

ARTÍCULO 87-M.- En las operaciones de crédito, arren-
damiento financiero y factoraje financiero, las sociedades
financieras de objeto múltiple deberán:

I. Informar a sus clientes previamente sobre la contra-
prestación; monto de los pagos parciales, la forma y pe-
riodicidad para liquidarlos; cargas financieras; acceso-
rios; monto y detalle de cualquier cargo, si lo hubiera;

número de pagos a realizar, su periodicidad; en su caso,
el derecho que tiene a liquidar anticipadamente la ope-
ración y las condiciones para ello y, los intereses, in-
cluidos los moratorios, forma de calcularlos y el tipo de
tasa y, en su caso, tasa de descuento.

II. De utilizarse una tasa fija, también se informará al
cliente el monto de los intereses a pagar en cada perío-
do. De utilizarse una tasa variable, se informará al clien-
te sobre la regla de ajuste de la tasa, la cual no podrá de-
pender de decisiones unilaterales de la sociedad
financiera de objeto múltiple respectiva, sino de las va-
riaciones que registre una tasa de interés representativa
del costo de la operación al cliente, la cual deberá ser fá-
cilmente verificable por el cliente;

III. Informar al cliente el monto total a pagar por la ope-
ración de que se trate, en su caso, número y monto de
pagos individuales, los intereses, comisiones y cargos
correspondientes, incluidos los fijados por pagos antici-
pados o por cancelación; proporcionándole debidamen-
te desglosados los conceptos correspondientes;

IV. En caso de haberse efectuado la operación, la socie-
dad respectiva deberá enviar al cliente al menos un es-
tado de cuenta bimestral, por el medio que éste elija, que
contenga la información relativa a cargos, pagos, intere-
ses y comisiones, entre otros rubros. Lo dispuesto en es-
ta fracción no será aplicable en operaciones de factora-
je financiero en donde se haya establecido una tasa fija
por el plazo de la operación ni en operaciones cuyo ven-
cimientos sucesivos convenidos por las parte sea tri-
mestral, semestral o anual. En estos últimos casos, el en-
vío de estados de cuenta podrá ajustarse a dichos plazos.

La Comisión Nacional para la Protección y Defensa de
los Usuarios de Servicios Financieros podrá emitir reco-
mendaciones a las sociedades financieras de objeto múl-
tiple para alcanzar el cumplimiento de lo dispuesto por
este artículo.

ARTÍCULO 87-N.- En adición a lo dispuesto por los artí-
culos 87-K, 87-L y 87-M de esta Ley, la Comisión Nacio-
nal para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servi-
cios Financieros tendrá a su cargo La vigilancia y
supervisión del cumplimiento, por parte de las sociedades
financieras de objeto múltiple, a lo dispuesto por los artí-
culos 87-I, 87-M y 87-Ñ de esta Ley, bajo los criterios que
dicha Comisión determine para ejercer dichas facultades.
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La citada Comisión podrá ejercer dichas facultades en los
lugares en los que operen las sociedades financieras de ob-
jeto múltiple de que se trate, en los términos del procedi-
miento previsto por la Ley Federal de Procedimiento Ad-
ministrativo. Asimismo, la propia Comisión podrá ejercer
tales facultades a través de visitas, requerimientos de in-
formación o documentación. Para efectos de lo dispuesto
en este artículo, las sociedades financieras de objeto múlti-
ple, así como sus representantes o sus empleados, están
obligados a permitir al personal acreditado de la Comisión
el acceso al lugar o lugares objeto de la verificación.

ARTÍCULO 87-Ñ.- Las sociedades financieras de objeto
múltiple quedarán sujetas, en lo que respecta a las opera-
ciones de fideicomiso de garantía que administren de
acuerdo con la Sección II del Capítulo V del Título II de la
Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, a lo dis-
puesto por los artículos 79 y 80 de la Ley de Instituciones
de Crédito para dichas instituciones. En los contratos de fi-
deicomiso de garantía a que se refiere el artículo 395 de la
Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y en la
ejecución de los mismos, a las sociedades financieras de
objeto múltiple les estará prohibido:

I. Actuar como fiduciarias en cualesquier otros fideico-
misos distintos a los de garantía;

II. Utilizar el efectivo, bienes, derechos o valores de los
fideicomisos para la realización de operaciones en vir-
tud de las cuales resulten o puedan resultar deudores o
beneficiarios sus delegados fiduciarios; administrado-
res, los miembros de su consejo de administración pro-
pietarios o suplentes, estén o no en funciones; sus di-
rectivos o empleados; sus comisarios propietarios o
suplentes, estén o no en funciones; sus auditores exter-
nos; los miembros del comité técnico del fideicomiso
respectivo; los ascendientes o descendientes en primer
grado o cónyuges de las personas citadas; las sociedades
en cuyas asambleas tengan mayoría dichas personas o
las mismas sociedades financieras de objeto múltiple;

III. Celebrar operaciones por cuenta propia;

IV. Actuar en fideicomisos a través de los cuales se eva-
dan limitaciones o prohibiciones contenidas en esta u
otras leyes;

V. Responder a los fideicomitentes o fideicomisarios del
incumplimiento de los deudores por los bienes, dere-
chos o valores del fideicomiso, salvo que sea por su cul-

pa según lo dispuesto en la parte final del Artículo 391
de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito.

Si al término del fideicomiso, los bienes, derechos o va-
lores no hubieren sido pagados por los deudores, la fi-
duciaria deberá transferirlos, junto con el efectivo, bien-
es, y demás derechos o valores que constituyan el
patrimonio fiduciario al fideicomitente o fideicomisa-
rio, según sea el caso, absteniéndose de cubrir su im-
porte.

En los contratos de fideicomiso se insertará en forma
notoria lo previsto en este inciso y una declaración de la
fiduciaria en el sentido de que hizo saber inequívoca-
mente su contenido a las personas de quienes haya reci-
bido el efectivo, bienes, derechos o valores para su afec-
tación fiduciaria;

VI. Actuar como fiduciarias en fideicomisos a través de
los cuales se capten, directa o indirectamente, recursos
del público mediante cualquier acto causante de pasivo
directo o contingente;

VII. Actuar en fideicomisos a través de los cuales se
evadan limitaciones o prohibiciones contenidas en esta
u otras leyes;

VIII. Actuar como fiduciarias en los fideicomisos a que
se refiere el segundo párrafo del Artículo 88 de la Ley
de Sociedades de Inversión, y

IX. Administrar fincas rústicas, a menos que hayan re-
cibido la administración para garantizar al fideicomisa-
rio el cumplimiento de una obligación y su preferencia
en el pago con el valor de la misma finca o de sus pro-
ductos.

Cualquier pacto en contrario a lo dispuesto por las fraccio-
nes anteriores será nulo.

ARTÍCULO 89.- ...

I a XIII ...

XIII bis.- De 2,000 a 20,000 días de salario a las socie-
dades financieras de objeto múltiple reguladas, que in-
cumplan con lo dispuesto por el artículo 87-D de esta
Ley, en relación con los artículos 24 Bis, 49, 50, 52, 93,
101, 102 y 115 de la Ley de Instituciones de Crédito;
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XIII bis 1.- De 5,000 a 50,000 días de salario, a las so-
ciedades financieras de objeto múltiple reguladas que
incumplan con lo dispuesto por el artículo 87-D de esta
Ley, en relación con los artículos 73, 73 Bis y 73 Bis 1
de la Ley de Instituciones de Crédito;

XIII bis 2.- De 15,000 a 60,000 días de salario, a las so-
ciedades financieras de objeto múltiple reguladas, que
incumplan con lo dispuesto por el artículo 87-D de esta
Ley, en relación con los artículos 65 y 76 de la Ley de
Instituciones de Crédito, así como con las disposiciones
prudenciales, en materia de contabilidad y de requeri-
mientos de información, que haya emitido la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores para dichas sociedades;
y

XIV.- ...

ARTÍCULO 95 Bis.- Las sociedades financieras de obje-
to múltiple, las personas que realicen las actividades a que
se refiere el artículo 81-A y los transmisores de dinero, en
términos de las disposiciones de carácter general que emi-
ta la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, escuchando
la previa opinión del Servicio de Administración Tributa-
ria, estarán obligadas, en adición a cumplir con las demás
obligaciones que les resulten aplicables, a:

I. y II. ...

...

...

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
en las citadas reglas generales emitirá los lineamientos
sobre el procedimiento y criterios que las sociedades fi-
nancieras de objeto múltiple, las personas que realicen
las actividades a que se refiere el artículo 81-A y los
transmisores de dinero deberán observar respecto de:

a. ...

b. La información y documentación que dichas socieda-
des financieras de objeto múltiple, personas que realicen
las actividades a que se refiere el artículo 81-A y los
transmisores de dinero deban recabar para la apertura de
cuentas o celebración de contratos relativos a las opera-
ciones y servicios que ellas presten y que acrediten ple-
namente la identidad de sus clientes;

c. La forma en que las mismas sociedades financieras de
objeto múltiple, personas que realicen las actividades a
que se refiere el artículo 81-A y los transmisores de di-
nero deberán resguardar y garantizar la seguridad de la
información y documentación relativas a la identifica-
ción de sus clientes y usuarios o quienes lo hayan sido,
así como la de aquellos actos, operaciones y servicios
reportados conforme al presente artículo, y

d. Los términos para proporcionar capacitación al inte-
rior de sociedades financieras de objeto múltiple, las
personas que realicen las actividades a que se refiere el
artículo 81-A y los transmisores de dinero sobre la ma-
teria objeto de este artículo. Las disposiciones de carác-
ter general a que se refiere el presente artículo, señala-
rán los términos para su debido cumplimiento.

Las sociedades financieras de objeto múltiple, las personas
que realicen las actividades a que se refiere el artículo 81-
A y los transmisores de dinero deberán conservar, por al
menos diez años, la información y documentación a que se
refiere el inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo
establecido en éste u otros ordenamientos aplicables.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facul-
tada para requerir y recabar, por conducto del Servicio de
Administración Tributaria, información y documentación
relacionada con los actos, operaciones y servicios a que se
refiere la fracción II de este artículo. Las sociedades finan-
cieras de objeto múltiple, las personas que realicen las ac-
tividades a que se refiere el artículo 81-A y los transmiso-
res de dinero, quienes estarán obligadas a proporcionar
dicha información y documentación.

...

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este
artículo deberán ser observadas por las sociedades finan-
cieras de objeto múltiple, las personas que realicen las ac-
tividades a que se refiere el artículo 81-A y los transmiso-
res de dinero, así como por los miembros del consejo de
administración, administradores, directivos, funcionarios,
empleados, factores y apoderados respectivos, por lo cual,
tanto las entidades como las personas mencionadas serán
responsables del estricto cumplimiento de las obligaciones
que mediante dichas disposiciones se establezcan.

...
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Las mencionadas multas podrán ser impuestas, a las socie-
dades financieras de objeto múltiple, las personas que rea-
licen las actividades a que se refiere el artículo 81-A y los
transmisores de dinero, así como a sus miembros del con-
sejo de administración, administradores, directivos, funcio-
narios, empleados, factores y apoderados respectivos, así
como a las personas físicas y morales que, en razón de sus
actos, hayan ocasionado o intervenido para que dichas en-
tidades financieras incurran en la irregularidad o resulten
responsables de la misma.

...

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público y el Servicio de Administración Tributaria,
las sociedades financieras de objeto múltiple, las personas
que realicen las actividades a que se refiere el artículo 81-
A y los transmisores de dinero, sus miembros del consejo
de administración, administradores, directivos, funciona-
rios, empleados, factores y apoderados, deberán abstenerse
de dar noticia de los reportes y demás documentación e in-
formación a que se refiere este artículo, a personas o auto-
ridades distintas a las facultadas expresamente en los orde-
namientos relativos para requerir, recibir o conservar tal
documentación e información. La violación a estas obliga-
ciones será sancionada en los términos de las leyes corres-
pondientes.

ARTÍCULO 96.- Se impondrá pena de prisión de tres me-
ses a dos años y multa de treinta a trescientos días de sala-
rio a los directores generales o gerentes generales, miem-
bros del consejo de administración, comisarios y auditores
externos de las organizaciones auxiliares del crédito o de
las casas de cambio que en el ejercicio de sus funciones, in-
curran en violación de cualquiera de las prohibiciones a
que se refieren los artículos 23, fracción VII, 45, fracción
XII y 87-A, fracción VII de esta Ley.

ARTÍCULO 97.- ...

I. ...

II. Que conociendo la falsedad sobre el monto de los ac-
tivos o pasivos, concedan el préstamo o crédito.

III. Que a sabiendas, presenten a la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores datos falsos sobre la solvencia del
deudor, sobre el valor de las garantías de los créditos,
préstamos o derechos de crédito, imposibilitándola a
adoptar las medidas necesarias para que se realicen los

ajustes correspondientes en los registros de la organiza-
ción respectiva, y

IV. Que, conociendo los vicios que señala la fracción III
del artículo 98 de esta ley, concedan el préstamo o cré-
dito.

ARTÍCULO 98.- ...

...

...

...

...

I. Las personas que con el propósito de obtener un prés-
tamo o crédito proporcionen a una organización auxiliar
del crédito, datos falsos sobre el monto de activos o pa-
sivos de una entidad o persona física o moral, si como
consecuencia de ello resulta quebranto o perjuicio patri-
monial para la organización;

II. ...

...

a) Otorguen préstamos o créditos, a sociedades consti-
tuidas a sabiendas de que éstas no han integrado el ca-
pital que registren las actas de asamblea respectivas;

b) ...

c) Renueven préstamos o créditos, vencidos parcial o to-
talmente a las personas físicas o morales a que se refie-
re el inciso anterior;

d) ...

e) A sabiendas, permitan a un deudor desviar el importe
del crédito o préstamo, reduciendo notoriamente su ca-
pacidad para pagar o responder por el importe de su
obligación y, como consecuencia de ello, resulte que-
branto o perjuicio patrimonial a la organización.

III. Las personas que para obtener préstamos o créditos
de una organización auxiliar del crédito, presenten ava-
lúos que no correspondan a la realidad, de manera que
el valor real de los bienes que se ofrecen en garantía sea
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inferior al importe del crédito o préstamo, resultando
quebranto o perjuicio patrimonial para la organización;

IV. Los acreditados que desvíen un crédito concedido
por alguna organización auxiliar del crédito a fines dis-
tintos para los que se otorgó, si dicha finalidad fue de-
terminante para el otorgamiento de condiciones prefe-
renciales en el crédito, y

V. ...

ARTÍCULO 99.- Los consejeros, funcionarios, empleados
de las organizaciones auxiliares del crédito y casas de cam-
bio, o quienes intervengan directamente en la operación,
que con independencia de los cargos o intereses fijados por
la sociedad respectiva, por sí o por interpósita persona ha-
yan obtenido de los sujetos de crédito o clientes de casas de
cambio, beneficios por su participación en el trámite u
otorgamiento del crédito o de operaciones de casas de cam-
bio, serán sancionados con pena de prisión de tres meses a
tres años cuando el beneficio no sea valuable, o no exceda
de quinientos días de salario, en el momento de cometerse
el delito y de dos a catorce años de prisión cuando el bene-
ficio exceda de quinientos días del salario referido.

ARTÍCULO TERCERO.- Se REFORMA la fracción I
del artículo 45-A; el primer párrafo del artículo 45-B; el se-
gundo párrafo del artículo 45-D; el primer párrafo y las
fracciones II y IV del artículo 45-I; el primer párrafo del ar-
tículo 45-N; el último párrafo del artículo 46; el primer pá-
rrafo del artículo 49; el primero y tercer párrafos del artí-
culo 85-Bis; el tercer párrafo del artículo 89; el primer
párrafo del artículo 108; el tercer párrafo, quinto párrafo y
sus incisos b. a d., sexto, séptimo, noveno, décimo prime-
ro y décimo segundo párrafos del artículo 115; se ADI-
CIONA un inciso c) al artículo 73, Bis y se DEROGA el
párrafo séptimo del artículo 45-K; el segundo párrafo del
artículo 85 Bis; la fracción IV y el penúltimo y último pá-
rrafos del artículo 103 y el último párrafo del artículo 116
todos de la Ley de Instituciones de Crédito, para quedar
como sigue:

ARTÍCULO 45-A.- ...

I. Filial: La sociedad mexicana autorizada para organi-
zarse y operar, conforme a esta Ley, como institución de
banca múltiple, y en cuyo capital participe una Institu-
ción Financiera del Exterior o una Sociedad Controla-
dora Filial en los términos del presente capítulo;

II. y III. ...

ARTÍCULO 45-B.- Las Filiales se regirán por lo previsto
en los tratados o acuerdos internacionales correspondien-
tes, el presente capítulo, las disposiciones contenidas en es-
ta Ley aplicables a las instituciones de banca múltiple, y las
reglas para el establecimiento de filiales que al efecto ex-
pida la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, oyendo
la opinión del Banco de México y de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores.

...

ARTÍCULO 45-D.- ...

Las Filiales podrán realizar las mismas operaciones que las
instituciones de banca múltiple, a menos que el tratado o
acuerdo internacional aplicable establezca alguna restric-
ción.

ARTÍCULO 45-I.- La Secretaría de Hacienda y Crédito
Público podrá autorizar a las Instituciones Financieras del
Exterior, a las Sociedades Controladoras Filiales o a las Fi-
liales, la adquisición de acciones representativas del capi-
tal social de una o más instituciones de banca múltiple,
siempre y cuando se cumplan los siguientes requisitos:

I. ...

II. Deberán modificarse los estatutos sociales de la ins-
titución de banca múltiple, cuyas acciones sean objeto
de enajenación, a efecto de cumplir con lo dispuesto en
el presente capítulo;

III. ...

IV. Cuando, el adquirente sea una Filial deberá fusio-
narse con la institución de banca múltiple que haya sido
adquirida; y

V. ...

...

ARTÍCULO 45-K.- ...

...

...

...

...
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I. a VIII. ...
...

Se deroga, séptimo párrafo

...

...

...

ARTÍCULO 45-N.- Respecto de las Filiales, la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores tendrá todas las facultades
que le atribuye la presente Ley en relación con las institu-
ciones de banca múltiple. Cuando las autoridades supervi-
soras del país de origen de la Institución Financiera del Ex-
terior propietaria de acciones representativas del capital
social de una Filial o de una Sociedad Controladora Filial,
según sea el caso, deseen realizar visitas de inspección, de-
berán solicitarlo a la propia Comisión. A discreción de la
misma, las visitas podrán hacerse por su conducto o sin que
medie su participación.

...

I. y II. ...

...

ARTÍCULO 46.- ...

I. a XXVII. ...

La realización de las operaciones señaladas en las frac-
ciones XXIV y XXVI de este artículo, así como el cum-
plimiento de las obligaciones de las partes, se sujetarán a
lo previsto por esta Ley y, en lo que no se oponga a ella,
por la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito.

ARTÍCULO 49.- La Comisión Nacional para la Protec-
ción y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros o
las instituciones de crédito, podrán solicitar al Banco de
México se evalúe si existen o no condiciones razonables de
competencia en materia de comisiones o tarifas, respecto
de operaciones activas, pasivas y de servicios de las citadas
instituciones de crédito.

...

...

...

...

...

ARTÍCULO 73 Bis.- ...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

c) Las entidades financieras que formen parte del grupo
financiero al que, en su caso, pertenezca la institución
de banca múltiple, o aquéllas entidades financieras en
las que la institución de banca múltiple tengan una par-
ticipación accionaria, a menos que dichas entidades a su
vez otorguen cualquier tipo de financiamiento a las per-
sonas señaladas en las fracciones I a VII del artículo 73
y por el monto de dicho financiamiento.

ARTÍCULO 85 Bis.- Para poder actuar como fiduciarias
de los fideicomisos de garantía, las instituciones a que se
refieren las fracciones II, III, IV y VI del artículo 395 de la
Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito deberán
contar con el capital mínimo adicional que, para este efec-
to, determine la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
mediante disposiciones de carácter general, previa opinión
de las Comisiones Nacionales Bancaria y de Valores y de
Seguros y Fianzas, según corresponda en virtud de la insti-
tución de que se trate, así como con la autorización que
otorgará discrecionalmente el Gobierno Federal, a través
de dicha Secretaría.

Se deroga, segundo párrafo

Las sociedades a que se refieren las fracciones II, III, IV y
VI del artículo 395 de la Ley General de Títulos y Opera-
ciones de Crédito deberán administrar las operaciones de
fideicomiso objeto de dicho artículo en los términos que,
para las instituciones de crédito, señalan los artículos 79 y
80 de esta Ley.

ARTÍCULO 89.- ...

...
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Las instituciones de banca múltiple podrán invertir en el
capital social de sociedades de inversión, sociedades ope-
radoras de éstas, administradoras de fondos para el retiro,
sociedades financieras de objeto múltiple, así como en el
de sociedades de inversión especializadas de fondos para el
retiro, en los términos de la legislación aplicable y, cuando
no formen parte de grupos financieros, en el de organiza-
ciones auxiliares del crédito e intermediarios financieros
no bancarios, que no sean casas de bolsa, instituciones y
sociedades mutualistas de seguros e instituciones de fian-
zas, previa autorización de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público.

...

...

...

...

ARTÍCULO 103.- ...

...

I. a III ...

IV. Se deroga.

Se deroga, penúltimo párrafo

Se deroga, último párrafo

ARTÍCULO 108.- El incumplimiento o la violación de la
presente Ley, de la Ley del Banco de México y de las dis-
posiciones que emanen de ellas, por las instituciones de
crédito o las personas a que se refieren los artículos 7o., 88,
89 y 92 de esta Ley, serán sancionados con multa que im-
pondrá administrativamente la Comisión Nacional Banca-
ria y de Valores, hasta del cinco por ciento del capital pa-
gado y reservas de capital de la institución o sociedad de
que se trate o hasta cien mil veces el salario mínimo gene-
ral diario vigente en el Distrito Federal, debiendo notifi-
carse al consejo de administración o consejo directivo co-
rrespondiente.

...

...

ARTÍCULO 115.- ...

...

Las instituciones de crédito, en términos de las disposicio-
nes de carácter general que emita la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público, escuchando la previa opinión de la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, estarán obliga-
das, en adición a cumplir con las demás obligaciones que
les resulten aplicables, a:

I. y II. ...

...

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
en las citadas reglas generales emitirá los lineamientos
sobre el procedimiento y criterios que las instituciones
de crédito deberán observar respecto de:

a. ...

b. La información y documentación que dichas institu-
ciones deban recabar para la apertura de cuentas o cele-
bración de contratos relativos a las operaciones y servi-
cios que ellas presten y que acredite plenamente la
identidad de sus clientes;

c. La forma en que las mismas instituciones deberán res-
guardar y garantizar la seguridad de la información y
documentación relativas a la identificación de sus clien-
tes y usuarios o quienes lo hayan sido, así como la de
aquellos actos, operaciones y servicios reportados con-
forme al presente artículo, y

d. Los términos para proporcionar capacitación al inte-
rior de las instituciones sobre la materia objeto de este
artículo. Las disposiciones de carácter general a que se
refiere el presente artículo, señalarán los términos para
su debido cumplimiento.

Las instituciones de crédito deberán conservar, por al me-
nos diez años, la información y documentación a que se re-
fiere el inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo es-
tablecido en éste u otros ordenamientos aplicables.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facul-
tada para requerir y recabar, por conducto de la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores, a las instituciones de cré-
dito, quienes estarán obligadas a entregar información y
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documentación relacionada con los actos, operaciones y
servicios a que se refiere este artículo. La Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público estará facultada para obtener in-
formación adicional de otras personas con el mismo fin y a
proporcionar información a las autoridades competentes.

...

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este
artículo deberán ser observadas por las instituciones de cré-
dito, así como por los miembros del consejo de adminis-
tración, directivos, funcionarios, empleados y apoderados
respectivos, por lo cual, tanto las entidades como las per-
sonas mencionadas serán responsables del estricto cumpli-
miento de las obligaciones que mediante dichas disposi-
ciones se establezcan.

...

Las mencionadas multas podrán ser impuestas, tanto a las
instituciones de crédito, así como a los miembros del con-
sejo de administración, directivos, funcionarios, empleados
y apoderados respectivos, y a las personas físicas y mora-
les que, en razón de sus actos, ocasionen o intervengan pa-
ra que dichas instituciones de crédito incurran en la irregu-
laridad o resulten responsables de la misma. Sin perjuicio
de lo anterior, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores,
atendiendo a las circunstancias de cada caso, podrá proce-
der conforme a lo previsto en el artículo 25 de esta Ley.

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público y de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, las instituciones de crédito, sus miembros del con-
sejo de administración, directivos, funcionarios, empleados
y apoderados, deberán abstenerse de dar noticia de los re-
portes y demás documentación e información a que se re-
fiere este artículo, a personas o autoridades distintas a las
facultadas expresamente en los ordenamientos relativos
para requerir, recibir o conservar tal documentación e in-
formación. La violación a estas obligaciones será sancio-
nada en los términos de las leyes correspondientes.

ARTÍCULO 116.- ...

...

Se deroga, último párrafo

ARTÍCULO CUARTO.- Se REFORMA el numeral 1 de
la fracción II del artículo 29, la fracción IX del artículo 34
y la fracción VI del artículo 81, de la Ley General de Ins-
tituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, para
quedar como sigue:

ARTÍCULO 29.- ...

I y I Bis ...

II. ...

1.- No podrán participar en su capital social pagado, di-
rectamente o a través de interpósita persona, institucio-
nes de crédito, sociedades mutualistas de seguros, casas
de bolsa, organizaciones auxiliares del crédito, socieda-
des operadoras de sociedades de inversión, entidades de
ahorro y crédito popular, administradoras de fondos pa-
ra el retiro, ni casas de cambio. ...

...

...

...

2.- ...

III. a XI. ...

ARTÍCULO 34.- ...

I. a VIII. ...

IX. Recibir títulos en descuento y redescuento a institu-
ciones de crédito, organizaciones auxiliares del crédito
y sociedades financieras de objeto múltiple, así como a
fondos permanentes de fomento económico destinados
en fideicomiso por el gobierno federal en instituciones
de crédito;

X. a XVI. ...

ARTÍCULO 81.- ...

I. a V. ...

VI. Recibir títulos en descuento y redescuento a institu-
ciones de crédito, organizaciones auxiliares del crédito
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y sociedades financieras de objeto múltiple, así como a
fondos permanentes de fomento económico destinados
en fideicomiso por el gobierno federal en instituciones
de crédito;

VII. a XII. ...

ARTÍCULO QUINTO.- Se REFORMA el inciso b) de la
fracción II bis del artículo 15 y la fracción XIV del artícu-
lo 16, de la Ley Federal de Instituciones de Fianzas, pa-
ra quedar como sigue:

ARTÍCULO 15.- ...

I. a II. ...

II Bis.- ...

a) ...

b) Sociedades mutualistas de seguros, casas de bolsa,
casas de cambio, organizaciones auxiliares del crédito,
entidades de ahorro y crédito popular, administradoras
de fondos para el retiro y sociedades operadoras de so-
ciedades de inversión;

...

...

...

III. a XII. ...

ARTÍCULO 16.- ...

I. a XIII. ...

XIV. Recibir títulos en descuento y redescuento a insti-
tuciones de crédito, organizaciones auxiliares del crédi-
to, sociedades financieras de objeto múltiple, así como
a fondos permanentes de fomento económico destina-
dos en fideicomiso por el gobierno federal en institucio-
nes de crédito;

XV. a XVIII. ...

...

ARTÍCULO SEXTO.- Se REFORMA el primer y se-
gundo párrafos del artículo 7º y la fracción III del artículo
8º de la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras,
para quedar como sigue:

ARTÍCULO 7o.- Los grupos a que se refiere la presente
Ley estarán integrados por una sociedad controladora y por
algunas de las entidades financieras siguientes: almacenes
generales de depósito, casas de cambio, instituciones de
fianzas, instituciones de seguros, casas de bolsa, institucio-
nes de banca múltiple, sociedades operadoras de socieda-
des de inversión, distribuidoras de acciones de sociedades
de inversión, administradoras de fondos para el retiro y so-
ciedades financieras de objeto múltiple.

El grupo financiero podrá formarse con cuando menos dos
de las entidades financieras señaladas en el párrafo ante-
rior, que podrán ser del mismo tipo. Como excepción a lo
anterior, un grupo financiero no podrá formarse sólo con
dos sociedades financieras de objeto múltiple.

...

I y II. ...

...

...

ARTÍCULO 8º.- ...

I y II. ...

III.- De conformidad con las reglas generales que dicte
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, llevar a ca-
bo operaciones de las que le son propias a través de ofi-
cinas y sucursales de atención al público de otras enti-
dades financieras integrantes del grupo, excepto la
captación de recursos del público a través de depósitos
de dinero.

...

ARTÍCULO SÉPTIMO.- Se REFORMA la fracción X
del artículo 36 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular,
para quedar como sigue:

ARTICULO 36.- ...
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I. a IX. ...

X. Realizar, por cuenta de sus socios o clientes, opera-
ciones de factoraje financiero;

XI. a XXXIV. ...

ARTÍCULO OCTAVO.- Se DEROGAN los incisos i), j)
y k) de la fracción III del artículo 7 de la Ley de Inversión
Extranjera, para quedar como sigue:

ARTICULO 7.- ...

I y II. ...

III. ...

a) h) ...

i) Se deroga.

j) Se deroga.

k) Se deroga.

l) a x) ...

IV. ...

...

ARTÍCULO NOVENO.- Se REFORMA el tercer párra-
fo del artículo 8o, el segundo párrafo del artículo 9o, y los
incisos a) y b) de la fracción XVI del artículo 31, y se ADI-
CIONA un cuarto párrafo al artículo 8º, pasando el actual
párrafo cuarto a ser quinto párrafo y un último párrafo de
la fracción XVI del artículo 31 de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta, para quedar como sigue:

Artículo 8o.- ...

...

El sistema financiero, para los efectos de esta Ley, se com-
pone por las instituciones de crédito, de seguros y de fian-
zas, sociedades controladoras de grupos financieros, alma-

cenes generales de depósito, administradoras de fondos pa-
ra el retiro, arrendadoras financieras, uniones de crédito,
sociedades financieras populares, sociedades de inversión
de renta variable, sociedades de inversión en instrumentos
de deuda, empresas de factoraje financiero, casas de bolsa,
casas de cambio y sociedades financieras de objeto limita-
do, que sean residentes en México o en el extranjero. Asi-
mismo, se considerarán integrantes del sistema financiero
a las sociedades financieras de objeto múltiple a las que se
refiere la Ley General de Organizaciones y Actividades
Auxiliares del Crédito que tengan cuentas y documentos
por cobrar derivados de las actividades que deben consti-
tuir su objeto social principal, conforme a lo dispuesto en
dicha ley, que representen al menos el setenta por ciento de
sus activos totales, o bien, que tengan ingresos derivados
de dichas actividades y de la enajenación o administración
de los créditos otorgados por ellas, que representen al me-
nos el setenta por ciento de sus ingresos totales. Para los
efectos de la determinación del porcentaje del setenta por
ciento, no se considerarán los activos o ingresos que deri-
ven de la enajenación a crédito de bienes o servicios de las
propias sociedades, de las enajenaciones que se efectúen
con cargo a tarjetas de crédito o financiamientos otorgados
por terceros.

Tratándose de sociedades de objeto múltiple de nueva cre-
ación, el Servicio de Administración Tributaria mediante
resolución particular en la que se considere el programa de
cumplimiento que al efecto presente el contribuyente podrá
establecer para los tres primeros ejercicios de dichas socie-
dades, un porcentaje menor al señalado en el párrafo ante-
rior, para ser consideradas como integrantes del sistema fi-
nanciero para los efectos de esta Ley.

...

Artículo 9o.- ...

En las operaciones de factoraje financiero, se considerará
interés la ganancia derivada de los derechos de crédito ad-
quiridos por empresas de factoraje financiero y sociedades
financieras de objeto múltiple.

...

...

...

...

...

Artículo 31. ...
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XVI. ...
...

a) Tratándose de créditos cuya suerte principal al día de
su vencimiento no exceda de $20,000.00, cuando en el
plazo de un año contado a partir de que incurra en mo-
ra, no se hubiera logrado su cobro. En este caso, se con-
siderarán incobrables en el mes en que se cumpla un año
de haber incurrido en mora.

Cuando se tengan dos o más créditos con una misma
persona física o moral de los señalados en el párrafo an-
terior, se deberá sumar la totalidad de los créditos otor-
gados para determinar si éstos no exceden del monto a
que se refiere dicho párrafo.

Lo dispuesto en el inciso a) de esta fracción será aplica-
ble tratándose de créditos contratados con el publico en
general, cuya suerte principal al día de su vencimiento
se encuentre entre $5000.00 a $20,000.00, siempre que
el contribuyente de acuerdo con las reglas de carácter
general que al respecto emita el Servicio de Administra-
ción Tributaria informe de dichos crédito a las socieda-
des de información crediticia que obtengan autorización
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público de con-
formidad con la Ley de Sociedades de Información Cre-
diticia.

Así mismo, será aplicable lo dispuesto en el inciso a) de
esta fracción, cuando el deudor del crédito de que se tra-
te sea contribuyente que realiza actividades empresaria-
les y el acreedor informe por escrito al deudor de que se
trate, que efectuará la deducción del crédito incobrable,
a fin de que el deudor acumule el ingreso derivado de la
deuda no cubierta en los términos de esta Ley. Los con-
tribuyentes que apliquen lo dispuesto en este párrafo, de-
berán informar a más tardar el 15 de febrero de cada año
de los créditos incobrables que dedujeron en los términos
de este párrafo en el año calendario inmediato anterior.

b) Tratándose de crédito cuya suerte principal al día de
su vencimiento sea mayor a $20,000.00 cuando el acre-
edor haya demandado ante la autoridad judicial el pago
del crédito o se haya iniciado el procedimiento arbitral
convenido para su cobro y además se cumpla con lo pre-
visto en el párrafo final del inciso anterior.

c) ...
...
...

Tratándose de cuentas por cobrar que tengan una garan-
tía hipotecaria, solamente será deducible el cincuenta
por ciento del monto cuando se den los supuestos a que
se refiere el inciso b) anterior. Cuando el deudor efectúe
el pago del adeudo o se haga la aplicación del importe
del remate a cubrir el adeudo, se hará la deducción del
saldo de la cuenta por cobrar o en su caso la acumula-
ción del importe recuperado. 

ARTÍCULO DÉCIMO.- Se REFORMA el inciso b) de
la fracción X del artículo 15 de la Ley del Impuesto al Va-
lor Agregado, para quedar como sigue:

Artículo 15.- No se pagará el impuesto por la prestación de
los siguientes servicios:

I. a IX.- ...

X. ...

a) ...

b) Reciban o paguen las instituciones de crédito, las
uniones de crédito, las sociedades financieras de obje-
to limitado, las sociedades de ahorro y préstamo y las
empresas de factoraje financiero, en operaciones de fi-
nanciamiento, para las que requieran de autorización y
por concepto de descuento en documentos pendientes
de cobro; los que reciban y paguen las sociedades fi-
nancieras de objeto múltiple que para los efectos del
impuesto sobre la renta formen parte del sistema fi-
nanciero, por el otorgamiento de crédito, de factoraje
financiero o descuento en documentos pendientes de
cobro; los que reciban los almacenes generales de de-
pósito por créditos otorgados que hayan sido garanti-
zados con bonos de prenda; así como las comisiones de
los agentes y corresponsales de las instituciones de cré-
dito por dichas operaciones.

...

...

c) a i). ...

XI. a XVI. ...
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ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO.- Se REFORMAN
los artículos 32-C y 84-E del Código Fiscal de la Federa-
ción, para quedar como sigue:

Artículo 32-C.- Las empresas de factoraje, y las socieda-
des financieras de objeto múltiple, estarán obligadas, en to-
dos los casos, a notificar al deudor la transmisión de dere-
chos de crédito operado en virtud de un contrato de
factoraje financiero, excepto en el caso de factoraje con
mandato de cobranza o factoraje con cobranza delegada.

Estarán obligados a recibir la notificación a que se refiere
el párrafo anterior, los deudores de los derechos transmiti-
dos a empresas de factoraje financiero, y a sociedades fi-
nancieras de objeto múltiple.

La notificación deberá realizarse dentro de un plazo que no
excederá de diez días a partir de la fecha en que operó la
transmisión correspondiente. La notificación se realizará
por cualquiera de los medios previstos en el caso de em-
presas de factoraje financiero, por el artículo 45-K de la
Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares
del Crédito, y en el caso de sociedades financieras de obje-
to múltiple, por el artículo 427 de la Ley General de Títu-
los y Operaciones de Crédito.

Artículo 84-E.- Se considera infracción en la que pueden
incurrir las empresas de factoraje financiero y las socieda-
des financieras de objeto múltiple en relación a las obliga-
ciones a que se refieren el primero y segundo párrafos del
Artículo 32-C de este Código, el no efectuar la notificación
de la transmisión de créditos operada en virtud de un con-
trato de factoraje financiero, o el negarse a recibir dicha no-
tificación.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- Entrarán en vigor el día siguiente de la pu-
blicación de este Decreto en el Diario Oficial de la Federa-
ción:

I. El artículo Primero del presente Decreto;

II. Las reformas a los artículos 4; 7 y 95 Bis, así como a la
identificación del Capítulo Único del Título Quinto y las
adiciones al Título Quinto con el Capítulo II, que incluye
los artículos 87-B a 87-Ñ, y al artículo 89 de la Ley Gene-
ral de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédi-
to, contenidas en el artículo Segundo de este Decreto;

III. Las reformas a los artículos 46 y 89, así como la adi-
ción al artículo 73 Bis de la Ley de Instituciones de Crédi-
to, contenidas en el artículo Tercero de este Decreto, y

IV. Los artículos Noveno, Décimo y Décimo Primero del
Presente Decreto.

A partir de la entrada en vigor a que se refiere este artícu-
lo, las operaciones de arrendamiento financiero y factoraje
financiero no se considerarán reservadas para las arrenda-
doras financieras y empresas de factoraje financiero, por lo
que cualquier persona podrá celebrarlas en su carácter de
arrendador o factorante, respectivamente, sin contar con la
autorización de la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co referida en el artículo 5 de la Ley General de Organiza-
ciones y Actividades Auxiliares del Crédito.

Las sociedades financieras de objeto limitado podrán se-
guir actuando con el carácter de fiduciarias en los fideico-
misos a los que se refiere el artículo 395 de la Ley General
de Títulos y Operaciones de Crédito hasta que queden sin
efectos las autorizaciones que les haya otorgado la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público, en términos de la frac-
ción IV del artículo 103 de la Ley de Instituciones de Cré-
dito, salvo que adopten la modalidad de sociedad
financiera de objeto múltiple, en cuyo caso podrán conti-
nuar en el desempeño de su encomienda fiduciaria.

SEGUNDO.- Las personas que, a partir de la fecha de en-
trada en vigor de las disposiciones a que se refiere el artí-
culo primero transitorio de este Decreto, realicen operacio-
nes de arrendamiento financiero y factoraje financiero, en
su carácter de arrendador o factorante, respectivamente, sin
contar con la autorización de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público referida en el artículo 5 de la Ley General
de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, se
sujetarán a las disposiciones aplicables a dichas operacio-
nes de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédi-
to. A dichas personas no les será aplicable el régimen que
la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares
del Crédito prevé para las arrendadoras financieras y em-
presas de factoraje.

En los contratos de arrendamiento financiero y factoraje fi-
nanciero que celebren las personas a que se refiere este ar-
tículo, ellas deberán señalar expresamente que no cuentan
con la autorización de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público prevista en el artículo 5 de la Ley General de Or-
ganizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito y que,
excepto tratándose de sociedades financieras de objeto
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múltiple reguladas, no están sujetas a la supervisión de la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Igual mención
deberá señalarse en cualquier tipo de información que, con
fines de promoción de sus servicios, utilicen las personas
señaladas.

TERCERO.- Entrarán en vigor a los siete años de la pu-
blicación del presente Decreto en el Diario Oficial de la Fe-
deración, las reformas a los artículos 5, 8, 40, 45 Bis 3, 47,
48, 48-A, 48-B, 78, 96, 97, 98 y 99, así como la derogación
a los artículos 3 y 48 y del Capítulo II del Título Segundo,
que incluye los artículos 24 a 38, del Capítulo II Bis del Tí-
tulo Segundo, que incluye los artículos 45-A a 45-T, de la
Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del
Crédito contenidas en el artículo Segundo de este Decreto. 

A partir de la fecha en que entren en vigor las reformas y
derogaciones señaladas en el párrafo anterior, las autoriza-
ciones que haya otorgado la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público para la constitución y operación de arrendado-
ras financieras y empresas de factoraje financiero quedarán
sin efecto por ministerio de ley, por lo que las sociedades
que tengan dicho carácter dejarán de ser organizaciones au-
xiliares del crédito.

Las sociedades señaladas en el párrafo anterior no estarán
obligadas a disolverse y liquidarse por el hecho de que,
conforme a lo dispuesto por el párrafo anterior, queden sin
efecto las autorizaciones respectivas, aunque, para que
puedan continuar operando, deberán:

I. Reformar sus estatutos sociales a efecto de eliminar
cualquier referencia expresa o de la cual se pueda inferir
que son organizaciones auxiliares del crédito y que se en-
cuentran autorizadas por la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público para constituirse y funcionar con tal carácter.

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, a más tardar en la fecha en que entren en vigor las
reformas y derogaciones señalada en el primer párrafo
de este artículo, el instrumento público en el que conste
la reforma estatutaria referida en la fracción anterior,
con los datos de la respectiva inscripción en el Registro
Público de Comercio.

Las sociedades que no cumplan con lo dispuesto por la
fracción II anterior entrarán, por ministerio de ley, en esta-
do de disolución y liquidación, sin necesidad de acuerdo de
asamblea general de accionistas.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con indepen-
dencia de que se cumpla o no con los requisitos señalados
en las fracciones anteriores, publicará en el Diario Oficial
de la Federación que las autorizaciones a que se refiere es-
te artículo han quedado sin efecto. 

La entrada en vigor de las reformas y derogación a que es-
te artículo transitorio se refiere no afectará la existencia y
validez de los contratos que, con anterioridad a la misma,
hayan suscrito aquellas sociedades que tenían el carácter de
arrendadoras financieras y empresas de factoraje financie-
ro, ni será causa de ratificación o convalidación de esos
contratos. Sin perjuicio de lo anterior, a partir de la entrada
en vigor señalada en este artículo, los contratos de arren-
damiento y factoraje financiero a que se refiere este párra-
fo se regirán por las disposiciones correlativas de la Ley
General de Títulos y Operaciones de Crédito.

En los contratos de arrendamiento financiero y factoraje fi-
nanciero que las sociedades celebren con posterioridad a la
fecha en que, conforme a lo dispuesto por este artículo,
queden sin efecto las respectivas autorizaciones que les ha-
ya otorgado la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
aquellas deberán señalar expresamente que no cuentan con
autorización de la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co y que, excepto tratándose de sociedades financieras de
objeto múltiple reguladas, no están sujetas a la supervisión
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Igual men-
ción deberá señalarse en cualquier tipo de información que,
con fines de promoción de sus servicios, utilicen las socie-
dades señaladas.

CUARTO.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
solo dará trámite a las solicitudes de autorización que, para
la constitución y operación de arrendadoras financieras y
empresas de factoraje financiero, en términos de lo dis-
puesto por la Ley General de Organizaciones y Actividades
Auxiliares del Crédito, hayan sido presentadas antes de la
fecha en que se publique en el Diario Oficial de la Federa-
ción el presente Decreto. Las autorizaciones que, en su ca-
so se otorguen solo estarán vigentes hasta la fecha en que
se cumplan siete años de la publicación del presente De-
creto en el Diario Oficial de la Federación y quedarán su-
jetas a lo dispuesto por el artículo que antecede.� 

QUINTO.- Entrarán en vigor a los siete años de la publi-
cación del presente Decreto en el Diario Oficial de la Fe-
deración, las reformas, adiciones y derogaciones a los artí-
culos 45-A, 45-B, 45-D, 45-I, 45-K, 45-N, 49, 85 BIS, 103,
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108, 115 y 116 de la Ley de Instituciones de Crédito con-
tenidas en el artículo Tercero de este Decreto.

A partir de la fecha en que entren en vigor las reformas y
derogaciones señaladas en el párrafo anterior, las autoriza-
ciones que hayan sido otorgadas por la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, en términos del artículo 103,
fracción IV, de la Ley de Instituciones de Crédito, a las so-
ciedades financieras de objeto limitado, quedarán sin efec-
to por ministerio de ley, sin que por ello estén obligadas a
disolverse y liquidarse, aunque, para que puedan continuar
operando, deberán:

I. Reformar sus estatutos sociales, a afecto de eliminar
cualquier referencia expresa o de la cual se pueda infe-
rir que son sociedades financieras de objeto limitado y
que se encuentran autorizadas por la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público para ello.

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, a más tardar en la fecha en que entren en vigor las
reformas y derogaciones señaladas en el primer párrafo
de este artículo, el instrumento público en el que conste
la reforma estatutaria referida en la fracción anterior,
con los datos de la respectiva inscripción en el Registro
Público de Comercio.

Las sociedades que no cumplan con lo dispuesto por la
fracción II anterior entrarán, por ministerio de ley, en esta-
do de disolución y liquidación, sin necesidad de acuerdo de
asamblea general de accionistas.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con indepen-
dencia de que se cumpla o no con los requisitos señalados
en las fracciones anteriores, publicará en el Diario Oficial
de la Federación que las autorizaciones a que se refiere es-
te artículo han quedado sin efecto.

La entrada en vigor de las reformas, adiciones y deroga-
ciones a los artículos de la Ley de Instituciones de Crédito
señalados en este artículo transitorio no afectará la existen-
cia y validez de los contratos que, con anterioridad a la
misma, hayan suscrito las sociedades que tenían el carácter
de sociedades financieras de objeto limitado, ni será causa
de ratificación o convalidación de esos contratos.

En los contratos de crédito que las sociedades celebren con
posterioridad a la fecha en que, conforme a lo dispuesto
por este artículo, queden sin efecto las respectivas autori-
zaciones que les haya otorgado la Secretaría de Hacienda y

Crédito Público, aquellas deberán señalar expresamente
que no cuentan con autorización de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público. Igual mención deberá señalarse
en cualquier tipo de información que, con fines de promo-
ción de sus servicios, utilicen las sociedades señaladas.

SEXTO.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Público so-
lo dará trámite a las solicitudes que, para obtener la autori-
zación señalada en el artículo 103, fracción IV, de la Ley de
Instituciones Crédito y en términos de lo dispuesto por la
misma ley, hayan sido presentadas antes de la fecha en que
se publique en el Diario Oficial de la Federación el presen-
te Decreto. Las autorizaciones que, en su caso se otorguen
solo estarán vigentes hasta la fecha en que se cumplan sie-
te años de la publicación del presente Decreto en el Diario
Oficial de la Federación y quedarán sujetas a lo dispuesto
por el artículo que antecede.

SÉPTIMO.- Las arrendadoras financieras, empresas de
factoraje financiero y sociedades financieras de objeto li-
mitado que, antes de la fecha en que se cumplan siete años
de la publicación del presente Decreto en el Diario Oficial
de la Federación, pretendan celebrar operaciones de arren-
damiento financiero, factoraje financiero y otorgamiento
de crédito sin sujetarse al régimen de la Ley General de Or-
ganizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito y de la
Ley de Instituciones de Crédito que, según sea el caso, les
sean aplicables, deberán:

I. Acordar en asamblea de accionistas que las operacio-
nes de arrendamiento financiero, factoraje financiero y
crédito que realicen dichas sociedades con el carácter de
arrendador, factorante o acreditante se sujetarán al régi-
men de la Ley General de Títulos y Operaciones de Cré-
dito y, en su caso, al de sociedades financieras de obje-
to múltiple previsto en la General de Organizaciones y
Actividades Auxiliares del Crédito;

II. Reformar sus estatutos sociales, a efecto de eliminar,
según corresponda, cualquier referencia expresa o de la
cual se pueda inferir que son organizaciones auxiliares
del crédito o sociedades financieras de objeto limitado;
que se encuentran autorizadas por la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público; que, excepto que se ubiquen
en el supuesto del penúltimo párrafo del artículo 87-B
de la Ley General de Organizaciones y Actividades Au-
xiliares del Crédito, están sujetas a la supervisión de la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores y que su or-
ganización, funcionamiento y operación se rigen por di-
cha Ley o por la Ley de Instituciones de Crédito, y

Año III, Segundo Periodo, 18 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados196



III. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico el instrumento público en el que conste la celebra-
ción de la asamblea de accionistas señalada en la frac-
ción I y la reforma estatutaria referida en la fracción II
anterior, con los datos de la respectiva inscripción en el
Registro Público de Comercio.

La autorización que haya otorgado la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, según corresponda, para la cons-
titución, operación, organización y funcionamiento de la
arrendadora financiera, empresa de factoraje financiero o
sociedad financiera de objeto limitado de que se trate, que-
dará sin efecto a partir del día siguiente a la fecha en que
se inscriba en el Registro Público de Comercio la reforma
estatutaria señalada en la fracción II de este artículo, sin
que, por ello, la sociedad deba entrar en estado de disolu-
ción y liquidación. La Secretaría de Hacienda y Crédito
Público publicará en el Diario Oficial de la Federación que
la autorización ha quedado sin efecto.

Los contratos que hayan suscrito las arrendadoras financie-
ras, empresas de factoraje financiero o sociedades finan-
cieras de objeto limitado con anterioridad a la fecha en que,
conforme a lo dispuesto por este artículo, queden sin efec-
tos las autorizaciones referidas, no quedarán afectados en
su existencia o validez ni deberán ser ratificados o conva-
lidados por esa causa.

En los contratos de arrendamiento financiero, factoraje fi-
nanciero y crédito que las sociedades a que se refiere este
artículo celebren con posterioridad a la fecha en que la au-
torización de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
haya quedado sin efecto, aquellas deberán señalar expresa-
mente que no cuentan autorización de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público y que, excepto tratándose de so-
ciedades financieras de objeto múltiple reguladas, no están
sujetas a la supervisión de la Comisión Nacional Bancaria
y de Valores. Igual mención deberá señalarse en cualquier
tipo de información que, con fines de promoción de sus
servicios, utilicen las sociedades señaladas en el primer pá-
rrafo de este artículo.

OCTAVO.- En tanto las autorizaciones otorgadas por la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público no queden sin
efecto o sean revocadas, las arrendadoras financieras, em-
presas de factoraje y sociedades financieras de objeto limi-
tado seguirán, según corresponda, sujetas al régimen de la
Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares
del Crédito, de la Ley de Instituciones de Crédito y demás

disposiciones que conforme a las mismas les resulten apli-
cables, así como a las demás que emitan la citada Secreta-
ría para preservar la liquidez, solvencia y estabilidad de las
entidades señaladas.

NOVENO.- Los artículos Cuarto y Quinto de este Decre-
to entrarán en vigor el día siguiente al de su publicación en
el Diario Oficial de la Federación.

DÉCIMO.- El artículo Sexto de este Decreto entrará en vi-
gor el día siguiente al de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Las arrendadoras financieras, empresas de factoraje finan-
ciero y sociedades financieras de objeto limitado cuyas ac-
ciones con derecho a voto que representen, cuando menos,
el cincuenta y uno por ciento de su capital social sean pro-
piedad de sociedades controladoras de grupos financieros
con anterioridad a la fecha en que se cumplan siete años de
la publicación del presente Decreto en el Diario Oficial de
la Federación, serán consideradas como integrantes de di-
chos grupos financieros en tanto continúe vigente la auto-
rización que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
les haya otorgado a dichas entidades para constituirse, ope-
rar, organizarse y funcionar, según sea el caso, con tal ca-
rácter. En este supuesto, seguirá siendo aplicable en lo con-
ducente la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras.

En caso que, conforme a lo dispuesto por el presente De-
creto, las arrendadoras financieras, empresas de factoraje
financiero y sociedades financieras de objeto limitado refe-
ridas en el párrafo anterior adopten la modalidad de socie-
dades financieras de objeto múltiple y las acciones con de-
recho a voto representativas de, cuando menos, el cincuenta
y uno por ciento de su capital social permanezca bajo la pro-
piedad de la sociedad controladora de que se trate, dichas so-
ciedades serán consideradas como integrantes del grupo fi-
nanciero respectivo en términos del artículo 7 de la Ley para
Regular las Agrupaciones Financieras, reformado por este
Decreto, siempre y cuando se inscriban en el Registro Pú-
blico de Comercio las reformas correspondientes a los es-
tatutos sociales de la sociedad controladora, se modifique
el convenio de responsabilidades a que se refiere el artícu-
lo 28 de la misma Ley y la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público apruebe la modificación a la autorización otor-
gada al grupo financiero de que se trate para constituirse y
funcionar con tal carácter. Las responsabilidades de la con-
troladora subsistirán en tanto no queden totalmente cum-
plidas todas las obligaciones contraídas por las sociedades
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que dejan de tener el carácter de arrendadoras financieras,
empresas de factoraje financiero y sociedades financieras
de objeto limitado, antes de la inscripción señalada.

DÉCIMO PRIMERO.- Los artículos Séptimo y Octavo
del presente Decreto entrarán en vigor el día siguiente al de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

DÉCIMO SEGUNDO.- Las instituciones de crédito y ca-
sas de bolsa que sean propietarias de acciones representati-
vas del capital social de arrendadoras financieras y empre-
sas de factoraje financiero, cuya autorización haya
quedado sin efecto por virtud de este Decreto, podrán con-
servar dichas acciones siempre que esas sociedades adop-
ten el carácter de sociedades financieras de objeto múltiple.

Las instituciones de crédito que sean propietarias de accio-
nes representativas del capital social de sociedades finan-
cieras de objeto limitado, cuya autorización haya quedado
sin efecto por virtud de este Decreto, podrán conservar di-
chas acciones siempre que esas sociedades adopten el ca-
rácter de sociedades financieras de objeto múltiple.

DÉCIMO TERCERO.- Los procesos de conciliación y
arbitraje seguidos conforme Ley de Protección y Defensa
al Usuario de Servicios Financieros, que a la fecha de pu-
blicación del Presente Decreto se encuentren pendientes de
resolver, seguirán rigiéndose por dicha Ley, hasta su con-
clusión.

DÉCIMO CUARTO.- Por lo que se refiere a las socieda-
des de ahorro y préstamo, se estará al régimen transitorio
que para las mismas se prevé en el Decreto por el que se re-
forman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la
Ley de Ahorro y Crédito Popular publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 27 de enero de 2003, así como
en el Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley de Ahorro y Crédito Popular publi-
cadas en el mismo Diario el 27 de mayo de 2005.

DÉCIMO QUINTO.- Las sociedades financieras de obje-
to múltiple se reputan intermediarios financieros rurales
para los efectos de la Ley Orgánica de la Financiera Rural.

Sala de Comisiones de la H. Cámara de Diputados a 28 de marzo de
2006.

Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Gustavo Ma-
dero Muñoz (rúbrica), Presidente; Francisco Suárez y Dávila (rúbrica),
Juan Carlos Pérez Góngora, José Felipe Puelles Espina, María de los

Dolores Padierna Luna, Cuauhtémoc Ochoa Fernández, Óscar Gonzá-
lez Yáñez, Jesús Emilio Martínez Álvarez, secretarios; José Porfirio
Alarcón Hernández (rúbrica), José Arturo Alcántara Rojas, Ángel Au-
gusto Buendía Tirado (rúbrica), Marko Antonio Cortés Mendoza, En-
rique Ariel Escalante Arceo (rúbrica), Humberto Francisco Filizola
Haces, José Luis Flores Hernández (rúbrica), Juan Francisco Molinar
Horcasitas, Francisco Luis Monárrez Rincón (rúbrica), Irma Guadalu-
pe Moreno Ovalles, José Adolfo Murat Macías (rúbrica), Jorge Carlos
Obregón Serrano (rúbrica), José Osuna Millán (rúbrica), Manuel Pérez
Cárdenas (rúbrica), Alfonso Ramírez Cuéllar, Luis Antonio Ramírez
Pineda (rúbrica), Javier Salinas Narváez, María Esther de Jesús Scher-
man Leaño, José Isabel Trejo Reyes (rúbrica), Francisco Javier Valdéz
de Anda (rúbrica), Emilio Zebadúa González..»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE EDUCACION

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, con proyecto de decreto que reforma el párra-
fo segundo del artículo 25 de la Ley General de Educación

HONORABLE ASAMBLEA

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
de la LIX Legislatura Federal de la H. Cámara de Diputa-
dos, con fundamento en los artículo 39 y 45 numeral 6, in-
ciso e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; 56, 87, 88 y demás aplica-
bles del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a su
consideración Dictamen sobre la Iniciativa que reforma el
párrafo segundo del artículo 25 de la Ley General de Edu-
cación para incentivar y dar elementos a la participación
ciudadana para lograr un mejor control y transparencia res-
pecto de la utilización de los fondos públicos.

METODOLOGÍA

I. El capítulo de �ANTECEDENTES� da constancia
del trámite de inicio del proceso legislativo; del recibo
de turno para la elaboración del dictamen respectivo; así
como de los trabajos previos de la Comisión que otorga
la opinión.
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II. En el capítulo �CONTENIDO DE LA INICIATI-
VA� se extracta la trascendencia de la propuesta en es-
tudio.

III. El capítulo de �CONSIDERACIONES SOBRE LA
INICIATIVA�, la Comisión enuncia los argumentos de
valoración de la propuesta y los motivos que apoyan el
resolutivo del dictamen.

ANTECEDENTES

La iniciativa de mérito fue presentada a esta Soberanía por
el Dip. Myriam Arabian Couttolenc, del Grupo Parlamen-
tario Partido Acción Nacional, el día 14 de febrero de 2006,
misma que fue publicada en la Gaceta Parlamentaria nu-
mero 1946-I.

Una vez que se constato que la iniciativa cumple con los
requisitos legales para ser aceptada a discusión, la Mesa
Directiva la turnó a esta Comisión para su estudio y efec-
tos conducentes a través del oficio D.G.P.L. 59-II-2-1982,
que a su vez remitió a la Subcomisión de Presupuesto para
su estudio y análisis.

Como resultado de la revisión del documento, se acordó
proponer que la iniciativa sea dictaminada en sentido posi-
tivo con modificaciones. En consecuencia esta Comisión
Dictaminadora procedió a preparar Proyecto de Dictamen,
que fue aprobado por el Pleno de la Comisión en reunión
del día 24 de febrero de 2006, por unanimidad de los
miembros presentes.

CONTENIDO DE LA INICIATIVA

La Iniciativa parte de recordar que la educación es indis-
pensable para construir una sociedad de igualdad. A través
de ella se potencian las capacidades y habilidades de la per-
sona, se enriquece la inteligencia individual y colectiva,
florece la cultura, se cultiva el entendimiento y se fomenta
la tolerancia, elemento esencial de la democracia.

Que la educación es el pilar del desarrollo humano y de las
naciones. Un País que no invierte eficazmente en educa-
ción, esta condenado al regazo y a la desigualdad.

La educación gratuita y laica es un derecho establecido en
al artículo 3º constitucional el cual tenemos todas y todos
los mexicanos.

Que la educación es responsabilidad compartida entre la
federación, entidades federativas y municipios.

Que actualmente el Gobierno Federal destina la mayor par-
te de los recursos disponibles del país hacia la educación,
dándole la más alta prioridad, con el claro reconocimiento
de que aún no es suficiente. Los recursos federales que se
transfieren a los Estados son condicionales, etiquetados en
mayor o menor medida. Tanto los ramos 33 como 39 se re-
fieren a transferencias vía aportaciones a las entidades fe-
derativas. De igual forma la Secretaria de Educación Pú-
blica federal esta facultada para celebrar convenios y
transferir recursos del ramo 11 a los estados.

Además de que la inversión que realiza el gobierno en la
educación es un tema crucial que determina el camino a se-
guir como país.

En virtud de lo anterior la iniciativa propone:

CONSIDERACIONES SOBRE LA INICIATIVA

Al respecto, esta Comisión considera imperativo que al pro-
poner esta reforma legislativa no solo se va a dar transpa-
rencia al ejercicio de los recursos públicos que la Federación
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destina a las entidades federativas en materia de educación,
si no que también se garantizara la rendición de cuentas y
el buen desempeño de la función pública dando como re-
sultado un gobierno que responda a los ciudadanos.

Asimismo como es bien sabido los recursos públicos pro-
vienen de la sociedad, y es nuestra labor velar por un buen
cumplimiento y el uso adecuado uso que el Estado haga de
ellos.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, la Comi-
sión de Educación Pública y Servicios Educativos somete
a la consideración de la honorable Asamblea, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL PÁ-
RRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 25 DE LA LEY
GENERAL DE EDUCACIÓN.

Artículo Único.- Se reforma el párrafo segundo del ar-
tículo 25 de la Ley General de Educación, para quedar
como sigue:

Artículo 25.- �

Los recursos federales recibidos para ese fin por cada enti-
dad federativa no serán transferibles y deberán aplicarse
exclusivamente en la prestación de servicios y demás acti-
vidades educativas en la propia entidad. El gobierno de
cada entidad federativa publicará en su respectivo dia-
rio oficial y a través de medios remotos o locales de co-
municación electrónica de su Estado, los recursos que la
Federación le transfiera para tal efecto, en forma des-
agregada por nivel, programa educativo y estableci-
miento escolar y serán sujetos obligados los directores de
las instituciones educativas.

�

�

TRANSITORIO

ARTÍCULO ÚNICO. Este decreto entrara en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Dado en el Salón de Sesiones de la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos, Palacio Legislativo de San Lázaro, Sede de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Es-

tados Unidos Mexicanos, en México, DF, a los veinticuatro días del
mes de febrero de 2006.

Diputados: Salvador Pablo Martínez Della Rocca (rúbrica), Presiden-
te, José Guillermo Aréchiga Santamaría (rúbrica), Consuelo Camarena
Gómez (rúbrica), Felipe de Jesús Díaz González (rúbrica), Francisco
Amadeo Espinosa Ramos, Humberto Francisco Filizola Haces (rúbri-
ca), Juan Pérez Medina, secretarios, Tatiana Clouthier Carrillo (rúbri-
ca), María Viola Corella Manzanilla, Norberto Enrique Corella Torres
(rúbrica), Blanca Judith Díaz Delgado (rúbrica), Florentino Domín-
guez Ordóñez (rúbrica), Myriam de Lourdes Arabian Couttolenc (rú-
brica), Iván García Solís (rúbrica), María Guadalupe García Velasco
(rúbrica), Blanca Estela Gómez Carmona (rúbrica), José Ángel Ibáñez
Montes, Moisés Jiménez Sánchez (rúbrica), José López Medina (rú-
brica), Gerardo Montenegro Ibarra, Inti Muñoz Santini (rúbrica), Nor-
ma Violeta Dávila Salinas, Óscar Martín Ramos Salinas, Sonia Rincón
Chanona, Agustín Rodríguez Fuentes, Alfonso Rodríguez Ochoa (rú-
brica), Rocío Sánchez Pérez, Paulo José Luis Tapia Palacios, Lorena
Torres Ramos (rúbrica).»

Es de primera lectura.

CENTROS PUBLICOS DE INVESTIGACION

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de las Comisiones Unidas de Ciencia y Tecnolo-
gía, de Gobernación y de Presupuesto y Cuenta Pública,
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley de Ciencia y Tecnología; de la Ley
Federal de las Entidades Paraestatales; de la Ley de Adqui-
siciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público y
de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de
los Servidores Públicos

Honorable Asamblea:

Las Comisiones Unidas de Ciencia y Tecnología, de Go-
bernación y de Presupuesto y Cuenta Pública de la LIX Le-
gislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 39 y 45 numeral 6, incisos e) y
f) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; y 56, 87, 88 y demás aplicables del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
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de los Estados Unidos Mexicanos, presentan a la honorable
Asamblea el siguiente:

DICTAMEN

Antecedentes

A las Comisiones Unidas de Ciencia y Tecnología, de Go-
bernación y de Presupuesto y Cuenta Pública les fue turna-
da para su estudio y dictamen el expediente que contiene la
Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman
y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Ciencia y
Tecnología; de la Ley Federal de las Entidades Paraestata-
les; de la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Publi-
co Federal; de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y
Servicios del Sector Publico y de la Ley Federal de Res-
ponsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos,
presentada por el Dip. Julio César Córdova Martínez del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional a nombre de 150 diputados de todos los grupos par-
lamentarios.

En sus antecedentes, la iniciativa hace referencia a que el
día 25 de abril de 2002, fueron aprobadas por esta H. Cá-
mara de Diputados, la Ley de Ciencia y Tecnología y la
Ley Orgánica del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnolo-
gía, siendo ratificada por el Senado el día 30 de abril, ha-
biéndose promulgado y publicado ambas leyes el 5 de ju-
nio de 2002 en el Diario Oficial de la Federación.

La Ley de Ciencia y Tecnología en su Capítulo IX, esta-
blece la figura y el régimen especial de los centros públi-
cos de investigación.

Sobre el particular, durante esta LIX Legislatura los miem-
bros de estas Comisiones Unidas recibieron las inquietudes
y una exposición detallada de la problemática que presen-
tan en su operación y funcionamiento los centros públicos
de investigación, a través de múltiples reuniones y análisis
con las siguientes instancias:

1. La Asociación Mexicana de Directivos de la Investi-
gación Aplicada y el Desarrollo Tecnológico, A.C.,
(ADIAT).

2. Directivos de centros públicos de investigación así
como de su personal administrativo e investigadores.

3. Representantes del Foro Consultivo Científico y Tec-
nológico.

Contenido de la Iniciativa

La Iniciativa materia de este Dictamen consiste en un pa-
quete de reformas y adiciones a cinco Leyes, teniendo co-
mo núcleo esencial para los cambios legales, a la Ley de
Ciencia y Tecnología, específicamente de su Capítulo IX
denominado �Centros Públicos de Investigación�, así co-
mo las siguientes leyes:

1. Ley Federal de las Entidades Paraestatales.

2. Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Publico
Federal.

3. Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios
del Sector Publico.

4. Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de
los Servidores Públicos.

La Iniciativa se centra en reformar y modificar diversas
disposiciones de la Ley de Ciencia y Tecnología para for-
talecer y mejorar el funcionamiento y operación de los cen-
tros públicos de investigación que establece este ordena-
miento legal, así como para consolidar esta figura de
operación para las entidades paraestatales dedicadas a la
investigación científica, el desarrollo tecnológico y la en-
señanza de alto nivel.

Por lo que se refiere a los demás componentes de la Inicia-
tiva, esta consiste en reformas y adiciones a diversos orde-
namientos legales con el propósito de establecer condicio-
nes que permitan a los centros públicos de investigación
operar bajo un marco legal más adecuado a la naturaleza de
las funciones y actividades que realizan.

Las modificaciones legales que se proponen a las siguien-
tes Leyes, se enfocan a los aspectos específicos que inciden
sobre los centros públicos de investigación.

Los factores que, de acuerdo a la Iniciativa, han frenado el
pleno desenvolvimiento y desarrollo de los centros públi-
cos de investigación, pueden agruparse en los siguientes
rubros:

1) Desvinculación con el sector productivo

�La ausencia de una efectiva vinculación con el sector pro-
ductivo ha impedido aprovechar las ventajas que significa
el desarrollo de nuevas tecnologías y, consecuentemente, la
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producción de bienes y servicios de mayor valor agregado
que propicien una mayor competitividad económica para el
país.�

En efecto, aun cuando la Ley de Ciencia y Tecnología pre-
vé un Capitulo especifico �VII. De la Vinculación con el
Sector Productivo, Innovación y Desarrollo Tecnológico�,
y así como también el �Capitulo IX. Centros Públicos de
Investigación� establece que los centros promoverán la
conformación de asociaciones, alianzas, consorcios o nue-
vas empresas privadas de base tecnológica, no se estable-
cen las bases necesarias y los mecanismos que hagan efec-
tiva la forma de vinculación entre los centros con el sector
productivo.

2) Obstáculos para el desarrollo y desempeño de los in-
vestigadores

�Esta problemática se expresa también en las limitaciones
para incentivar y fortalecer el desempeño del personal de
los centros y posibilitar la expansión de actividades funda-
mentales que llevan a cabo en áreas estratégicas del cono-
cimiento para el país�

En este sentido, es necesario ampliar las medidas estable-
cidas en la Ley de Ciencia y Tecnología para incentivar la
actuación de los investigadores de los centros públicos de
investigación, mediante su participación en proyectos vin-
culados a sus actividades.

Así también, se requiere eliminar restricciones legales que
impiden a los investigadores una movilidad inmediata ha-
cia otros centros de trabajo públicos o privados vinculados
a la actividad profesional que venían realizando, que no
implique posibles conflictos de intereses. De no superarse
este aspecto, puede generarse el envejecimiento de la plan-
tilla laboral, escasa rotación de investigadores hacia otros
centros de investigación que amplié su horizonte de actua-
ción y en lo general un impedimento a su pleno desarrollo
profesional y académico.

3) Administración y evaluación por procesos y no por re-
sultados

�Adicionalmente, se ha dificultado que los centros lleven a
cabo una operación y funcionamiento flexible y ágil que se
base en una administración por resultados, y bajo un siste-
ma adecuado de evaluación y rendición de cuentas que per-
mita a la sociedad valorar el impacto de sus actividades y

sus resultados en la solución de los problemas de los sec-
tores en donde actúan.�

De particular interés resultó en el proceso de consulta con
los centros públicos de investigación las limitaciones que
continúan enfrentando para tener una operación ágil, flexi-
ble y acorde a la naturaleza y necesidades de los centros,
que se manifiesta en los siguientes aspectos:

� La gestión presupuestaria requiere de múltiples trámi-
tes y gestiones ante las dependencias competentes, lo
cual genera lentitud en su actuación cotidiana y la con-
centración del ejercicio del gasto en los últimos meses
del año. No obstante que los centros públicos de inves-
tigación gozan de autonomía administrativa, no existe
una precisión del alcance de la misma en el aspecto de
su gestión presupuestal.

� La operación de los Fondos de Investigación Científi-
ca y Desarrollo Tecnológico presenta dificultades como
lo es que se requiere de autorizaciones de la dependen-
cia competente, particularmente para el ejercicio de in-
gresos excedentes a lo programado así como lo limitado
de su objeto para el cual pueden destinarse. No obstan-
te que los Fondos no tienen la naturaleza de entidades
paraestatales ni se constituyen ni manejan recursos fis-
cales, sus adquisiciones y servicios destinados a los
proyectos de investigación están sujetos a las mismas
normas que rigen las adquisiciones y servicios adminis-
trativos, y no a sus reglas de operación específicos co-
mo previene la Ley de Ciencia y Tecnología.

4) Regulación y prácticas administrativas ineficientes

�Estas dificultades y limitaciones persisten, entre otras
causas, por prácticas administrativas ineficientes y por la
existencia de normas de aplicación general que no son ple-
namente compatibles con la naturaleza de las funciones de
los centros públicos, que entorpecen su funcionamiento y
les imponen cargas administrativas innecesarias en demé-
rito de la autonomía, flexibilidad y oportunidad que deben
tener en su operación y funcionamiento.�

�Esta problemática legal obedece, fundamentalmente, a que
el régimen jurídico especial de los centros públicos de in-
vestigación previsto en la Ley de Ciencia y Tecnología no ha
sido compatible ni ha trascendido con eficacia en las mate-
rias específicas que se vinculan con su gestión y operación,
reguladas en otras disposiciones de orden presupuestal, de
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adquisiciones y servicios y las relativas a responsabilida-
des administrativas.�

En efecto, existe una obsolescencia en los ordenamientos
legales que regulan el ejercicio y control del gasto público
que ha ocasionado que el tratamiento presupuestario de al-
gunos ejecutores del gasto, no se distinga conforme a su
naturaleza y a sus actividades. Particularmente no existe un
tratamiento específico para las entidades paraestatales, me-
nos aún para los centros públicos de investigación. Además
se observa un desfase que confronta una ley reciente como
lo es la Ley de Ciencia y Tecnología, con las que regulan
el ejercicio y control del gasto expedidas hace casi tres dé-
cadas. Esto ocasiona que los aspectos de autonomía admi-
nistrativa previstos en esta Ley de Ciencia y Tecnología,
solo estén reconocidos en un ordenamiento que no es el es-
pecializado en materia presupuestaria. Esto igualmente ge-
nera conflictos en la aplicación de las Leyes para las auto-
ridades competentes.

5) Insuficiente capacidad de decisión de los órganos de go-
bierno

Los órganos de gobierno de los centros ejercen con limita-
ciones sus facultades y funciones, y en determinados as-
pectos carecen de eficacia sus determinaciones cuando no
son la última instancia decisoria.

Consideraciones

La figura jurídico-administrativa de los centros públicos de
investigación fue una relevante aportación de la Ley para
el Fomento de la Investigación Científica y Tecnológica y
reforzada posteriormente en la Ley de Ciencia y Tecnolo-
gía de 2002, para aquellas entidades paraestatales de la Ad-
ministración Pública Federal dedicadas a la investigación
científica y el desarrollo tecnológico, a fin de fortalecer su
gestión mediante un régimen jurídico especial, consideran-
do que dichas entidades se distinguen de otras porque sus
actividades de investigación, desarrollo e innovación tec-
nológica requieren de condiciones de trabajo acordes con
las características, los tiempos y el contenido propios de
los proyectos que llevan a cabo.

Para su organización y funcionamiento a los centros públi-
cos de investigación se les dotó de características y atribu-
ciones específicas para actuar y operar conforme la natura-
leza de sus actividades. La creación de esta nueva figura
fue un acierto por su relevante aportación para impulsar las
actividades de investigación científica y el desarrollo de es-

tas entidades públicas. En efecto, con esta figura y su régi-
men especial de actuación se buscó revertir un esquema de
regulación administrativa que no distingue entre las entida-
des paraestatales en cuanto a sus finalidades, ámbitos de
actividad, la naturaleza de sus procesos, la dimensión de
los recursos que manejan y entornos específicos en los cua-
les actúan. Asimismo, tuvo la orientación de modificar las
tendencias inerciales de control gubernamental que enfati-
za la atención sobre los procesos administrativos y no so-
bre los resultados, para la solución de problemas naciona-
les. 

Para tal fin, ese régimen amplía las facultades de sus órga-
nos de gobierno, posibilita la captación y manejo de recur-
sos autogenerados derivados de la prestación de servicios y
aportaciones de terceros, y se establece que sus relaciones
con la Administración Publica Federal se realizaría me-
diante convenios de desempeño, en los cuales se establece-
rían las facilidades administrativas que requería su mejor
funcionamiento, así como los sistemas de evaluación ex-
terna que se acordaran.

También se previó la posibilidad de una mayor participa-
ción de los investigadores en el desarrollo y explotación de
patentes y en la prestación de servicios de los centros, me-
diante un esquema de retribución bajo reglas y porcentajes
explícitos.

Sin embargo, no se consideraron las reformas correspon-
dientes a otros ordenamientos legales.

Por ello, estas Comisiones Unidas observan que las solu-
ciones que se proponen para mejorar y reforzar el funcio-
namiento de los centros públicos de investigación, no solo
pretenden resolver su problemática modificando la Ley de
Ciencia y Tecnología, sino con acierto se plantea incorpo-
rar y reconocer el régimen de esta figura en otros ordena-
mientos jurídicos, ya sea para precisar los elementos espe-
cíficos de aplicación, como se propone para las Leyes de
Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal, de
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Pú-
blicos y Federal de las Entidades Paraestatales, o para de-
limitar excepciones de aplicación como es el caso de la Ley
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector
Público.

Para atender los aspectos puntuales de la problemática se-
ñalada en los puntos anteriores, los planteamientos de so-
lución del promovente que se dictaminan por estas Comi-
siones Unidas son los siguientes:
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PRIMERO.- Por lo que se refiere a la vinculación de los
centros públicos de investigación con el sector productivo,
consideramos acertado el planteamiento de incorporar los
elementos normativos y las bases que hagan efectiva dicha
vinculación para facilitar establecer relaciones con empre-
sas que inviertan en el desarrollo de bienes y servicios in-
novadores, con la flexibilidad suficiente para que sean los
órganos de gobierno de los centros quienes puedan analizar
y decidir el mejor esquema que les convenga y los térmi-
nos de los mismos.

SEGUNDO.- Se estiman benéficos los diversos incentivos
que se proponen para los investigadores como el que sea
posible que reciban apoyos de los centros mediante su par-
ticipación en las asociaciones, alianzas tecnológicas, con-
sorcios o para que establezcan sus propias empresas tecno-
lógicas de innovación. Así también y dentro de las
facultades del órgano de gobierno de cada centro para fijar
las reglas y porcentajes correspondientes, se amplían los
conceptos sobre los cuales pueden recibir participación los
investigadores como lo es la explotación de derechos de
autor o participar en cualquier ingreso que se obtenga y que
genere beneficios al centro público de investigación.

Dentro de este contexto de incentivos, se propone modifi-
car el alcance de la restricción que aplica a los investiga-
dores, como a todo servidor público, establecida en la Ley
Federal de Responsabilidades Administrativas de los Ser-
vidores Públicos respecto a que debe transcurrir el término
de un año para que puedan incorporarse a trabajar en cual-
quier institución privada con la cual haya sostenido rela-
ciones profesionales, como investigador del centro que co-
rresponda, para evitar un posible conflicto de interés y por
la utilización, disposición o divulgación de la información
del centro público de investigación que ha utilizado en su
desempeño como investigador del centro.

Aquí el bien jurídico que se pretende tutelar es la informa-
ción del centro público de investigación por lo que, con las
debidas medidas de protección sobre la misma, pueda ga-
rantizarse su salvaguarda de tal suerte que no se presente
también ni se actualice un conflicto de interés por el uso,
disposición o divulgación que hayan realizado o realicen
los investigadores que tengan acceso a la misma por razo-
nes de su empleo, cargo o comisión en el centro.

Por lo tanto, se plantea modificar la Ley Federal de Res-
ponsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos
en el sentido de que, para el caso específico de los investi-
gadores de los centros y con el propósito de salvaguardar

la información correspondiente de dichos organismos, sean
sus propios órganos de gobierno los que fijen los términos
y condiciones específicas de aplicación y excepción a lo
dispuesto en esta Ley para evitar posibles conflictos de in-
terés. En paralelo, dicho órgano definiría la información de
carácter confidencial que corresponda al centro público y
las bases para su disposición, protección y resguardo por
los investigadores que la utilicen.

Estas Comisiones Unidas consideran adecuado modificar
el texto como se propone en la Iniciativa para reformar la
Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los
Servidores Públicos, con el propósito de guardar la corre-
lación en la esfera administrativa respecto a las responsa-
bilidades administrativas que corresponden a la Secretaría
de la Función Pública, incorporando al órgano interno de
control del centro público de investigación, los cuales son
unidades de dicha Secretaría, en la fijación de las  bases y
condiciones antes señalados.

TERCERO.- Los aspectos de la gestión administrativa y
evaluación por procesos y resultados son de especial inte-
rés. Para ello, La Iniciativa propone respecto al primer as-
pecto, que se defina en que consiste la autonomía de ges-
tión presupuestal y se precisen sus alcances en la Ley de
Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal.

Esta modificación establecerá los términos para fortalecer
la autonomía de gestión presupuestaria de los centros pú-
blicos de investigación.

Al respecto estas Comisiones dictaminadoras consideran
ilustrativo referenciar el oportuno precedente respecto al
análisis que realizó el grupo de trabajo de la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Pública, para elaborar el proyecto de
dictamen de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabi-
lidad Hacendaria, que concuerda con los elementos gene-
rales que orientan en lo general esta Iniciativa, conforme a
lo siguiente:

� Obsolescencia en los ordenamientos legales que regu-
lan el ejercicio y control del gasto público, lo cual en
consecuencia impulsa realizar cambios al marco presu-
puestario para modernizarlo, hacerlo más productivo,
eficiente y con un sistema de rendición de cuentas com-
pleto y avanzado.

� Delimitación del alcance del concepto de autonomía
para el ejercicio del gasto para determinados ejecutores
del gasto que requieren cierto grado de autonomía.
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� El tratamiento presupuestario de algunos ejecutores
del gasto, debe distinguirse conforme a su naturaleza y
a sus actividades. Por lo tanto, debe darse un tratamien-
to específico para las entidades paraestatales.

� Definición de criterios para realizar adecuaciones pre-
supuestarias y la aplicación de ingresos excedentes.

� Mecanismos de incentivos y sanciones para ejecutores
del gasto.

� Sistema congruente de la evaluación del desempeño y
asignaciones presupuestarias con base a resultados.

� Reglas para los fideicomisos no paraestatales.

Particularmente, es necesario destacar que la Iniciativa que
se dictamina y la correspondiente de la Ley Federal de Pre-
supuesto y Responsabilidad Hacendaria, tienen los mismos
alcances respecto al tratamiento presupuestario que deben
tener las entidades paraestatales, como son los centros pú-
blicos de investigación, particularmente en lo siguiente:

� Realizar adecuaciones a sus presupuestos sin requerir
la autorización de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público siempre que (a) no se afecte ni se cree un des-
balance en el control global de las finanzas de los cen-
tros que realiza la Secretaria de Hacienda y Crédito Pú-
blico, (b) no rebasen el techo global de su flujo de
efectivo aprobado en el Presupuesto de Egresos de la
Federación o en el caso de lo que rebasen ello se derive
de excedentes de sus ingresos propios, los que podrán
destinar a sus programas, (c) no hacer traspasos que im-
pliquen incrementar el presupuesto total regularizable
de servicios personales del centro y, (d) no se afecten
negativamente sus balances primarios y de caja. 

Otro aspecto de relevancia en que coinciden las Iniciativas,
es la previsión respecto a que los centros públicos de in-
vestigación puedan utilizar sus excedentes de ingresos pro-
pios sin requerir autorización de la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público, a la cual solo se le informará en cuanto
a su monto, origen y criterios de aplicación.

Esta mayor libertad de actuación tendría como paralelo el
cumplimento de metas y mejores resultados conforme a los
convenios de administración por resultados que suscriba
cada centro con las dependencias y entidades competentes,
conforme se propone en esta Iniciativa para la Ley de Cien-
cia y Tecnología.

Otro aspecto en que coinciden ambas Iniciativas es en
cuanto a establecer que los fondos a que se refiere la Ley
de Ciencia y Tecnología se constituirían y operarían con-
forme a lo previsto en la dicha Ley. Hasta ahora es en el
Decreto aprobatorio del Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración, el instrumento en donde se ha venido estable-
ciendo año con año que dichos fondos se rigen conforme a
la Ley de Ciencia y Tecnología, por lo que se estima nece-
sario elevar a nivel de Ley dicha previsión conforme se
plantea en esta Iniciativa y en la que se dictamina de la Ley
Federal de Presupuesto.

Por lo tanto y considerando que sería abrogada la Ley de
Presupuesto, Contabilidad y Gasto Pública Federal por la
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria,
estas Comisiones por economía y congruencia del proceso
legislativo, están de acuerdo en no modificar en este Dic-
tamen la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Públi-
co Federal como se planteó en la Iniciativa y, consecuente-
mente de aprobarse y publicarse la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, en su oportu-
nidad sería necesario modificar los textos de la Iniciativa
donde se aluda a este ordenamiento.

En consecuencia y considerando que la autonomía presu-
puestaria se establecería en la ley de la materia, no se esti-
ma necesario modificar el artículo 55 de la Ley de Ciencia
y Tecnología conforme se propone en la Iniciativa.

CUARTO.- Se consideran necesarias las modificaciones
que se proponen para los Fondos de Investigación Científi-
ca y Desarrollo Tecnológico, cuyo soporte operativo está a
cargo de los centros públicos de investigación, para am-
pliar su objeto así como para que tengan una más amplia y
explícita autonomía en el manejo, uso y disposición inme-
diata de los ingresos autogenerados.

En primer término se amplía el objeto de los Fondos para
la contratación de personal por proyecto determinado para
proyectos científicos o tecnológicos, siempre que no sean
regularizables posteriormente. El término de personal se
refiere a los investigadores y a aquéllas personas y técnicos
que apoyen y participen en los proyectos. Considerando
las restricciones presupuestales que enfrentan los centros
públicos de investigación para crear nuevas plazas, esta
disposición facilitaría el desarrollo profesional de investi-
gadores mexicanos que por falta de oportunidades se man-
tienen fuera del país o empleándose en otras actividades
ajenas a su perfil profesional.
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De especial trascendencia para aprobar, es la propuesta de
modificar la Ley de Ciencia y Tecnología para establecer
que la contratación y control de las adquisiciones, arrenda-
mientos y servicios de los centros públicos que realicen
con los recursos autogenerados de los fondos, estas se lle-
ven a cabo, no con sujeción a la Ley de la materia, sino a
las reglas de operación de los fondos así como a los crite-
rios, procedimientos y mecanismos de control que fije el
órgano de gobierno del centro de que se trate, para lo cual
será indispensable agregar a los textos propuestos que se
tengan en cuenta los principios y bases que establece el ar-
tículo 134 Constitucional, así como posibilitar a que las Se-
cretarías de Hacienda y Crédito Público y de la Función
Pública puedan expedir las disposiciones que estimen pru-
dentes al afecto. Se estima que el control de dichas contra-
taciones debe continuarse conforme establece la Ley en
materia de adquisiciones, arrendamientos y servicios, por
lo que se sugiere eliminarlo del texto e la Iniciativa  en los
términos que se propone.

Dicho artículo de la Iniciativa quedaría como sigue:

�Artículo 50.

...

La contratación de las adquisiciones, arrendamientos y ser-
vicios con cargo a los recursos autogenerados de los fon-
dos, será conforme a las reglas de operación de dichos fon-
dos; a los criterios, procedimientos y mecanismos que en
estas materias expidan los órganos de gobierno de los cen-
tros, así como a las disposiciones administrativas que, en
su caso, estime necesario expedir la Secretaría de la Fun-
ción Pública o la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
en el ámbito de sus respectivas competencias, administran-
do dichos recursos con eficiencia, eficacia y honradez, pa-
ra satisfacer los objetivos a los que estén destinados y ase-
gurar al centro las mejores condiciones disponibles en
cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y de-
más circunstancias pertinentes.�

De tal suerte que se garantiza, a través de reglas y procedi-
mientos explícitos expedidos al efecto, la transparencia y
una mejor administración con eficacia, eficiencia y honra-
dez, del uso y disposición de los recursos autogenerados
que se capten e ingresen a los fondos.

Esta propuesta se justifica por la especial naturaleza de los
recursos que este tipo de fondos manejan que son autoge-

nerados y destinados en beneficio del propio centro para el
desarrollo de sus actividades.

Las Comisiones dictaminadoras tenemos presente que la
Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sec-
tor Público prevé excepciones para su aplicación.

Una es para el caso de los entes autónomos establecidos en
la Constitución, en los que prevalecen sus propios ordena-
mientos legales que los regulan y cuentan con normas en
esta materia que expiden sus propios órganos de gobierno,
sin que obste que algunos entes reciben recursos fiscales en
unos casos, y en otro operan sólo con recursos propios.

La otra excepción son los contratos que no están dentro del
ámbito de aplicación de dicha Ley, que celebren las depen-
dencias con las entidades, o entre entidades, y los actos ju-
rídicos que se celebren entre dependencias, o bien entre de-
pendencias y entidades de la Administración Pública
Federal con las de la administración pública de una entidad
federativa.

Estas Comisiones Unidas consideran procedente en conse-
cuencia y conforme plantea la Iniciativa, complementar di-
cha reforma a la Ley de Ciencia y Tecnología, haciendo lo
conducente en el ordenamiento sustantivo que rige las ad-
quisiciones y servicios del Sector Publico.

Sin embargo, estimamos necesario modificar la redacción
de la propuesta de reformas a la Ley de Adquisiciones,
Arrendamientos y Servicios del Sector Publico, puesto que
en la forma en que se propone tal pareciera que los fondos
cuentan con un órgano de gobierno, lo cual no es el caso,
además se requiere incluir que deben observarse en esta
materia los principios del artículo 134 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que que-
daría como sigue:

Artículo 1. ...

...

Las adquisiciones, arrendamientos y servicios que se reali-
cen por los Centros Públicos de Investigación con los re-
cursos autogenerados de sus Fondos de Investigación
Científica y Desarrollo Tecnológico previstos en la Ley de
Ciencia y Tecnología, se regirán conforme a las reglas de
operación de dichos fondos; a los criterios y procedimien-
tos que en estas materias expidan los órganos de gobierno
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de estos Centros, así como a las disposiciones administra-
tivas que, en su caso estime necesario expedir la Secretaría
de la Función Pública o la Secretaría, en el ámbito de sus
respectivas competencias, administrando dichos recursos
con eficiencia, eficacia y honradez para satisfacer los obje-
tivos a los que estén destinados y asegurar al centro las me-
jores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad,
financiamiento, oportunidad y demás circunstancias perti-
nentes.

...

...

...

QUINTO.- Respecto a los órganos de gobierno se plante-
an ampliar sus atribuciones, fortalecerlas y que ejerzan la
responsabilidad que les corresponde, lo cual se hace más
efectivo al vincular el ejercicio de sus facultades con otros
ordenamientos, todo ello acorde al principio de autonomía
de gestión previsto en la Ley Federal de las Entidades Pa-
raestatales.

SEXTO.- En cuanto a los convenios de desempeño, se pre-
sentan los siguientes cambios sustanciales los cuales esti-
mamos convenientes por las siguientes razones:

� Se modifica y sustituye esta figura por la de convenios
de administración por resultados. No se trata de un cam-
bio de nombre según se observa, sino de un nuevo ins-
trumento con objetivos y orientación claramente dife-
renciada.

� El convenio sería suscrito por el centro público de in-
vestigación que corresponda con la dependencia coordi-
nadora de sector, con el CONACyT y con las Secretarí-
as de la Función Pública y de Hacienda y Crédito
Público. Particular acierto de la propuesta es que ésta úl-
tima dependencia participe en su suscripción, puesto
que se vinculan los resultados con la asignación, control
y fiscalización de recursos presupuestales.

SEPTIMO.- Por lo que hace al planteamiento de modifi-
caciones a la Ley Federal de las Entidades Paraestatales,
las Comisiones dictaminadoras estamos de acuerdo que
hay que corregir el término de �dependencia� que se atri-
buyó a los centros públicos de investigación cuando su na-
turaleza jurídica es de �entidades paraestatales�.

OCTAVO.- El promovente de la presente Iniciativa, apro-
vechando que serían modificados diversos artículos de la
Ley de Ciencia y Tecnología, realizó un esfuerzo, que re-
conocemos, de reordenación de forma de algunos de ellos,
como el 47, 48, el 48-A que se adiciona, el 50 y el 59. Sin
embargo y para una mejor claridad y comprensión del al-
cance de las reformas y adiciones, estimamos pertinente
continuar con la misma técnica legislativa de redacción y
conformación de los textos empleados cuando se aprobó la
Ley de Ciencia y Tecnología, y solo concentrarse puntual-
mente en las reformas y adiciones que se dictaminan.

NOVENO. En artículos transitorios se prevé un plazo de
un año, a partir de la publicación de las reformas de que
trata la Iniciativa que se dictamina, para que los centros pú-
blicos de investigación celebren el convenio de administra-
ción por resultados, lo cual permitirá que continúen ope-
rando bajo esta figura y este régimen especial de la Ley de
Ciencia y Tecnología.

Por último, es importante hacer notar que la ciencia y la
tecnología es un tema de consensos, como lo demuestra las
Iniciativas presentadas y aprobadas en los últimos años,
por lo que confiamos en que esta Iniciativa sea aprobada en
sus términos por el Pleno de esta H. Cámara de Diputados,
así como por la Cámara de Senadores.

DÉCIMO.- La Comisión de Ciencia y Tecnología solicitó
y recibió las opiniones respecto a la Iniciativa, de la Secre-
taría de Gobernación, del Consejo Nacional de Ciencia y
Tecnología, de la Academia Mexicana de Ciencias, A.C.,
así como del Foro Consultivo Científico y Tecnológico.

Destacan de dichas opiniones las consideraciones respecto
a que es la vía legislativa la adecuada para fortalecer a los
centros públicos de investigación mediante reformas a la
Ley de Ciencia y Tecnología y otras Leyes que inciden en
el funcionamiento de los centros, en aspectos tales como
otorgarles mayor certeza jurídica para mejorar su flexibili-
dad administrativa, su vinculación, ampliar los incentivos
a los investigadores así como reforzar los sistemas de eva-
luación y rendición de cuentas.

Así también, el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología,
además de opinar, sugirió aspectos para tomar en conside-
ración en la Iniciativa.

Por lo anteriormente expuesto, las comisiones dictamina-
doras de conformidad con las facultades que nos confieren
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los artículos 39 y 45 numeral 6, incisos e) y f) de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos; y 56, 87, 88 y demás aplicables del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, presentan a la honorable
Asamblea el siguiente proyecto de:

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIO-
NAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE
CIENCIA Y TECNOLOGÍA; DE LA LEY FEDERAL
DE LAS ENTIDADES PARAESTATALES; DE LA LEY
DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SER-
VICIOS DEL SECTOR PUBLICO Y DE LA LEY FE-
DERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRA-
TIVAS DE LOS SERVIDORES PUBLICOS.

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforman los Artículos 47,
48, 50, fracción IV; 51; 56 fracciones IV, VIII, IX, XI y 59;
se adicionan los Artículos 56 con las fracciones XVI, XVII,
XVIII y XIX, 60, 61, 62; a la Ley de Ciencia y Tecnología,
para quedar como sigue:

Artículo 47. Para efectos de esta Ley serán considerados
como centros públicos de investigación las entidades pa-
raestatales de la Administración Pública Federal que de
acuerdo con su instrumento de creación tengan como obje-
to predominante realizar actividades de investigación cien-
tífica y tecnológica; que efectivamente se dediquen a di-
chas actividades; que sean reconocidas como tales por
resolución conjunta de los titulares del CONACyT y de la
dependencia coordinadora de sector al que corresponda el
centro público de investigación, con la opinión de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público para efectos presu-
puestales, y que celebren el convenio de administración
por resultados que establece el presente Capítulo, para
evaluar su desempeño y el impacto de sus acciones. Di-
cha resolución deberá publicarse en el Diario Oficial de la
Federación. El CONACyT tomará en cuenta la opinión del
Foro Consultivo Científico y Tecnológico.

Artículo 48. Los centros públicos de investigación gozarán
de autonomía de decisión técnica, operativa y administrati-
va en los términos de esta Ley, y de gestión presupuesta-
ria de conformidad con lo dispuesto en la Ley Federal
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y demás
disposiciones legales aplicables; sin perjuicio de las rela-
ciones de coordinación sectorial que a cada centro le co-
rresponda. Asimismo, dichos centros regirán sus relaciones
con las dependencias de la Administración Pública Federal
y con el CONACyT conforme a los convenios de adminis-

tración por resultados que en los términos de esta Ley se
celebren. Los organismos creados con el objeto de apoyar
o realizar actividades de investigación científica y desarro-
llo tecnológico, que se hayan constituido a través de con-
venios o tratados internacionales, cuya sede sea México, se
regirán conforme a sus respectivos instrumentos de crea-
ción.

El CONACyT será la entidad autorizada para dictaminar y
resolver sobre aspectos científicos y tecnológicos de los
convenios de administración por resultados y sobre la
periodicidad de la evaluación de los proyectos.

Artículo 50. El establecimiento y operación de los Fondos
de Investigación Científica y Desarrollo Tecnológico se su-
jetará a las siguientes bases:

I. a III.

IV. El objeto del fondo será financiar o complementar fi-
nanciamiento de proyectos específicos de investigación, la
creación y mantenimiento de instalaciones de investiga-
ción, su equipamiento, el suministro de materiales, el otor-
gamiento de becas y formación de recursos humanos espe-
cializados, el otorgamiento de incentivos extraordinarios a
los investigadores que participen en los proyectos, y otros
propósitos directamente vinculados para proyectos científi-
cos o tecnológicos aprobados. Así mismo, podrá finan-
ciarse la contratación de personal por tiempo determi-
nado para proyectos científicos o tecnológicos, siempre
que no se regularice dicha contratación posteriormen-
te. En ningún caso los recursos podrán afectarse para gas-
tos fijos de la administración de la entidad. Los bienes ad-
quiridos y obras realizadas con recursos de los fondos
formarán parte del patrimonio del propio centro. La con-
tratación de las adquisiciones, arrendamientos y servi-
cios con cargo a los recursos autogenerados de los fon-
dos, será conforme a las reglas de operación de dichos
fondos; a los criterios, procedimientos y mecanismos
que en estas materias expidan los órganos de gobierno
de los centros, así como a las disposiciones administra-
tivas que, en su caso, estime necesario expedir la Secre-
taría de la Función Pública o la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público, en el ámbito de sus respectivas com-
petencias, administrando dichos recursos con eficien-
cia, eficacia y honradez, para satisfacer los objetivos a
los que estén destinados y asegurar al centro las mejo-
res condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad,
financiamiento, oportunidad y demás circunstancias
pertinentes.
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El ejercicio de los recursos a que se refiere el párrafo
anterior, será objeto de fiscalización por parte de la Se-
cretaría de la Función Pública y por la Auditoría Supe-
rior de la Federación, en el ámbito de sus respectivas
competencias.

V. y VI. ...

Artículo 51. Los centros públicos de investigación, parti-
cularmente los orientados a la modernización, innovación
y desarrollo tecnológico, promoverán la conformación de
asociaciones estratégicas, alianzas tecnológicas, consor-
cios o nuevas empresas privadas de base tecnológica, en
las cuales se procurará la incorporación de investigadores
formados en los propios centros.

En relación a lo dispuesto en el párrafo anterior, los ór-
ganos de gobierno de los centros públicos de investiga-
ción aprobarán y establecerán lo siguiente:

I. Los lineamientos y condiciones básicas de las asocia-
ciones, proyectos, convenios o contratos que conlleven
la participación del centro, con o sin aportación en el
capital social en las empresas de que se trate;

II. Los términos y requisitos para la incorporación y
participación del personal del centro en las asociacio-
nes, alianzas, consorcios o nuevas empresas de que se
trate.

Asimismo, los órganos de gobierno de los centros públi-
cos de investigación podrán establecer apoyos y crite-
rios conforme a los cuales el personal del centro de que
se trate pueda realizar la incubación de empresas tec-
nológicas de innovación en coordinación con el centro y,
en su caso, con terceros.

Los términos, requisitos y criterios a que se refiere la
fracción II y el párrafo anterior serán establecidos por
los órganos de gobierno de los Centros mediante nor-
mas generales que deberán expedir al efecto y que con-
sistirán en medidas de carácter preventivo orientadas a
evitar que el personal de los Centros incurra en el con-
flicto de intereses al que hacen referencia los artículos
8, fracción XII, y 9 de la Ley Federal de Responsabili-
dades Administrativas de los Servidores Públicos. Pre-
vio a su expedición, estas normas deberán contar con la
opinión favorable emitida por el respectivo órgano in-
terno de control.

Los órganos de gobierno también determinarán lo rela-
tivo a los derechos de propiedad intelectual y los bene-
ficios que correspondan al centro público de investiga-
ción en relación a lo dispuesto en este artículo.

Artículo 56. ...

I. a III. ...

IV. Decidir el uso y destino de recursos autogenerados ob-
tenidos a través de la enajenación de bienes o la prestación
de servicios, por la participación en asociaciones, alian-
zas o nuevas empresas de base tecnológica, donativos o
por cualquier otro concepto que pudiera generar bene-
ficios al centro conforme a esta Ley, ya sea dentro del
presupuesto de la entidad o canalizando éstos al fondo de
investigación; así como establecer los criterios para el
uso y destino de los recursos autogenerados que se ob-
tengan en exceso a lo programado, informando a la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público sobre el origen,
monto, destino y criterios de aplicación de sus recursos
autogenerador, de conformidad con las disposiciones
aplicables, y para efectos de los informes trimestrales y
Cuenta Pública.

V. a VII. ...

VIII. Aprobar los términos de los convenios de adminis-
tración por resultados cuya celebración se proponga en
los términos de esta Ley, así como decidir su terminación
anticipada;

IX. Aprobar y modificar la estructura básica de la entidad de
acuerdo con el monto total autorizado de su presupuesto de
servicios personales, así como definir los lineamientos y
normas para conformar la estructura ocupacional y salarial,
las conversiones de plazas y renivelaciones de puestos y ca-
tegorías conforme a las disposiciones legales aplicables,
así como a las especificas que se establezcan en el Siste-
ma Integral de Profesionalización de cada centro;

X. ...

XI. Determinar las reglas y los porcentajes conforme a los
cuales el personal del centro podrá participar en los in-
gresos a que se refiere la fracción IV de este artículo, así
como, por un periodo determinado, en las regalías que re-
sulten de aplicar o explotar derechos de propiedad intelec-
tual, que surjan de proyectos realizados en el centro de in-
vestigación;
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XII. a XV. ...

XVI. Aprobar el destino de los recursos por los ahorros
que se generen que provengan de las medidas de efi-
ciencia o de racionalización administrativa;

XVII. Establecer las bases y criterios generales que de-
berán observar los investigadores que concluyan su em-
pleo, cargo o comisión en los Centros, para el eventual
uso y aprovechamiento de la información que estos hu-
biesen conocido o generado durante o con motivo de su
desempeño como personal de los Centros, en los casos
en que una vez separados de los Centros, decidan cola-
borar en forma inmediata con otra dependencia o enti-
dad, pública o privada.

Los órganos de gobierno de los Centros establecerán es-
tas bases y criterios mediante la expedición de normas
generales que consistirán en medidas de carácter pre-
ventivo orientadas a evitar que el personal de los Cen-
tros incumpla lo dispuesto en el artículo 8, fracción V
de la Ley Federal de Responsabilidades Administrati-
vas de los Servidores Públicos e incurra en el conflicto
de intereses al que hacen referencia los artículos 8, frac-
ción XII, y 9 del mismo ordenamiento. Previo a su ex-
pedición, estas normas deberán contar con la opinión
favorable emitida por el respectivo órgano interno de
control.

XVIII. Definir la información que corresponda al centro
público de investigación y que debe considerarse de ca-
rácter confidencial para efectos de apropiación, así como
las bases y mecanismos para su uso, disposición, protec-
ción y resguardo por parte de los investigadores, y

XIX. Las demás que establece esta Ley.

Artículo 59. Los centros públicos de investigación cele-
brarán con la dependencia coordinadora de sector, con
el CONACyT y con las Secretarías de Hacienda y Cré-
dito Público y de la Función Pública, convenios de ad-
ministración por resultados cuyos propósitos funda-
mentales serán mejorar las actividades de cada centro,
alcanzar las metas y lograr los resultados programados
y convenidos, tener una actuación y un ejercicio de gas-
to y rendición de cuentas más eficiente y transparente,
y vincular la administración por resultados e impactos
con el monto del presupuesto que se le asigne. Dichos
convenios serán de naturaleza jurídica distinta a los que es-
tablezca la ley de la materia y el Decreto aprobatorio del

Presupuesto de Egresos de la Federación, no obstante lo
cual los centros públicos que celebren sus respectivos con-
venios contarán con las facilidades administrativas que es-
tablezcan los Decretos anuales referidos.

La vigencia de los convenios será de cinco años en la
medida en que los resultados de la evaluación anual de-
terminen que los centros han dado cumplimiento a los
compromisos pactados en estos instrumentos. Conclui-
do dicho plazo continuarán con vigencia indefinida hasta
en tanto no se den por terminados expresamente por la vo-
luntad de las partes. Los convenios de administración
por resultados se revisarán anualmente en las cuestiones
que propongan el CONACyT o el centro y en aspectos de
metas y de montos de recursos presupuestales, tomando en
cuenta el resultado de las evaluaciones que de acuerdo a es-
te Capítulo se realicen.

Para la determinación y, en su caso, ampliación del pre-
supuesto de los centros públicos de investigación, se to-
mará en consideración el Programa de Mediano Plazo
y la evaluación de sus resultados académicos, docentes,
de investigación y de desarrollo tecnológico que reali-
cen y su gestión académica, administrativa y financiera
conforme se establece en el artículo 60 de esta Ley.

Dichos convenios contendrán, entre otras bases, las si-
guientes:

I. El programa de mediano plazo, que incluya proyecciones
multianuales financieras y de inversión;

II. El programa anual de trabajo que señale objetivos, es-
trategias, líneas de acción y metas comprometidas con ba-
se en indicadores de desempeño;

III. Los criterios e indicadores de desempeño y evaluación
de resultados de actividades y proyectos que apruebe su ór-
gano de gobierno; y

IV. Las demás que se establezcan conforme a las disposi-
ciones legales y reglamentarias aplicables.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público garantizará el
flujo oportuno de recursos fiscales y por conducto de la
Coordinadora de Sector evaluará la gestión financiera. La
Secretaría de la Función Pública intervendrá para apoyar
las acciones preventivas, la gestión administrativa y asegu-
rar la rendición de cuentas en la utilización de los recursos
financieros. La dependencia Coordinadora de Sector o el
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CONACyT en el ejercicio de sus facultades de coordina-
dora de sector asegurará la congruencia de los programas
sectoriales con los institucionales y apoyará la gestión de
los centros.

Los resultados de las evaluaciones y auditorias que se
realicen respecto al cumplimiento de metas, utilización
de recursos y medidas correctivas adoptadas que se
efectúen conforme al presente Capítulo, deberán infor-
marse al órgano de gobierno de cada centro e incorpo-
rarse al sistema integrado de información a que se refieren
los artículos 15 y 16 de esta Ley, de tal manera que sean ac-
cesibles al público.

Articulo 60. Para la evaluación de los convenios de ad-
ministración por resultados, la dependencia coordina-
dora de sector y el CONACyT propondrán al órgano de
gobierno del centro los mecanismos de evaluación ex-
terna de carácter sustantivo en los términos de esta Ley.
Al efecto se realizarán las siguientes evaluaciones:

I. La evaluación de resultados y de impactos de las ac-
tividades y resultados científicos, de investigación y do-
centes a cargo de un grupo de expertos o por una em-
presa especializada de reconocida experiencia y
prestigio; y 

II. La evaluación de sus actividades y resultados admi-
nistrativos y financieros de acuerdo con los esquemas
de auditoria gubernamental.

Artículo 61. Los centros públicos de investigación deja-
rán de ser considerados como tales en los siguientes su-
puestos:

I. Por mutuo acuerdo de las partes que hayan suscrito
el convenio de administración por resultados en el sen-
tido de no renovar su vigencia;

II. Por la determinación de la dependencia coordinado-
ra de sector y del CONACyT de dar por terminado an-
ticipadamente el plazo de vigencia del convenio como
consecuencia de las evaluaciones que se realicen con-
forme al artículo anterior, lo cual notificarán al centro
público de investigación de que se trate;

III. Por la solicitud que realicen a la dependencia coor-
dinadora de sector y al CONACyT, las Secretarías de
Hacienda y Crédito Público y de la Función Pública,
conforme a los resultados de las revisiones y auditorias

que se practiquen conforme a las disposiciones legales
aplicables, o en las evaluaciones que se les entreguen
conforme al artículo anterior, y

IV. Por decisión del órgano de gobierno del centro de
que se trate.

Artículo 62. La autonomía de gestión presupuestaria de
los centros públicos de investigación queda establecida
de conformidad con lo dispuesto en la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y demás
disposiciones legales aplicables.

ARTICULO SEGUNDO. Se reforma el párrafo segundo
del Artículo 3o. de la Ley Federal de las Entidades Paraes-
tatales, para quedar como sigue:

Artículo 3o. ...

Las entidades de la Administración Pública Federal
que sean reconocidas como Centros Públicos de Inves-
tigación en los términos de la Ley de Ciencia y Tecnolo-
gía, se regirán por esa Ley y por sus respectivos instru-
mentos de creación. Sólo en lo no previsto se aplicará la
presente Ley.

...

ARTICULO TERCERO.- Se adiciona un tercer párrafo,
recorriéndose en su orden los subsecuentes al Artículo 1 de
la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del
Sector Público, para quedar como sigue:

Artículo 1.- ...

...

Las adquisiciones, arrendamientos y servicios que se reali-
cen por los Centros Públicos de Investigación con los re-
cursos autogenerados de sus Fondos de Investigación
Científica y Desarrollo Tecnológico previstos en la Ley de
Ciencia y Tecnología, se regirán conforme a las reglas de
operación de dichos fondos, a los criterios y procedimien-
tos que en estas materias expidan los órganos de gobierno
de estos Centros, así como a las disposiciones administra-
tivas que, en su caso estime necesario expedir la Secretaría
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de la Función Pública o la Secretaría, en el ámbito de sus
respectivas competencias, administrando dichos recursos
con eficiencia, eficacia y honradez para satisfacer los obje-
tivos a los que estén destinados y asegurar al centro las me-
jores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad,
financiamiento, oportunidad y demás circunstancias perti-
nentes.

...

...

...

ARTÍCULO CUARTO.- Se adiciona un último párrafo a
la fracción XII del artículo 8 de la Ley Federal de Respon-
sabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 8.- ...

I. a XI. ...

XII. ...

...

...

En el caso del personal de los centros públicos de investi-
gación, los órganos de gobierno de dichos centros, con la
previa autorización de su órgano de control interno, podrán
determinar los términos y condiciones específicas de apli-
cación y excepción a lo dispuesto en esta fracción, tratán-
dose de los conflictos de intereses que puede implicar las
actividades en que este personal participe o se vincule con
proyectos de investigación científica y desarrollo tecnoló-
gico en relación con terceros de conformidad con lo que es-
tablezca la Ley de Ciencia y Tecnología;

XIII. a XXIV. ...

...

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Segundo. Los Centros Públicos de Investigación contarán
con un plazo de un año para celebrar el convenio de admi-
nistración por resultados que establece el artículo 59 de la
Ley de Ciencia y Tecnología del presente Decreto. 

Palacio Legislativo de San Lázaro a los 29 días del mes de marzo del
año 2006.

Por la Comisión de Ciencia y Tecnología, diputados: Julio César
Córdova Martínez (rúbrica), Presidente; Eloísa Talavera Hernández
(rúbrica), Secretaria; Víctor Manuel Alcerreca Sánchez (rúbrica), Se-
cretario; Omar Ortega Álvarez (rúbrica), Secretario; Sheyla Fabiola
Aragón Cortés (rúbrica), Consuelo Camarena Gómez (rúbrica), José
Ángel Córdova Villalobos (rúbrica), Patricia Elisa Durán Reveles, Lu-
cio Galileo Lastra Marín, Germán Martínez Cázares, Rubén Alfredo
Torres Zavala (rúbrica), Marisol Urrea Camarena (rúbrica), Rosa Ma-
ría Avilés Nájera, Dolores del Carmen Gutiérrez Zurita (rúbrica), Ab-
dallán Guzmán Cruz (rúbrica), Salvador Pablo Martínez Della Rocca,
José Luis Medina Lizalde, Fernando Ulises Adame de León (rúbrica),
Roger David Alcocer García, Humberto Francisco Filizola Haces (rú-
brica), José López Medina (rúbrica), Marcela Guerra Castillo (rúbrica),
Moisés Jiménez Sánchez, José López Medina (rúbrica), Alfonso Ju-
ventino Nava Díaz (rúbrica), Erick Agustín Silva Santos (rúbrica), Jor-
ge Baldemar Utrilla Robles (rúbrica), Martín Remigio Vidaña Pérez
(rúbrica).

Por la Comisión de Gobernación, diputados: Julián Angulo Góngo-
ra (rúbrica), Presidente; David Hernández Pérez (rúbrica), Secretario;
Yolanda Guadalupe Valladares Valle (rúbrica), Secretaria; Claudia
Ruiz Massieu Salinas (rúbrica), Secretaria; Daniel Ordóñez Hernández
(rúbrica), Secretario; Maximino Alejandro Fernández Ávila, Secreta-
rio; José Porfirio Alarcón Hernández (rúbrica), Fernando Álvarez
Monje (rúbrica), Omar Bazán Flores, Pablo Bedolla López, Jesús Gon-
zález Schmal (rúbrica), José Luis Briones Briseño (rúbrica), Socorro
Díaz Palacios, Luis Eduardo Espinoza Pérez (rúbrica), Miguelángel
García-Domínguez, Ana Luz Juárez Alejo (rúbrica), Ciro García Ma-
rín, Héctor Humberto Gutiérrez de la Garza, Pablo Alejo López Núñez
(rúbrica), Guillermo Martínez Nolasco (rúbrica), Federico Madrazo
Rojas (rúbrica), Gonzalo Moreno Arévalo (rúbrica), Consuelo Muro
Urista (rúbrica), Margarita Saldaña Hernández (rúbrica), José Sigona
Torres (rúbrica), José Eduviges Nava Altamirano, José Agustín Rober-
to Ortiz Pinchetti, Hugo Rodríguez Díaz (rúbrica), Sergio Vázquez
García (rúbrica), Mario Alberto Zepahua Valencia (rúbrica).

Por la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, diputados: Án-
gel Heladio Aguirre Rivero (rúbrica), Presidente; Alejandro González
Yáñez, Minerva Hernández Ramos, Guillermo Huízar Carranza, Jorge
Antonio Kahwagi Macari, Luis Maldonado Venegas (rúbrica), José
Adolfo Murat Macías (rúbrica), José Guadalupe Osuna Millán (rúbri-
ca), Luis Antonio Ramírez Pineda (rúbrica), Gabriela Ruiz del Rincón
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(rúbrica), secretarios; Francisco Xavier Alvarado Villazón (rúbrica),
Clara Marina Brugada Molina, Javier Castelo Parada (rúbrica), María
Angélica Díaz del Campo, Federico Döring Casar (rúbrica), José Án-
gel Ibáñez Montes, Gustavo Enrique Madero Muñoz, Raúl José Mejía
González, Juan Francisco Molinar Horcasitas (rúbrica), Francisco Luis
Monárrez Rincón (rúbrica), Manuel Enrique Ovalle Araiza (rúbrica),
José Francisco Rojas Gutiérrez (rúbrica), Jorge Romero Romero, Ma-
ría Esther de Jesús Scherman Leaño (rúbrica), Francisco Suárez Dávi-
la (rúbrica), Víctor Suárez Carrera, José Isabel Trejo Reyes (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de las Comisiones Unidas de Agricultura y Ga-
nadería, y de Desarrollo Rural, con proyecto de decreto que
reforma el párrafo primero del artículo 21 de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable

HONORABLE ASAMBLEA:

A las Comisiones Unidas de Agricultura y Ganadería y
Desarrollo Rural de esta H. Cámara de Diputados, le fue
turnada para su estudio y dictamen, la Iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 21 de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable, presentada por el Dip. Carlos
Blackaller Ayala del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, el pasado 29 de noviembre de
2005.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45
numeral 6 inciso f de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artícu-
los 65, 66, 85, 87, 88 y demás aplicables del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, a estas Comisiones Unidas co-
rresponde dictaminar la presente Iniciativa a partir de los
siguientes:

ANTECEDENTES

El 29 de noviembre de 2005 el Diputado Carlos Blackaller
Ayala, presentó la Iniciativa que reforma el artículo 21 de

la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. 

El 29 de noviembre de 2005 la Presidencia de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión turnó la mencionada Iniciativa de Ley para su estu-
dio y dictamen a las Comisiones Unidas de Agricultura y
Ganadería y Desarrollo Rural.

Con base en los antecedentes mencionados, los integrantes
de estas Comisiones dictaminadoras formulamos las si-
guientes:

CONSIDERACIONES

Que por ser socialmente responsable, económicamente via-
ble y técnicamente  posible, es necesario promover el uso
de los bioenergéticos como elementos clave para lograr la
autosuficiencia energética del país, a través del uso de
energía renovable logrando con ello tener combustibles
limpios para uso automotriz.

Que para efectos de reducir los gases invernadero en la at-
mósfera y evitar la contaminación de los mantos friáticos
es necesario utilizar el Etanol ya sea como oxigenante o co-
mo biocombustible puro.

Que está muy claro que por cuestiones económicas y de
medio ambiente, en varios países como Brasil, Estados
Unidos y algunos países miembros de la Comunidad Euro-
pea, la tendencia se está orientando para cambiar los com-
bustibles de origen fósil por los de origen de biomasa, evi-
tando con esto la contaminación que lamentablemente está
provocando el calentamiento global de la tierra.

Que por esto es necesario fomentar la producción, distri-
bución y comercialización de energías renovables prove-
nientes de biomasa orientando la Agroindustria para la ins-
talación de plantas para el procesamiento de los productos
de la caña, del maíz, entre otros productos agropecuarios
que pudieren ser empleados en la producción de Etanol y
de otros Bioenergéticos.

Que existe la necesidad de fomentar la creación de cadenas
productivas relacionadas con los Biocombustibles y prove-
erse de los apoyos técnicos y presupuestales que se requie-
ran para estos efectos, impulsando así la producción agrí-
cola y el empleo productivo a partir de la Bioenergía.

Que el uso de Etanol como oxigenante o como combusti-
ble de manera generalizada, podría reducir las emisiones

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 18 de abril de 2006213



contaminantes a la atmósfera, generando con ello más y
mejor empleo rural, menores problemas de salud, estabili-
zando el negocio de los productores del campo así como en
general los precios de los edulcorantes.

Que para efectos de desarrollar una acción integral de res-
ponsabilidad entre los distintos órdenes de gobierno propi-
ciando la concurrencia en el marco de la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable, se crea la Comisión Intersecretarial, la
cual será responsable de atender, coordinar y dar segui-
miento correspondiente a los programas especiales que
tengan como propósito impulsar el desarrollo rural susten-
table, debiendo de promover y coordinar las acciones y la
concertación de la asignación de responsabilidades a las
dependencias y entidades federales competentes en las ma-
terias de la presente Ley

Que en virtud de dar congruencia en los diferentes cuerpos
normativos, es necesaria la armonización de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable con la Ley para el Desarrollo
y Promoción de los Bioenergéticos que se encuentra en es-
tudio en el Senado de la República.

Que la Comisión Intersecretarial para el Desarrollo Rural
Sustentable establecida en la Ley del mismo nombre ope-
rará en términos de la Ley para el Desarrollo y Promoción
de los Bioenergéticos es necesario la inclusión dentro de
dicha Comisión Intersecretarial a la Secretaría de Energía.

Por las consideraciones anteriormente expuestas los inte-
grantes de estas Comisiones sometemos a la consideración
de la honorable Asamblea, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO 

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 21 DE LA LEY DE
DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

Artículo único.- Se reforma el párrafo primero del Artícu-
lo 21 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, para que-
dar como sigue:

Articulo 21.- La Comisión Intersecretarial estará integrada
por los titulares de las siguientes dependencias del Ejecuti-
vo Federal: a) Secretaria de agricultura, Ganadería, des-
arrollo Rural, Pesca y Alimentación cuyo titular la presidi-
rá; b) Secretaría de Economía; c) Secretaría de Medio
ambiente y Recursos Naturales; d) Secretaria de Hacienda
y Crédito Público; e) Secretaría de Comunicaciones y
Transportes; f) Secretaría de Salud; g) Secretaría de Desa-

rrollo Social; h) Secretaría de la Reforma Agraria; i) Se-
cretaría de Educación Pública; j) Secretaría de Energía; y
las dependencias y entidades del Poder Ejecutivo que se
consideren necesarias, de acuerdo con los temas de que se
trate.

�
�
�

TRANSITORIO

Único.- El Presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

La Comisión de Agricultura y Ganadería, diputados: Cruz López
Aguilar (rúbrica), Presidente; Juan Manuel Dávalos Padilla, Gonzalo
Ruiz Cerón, Edmundo Gregorio Valencia Monterrubio (rúbrica), Die-
go Palmero Andrade (rúbrica), Antonio Mejía Haro (rúbrica), secreta-
rio; Julián Nazar Morales (rúbrica), Lázaro Arias Martínez (rúbrica),
Carlos Blackaller Ayala, Heriberto Ortega Ramírez (licencia s/s), Ale-
jandro Saldaña Villaseñor (rúbrica), Lamberto Díaz Nieblas (licencia
s/s), María Hilaria Domínguez Arvizu (rúbrica), Jesús Morales Flores
(rúbrica), Esteban Valenzuela García (rúbrica), Rafael Galindo Jaime,
Roger David Alcocer García (rúbrica), Arturo Robles Aguilar (rúbri-
ca), José Irene Álvarez Ramos, Mario Ernesto Dávila Aranda (rúbrica),
Javier Castelo Parada (rúbrica) José María de la Vega Lárraga, Rocío
Guzmán de Paz, Alberto Urcino Méndez Gálvez (rúbrica), Isidro Ca-
marillo Zavala (rúbrica), Regina Vázquez Saut (rúbrica), Edith Guillén
Zárate (rúbrica), Marcelo Herrera Herbert (rúbrica), Enrique Torres
Cuadros (rúbrica), Víctor Suárez Carrera.

La Comisión de Desarrollo Rural, diputados: Miguel J. Luna Her-
nández (rúbrica), Ramón González González (rúbrica), Jorge de Jesús
Castillo Cabrera, Pascual Sigala Páez (rúbrica), Gonzalo Moreno Aré-
valo (rúbrica), Norma Elizabeth Sotelo Ochoa (rúbrica), Rosalinda
Mazari Espín, Ubaldo Aguilar Flores, Adrían Villagómez García, Eu-
genio Mier y Concha Campos, José Eduviges Nava Altamirano (rúbri-
ca), Juan Antonio Gordillo Reyes, Lázaro Arías Martínez (rúbrica),
Marcelo Tecolapa Tixteco (rúbrica), Óscar Félix Ochoa, Miryam de L.
Arabian Couttolenc, Armando Rangel Hernández, Edmundo Valencia
Monterrubio (rúbrica), Hidalgo Contreras Covarrubias, Alberto Urcino
Méndez Gálvez, Alfredo Fernández Moreno (rúbrica), Alfredo Rodrí-
guez Pacheco, José de Jesús Vázquez González, Antonio Mejía Haro
(rúbrica), Francisco Chavarría Valdeolivar (rúbrica), Marcelo Herrera
Herbert (rúbrica), Margarito Fierros Tano (rúbrica), Joel Padilla Peña
(rúbrica), Benjamín Sagahón Medina (rúbrica).»

Es de primera lectura.
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LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO 
ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL AMBIENTE

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto que reforma el último
párrafo del artículo 173, y adiciona el artículo 173 Bis a la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente

HONORABLE ASAMBLEA

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales
de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, le
fueron turnadas para su análisis y dictamen, las siguientes
Iniciativas:

I. Iniciativa que reforma el artículo 173 y adiciona el ar-
tículo 171 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la protección al Ambiente. 

II. Iniciativa que  reforma el artículo 173 y adiciona un
artículo 173 Bis a la Ley General del Equilibrio Ecoló-
gico y la Protección al Ambiente.

Esta Comisión, con fundamento en los artículos 72 y 73 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
39 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; 65, 66, 87 y 88 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, y demás relativos; somete a la
consideración del Pleno de esta honorable Asamblea, el
presente Dictamen con Proyecto de Decreto, conforme a
los siguientes:

ANTECEDENTES

1.- En sesión celebrada el día 5 de noviembre de 2004, la
Diputada Jacqueline G. Argüelles Guzmán, del Grupo Par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México, pre-
sentó ante el Pleno de la Cámara de Diputados la Iniciati-
va  que reforma el artículo 173 y adiciona el artículo 171
de la Ley  General de Equilibrio Ecológico y la protección
al Ambiente.

2.- En sesión celebrada el día 28 de abril de 2005, la Dipu-
tada Jacqueline G. Argüelles Guzmán, del Grupo Parla-

mentario del Partido Verde Ecologista de México, presen-
tó ante el Pleno de la Cámara de Diputados la Iniciativa
que  reforma el artículo 173 y adiciona un artículo 173 Bis
a la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente. 

Tomando como base la información disponible así como la
propuesta multicitada, esta Comisión se abocó al estudio
para cumplir con el mandato del Pleno de esta Cámara de
Diputados, bajo los siguientes:

CONSIDERANDOS

Por lo que hace a la Iniciativa �que reforma el artículo 173
y adiciona el artículo 171 de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente�, la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales considera conve-
niente dictaminar lo relativo al artículo 173 y 173 Bis, es
por ello que el presente dictámen versa sobre el proyecto
de Decreto que reforma el artículo 173 y adiciona un artí-
culo 173 Bis a la Ley General Del Equilibrio Ecológico y
la Protección Al Ambiente y por lo que hace al artículo 171
se dictaminará por separado en conjunto  con otras inicia-
tivas que versan sobre el mismo artículo.

Todo proyecto que se emprenda en cualquier ramo, debe
ser pensado  cuidando el medio ambiente, es por ello im-
portante visualizar a futuro las posibles afectaciones que se
darán en aire, agua y el suelo, así como los fenómenos so-
ciales, políticos y económicos que acarrea la degradación
ambiental. 

La conservación de la riqueza natural y la reversión del de-
terioro ambiental, son hoy por hoy prioridades nacionales,
por lo que dentro de la administración pública se han in-
tensificado las actividades de inspección y vigilancia de
los recursos forestales, marinos y de vida silvestre, así co-
mo de la zona federal marítimo terrestre y en materia de
impacto ambiental, además de la instrumentación de ope-
rativos especiales con resultados que contribuyen a pre-
servar la megadiversidad biológica que caracteriza a
nuestro país. 

La inspección y vigilancia de la normatividad ambiental
representa la medida por la cual se pretende prevenir con-
ductas ilícitas, permitiendo sancionar a los infractores por
los daños causados al entorno ambiental. Esta facultad re-
cae directamente en la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales de conformidad con el artículo 161 de
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
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Ambiente, quien a su vez en el reglamento del mismo, de-
lega esta facultad a la Procuraduría Federal de Protección
al Ambiente. 

Como resultado de las acciones de inspección y vigilancia
de la legislación, al percibir que se está incumpliendo con
la normatividad, es necesario sancionar esta acción.

Al respecto la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente en su artículo 171 determina el ca-
tálogo de sanciones administrativas que la Secretaría pue-
de ejercer, considerando la multa, la clausura temporal o
definitiva, el arresto administrativo, el decomiso de pro-
ductos, ejemplares, etc., la suspensión o revocación de las
concesiones, licencias, permisos o autorizaciones corres-
pondientes.

En el caso de aplicación de una multa por la realización de
un acto ilícito, puede el infractor solicitar la revocación o
modificación de la multa, esto siempre y cuando cumpla
con los requisitos que se señalan en los artículo 169 y 170
del ordenamiento en comento.

Es por ello que el legislador en esta iniciativa pretende in-
corporar la figura de la conmutación, que, de conformidad
con la Enciclopedia Jurídica Mexicana del Instituto de In-
vestigaciones Jurídicas, considera a la conmutación como
el indulto parcial que altera la naturaleza del castigo a fa-
vor del reo, o la sustitución de una sanción por otra. 

La Procuraduría Federal de Protección al Ambiente ha de-
clarado que en ciertos casos sería muy favorecedora la fi-
gura de la conmutación, ya que se vuelve más eficaz la re-
paración del daño al medio ambiente. Sin duda alguna el
beneficio es inmediato y con mayor provecho que la san-
ción pecuniaria, los infractores tienen la posibilidad de in-
vertir el monto equivalente a la multa de inmediato en el
daño que ocasionaron y no es necesario esperar a que las
autoridades puedan aplicar los recursos que corresponden a
reparación de daños ambientales.

Por otro lado, existen multas menores a 200 días de salario
mínimo y que se dificulta operativamente el cobro de éstas,
ya que la autoridad fiscal no las considera como crédito fis-
cal por lo que no procede a su cobro, situación que en al-
gunos casos ya es conocido por el infractor generando que
exista impunidad en la sanción, derivada de la comisión de
infracciones a la normatividad ambiental.

Es por ello que se propone un mecanismo alternativo que
permita a la autoridad el determinar la factibilidad de con-
mutar la multa por acciones en beneficio del medio am-
biente, tales como la realización de obras de infraestructu-
ra, actividades relacionadas con la conservación y
preservación del medio ambiente, adquisición e instalación
de equipo para prevenir y controlar la contaminación o la
implementación de programas en beneficio directo del am-
biente. 

Estas medidas permitirían en primera instancia que el in-
fractor se involucre directamente en la reparación del daño
ambiental, generándole una conciencia ambiental, redu-
ciendo el rango de incidencia; igualmente permite a la au-
toridad sancionadora evitar que las multas que se encuen-
tren dentro del rango descrito, sean incobrables; cuando
para la substanciación del procedimiento y la determina-
ción de la sanción ya hayan invertido recursos tanto mate-
riales como humanos y financieros. 

En diversos países esta medida ha resultado con beneficios
directos a la preservación ambiental. 

La reforma en materia de conmutación de multas obedece
fundamentalmente a la necesidad que existe de aclarar es-
te derecho que la Ley establece a favor del medio ambien-
te y de los particulares, para disminuir por un lado los ac-
tos discrecionales por parte de la autoridad en cuanto a su
substanciación y por el otro, la indefinición jurídica exis-
tente en la Ley en perjuicio de los gobernados.

Aunado a dicha propuesta de reforma, se crearía certidum-
bre en el particular respecto a quien es la autoridad que re-
solverá la solicitud de conmutación y cuales son los requi-
sitos necesarios para poder entrar al análisis de la misma,
en virtud de que es necesario agilizar la aplicación de la
normatividad ambiental y con ello poder realizar acciones
en beneficio del ambiente y los recursos naturales.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a la considera-
ción del Pleno de la Cámara de Diputados, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL AR-
TÍCULO 173 Y SE DICIONA EL ARTÍCULO 173 BIS
A LA LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGI-
CO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE.

Artículo Único.- Se reforma el último párrafo del artículo
173 y se adiciona el  artículo 173 Bis, a la Ley General del
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Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, para
quedar como sigue: 

Artículo 173.- Para la imposición de las sanciones por in-
fracciones a esta Ley, se tomará en cuenta: 

I.  a  V. �
�

La autoridad correspondiente, por si o a solicitud del in-
fractor, podrá otorgar a éste, la opción de conmutar el
monto de la multa, por la realización de inversiones equi-
valentes en la adquisición o instalación de equipo o bien,
en acciones para evitar contaminación o en la protección,
preservación o restauración del ambiente y los recursos na-
turales, siempre y cuando se garanticen las obligaciones
del infractor, no exista riesgo de desequilibrio ecológico,
o de daño o deterioro grave a los recursos naturales, ca-
sos de contaminación con repercusiones peligrosas para
los ecosistemas, sus componentes o para la salud públi-
ca, que la inversión planteada no tenga relación directa
con los hechos que motivaron las infracciones y que la
autoridad justifique plenamente su decisión. 

Artículo 173 Bis.- La solicitud de conmutación de mul-
ta se presentará por escrito y deberá contener un pro-
grama calendarizado y el monto de la inversión pro-
puesta debidamente justificada, teniendo la autoridad
la facultad de otorgar un plazo que no excederá de 30
días naturales para la presentación del citado progra-
ma de inversión, en caso de no haberlo acompañado
con la solicitud. 

En los casos en los que la inversión se destine a la ad-
quisición e instalación de equipo, los interesados debe-
rán señalar claramente las especificaciones del mismo y
el beneficio ambiental que genera. 

La presentación de la solicitud deberá hacerse directa-
mente ante la autoridad que emitió la resolución de la
que se solicita conmutar, quien únicamente acordará su
presentación y en su caso, cuando la solicitud no cum-
pla con los requisitos necesarios, podrá prevenir a los
promoventes, y posteriormente turnará la solicitud a su
superior jerárquico para la resolución definitiva. 

TRANSITORIO

Único.- El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 15 días del mes de
marzo de 2006. 

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán (rúbrica), Presidenta; Fran-
cisco Javier Lara Arano (rúbrica), Roberto Aquiles Aguilar Hernández
(rúbrica), Carlos Manuel Rovirosa Ramírez (rúbrica), José Luis Ca-
brera Padilla (rúbrica), secretarios; Irene Herminia Blanco Becerra,
Raúl Leonel Paredes Vega (rúbrica), Raúl Rogelio Chavarría Salas (rú-
brica), Lorena Torres Ramos (rúbrica), Mario Ernesto Dávila Aranda
(rúbrica), Regina Vázquez Saut (rúbrica), María Guadalupe García Ve-
lasco, Guillermo Tamborrel Suárez, Bernardo Loera Carrillo (rúbrica),
Óscar Rodríguez Cabrera (rúbrica), Julián Nazar Morales (rúbrica),
Víctor Manuel Alcerreca Sánchez (rúbrica), Roberto Antonio Marrufo
Torres (rúbrica), Óscar Félix Ochoa, Miguel Amezcua Alejo (rúbrica),
Alfredo Bejos Nicolás (rúbrica), Jacobo Sánchez López (rúbrica), Er-
nesto Alarcón Trujillo (rúbrica), Maximino Alejandro Fernández Ávi-
la (rúbrica), Pascual Sigala Páez (rúbrica), Carlos Silva Valdés, María
del Rosario Herrera Ascencio, Nancy Cárdenas Sánchez (rúbrica),
Adrián Chávez Ruiz, Modesta Vázquez Vázquez (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE EQUILIBRIO ECOLOGICO 
Y LA PROTECCION AL AMBIENTE

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto que reforma el artículo
6 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
de la LIX Legislatura de la Cámara de Diputados le fue tur-
nada para su estudio y dictaminación correspondiente, la
Minuta Proyecto de Decreto por el que se reforma el artí-
culo 6 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Medio Ambiente.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, de
conformidad con las atribuciones que le otorgan los Artí-
culos 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 18 de abril de 2006217



Mexicanos; 39 numerales 1 y 3; 40, 43, 45 numeral 6, y de-
más relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, así como los
Artículos 55, 56, 60, 65, 87, 88, 89, 93 y 94, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, someten a consideración
de esta honorable Asamblea el presente dictamen, al tenor
de los siguientes:

ANTECEDENTES

1.-El 25 de mayo de 2005 fue presentada en la Comisión
Permanente del honorable Congreso de la Unión de la LIX
Legislatura, la iniciativa conjunta del Senador Jorge Emi-
lio González Martínez y del Diputado Leonardo Álvarez
Romo del grupo parlamentario del Partido Verde Ecologis-
ta de México, para modificar diversas leyes, a fin de crear
dentro de las fuerzas armadas un cuerpo federal especiali-
zado ambiental, misma que fue turnada a las Comisiones
Unidas de Gobernación; de Defensa Nacional y de Estu-
dios Legislativos con Ampliación de turno a la Comisiones
de Marina, y de Medio Ambiente, Recursos Naturales y
Pesca de la Cámara de Senadores.

2.-El 24 de octubre 2005 el dictamen de dicha iniciativa
fue aprobado por el pleno de la Cámara de Senadores y se
envió a la Cámara de Diputados para efectos del artículo 72
constitucional.

3.-El 25 de octubre fue remitido a la Cámara de Diputados,
mediante oficio no. I-2639 de la Mesa Directiva de la Cá-
mara de Senadores, el expediente 340, conteniendo la Mi-
nuta Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo
6 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Medio Ambiente.

4.- El 27 de octubre de 2005 en sesión del Pleno de la
Cámara de Diputados se dio cuenta del oficio de la Cá-
mara de Senadores que remite el expediente con la Minu-
ta Proyecto de Decreto por el que reforma el artículo 6 de
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente.

5.- En al misma fecha, la Mesa Directiva del Pleno dictó se
turnara a ésta Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales para su dictamen.

6.- El 27 de Octubre de 2005 fue recibido el oficio
D:G:P:L: 59-II-4-1713 remitido por la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados con anexo de duplicado del exp.

No. 4191 del año tercero, sección cuarta, con la Minuta en
comento.

Con base en la Minuta en comentó, así como en la infor-
mación disponible, ésta Comisión presenta el siguiente
Dictamen con Proyecto de Decreto bajo los siguientes

C O N S I D E R A N D O S

1.- Que México se encuentra en un lugar de transición en-
tre la zona tórrida y la zona templada del planeta, con gran
diversidad orográfica produciendo un amplio rango de ni-
chos ecológicos, y por ello en nuestro país, evolutivamen-
te se ha desarrollado gran biodiversidad y con ello una gran
cantidad de endemismos, por tal motivo, México ocupa el
décimo lugar mundial de biodiversidad de aves, con más
de mil especies de la cuales, mas de 100 son endémicas o
exclusivamente mexicanas; en México se encuentran re-
presentados el 10 % de los mamíferos del Planeta y son
más de 100 especies endémicas; en cuanto a los reptiles
México ocupa el primer lugar de biodiversidad. Si bien la
fauna es un elemento notorio de los ecosistemas, la biodi-
versidad vegetal en nuestro país es muy amplia, y repre-
sentativo de esto son las 55 variedades de pino existentes
de nuestro país con un 85% de ellos endémicos, y las 138
especies de encinos de los cuales el 70% son endémicos.
Es por ello que México se encuentra entre los primeros do-
ce países mega diversos (Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales).

2.- Que la protección, preservación y conservación de los
recursos naturales de nuestro país se contempla en la Ley
General de Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente.

3.- Que en nuestro país la institución encargada de los es-
fuerzos de conservación de las áreas naturales es la Comi-
sión Nacional de Áreas Naturales Protegidas, quien repor-
ta en el �Informe de Logros 2005 de la Comisión Nacional
de Áreas Naturales Protegidas� que para el año 2005 exis-
ten 154 Áreas Naturales Protegidas decretadas cubriendo
una superficie de 18.727.860 hectáreas que equivalen al
9,5% de la superficie terrestre de jurisdicción nacional; En
cuanto a la cobertura de superficie la dependencia se pro-
pone una meta para 2006 de 16 millones de hectáreas con
proyectos productivos, buscando fortalecer la sinergia ins-
titucional y labores inspección y vigilancia, que se cuenta
con 25 áreas protegidas como destinos ecoturísticos, así
mismo Y que en el documento citado se pone de manifies-
to que uno de los retos para la conservación es ��en lo
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institucional, la gestión del territorio en lo referente a la
conservación y dando participación a todas las instancias
relevantes, debe ser conducida por la institución federal a
cargo de las Áreas Protegidas y de aquellas consideradas
como prioritarias, a la vez que se conforman sistemas re-
gionales de conservación y dicho proceso debe conducirse
manteniendo instituciones sólidas y donde el principio del
federalismo sea el de la concurrencia.� Por dicha razón la
reforma dará una base jurídica y fortaleza a la vigilancia y
protección ambiental.

4.- Que según lo establecido por el artículo 17 de la Ley
General de Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente �En la planeación nacional del desarrollo se deberá
incorporar la política ambiental�� Por lo que la incorpo-
ración de la reforma permitirá una mayor concurrencia de
los niveles de gobierno y de los actores de la conservación
y de la protección ambiental para realizar la planeación de
la Política Ambiental.

5.-Nuestro país cuenta con cerca de dos millones de kiló-
metros cuadrados de superficie continental y cerca de cua-
tro millones de kilómetros cuadrados de superficie maríti-
ma, cuenta con gran cantidad de especies marinas como
son el tiburón ballena y la ballena gris, que requieren de es-
pacios nacionales e internacionales para su conservación y
son recursos ecoturísticos que hay que preservar la poten-
cialidad de las zonas litorales como centros turísticos para
el desarrollo, son un factor más que nos lleva a contemplar
medidas que protejan los ecosistemas costeros y marinos
como zona poseedoras de la riqueza marina, es por eso que
la aprobación de esta modificación, aporta un elemento de
definición concreta para la preservación de la biodiversi-
dad de arrecifes, lagunas, atolones y las zonas de altamar al
permitir expresamente la colaboración de la Secretaría de
Marina con la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales en las atribuciones que la Ley del Equilibrio
Ecológico y la Protección al ambiente le otorga la Federa-
ción.

6.- Los diversos Secretarios de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales han reconocido, en su momento, la gravedad
de la deforestación, de los incendios forestales, de la tala
ilegal y del tráfico ilícito de especies que ocurre en nuestro
país, así como el reconocimiento de las autoridades acerca
de que el personal de la Comisión Nacional para el Cono-
cimiento y Uso de la Biodiversidad. (Conabio), la Comi-
sión Nacional de Áreas Protegidas (Conanp), de las dele-
gaciones estatales de la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales (Secretaría de Medio Ambiente y Re-

cursos Naturales) y el personal de inspección y vigilancia
de la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (Pro-
fepa), no están en condiciones de enfrentar a las organiza-
ciones ilegales que se dedican o causan estas actividades
por lo cual es necesaria la intervención de las Fuerzas Ar-
madas.

7.- Esta Cámara de Diputados, a fin de que se aborden di-
chos problemas, ha recibido y presentado a través de sus
integrantes, un gran número de puntos de acuerdo relativos
a la tala ilegal y la deforestación del país, como son: im-
plementar los programas concretos para combatir la degra-
dación forestal en México; que se evite la tala clandestina
y la deforestación de las áreas forestales en el estado de
Michoacán; que las autoridades informen sobre la tala in-
moderada, nulas acciones de reforestación y poda drástica
realizada en el Municipio de Jiménez, Chihuahua; que la
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, em-
prenda acciones contundentes contra la explotación indis-
criminada de bosques del país e implemente a la brevedad
la siembra y reforestación de los mismos; que se vigile pa-
ra revertir la deforestación que se suscita en la reserva de
la biosfera de Kalakmul; que la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, mantenga una estricta inspec-
ción y vigilancia en los bosques de nuestro país, en la rec-
ta final del año.

Asimismo en relación a la vida silvestre se ha solicitado la
intervención de diferentes Instituciones mediante dictáme-
nes emitidos por la Comisión de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales de esta Cámara de Diputados a puntos de
acuerdo tales como: exhortar a la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales a intervenir para solucionar
los conflictos de Zihuatanejo, Guerrero; por la pesca ilegal
de trasmallos y cimbras de pez vela, marlin, dorado y tor-
tugas marinas; exhortar a la Profepa para colocar puntos
de supervisión en las carreteras de los estados de Oaxaca
y Chiapas, para combatir las prácticas de tráfico ilícito de
especies; exhortar a diversas autoridades para que imple-
menten un programa de saneamiento permanente en la zo-
na del cañón del sumidero, que incluya el monitoreo y
protección de especies en categoría de riesgo; exhortar a la
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales en
coordinación con la Secretaria de Turismo, de Marina y de
Comunicaciones y Transportes y de la Armada de México
a vigilar el cumplimiento de la norma oficial mexicana
NOM-131-ecol-1998, que establece lineamientos y espe-
cificaciones para el desarrollo de actividades de observa-
ción de ballenas; exhortar a las Secretarias de Salud, Edu-
cación Pública, de Medio ambiente y Recursos Naturales
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y a la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente que
incrementen sus acciones de control, protección, vigilancia
y educación ambiental, para lograr la atención de los ilíci-
tos ambientales que están ocurriendo en las áreas naturales
protegidas del estado de Chiapas; los cuales se han permi-
tido se desarrollen acciones de vigilancia y operativos con-
juntos de la Profepa con la policía federal, con las policías
estatales y con el ejercito a fin de detener a los infractores.
Todo lo anterior es una muestra de la necesidad de la cola-
boración de las fuerzas armadas en la protección y vigilan-
cia ambientales.

8.- Que las intervenciones que realice el Ejército en activi-
dades civiles han sido consideradas como constitucionales
mediante las tesis jurisprudenciales 36/2000 y 38/2000 por
la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

9.- Que en la Ley de la Administración Publica Federal en
el artículo 29, fracción XX y artículo 30 fracción XXI re-
lativos a las funciones de las Secretarias de Defensa Na-
cional y Secretaría de Marina, expresan que tendrán como
facultades � Los demás que le atribuyan expresamente las
leyes y reglamentos.� Por lo que la reforma dará faculta-
des a ambas secretarias para realizar la colaboración que
la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales re-
quiere.

La reforma al artículo 6 de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente eleva a rango de
Ley la posibilidad de colaboración entre las Secretarias de
Defensa Nacional, de Marina-Armada de México y de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales, proporcionándole un
marco jurídico a la participación del Ejercito y la Armada
de México en las actividades de vigilancia y protección del
medio ambiente, dotando a la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales del apoyo que hasta ahora ha
carecido.

RESOLUTIVO DEL DICTAMEN

En virtud de que la presente minuta-decreto tiene como ob-
jetivo fortalecer el régimen jurídico de la colaboración en-
tre la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales
y las Secretarías de Defensa Nacional y de Marina y ade-
cuar las disposiciones de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente en esta materia, la
Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con-
sidera procedente la misma.

Por lo expuesto y con fundamento en los Artículos 71 y 72
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 56, 87
y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, se somete a
la consideración de esta honorable Asamblea el presente:

PROYECTO DE DECRETOPOR EL QUE SE RE-
FORMA EL ARTÍCULO 6 DE LA LEY GENERAL
DEL EQUILIBRIO ÉCOLOGICO Y LA PROTEC-
CION AL AMBIENTE.

ARTICULO ÚNICO.- Se reforma el artículo 6 de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente para quedar como sigue:

Artículo 6.- Las atribuciones que esta Ley otorga a la Fe-
deración, serán ejercidas por el Poder Ejecutivo Federal a
través de la Secretaría y, en su caso, podrán colaborar con
ésta las Secretarías de Defensa Nacional y de Marina cuan-
do por la naturaleza y gravedad del problema así lo deter-
mine, salvo las que directamente corresponden al Presi-
dente de la República por disposición expresa de la Ley.

......

��

TRANSITORIO

Único.- El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Salón de Sesiones de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales de la Cámara de Diputados - México, DF, a 05 de abril de 2006.

Diputados: Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán (rúbrica), Presi-
denta; Francisco Javier Lara Arano (rúbrica), Roberto Aquiles Aguilar
Hernández, Carlos Manuel Rovirosa Ramírez, José Luis Cabrera Padi-
lla (rúbrica), secretarios; Irene Herminia Blanco Becerra, Raúl Leonel
Paredes Vega (rúbrica), Raúl Rogelio Chavarría Salas (rúbrica), Lore-
na Torres Ramos, Mario Ernesto Dávila Aranda, Regina Vázquez Saut,
María Guadalupe García Velasco (rúbrica), Guillermo Tamborrel Suá-
rez (rúbrica), Bernardo Loera Carrillo (rúbrica), Óscar Rodríguez Ca-
brera (rúbrica), Julián Nazar Morales, Víctor Manuel Alcerreca Sán-
chez (rúbrica), Roberto Antonio Marrufo Torres, Óscar Félix Ochoa,
Miguel Amezcua Alejo, Alfredo Bejos Nicolás (rúbrica), Jacobo Sán-
chez López, Ernesto Alarcón Trujillo (rúbrica), Maximino Alejandro
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Fernández Ávila (rúbrica), Pascual Sigala Páez, Carlos Silva Valdés
(rúbrica), María del Rosario Herrera Ascencio, Nancy Cárdenas Sán-
chez (rúbrica), Adrián Chávez Ruiz (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE PESCA Y 
ACUACULTURA SUSTENTABLES

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Pesca, con proyecto de decre-
to que expide la Ley General de Pesca y Acuacultura Sus-
tentables

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Pesca de esta Cámara de Diputados fue-
ron turnadas para su estudio y dictamen, las siguientes ini-
ciativas: La Iniciativa con Proyecto de Decreto que expide
la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables, pre-
sentada por diversos Diputados integrantes de la Comisión
de Pesca, el pasado 8 de diciembre de 2004; la Iniciativa
con Proyecto de Decreto de la Ley que crea el Fondo Na-
cional para el Desarrollo Pesquero: PROMAR, presentada
por Diputados del Estado de Campeche el 23 de noviembre
de 2004; la Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma
diversos artículos de la Ley de Pesca, presentada por el Di-
putado Eugenio Mier y Concha Campos con fecha  27 de
abril de 2004 y la Iniciativa de Decreto que reforma, mo-
difica y adiciona diversos artículos de la Ley de Pesca que
remitió el Congreso del Estado de Jalisco con fecha del 18
de mayo del 2005, presentadas todas en la LIX Legislatu-
ra.

La Comisión de Pesca, con fundamento en las atribuciones
que les otorgan los artículos 39, 43, 44, 45 y relativos de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, así como los artículos 55, 56, 60, 88, 89, 93 y
94 y demás aplicables del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, somete a la consideración de los miembros de esta
honorable Asamblea, el presente Dictamen, el cual se ela-
bora a partir de los siguientes:

ANTECEDENTES

En la sesión del día 27 del mes de abril de 2004, el Dipu-
tado Eugenio Mier y Concha Campos integrante del grupo
parlamentario del Partido Revolucionario Institucional
propuso la Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma
a diversos artículos de la Ley de Pesca, que busca destacar
y reafirmar la facultad de las entidades federativas para ad-
ministrar y distribuir los recursos pesqueros que se distri-
buyen en su territorio, para hacer posible que aquéllas pue-
dan intervenir en el otorgamiento de permisos de pesca.

En la sesión celebrada con fecha 23 de noviembre de 2004,
los Diputados Enrique Escalante Arceo, Rafael Alejandro
Moreno Cárdenas, Carmen Guadalupe Fonz Sáenz y Oscar
Rodríguez Cabrera del grupo parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional presentaron la Iniciativa con
Proyecto de Decreto de la Ley que crea el Fondo Nacional
para el Desarrollo Pesquero: PROMAR.

En la sesión celebrada con fecha del 18 de mayo del 2005,
se recibió la Iniciativa de Decreto que reforma, modifica y
adiciona diversos artículos de la Ley de Pesca remitida por
el Congreso del Estado de Jalisco, por la que solicita que se
modifique el nombre de la Secretaría de Pesca, establecido
en el cuerpo de la Ley, por el de Secretaría de Agricultura,
Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación.

Con fecha 9 de diciembre de 2004, diversos Diputadas y
Diputados integrantes de la Comisión de Pesca presentaron
ante el Pleno de esta Soberanía la Iniciativa con Proyecto
de Decreto que expide la Ley General de Pesca y Acuacul-
tura Sustentables, en la cual se establece, además de la con-
currencia en la materia, su calidad de Ley Marco, además
de considerar a la pesca y a la acuacultura como un asunto
de seguridad nacional y prioridad en el desarrollo nacional.

En las fechas respectivas la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva de la Cámara de Diputados de la LIX Legislatura, tur-
nó dichas Iniciativas a la Comisión de Pesca para su estu-
dio, análisis y dictamen.

Del contenido de las diversas Iniciativas turnadas a la Co-
misión de Pesca, se elaboró un Proyecto de Dictamen, en
el que se integran en un solo documento las principales
propuestas de la Iniciativas en comento.

A fin de enriquecer el dictamen, la Comisión de Pesca
acordó llevar a cabo una amplia consulta nacional al sector
pesquero y en general a todos los interesados en la materia.
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En tal virtud, se realizaron 18 foros de consulta en diversos
puntos del país; además de reuniones de trabajo con secto-
res relacionados con la actividad, como el industrial; el so-
cial; el académico; el acuícola; las dependencias involucra-
das con el sector; entidades federativas; por citar las más
importantes. Asimismo, se recibió un amplio número de
opiniones de interesados en plantear sus comentarios.

El propio Ejecutivo federal, a través de la Unidad de Enla-
ce Legislativo de la Secretaría de Gobernación, hizo llegar
a la Comisión de Pesca, en el mes de agosto de 2005, un
documento que representa la opinión única del Gobierno
federal respecto al proyecto de dictamen, en el que expre-
sa, además, su interés y voluntad de trabajar en la estructu-
ración de un dictamen que responda a las necesidades del
sector pesquero.

Cabe destacar, que dentro de la elaboración del dictamen se
hizo una revisión minuciosa del texto de la Ley de Pesca
vigente, con el propósito de mantener en el dictamen aque-
llas disposiciones que han probado su eficacia a través de
su aplicación cotidiana.

CONSIDERANDOS

Que en el mes de abril de 2004 la Cámara de Diputados,
previa opinión de la Comisión de Pesca, aprobó una minu-
ta de reforma al artículo 73 fracción XXIX-L, publicada en
el Diario Oficial de la Federación de fecha 27 de septiem-
bre de 2004, para brindar al Congreso de la Unión la fa-
cultad de establecer la concurrencia entre la federación, es-
tados, el Distrito Federal y los municipios en materia de
pesca y acuacultura, con la participación del sector social y
privado.

Que derivado de esta facultad concedida al Congreso de la
Unión, mediante las iniciativas que han sido turnadas a la
Comisión de Pesca para reformar la Ley de Pesca vigente
y a la iniciativa de Ley General de Pesca y Acuacultura
Sustentables que los integrantes de la Comisión de Pesca
presentaron el 9 de diciembre de 2004, se integró el dicta-
men con proyecto de Decreto de Ley General de Pesca y
Acuacultura Sustentables.

Que la legislación en materia de pesca en México, es uno
de los instrumentos claves para promover el desarrollo de
la actividad pesquera. La reordenación y reorganización de
la pesca y de la acuacultura debe partir de nuevos esque-
mas normativos y regulatorios que las conviertan en los
principales motores del desarrollo sustentable.

Que nuestro país cuenta con una de las mayores riquezas
en materia de recursos pesqueros, ya que posee 11,592 ki-
lómetros de costas, de los cuales 8,475 corresponden al li-
toral del Pacífico y 3,117 al del Golfo de México y Mar Ca-
ribe, incluyendo islas; una Zona Económica Exclusiva de
más de tres millones de kilómetros cuadrados; y un consi-
derable número de áreas situadas en las costas y en el inte-
rior del territorio nacional, destinadas o susceptibles de uso
para la acuacultura, como lagos, lagunas, represas y ríos.

Que por su ubicación geográfica, sus aguas ofrecen medios
diversos para las distintas especies de organismos acuáti-
cos, debido a la variabilidad de climas y de condiciones
ecológicas que favorecen a la pesca y acuacultura. La di-
versidad climática y biológica en las aguas marinas permi-
te que en los mares de México se encuentren especies de
climas templado, cálido y frío, de fondo y superficie, cos-
teras y de alta mar, regionales y migratorias, y de todas las
transiciones entre estos tipos extremos, y sus aguas conti-
nentales son propicias para el desarrollo de la actividad
acuícola y se aprovechan 305 especies de pesca diferentes,
calculándose que existen 1,200 especies posibles de ser
capturadas.

Que la pesca es una actividad productiva de alto contenido
social, ya que representa en grandes regiones del país la
principal opción de desarrollo económico para algunos de
los sectores más desfavorecidos. El sector pesquero de Mé-
xico, incluyendo la acuacultura, contribuye en forma im-
portante a la economía del país, en lo que se refiere a se-
guridad alimentaria, empleos, desarrollo regional, ingreso
de divisas, entre otros. A nivel mundial México se encuen-
tra dentro de los veinte países con mayor producción pes-
quera, contribuyendo la pesca con alrededor del 1 por cien-
to del Producto Interno Bruto nacional.

Que la importancia de la actividad pesquera y acuícola na-
cional se evidencia en el impacto económico y social que
genera: la producción anual promedio es de alrededor de
1.4 millones de toneladas, la cual genera 350 mil empleos
directos y dos millones 300 mil indirectos, con un valor
promedio anual de la producción de más de 12 mil millo-
nes de pesos, incluyendo exportaciones por más de 600 mi-
llones de dólares al año y una balanza comercial histórica-
mente superavitaria en el sector, cercana a los 400 millones
de dólares.

Que los principios en los que se debe fundamentar la polí-
tica pesquera deben ser el reconocimiento del Estado Me-
xicano de que la pesca y la acuacultura son actividades que
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fortalecen la soberanía alimentaria y territorial de la na-
ción, que son asuntos de seguridad nacional y son prioridad
para la planeación nacional del desarrollo y la gestión inte-
gral de los recursos pesqueros y acuícolas. La pesca y la
acuacultura deben orientarse a la producción de alimentos
para el consumo humano directo para el abastecimiento de
proteinas de alta calidad y de bajo costo para los habitantes
de la nación.

Que el aprovechamiento de los recursos pesqueros y acuí-
colas, su conservación, restauración y la protección de los
ecosistemas en los que se encuentren, deben ser compati-
bles con su capacidad natural de recuperación y disponibi-
lidad.

Que la investigación científica y tecnológica debe consoli-
darse como herramienta fundamental para la definición e
implementación de políticas, instrumentos, medidas, meca-
nismos y decisiones relativos a la conservación, restaura-
ción, protección y aprovechamiento sustentable de los re-
cursos pesqueros y acuícolas.

Que es necesario reconocer a la acuacultura como una ac-
tividad productiva que permite la diversificación pesquera,
ofrecer opciones de empleo en el medio rural, incrementar
la producción pesquera y la oferta de alimentos que mejo-
ren la dieta de la población mexicana, así como la genera-
ción de divisas.

Que el ordenamiento de la acuacultura deberá orientarse a
través de programas que incluyan la definición de sitios pa-
ra su realización, su tecnificación y diversificación, bus-
cando nuevas tecnologías que reduzcan los impactos am-
bientales y que permitan ampliar el número de especies
nativas que se cultiven.

Que deben promoverse el uso de artes y métodos de pesca
selectivos y de menor impacto ambiental, a fin de conser-
var y mantener la disponibilidad de los recursos pesqueros,
la estructura de las poblaciones, la restauración de los eco-
sistemas costeros y acuáticos, así como la calidad de los
productos de la pesca.

Que con el fin de conservar y proteger los recursos pes-
queros y los ecosistemas en los que se encuentran, las au-
toridades administrativas competentes en materia de pesca
y acuacultura deberán adoptar el enfoque precautorio que
incluya la definición de límites de captura y esfuerzo apli-
cables, así como la evaluación y monitoreo del impacto de

la actividad pesquera sobre la sustentabilidad a largo plazo
de las poblaciones.

Que es necesario establecer métodos que permitan la trans-
parencia en los procedimientos administrativos relativos al
otorgamiento de concesiones y permisos para realizar acti-
vidades pesqueras y acuícolas, así como en las medidas pa-
ra el control del esfuerzo pesquero, para que sean eficaces
e incorporen mecanismos de control accesibles a los pro-
ductores.

Que la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables
tiene como uno de sus principales instrumentos de gestión
el ordenamiento de la pesca y acuacultura para fomentar el
mantenimiento de la calidad, la diversidad y disponibilidad
de los recursos pesqueros y acuícolas en cantidad suficien-
te para las generaciones presentes y futuras, en el contexto
de la seguridad alimentaria, el alivio de la pobreza, y el
desarrollo sostenible.

Que para contribuir a la protección del ambiente acuático,
es necesario el ordenamiento pesquero y acuícola que per-
mite el control de las actividades que se llevan a cabo en él.
Frente a esta situación, existe ya como un reclamo y exi-
gencia de los diferentes sectores que intervienen en la in-
dustria pesquera, así como de los grupos interesados en el
cuidado del medio ambiente, la necesidad de regular y, en
ciertos casos, controlar las actividades pesqueras, con el
objeto de que los recursos existentes continúen proporcio-
nando rendimientos adecuados para que puedan seguir
siendo utilizados de manera sustentable.

Que las medidas de ordenamiento deben asegurar la con-
servación no sólo de las especies objetivo, sino también de
aquellas especies pertenecientes al mismo ecosistema o de-
pendientes de ellas, o que están asociadas con ellas, así co-
mo establecer mecanismos para determinar la capacidad a
niveles compatibles con el uso sostenible de los recursos
pesqueros, a fin de velar porque los pescadores operen en
condiciones económicas que fomenten la pesca responsa-
ble.

Que la legislación pesquera ha tenido como principio la
conservación de los elementos naturales susceptibles de
apropiación que originariamente corresponden a la Nación,
de conformidad con el artículo 27 de la Constitución. Es a
partir de este principio como se desarrolla la regulación pes-
quera, ya que los recursos pesqueros forman parte del régi-
men de bienes nacionales. El texto constitucional también
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consagra que la conservación tenga como fin la distribu-
ción equitativa de la riqueza para el logro del desarrollo
equilibrado del país, por lo que es un concepto que debe
entenderse a la luz de un aprovechamiento racional, ya que
no puede haber riqueza sin una actividad productiva que la
genere. Éste no es un concepto de conservación a ultranza,
es un concepto cuyo objetivo es producir, conservando.

Que este concepto de conservación ha ido evolucionando
tanto a nivel nacional como internacional. En una primera
fase sirvió como base para todas las actividades extractivas
en el país, incluyendo a la pesca. En la década de los se-
tenta a partir de la Conferencia de Estocolmo, se acuñó ba-
jo el concepto de ecodesarrollo o desarrollo sin destruc-
ción. En la siguiente década y a partir del Informe
Bruntland se inicia la etapa del desarrollo sustentable que
ha permeado hasta el presente siglo.

Que el concepto de desarrollo sustentable en los últimos
años se ha convertido en un paradigma que debe ser apli-
cado al caso de la pesca. Ya se encuentra en la Ley Gene-
ral del Equilibrio Ecológico en el artículo 3º fracción XI,
desde 1996, retomando los conceptos que a nivel interna-
cional se empezaron a manejar, considerándolo como el
proceso evaluable mediante criterios e indicadores de ca-
rácter ambiental, económico y social que tiende a mejorar
la calidad de vida y la productividad de las personas, que
se funda en medidas apropiadas de preservación del equili-
brio ecológico, protección del ambiente y aprovechamien-
to de recursos naturales, de manera que no se comprometa
la satisfacción de las necesidades de las generaciones futu-
ras.

Que la sustentabilidad de la pesca se da cuando se realiza
la extracción del recurso a partir del conocimiento de los
impactos de la actividad, sin que dañe o afecte a las pobla-
ciones y tomando en cuenta, además, los factores ambien-
tales, económicos y sociales. Para que la pesca sea susten-
table las capturas y el esfuerzo pesquero deben estar en
función de la cantidad de recurso disponible, este es el
principio que ha sido tomado en cuenta para la mayoría de
las formas de regulación de la pesca en las últimas décadas;
sin embargo, este modelo ha sido rebasado ya que no to-
maba en cuenta otros factores como el climático, el ecosis-
témico y el económico-social.

Que en este sentido existen varios enfoques. Tanto ONGs,
como gobiernos y la opinión pública en general, conside-
ran que la sustracción de los recursos sin control tiene como
consecuencia la disminución de las capturas, debido a que

no se toma en cuenta el máximo rendimiento sostenible. Se
dice que la pesca se colapsará en virtud de que los niveles
de extracción están rebasando la capacidad de renovabili-
dad del recurso. A la actividad pesquera se le califica por
algunos expertos, como la actividad que genera graves des-
equilibrios en los ecosistemas acuáticos que la convierten
en insustentable y depredadora, ya que impiden la renova-
bilidad del recurso. Hay una permanente acusación en este
sentido tanto a nivel nacional como internacional.

Que existe otra postura, la que considera que a partir de da-
tos objetivos que son resultados de estudios y que se en-
cuentran reconocidos en las normas, debido a que la pesca
es una actividad extractiva que genera una importante de-
rrama económica, es a partir del aprovechamiento susten-
table como se puede revertir esta tendencia.

Que por ello, en el proyecto de dictamen de la Ley se in-
corpora el concepto de aprovechamiento sustentable de los
recursos pesqueros y acuícolas, que conforme a la legisla-
ción mexicana es la utilización de los recursos naturales en
forma tal que se respete la integridad funcional y las capa-
cidades de carga de los ecosistemas de los que forman par-
te dichos recursos, por periodos indefinidos, evitando la so-
breexplotación y el exceso de capacidad de pesca.

Que si consideramos que la actividad pesquera se realiza a
partir de un recurso que es renovable, más no infinito, en el
caso de la pesca el esfuerzo pesquero es uno de los facto-
res que deben considerarse para su regulación. A este hay
que añadir otros factores que afectan a la pesca, que de ma-
nera directa inciden, como es el caso de la contaminación
de las aguas, los fenómenos climáticos que alteran la tem-
peratura de las corrientes oceánicas de �niño� o �niña�, y
otros indirectos como es el caso de la demanda del recurso
y su comercialización.

Que en los últimos veinte años, en el caso de México, en la
mayoría de las pesquerías, se ha llegado al máximo rendi-
miento sostenible, otras se encuentran en deterioro, y algu-
nas otras con potencial de desarrollo. Esto significa que pa-
ra regular al sector se requiere controlar el esfuerzo
pesquero. Por ello se proponen medidas para prevenir o eli-
minar el exceso de capacidad de pesca y cuidar que los ni-
veles del esfuerzo pesquero sean compatibles con el apro-
vechamiento sostenible de los recursos, a fin de velar por
la eficacia de las medidas de conservación y gestión.

Que es necesario impulsar y promover la participación, con-
senso y compromiso de los productores y sus comunidades
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en la corresponsabilidad de aprovechar de forma integral y
sustentable los recursos pesqueros y acuícolas. Se toma en
cuenta que los pescadores son los primeros interesados en
que la actividad sea rentable y sustentable, por ello es fun-
damental su participación en los procesos de generación de
normas y toma de decisiones. Para participar de forma res-
ponsable en este proceso, los productores pesqueros y acu-
ícolas requieren saber claramente cuáles son los controles
y lo que éstos exigen para llevar a cabo sus actividades.

Que a partir de las experiencias y de los intereses del sec-
tor pesquero, se deben de formular los principios para la
aplicación y cumplimiento efectivo de sus postulados. Es-
te Dictamen es un instrumento que le permite al sector pes-
quero competitividad, y en el cual se ven reflejadas sus in-
quietudes y las soluciones a los diversos problemas a los
que se enfrentan día con día, sin perder de vista que a par-
tir de la sustentabilidad de la actividad, es la única manera
como pueden garantizarse y asegurarse su forma de sus-
tento.

Que la ley es el instrumento idóneo para establecer los me-
canismos que fomenten la pesca responsable a fin de velar
que los pescadores operen en condiciones económicas, a
partir de la determinación de los niveles compatibles con el
uso sostenible de los recursos pesqueros y regular la pesca
de forma tal que se evite el riesgo de conflictos entre los
pescadores que utilicen distintos tipos de embarcaciones,
artes y métodos de pesca.

Que por ello esta Ley General de Pesca y Acuacultura Sus-
tentables le brinda al sector certidumbre, seguridad jurídi-
ca y con ello la posibilidad de lograr el desarrollo sustenta-
ble, aplicando sus principios, ejecutando el ordenamiento
pesquero y operando los mecanismos de gestión integral
que contiene, así como los instrumentos de control y vigi-
lancia. Para lograr la sustentabilidad la Ley tiene como ba-
se la participación de todos los involucrados en la pesca de
manera informada y responsable, para un uso sostenible, a
largo plazo, de los recursos pesqueros.

Que el reto que plantea para la regulación y ordenación de
la actividad pesquera tanto el desarrollo sustentable, como
el uso sostenible de los recursos pesqueros, es la forma en
que se puede garantizar el aprovechamiento de los recur-
sos a partir del ordenamiento pesquero, cuyo objetivo pri-
mordial es la conservación y gestión de los recursos, de
manera tal que se mantengan o restablezcan las poblacio-
nes a niveles que puedan producir el máximo rendimien-
to sostenible, para lo cual se requiere de llevar a cabo las

medidas adecuadas con base en estudios y datos científicos
fidedignos y disponibles, tomando en cuenta, además, los
aspectos sociales y económicos, así como los instituciona-
les y políticos.

Que para concretar los principios de conservación, aprove-
chamiento racional y uso sustentable de los recursos pes-
queros contenidos en la legislación internacional y nacio-
nal, la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables
los considera dentro de sus objetivos, y para tal efecto in-
corpora una serie de nuevas figuras y mecanismos, dentro
de las que destacan las siguientes:

1.- LA SUSTENTABILIDAD PESQUERA Y ACUÍCOLA
Y EL DERECHO AL MEDIO AMBIENTE ADECUADO.

En la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables se
considera al aprovechamiento sustentable de los recursos
pesqueros y acuícolas como una de las condiciones esen-
ciales para inducir la actividad económica a partir de un en-
foque que permita asegurar para las futuras generaciones
un mejor nivel y calidad de vida.

Considerando que la mayoría de las pesquerías se encuen-
tran en niveles máximos de rendimiento o incluso de so-
breexplotación, se contemplan las medidas necesarias para
ordenar y establecer adecuadas provisiones y destinos de
las aguas, recursos naturales y de los ecosistemas. La orde-
nación de la pesca y acuacultura serán los ejes fundamen-
tales para lograrlo.

2.- CONCURRENCIA Y COMPETENCIA

La Ley busca establecer las bases para el ejercicio de las
atribuciones que en materia de pesca y acuacultura corres-
ponden a la federación, las entidades federativas y los mu-
nicipios, bajo el principio de concurrencia previsto en la
fracción XXIX-L del artículo 73 de la Constitución.

Para cumplir con este precepto se establecen como objeto
de la Ley otras disposiciones constitucionales que son su
fundamento, ya que no bastaría con reglamentar el artículo
27, sin considerar otros aspectos que permiten dar un ma-
yor alcance a sus disposiciones y principios. Tal es el caso
de la fracción XXIX-G respecto de la concurrencia en ma-
teria de protección al ambiente y de preservación y restau-
ración del equilibrio ecológico y con la XXIX-D para ex-
pedir leyes sobre planeación nacional del desarrollo
económico y social.
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En el artículo 27 fracción XX, al considerar al sector social
como parte del desarrollo rural integral, se requieren de
mecanismos que vinculen este principio con la participa-
ción a que alude al artículo 73 XXIX-L.

Por otra parte, el artículo 27 tradicionalmente ha sido con-
siderado el fundamento constitucional de la pesca, debido
a que se refiere al régimen de apropiación de los recursos
naturales y la imposición de modalidades para su aprove-
chamiento, que se relaciona con la materia pesquera y el
régimen de bienes nacionales, incluidos los bienes de do-
minio público, el régimen de aguas nacionales y de las
aguas interiores, aguas marinas, así como los derechos de
soberanía y jurisdicción sobre la zona económica exclusi-
va, entre otros.

Dentro del objeto también se hacen operativos los princi-
pios de la Constitución en el caso del artículo 2º sobre de-
rechos de los pueblos y comunidades indígenas, el artículo
4º sobre el derecho al medio ambiente adecuado y el rela-
tivo a la protección de la salud en lo que a sanidad se re-
fiere.

3.- OTORGAMIENTO DE FACULTADES A ESTADOS
Y MUNICIPIOS

Conforme a los principios de los artículos 115, 116, 122 y
124, la Ley establece la forma en que participarán los esta-
dos, el Distrito Federal y los municipios en la materia. Des-
tacan, entre otras: que a través de los consejos estatales de
pesca y acuacultura se conozcan las solicitudes de determi-
nados permisos y concesiones y se pueda emitir una opi-
nión sobre esa solicitud; que participen en la elaboración
de programas de manejo pesquero y en la formulación de
los ordenamientos pesqueros y planes de ordenamiento
acuícola, así como en las acciones de inspección y vigilan-
cia.

Las facultades que se otorgan a los estados no van en de-
trimento de las que cuenta la federación, sino que, con el
nuevo régimen de distribución de competencias se abre un
espacio para que los estados promuevan y apoyen al sector,
y a través de convenios de coordinación específicos se po-
sibilita la descentralización de la administración pesquera.
Por otra parte se promueve la actualización de la legisla-
ción estatal para que en el ámbito de su competencia se es-
tablezca un nuevo régimen sobre el aprovechamiento de
los recursos pesqueros incluyendo entre otros, el penal, pa-
ra que sus códigos estatales establezcan los delitos que
atenten contra dichos recursos.

4.- DERECHO INDÍGENA: SE DESARROLLAN LOS
PRINCIPIOS DEL ARTÍCULO 2º CONSTITUCIONAL

En los términos del artículo segundo de la Constitución se
reconoce el derecho de preferencia para el acceso de los
pueblos y las comunidades indígenas al aprovechamiento
sustentable de los recursos pesqueros en los lugares que ha-
bitan. Para ello, con el fin de apoyar las actividades pro-
ductivas de las comunidades indígenas, se promoverán
programas tendientes a reconocer aquellos usos y costum-
bres pesqueros que favorezcan su desarrollo sustentable.

Los pueblos y comunidades indígenas asentados en las cos-
tas del territorio nacional, bajo estos principios, tendrán
preferencia en el otorgamiento de permisos y concesiones
para la práctica de la pesca en los lugares que tradicional-
mente realizan estas actividades. Asimismo se les dotará de
los estímulos, recursos y tecnologías para que incrementen
sus capacidades productivas.

5.-SE CONSIDERA A LA PESCA Y ACUACULTURA
COMO ASUNTOS DE SEGURIDAD NACIONAL Y CO-
MO PRIORIDAD PARA EL DESARROLLO NACIO-
NAL

La Ley brinda el fundamento necesario para que se consi-
dere a la pesca y la acuacultura como un asunto de seguri-
dad nacional, y como prioridad para el desarrollo nacional.
La política nacional en materia de pesca y acuacultura sus-
tentables: sus principios, mecanismos, instrumentos, pro-
gramas y medidas expresamente establecidos, son las bases
que permitirán garantizar los objetivos de la misma.

Con estos objetivos se busca revertir el escaso interés que
ha recibido la pesca y acuacultura en los últimos lustros,
principalmente por parte del Gobierno federal y replantear
el lugar que actualmente ocupa en la agenda nacional, pa-
ra convertirlo en uno de los ejes del desarrollo económico
y social del país.

6.-DELIMITACIÓN MÁS CLARA DE LAS ATRIBU-
CIONES DEL EJECUTIVO FEDERAL EN EL MARCO
DE LA COORDINACIÓN INTERINSTITUCIONAL

En la Ley se establecen expresamente las atribuciones de la
autoridad que dentro del Ejecutivo Federal será la encarga-
da de llevar a cabo la política nacional de pesca y acuacul-
tura y de coordinar a las diferentes dependencias y entida-
des que faciliten las acciones en la materia.
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La Ley a través de la coordinación evita que la duplicidad
y el traslape de funciones que bajo los esquemas actuales
se han convertido en obstáculos al desarrollo pesquero.

7.-SE INCORPORA UN TITULO QUE REGULA LA AC-
TIVIDAD ACUÍCOLA

La acuacultura se ha convertido en los últimos años en una
importante actividad productiva, con un importante potencial
de crecimiento, cuyos efectos es necesario prevenir para ga-
rantizar que sea una actividad sustentable y competitiva.

Por ello en la Ley se incorpora un título específico en ma-
teria de acuacultura, en el cual se incluyen los siguientes
instrumentos: el programa nacional de pesca y acuacultura
y la carta acuícola nacional; los programas estatales de
acuacultura y los planes de ordenamiento acuícola. Asi-
mismo se prevé la creación de las unidades de manejo acu-
ícola y el procedimiento de aprobación para introducir or-
ganismos no nativos en aguas continentales.

8.-SE PROMUEVE EL ACCESO A LOS MERCADOS
NACIONAL E INTERNACIONAL INCORPORANDO
EL TEMA DE LA SANIDAD, INOCUIDAD Y CALI-
DAD.

Se incluyen los temas de sanidad e inocuidad como premi-
sas fundamentales para lograr una mayor calidad de los
productos pesqueros y acuícolas. En esta materia la SA-
GARPA ejercerá sus atribuciones y facultades en materia
de sanidad de especies acuícolas, a través del SENASICA,
promoviendo con ello el acceso a los mercados internacio-
nales, estimulando la inversión en el sector, favoreciendo
la creación de empleos y la entrada de divisas.

9.-SE FORTALECE LA INVESTIGACIÓN Y SU VIN-
CULACIÓN CON EL SECTOR Y UNA RED DE INSTI-
TUCIONES DE ENSEÑANZA E INVESTIGACIÓN, ASÍ
COMO LA FUNCIÓN DEL INSTITUTO NACIONAL
DE PESCA Y ACUACULTURA (INAPESCA).

Se prevé que el INAPESCA emita opiniones y dictámenes
vinculantes para la autoridad administrativa encargada de
la administración y regulación de la pesca y acuacultura.
Además, se propone que el INAPESCA promoverá y coor-
dinará la integración de la red nacional de información e
investigación en pesca y acuacultura, con el objeto de vin-
cular y fortalecer la investigación científica y el desarrollo
tecnológico para el manejo y administración de los recur-
sos pesqueros y el desarrollo ordenado de la acuacultura.

10.-SE FORTALECE EL TEMA DE INSPECCIÓN Y VI-
GILANCIA.

Para contribuir a resolver uno de los problemas más agu-
dos que enfrenta la actividad pesquera nacional, se fortale-
ce la inspección y vigilancia, a través de medidas de mayor
control, la incorporación de los avances científicos y tec-
nológicos, procesos transparentes de participación interins-
titucional y entre los ordenes de gobierno; se crea el Pro-
grama Integral de Inspección y Vigilancia para el Combate
a la Pesca Ilegal, con carácter participativo y se establecen
sanciones más severas a las conductas infractoras.

11.-SE ESTABLECEN MEDIDAS DE FOMENTO A LA
ACTIVIDAD PESQUERA Y ACUÍCOLA Y SE CREA EL
FONDO MEXICANO PARA EL DESARROLLO PES-
QUERO Y ACUÍCOLA. 

Se incluye la propuesta para crear el Fondo Mexicano para
el Desarrollo Pesquero y Acuícola, PROMAR, como ins-
trumento para promover la conservación, incremento,
aprovechamiento sustentable y restauración de los recursos
pesqueros y acuícolas, facilitando el acceso a los servicios
financieros en el mercado, impulsando proyectos que con-
tribuyan a la integración y competitividad de la cadena pro-
ductiva y desarrollando los mecanismos adecuados.

12. SE REGULA LA CARTA NACIONAL PESQUERA

Se fortalece la figura de la Carta Nacional Pesquera consi-
derándola un elemento fundamental para el ordenamiento
pesquero. Su contenido tendrá carácter informativo para
los sectores productivos y será vinculante para la autoridad
en la toma de decisiones de la autoridad pesquera en la
adopción e implementación de instrumentos y medidas de
control del esfuerzo pesquero, en la resolución de solicitu-
des de concesiones y permisos para la realización de acti-
vidades pesqueras y en la implementación y ejecución de
acciones y medidas relacionadas con dichos actos adminis-
trativos, así como en la implementación y ejecución de ac-
ciones tendientes a la recuperación de alguna especie o
ecosistema.

13.-SE CREAN COMO INSTRUMENTOS DE LA POLÍ-
TICA PESQUERA LOS PROGRAMAS DE ORDENA-
MIENTO PESQUERO Y LOS PLANES DE MANEJO
PESQUERO

Los programas de ordenamiento pesquero como instru-
mentos cuyo objeto es regular e inducir el uso de la franja
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marina sujeta al aprovechamiento pesquero, con el fin de
lograr el aprovechamiento sustentable de los recursos natu-
rales, basados en información histórica de niveles de ex-
tracción, vocación, usos y potencialidades de desarrollo de
actividades.

Los planes de manejo pesquero, como el conjunto de ac-
ciones encaminadas al desarrollo de la actividad pesquera
de forma equilibrada, integral y sustentable; basadas en el
conocimiento actualizado de los aspectos biológicos, pes-
queros, ambientales, económicos, culturales y sociales que
se tengan de ella.

14.- SE DEFINEN CON CLARIDAD EL PROCEDI-
MIENTO PARA OTORGAR PERMISOS Y CONCESIO-
NES Y EL RÉGIMEN DE TRANSFERENCIAS.

Con el objeto de brindar seguridad jurídica, garantizar los
derechos de concesionarios y permisionarios, lograr la
transparencia, así como eliminar prácticas monopólicas y
aquellas que pongan en riesgo la sustentabilidad de los re-
cursos pesqueros o acuícolas, o la inversión, se prevé que
las concesiones y los permisos sean intransferibles.

Sin embargo, se propone la sustitución del titular de la con-
cesión cuando sean personas físicas en caso de falleci-
miento mediante un procedimiento especial. Para resguar-
dar el patrimonio de los titulares, se dará preferencia a sus
herederos, cuidando el régimen civil aplicable.

15.- PARA SU APLICACIÓN EFECTIVA. SE REDUCE
LA DISCRECIONALIDAD DE LA LEY Y SE PRO-
MUEVE LA TRANSPARENCIA.

La discrecionalidad en la aplicación del marco jurídico vi-
gente, constituye uno de los mayores obstáculos para el
desarrollo de la pesca y la acuacultura. El desarrollo sus-
tentable de la actividad pesquera y acuícola demanda un
marco jurídico que defina con mayor precisión las reglas
para llevar a cabo la actividad.

El proyecto de dictamen de la Ley General de Pesca y
Acuacultura Sustentables contiene los mecanismos de apli-
cación y cumplimiento efectivo de la normatividad, ya que
al seguir los principios constitucionales y estar inserto en la
lógica de los mismos, se logrará poner a operar tanto al sis-
tema judicial mexicano, como los diferentes instrumentos
y mecanismos previstos en la legislación procesal.

El Dictamen creció en su estructura respecto de la Ley vi-
gente, desarrollando de manera más amplia sus principios,
para lograr la transparencia de los procesos de regulación
de la actividad pesquera nacional.

Que sin dejar de reconocer las aportaciones que en su mo-
mento brindaron las leyes de pesca anteriores o la Ley de
Pesca vigente expedida en 1992, son muchas las razones
que justifican la actualización y modernización de nuestra
legislación pesquera, ante un nuevo entorno económico y
comercial que ha rebasado e impactado el marco jurídico
ambiental y de los recursos naturales, la emergencia de
nuevos derechos, como los derechos indígenas, el desarro-
llo social y rural, entre otros, así como la reforma constitu-
cional para establecer la concurrencia de estados y munici-
pios en la actividad, que hacen necesario impulsar una
nueva Ley de Pesca y Acuacultura.

Que un nuevo marco jurídico de la pesca y la acuacultura
servirá de base para fortalecer y reordenar la actividad pes-
quera. Debemos reconocer las limitaciones que genera a su
desarrollo el actual marco jurídico vigente.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, los inte-
grantes de esta Comisión de Pesca de la LIX Legislatura,
con las atribuciones que le otorga el artículo 73 fracción
XXIX-L, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como los artículos 45 numeral 6 incisos e)
y f) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, así como los artículos 87 y 88 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la con-
sideración de esta honorable Asamblea el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO POR EL 
QUE SE EXPIDE LA LEY GENERAL DE PESCA 

Y ACUACULTURA SUSTENTABLES

Artículo Único.- Se expide la Ley General de Pesca y
Acuacultura Sustentables.

TÍTULO PRIMERO
DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I.
DEL OBJETO

ARTÍCULO 1o.- La presente Ley es de orden público e in-
terés social, reglamentaria del artículo 27 de la Constitución
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Política de los Estados Unidos Mexicanos y tiene por obje-
to regular, fomentar y administrar el aprovechamiento de
los recursos pesqueros y acuícolas en el territorio nacional
y las zonas sobre las que la nación ejerce su soberanía y ju-
risdicción; del 73 fracción XXIX-L para establecer las ba-
ses para el ejercicio de las atribuciones que en la materia
corresponden a la federación, las entidades federativas y
los municipios, bajo el principio de concurrencia y con la
participación de los productores pesqueros, así como de las
demás disposiciones previstas en la propia Constitución
que tienen como fin propiciar el desarrollo integral y sus-
tentable de la pesca y la acuacultura.

ARTÍCULO 2o.- Son objetivos de esta Ley:

I. Establecer y definir los principios para ordenar, fo-
mentar y regular el manejo integral y el aprovecha-
miento sustentable de la pesca y la acuacultura, consi-
derando los aspectos sociales, tecnológicos,
productivos, biológicos, y ambientales;

II. Promover el mejoramiento de la calidad de vida de
los pescadores y acuicultores del país a través de los
programas que se instrumenten para el sector pesquero
y acuícola;

III. Establecer las bases para la ordenación, conserva-
ción, la protección, la repoblación y el aprovechamien-
to sustentable de los recursos pesqueros y acuícolas, así
como la protección y rehabilitación de los ecosistemas
en que se encuentran dichos recursos;

IV. Fijar las normas básicas para planear y regular el
aprovechamiento de los recursos pesqueros y acuícolas,
en medios o ambientes seleccionados, controlados, na-
turales, acondicionados o artificiales, ya sea que reali-
cen el ciclo biológico parcial o completo, en aguas ma-
rinas, continentales o salobres, así como en terrenos del
dominio público o de propiedad privada;

V. Procurar el derecho al acceso, uso y disfrute prefe-
rente de los recursos pesqueros y acuícolas de las co-
munidades y pueblos indígenas, en los términos de la
presente Ley,  de los lugares que ocupen y habiten;

VI. Establecer las bases y los mecanismos de coordina-
ción entre las autoridades de la Federación, las entida-
des federativas y los municipios, para el mejor cumpli-
miento del objeto de esta Ley;

VII. Determinar y establecer las bases para la creación,
operación y funcionamiento de mecanismos de partici-
pación de los productores dedicados a las actividades
pesqueras y acuícolas;

VIII. Apoyar y facilitar la investigación científica y tec-
nológica en materia de acuacultura y pesca;

IX. Establecer el régimen de concesiones y permisos pa-
ra la realización de actividades de pesca y acuacultura;

X. Establecer las bases para el desarrollo e implementa-
ción de medidas de sanidad de recursos pesqueros y
acuícolas;

XI. Establecer las bases para la certificación de la sani-
dad inocuidad y calidad de los productos pesqueros y
acuícolas, desde su obtención o captura y hasta su pro-
cesamiento primario, de las actividades relacionadas
con éstos y de los establecimientos e instalaciones en los
que se produzcan o conserven;

XII. Establecer el Sistema Nacional de Información de
Pesca y Acuacultura y el Registro Nacional de Pesca y
Acuacultura;

XIII. Establecer las bases para la realización de acciones
de inspección y vigilancia en materia de pesca y acua-
cultura, así como los mecanismos de coordinación con
las autoridades competentes;

XIV. Establecer las infracciones y sanciones correspon-
dientes por incumplimiento o violación a las disposicio-
nes de esta Ley, sus reglamentos y las normas oficiales
mexicanas que deriven de la misma, y

XV. Proponer mecanismos para garantizar que la pesca
y la acuacultura se orienten a la producción de alimen-
tos. 

ARTÍCULO 3o.- La presente Ley, para los efectos de las
actividades pesqueras y acuícolas, tendrá aplicación en:

I. Los recursos naturales que constituyen la flora y fau-
na cuyo medio de vida total, parcial o temporal, sea el
agua, de conformidad con el Artículo 27 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos;

II. En todo el territorio nacional respecto de la verifica-
ción del cumplimiento de sus preceptos, reglamentos,
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normas oficiales mexicanas y demás disposiciones que
de ella deriven, y 

III. En las embarcaciones de bandera mexicana o ex-
tranjera que realicen actividades pesqueras en alta mar o
en aguas de jurisdicción extranjera, al amparo de conce-
siones, permisos y autorizaciones o de cualquier otro ac-
to jurídico similar, que haya otorgado algún gobierno
extranjero a los Estados Unidos Mexicanos o a sus na-
cionales .

ARTÍCULO 4o.- Para los efectos de esta Ley, se entiende
por:

I. Acuacultura: Es el conjunto de actividades dirigidas a
la reproducción controlada, preengorda y engorda de es-
pecies de la fauna y flora realizadas en instalaciones
ubicadas en aguas dulces, marinas o salobres, por medio
de técnicas de cría o cultivo, que sean susceptibles de
explotación comercial, ornamental o recreativa;

II. Acuacultura comercial: Es la que se realiza con el
propósito de obtener beneficios económicos;

III. Acuacultura de fomento: Es la que tiene como pro-
pósito el estudio, la investigación científica y la experi-
mentación en cuerpos de agua de jurisdicción federal,
orientada al desarrollo de biotecnologías o a la incorpo-
ración de algún tipo de innovación tecnológica, así co-
mo la adopción o transferencia de tecnología, en alguna
etapa del cultivo de especies de la flora y fauna, cuyo
medio de vida total o parcial sea el agua;

IV. Acuacultura didáctica: Es la que se realiza con fines
de capacitación y enseñanza de las personas que en
cualquier forma intervengan en la acuacultura en cuer-
pos de agua de jurisdicción federal;

V. Arte de pesca: Es el instrumento, equipo o estructura
con que se realiza la captura o extracción de especies de
flora y fauna acuáticas;

VI. Aviso de arribo: Es el documento en el que se re-
porta a la autoridad competente los volúmenes de cap-
tura obtenidos por especie durante una jornada o viaje
de pesca;

VII. Aviso de cosecha: Es el documento en el que se re-
porta a la autoridad competente la producción obtenida
en unidades de producción acuícolas;

VIII. Aviso de producción: Es el documento en el que se
reporta a la autoridad competente, la producción obteni-
da en laboratorios acuícolas;

IX. Aviso de recolección: Es el documento en el que se
reporta a la autoridad competente el número de organis-
mos colectados del medio natural, al amparo de un per-
miso;

X. Aviso de siembra: Es el documento en el que se re-
porta a la autoridad competente las especies a cultivar,
la cantidad de organismos, las fechas de siembra y las
medidas sanitarias aplicadas previamente al cultivo; 

XI. Barco-fábrica: Es la embarcación pesquera auto-
propulsada que disponga de equipos para la industriali-
zación de la materia prima resultado de su captura y/o
de las capturas realizadas por otras embarcaciones; 

XII. Bitácora de pesca: Es el documento de registro y
control del quehacer pesquero a bordo de una embarca-
ción, por medio del cual la autoridad competente recibe
del pescador el reporte de la actividad que se le ha con-
cesionado o permitido;

XIII. Captura incidental: La extracción de cualquier es-
pecie no comprendida en la concesión o permiso res-
pectivo, ocurrida de manera fortuita;

XIV. Certificado de sanidad acuícola: Documento ofi-
cial expedido por el Servicio Nacional de Sanidad, Ino-
cuidad y Calidad Agroalimentaria, o a través de labora-
torios acreditados y aprobados en los términos de esta
Ley y de la Ley Federal sobre Metrología y Normaliza-
ción, en el que se hace constar que las especies acuíco-
las o las instalaciones en las que se producen se en-
cuentran libres de patógenos causantes de
enfermedades;

XV. Concesión: Es el Titulo que en ejercicio de sus fa-
cultades otorga la Secretaría, a personas físicas o mora-
les para llevar a cabo la pesca comercial de los recursos
de la flora y fauna acuáticas en aguas de jurisdicción na-
cional, así como para la acuacultura, durante un periodo
determinado en función de los resultados que prevean
los estudios técnicos, económicos y sociales que pre-
sente el solicitante, de la naturaleza de las actividades a
realizar, de la cuantía de las inversiones necesarias para
ello y de su recuperación económica;
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XVI. Cuarentena: El tiempo que determine la autoridad
competente para mantener en observación los organis-
mos acuáticos, para determinar su calidad sanitaria, me-
diante normas oficiales mexicanas u otras regulaciones
que emita el Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y
Calidad Agroalimentaria;

XVII. Embarcación menor: Unidad de pesca con o sin
motor  fuera de borda y con eslora máxima total de 10.5
metros; con o sin sistema de conservación de la captura
a base de hielo y con una autonomía de 3 días como má-
ximo; 

XVIII. Embarcación pesquera: Es toda construcción de
cualquier forma o tamaño, que se utilice para la realiza-
ción de actividades de pesca, capaz de mantenerse a flo-
te o surcar la superficie de las aguas;

XIX. Esfuerzo pesquero: El número de individuos, em-
barcaciones o artes de pesca, que son aplicados en la
captura o extracción de una o varias especies en una zo-
na y periodo determinados;

XX. Guía de pesca: Es el documento que ampara el
transporte por vía terrestre, marítima o aérea de produc-
tos pesqueros vivos, frescos, enhielados o congelados,
provenientes de la acuacultura o de la pesca;

XXI. INAPESCA: El Instituto Nacional de Pesca y
Acuacultura;

XXII. Inocuidad: Es la garantía de que el consumo de
los recursos pesqueros y acuícolas no cause daño en la
salud de los consumidores

XXIII. Introducción de especies: Actividad que se re-
fiere a aquellas especies que no se distribuyen natural-
mente existentes en el cuerpo de agua en el que se pre-
tenden introducir; 

XXIV. Normas: Las normas expedidas de conformidad
con la Ley Federal sobre Metrología y Normalización y
esta Ley;

XXV. Ordenamiento pesquero: Conjunto de instrumen-
tos cuyo objeto es regular y administrar las actividades
pesqueras, induciendo el aprovechamiento sustentable
de los recursos pesqueros y acuícolas, basado en la dis-
ponibilidad de los recursos pesqueros, información his-

tórica de niveles de extracción, usos y potencialidades
de desarrollo de actividades, capacidad pesquera o acu-
ícola, puntos de referencia para el manejo de las pes-
querías y en forma congruente con el ordenamiento eco-
lógico del territorio;

XXVI. Permiso: Es el documento que otorga la Secre-
taría, a las personas físicas o morales, para llevar a cabo
las actividades de pesca y acuacultura que se señalan en
la presentes Ley;

XXVII. Pesca: Es el acto de extraer, capturar o recolec-
tar, por cualquier método o procedimiento, especies bio-
lógicas o elementos biogénicos, cuyo medio de vida to-
tal, parcial o temporal, sea el agua;

XXVIII. Pesca Comercial: La captura y extracción que
se efectúa con propósitos de beneficio económico;

XXIX. Pesca deportivo-recreativa: La que se practica
con fines de esparcimiento o recreación con las artes de
pesca previamente autorizadas por esta Ley, reglamen-
tos y las normas oficiales vigentes;

XXX. Pesca didáctica: Es la que realizan las institucio-
nes de educación, reconocidas oficialmente, para llevar
a cabo sus programas de capacitación y enseñanza;

XXXI. Pesca de consumo doméstico: Es la captura y
extracción que se efectúa sin propósito de lucro y con el
único objeto de obtener alimento para quien la realice y
de sus dependientes, por tanto no podrá ser objeto de co-
mercialización;

XXXII. Pesca de fomento: Es la que se realiza con fines
de investigación, exploración, experimentación, conser-
vación, evaluación de los recursos acuáticos, creación,
mantenimiento y reposición de colecciones científicas y
desarrollo de nuevas tecnologías;

XXXIII. Pesquería: Conjunto de sistemas de produc-
ción pesquera, que comprenden en todo o en parte las
fases sucesivas de la actividad pesquera como actividad
económica, y que pueden comprender la captura, el ma-
nejo y el procesamiento de un recurso o grupo de recur-
sos afines y cuyos medios de producción, estructura or-
ganizativa y relaciones de producción ocurren en un
ámbito geográfico y temporal definido;
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XXXIV. Pesquería en recuperación: Es aquella pesque-
ría que se encuentra en deterioro y sujeta a un conjunto
de medidas con el propósito de su recuperación;

XXXV. Pesquería sobreexplotada: Es la pesquería que
se encuentra explotada por encima de su límite de recu-
peración;

XXXVI. Plan de manejo pesquero: El conjunto de ac-
ciones encaminadas al desarrollo de la actividad pes-
quera de forma equilibrada, integral y sustentable; basa-
das en el conocimiento actualizado de los aspectos
biológicos, ecológicos, pesqueros, ambientales, econó-
micos, culturales y sociales que se tengan de ella;

XXXVII. Procesamiento Primario: Proceso basado ex-
clusivamente en la conservación del producto por la ac-
ción del frío, enhielado y congelado, y que no se le apli-
can métodos de cocción o calor en ninguna forma,
incluyendo actividades de empacado, eviscerado, desca-
bezado, fileteado o desangrado;

XXXVIII. Recursos Acuícolas: Las especies acuáticas
susceptibles de cultivo, sus productos y subproductos;

XXXIX. Recursos Pesqueros: Las especies acuáticas,
sus productos y subproductos, obtenidos mediante su
cultivo o extracción o captura, en su estado natural;

XL. Registro: El Registro Nacional de Pesca y Acuacul-
tura;

XLI. Repoblación: Es el acto de introducir organismos
acuáticos vivos nativos en cualquiera de los estadios de
su ciclo de vida, en cuerpos de agua de jurisdicción fe-
deral con fines de mantener, recuperar o incrementar las
poblaciones naturales pesqueras;

XLII. Sanidad acuícola: Es el conjunto de prácticas y
medidas establecidas en normas oficiales, encaminadas
a la prevención, diagnóstico y control de las plagas, y
enfermedades que afectan a dichas especies;

XLIII. Secretaría: La Secretaría de Agricultura, Gana-
dería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, a través
de la Comisión Nacional de Acuacultura y Pesca, con
excepción de aquellos casos en los que sea a través de
SENASICA;

XLIV. SEMARNAT: La Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales;

XLV. SENASICA: El Servicio Nacional de Sanidad, Ino-
cuidad y Calidad Agroalimentaria;

XLVI. Unidad de manejo acuícola: Se integra con las
áreas comprendidas en una zona delimitada, en la que se
establece un conjunto de unidades de producción con
una infraestructura básica y las instalaciones necesarias
para su operación y funcionamiento compartido, opera-
da de forma común;

XLVI. Veda: Es el acto administrativo por el que se pro-
híbe llevar a cabo la pesca en un periodo o zona especi-
fica establecido mediante acuerdos o normas oficiales,
con el fin de resguardar los procesos de reproducción y
reclutamiento de una especie;

XLVIII. Zona de escasa prevalencia: Área geográfica
determinada en donde se presenta una frecuencia míni-
ma de casos recientes de una enfermedad o plaga de es-
pecies acuáticas vivas, en una especie y periodo especí-
ficos;

XLIX. Zona de Refugio: Las áreas delimitadas en las
aguas de jurisdicción federal, con la finalidad primor-
dial de conservar y contribuir, natural o artificialmente,
al desarrollo de los recursos pesqueros con motivo de su
reproducción, crecimiento o reclutamiento, así como
preservar y proteger el ambiente que lo rodea.

ARTÍCULO 5o.- En todo lo no previsto en la presente Ley,
se aplicarán las disposiciones contenidas en otras leyes re-
lacionadas con las materias que regula este ordenamiento.

TÍTULO SEGUNDO
COMPETENCIAS Y CONCURRENCIA 

EN MATERIA DE PESCA Y ACUACULTURA

CAPÍTULO I
DE LA DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS

Artículo 6o.- La Federación, los Entidades Federativas, el
Distrito Federal y los Municipios ejercerán sus atribucio-
nes en materia de pesca y acuacultura sustentables de con-
formidad con la distribución de competencias prevista en
esta Ley y en otros ordenamientos legales.
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ARTÍCULO 7o.- Las atribuciones que esta Ley otorga a la
Federación, serán ejercidas por el Poder Ejecutivo Federal
a través de la Secretaría, salvo las que directamente corres-
pondan al Presidente de la República por disposición ex-
presa de la ley.

Cuando, por razón de la materia y de conformidad con la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal u otras
disposiciones legales aplicables, se requiera de la interven-
ción de otras dependencias, la Secretaría ejercerá sus atri-
buciones en coordinación con las mismas.

ARTÍCULO 8o.- Corresponde a la Secretaría el ejercicio
de las siguientes facultades:

I. Regular, fomentar y administrar el aprovechamiento
de los recursos pesqueros y acuícolas;

II. Proponer, formular, coordinar y ejecutar la política
nacional de pesca y acuacultura sustentables así como
los planes y programas que de ella se deriven; 

III. Establecer las medidas administrativas y de control
a que deban sujetarse las actividades de pesca y acua-
cultura;

IV. Establecer los volúmenes de captura permisible; 

V. Expedir los decretos para establecer y modificar o su-
primir y fijar las épocas y zonas de veda;

VI. Fijar talla o peso mínimo de las especies suscepti-
bles de captura; 

VII. Expedir normas para el aprovechamiento, manejo,
conservación y traslado de los recursos pesqueros y acu-
ícolas, en los términos de la Ley Federal sobre Metrolo-
gía y Normalización;

VIII. Promover y ejecutar acciones orientadas a la ho-
mologación y armonización de medidas con otros países
en materia de sanidad, inocuidad y calidad de especies
acuáticas;

IX. Acreditar la legal procedencia de los productos y
subproductos pesqueros y acuícolas;

X. Concertar acuerdos y ejecutar programas de coope-
ración técnica en materia pesquera y acuícola y propo-

ner las posiciones relacionadas con estas materias que
sean presentadas por el Gobierno de los Estados Unidos
Mexicanos en los diversos foros y organismos interna-
cionales, en coordinación con la Secretaría de Relacio-
nes Exteriores;

XI. Resolver sobre la expedición de concesiones y per-
misos en materia pesquera y acuícola, en los términos
de ésta Ley, sus disposiciones reglamentarias y normas
oficiales que de ella deriven;

XII. Fijar los métodos y medidas para la conservación
de los recursos pesqueros y la repoblación de la áreas de
pesca en coordinación con la autoridad competente, así
como regular las zonas de refugio para proteger las es-
pecies acuáticas que así lo requieran, y establecerá las
épocas y zonas de veda;

XIII. Proponer al titular del Ejecutivo Federal el presu-
puesto destinado al sector pesca y acuacultura, que de-
berá incluir al menos los siguientes programas: fortale-
cimiento de la cadena productiva, ordenamiento
pesquero, organización y capacitación, investigación e
infraestructura;

XIV. Regular y fijar el conjunto de instrumentos, artes,
equipos, métodos, personal y técnicas de pesca;

XV. Fomentar y promover las actividades pesqueras y
acuícolas y el desarrollo integral de quienes participan
en dichas actividades; 

XVI. Coordinar y supervisar la operación de los progra-
mas de administración y regulación pesquera y acuíco-
la;

XVII. Determinar las zonas de captura y cultivo, en
aguas interiores y frentes de playa, para la recolección
de reproductores, así como las épocas y volúmenes a
que deberá sujetarse la colecta;

XVIII. Aprobar, expedir y publicar la Carta Nacional
Pesquera y la Carta Nacional Acuícola, y sus actualiza-
ciones;

XIX. Establecer con la participación que en su caso, co-
rresponda a otras dependencias de la Administración
Pública Federal, viveros, criaderos, épocas y zonas de
veda;
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XX. Participar en la determinación de niveles de inci-
dencia y el reconocimiento de zonas libres y de baja pre-
valencia de enfermedades y plagas pesqueras y acuíco-
las;

XXI. Proponer el establecimiento y regulación de los si-
tios de desembarque y acopio para las operaciones pes-
queras y acuícolas y promover ante las autoridades
competentes la ubicación de los mismos;

XXII. Proponer, coordinar y ejecutar la política general
de inspección y vigilancia en materia pesquera y acuí-
cola, con la participación que corresponda a otras de-
pendencias de la Administración Pública Federal;

XXIII. Solicitar y verificar la acreditación de la legal
procedencia de los productos y subproductos pesqueros
y acuícolas, así como supervisar el control de inventa-
rios durante las épocas de veda;

XXIV. Fomentar y promover la producción, industriali-
zación, abasto, comercialización, calidad, competitivi-
dad y exportación de los productos pesqueros y acuíco-
las, en todos sus aspectos, en coordinación con las
dependencias competentes;

XXV. Proponer y coordinar la política nacional de com-
petitividad de los productos pesqueros y acuícolas en el
mercado internacional;

XXVI. Promover el establecimiento de zonas de acua-
cultura, así como la construcción de unidades de pro-
ducción acuícola;

XXVIII. Promover la organización y capacitación para
el trabajo pesquero y acuícola y prestar servicios de ase-
soría y capacitación a las organizaciones pesqueras y
acuícolas que lo soliciten;

XXVIII. Promover y apoyar la investigación, la innova-
ción y el desarrollo tecnológico de la pesca y la acua-
cultura, así como el fortalecimiento de las capacidades
tecnológicas de la planta productiva nacional;

XXIX. Establecer las bases de organización y funciona-
miento del Instituto Nacional de Acuacultura y Pesca,
como organismo coordinador de la investigación cientí-
fica y tecnológica del sector pesquero y de acuacultura
nacional;

XXX. Establecer y operar el Sistema Nacional de Infor-
mación Pesquera y Acuícola y el Registro Nacional de
Pesca y Acuacultura, así como mantenerlos actualizados
en forma permanente, de conformidad con las disposi-
ciones legales aplicables;

XXXI. Establecer bases de coordinación con las depen-
dencias y entidades de la Administración Pública Fede-
ral y celebrar acuerdos de concertación de acciones con
los sectores productivos para la ejecución de programas
y proyectos de fomento y desarrollo de las actividades
pesqueras y acuícolas;

XXXII. Celebrar convenios o acuerdos de coordinación
y colaboración con los gobiernos de las entidades fede-
rativas, en los términos de la presente Ley;

XXXIII. Promover, en coordinación con las instancias
correspondientes de la administración pública, el consu-
mo de productos pesqueros y acuícolas; 

XXXIV. Promover la inclusión de proyectos de inver-
sión en obra pública a la cartera de programas y proyec-
tos de inversión de la administración pública federal,
mediante la concertación y colaboración con los tres ór-
denes de gobierno y los productores pesqueros y acuí-
colas;

XXXV. Promover la participación activa de las comuni-
dades y los productores en la administración y manejo
de los recursos pesqueros y acuícolas, a través del Con-
sejo Nacional de Pesca y Acuacultura; 

XXXVI. Determinar, con la participación de las institu-
ciones de investigación, sectores productivos y Conse-
jos Estatales de Pesca y Acuacultura, zonas de repobla-
ción de especies; 

XXXVII. Expedir los lineamientos y llevar a cabo la
operación del Fondo Mexicano para el Desarrollo Pes-
quero y Acuícola

XXXVIII. Realizar la inspección y vigilancia del cum-
plimiento de esta Ley, sus reglamentos normas oficiales
y demás disposiciones que de ella se deriven;

XXXIX. Determinar las infracciones e imponer las san-
ciones administrativas que correspondan por incumpli-
miento o violación a los ordenamientos mencionados en
la presente Ley, y
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XL. Las demás que expresamente le atribuya esta Ley,
sus disposiciones reglamentarias, las normas oficiales,
así como las demás disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 9o.- De acuerdo con lo previsto en la Ley Or-
gánica de la Administración Publica Federal, la SEMAR-
NAT se coordinará con la Secretaría para el cumplimiento
de los objetivos previstos en la presente ley, en materia de
preservación, restauración del equilibrio ecológico y la
protección del ambiente, particularmente, en los siguientes
aspectos:

I. En áreas naturales protegidas, de acuerdo con el pro-
grama de manejo, emitir opinión y sustentarlas con ba-
ses científicas, sobre los permisos y concesiones de pes-
ca y acuacultura que se pretendan otorgar, así como en
los volúmenes de pesca incidental;

II. En el ámbito de su competencia llevar a cabo la ins-
pección y vigilancia de las actividades pesqueras y acu-
ícolas, en coordinación con la Secretaría y la Secretaría
de Marina de conformidad con las disposiciones legales
aplicables;

III. Fomentar, promover áreas de protección, restaura-
ción, rehabilitación y conservación de los ecosistemas
costeros, lagunarios y de aguas interiores, en los térmi-
nos establecidos en la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente;

IV. Participar en la formulación del proyecto de Carta
Nacional Pesquera, en los términos establecidos en esta
Ley y demás ordenamientos aplicables; y

V. Dictar las medidas tendientes a la protección de los
quelonios, mamíferos marinos y especies acuáticas su-
jetas a protección especial o en peligro de extinción y
participar con la Secretaría y otras dependencias com-
petentes en la determinación de éstas dos últimas. Asi-
mismo establecerá las vedas totales o parciales referen-
tes a estas especies.

ARTÍCULO 10.- De acuerdo con lo previsto en la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal, la Secretaría
de Marina, para el cumplimiento de los objetivos previstos
en la presente ley, en coordinación con la Secretaría, lleva-
rá a cabo:

I. La vigilancia en las zonas marinas mexicanas y reali-
zar las inspecciones que se requieran para verificar el

cumplimiento de las disposiciones en materia de pesca,
de conformidad con la legislación nacional, así como
con los Tratados Internacionales vigentes en los que
México sea parte;

II. El levantamiento del acta de inspección si como re-
sultado de la inspección realizada se detectan irregulari-
dades de índole administrativa o de carácter penal o am-
bas, misma que se pondrá a disposición de la autoridad
competente, junto con las embarcaciones, equipos, ve-
hículos, artes de pesca, y productos relacionados con las
mismas cuando así proceda, conforme a lo establecido
en la presente Ley, su Reglamento y demás disposicio-
nes aplicables;

III. A petición de la Secretaría, las actividades de inves-
tigación de ilícitos pesqueros en las zonas marinas me-
xicanas, y

IV. Las demás que establezcan otras disposiciones y
que se relacionen directamente con las actividades pes-
queras.

CAPÍTULO II
DE LA COORDINACIÓN

ARTÍCULO 11.- Para la consecución de los objetivos de la
presente Ley, la Secretaría podrá celebrar convenios o
acuerdos de coordinación con los gobiernos de las entida-
des federativas, con el objeto de que éstas, con la partici-
pación, en su caso, de sus municipios, asuman las siguien-
tes funciones:

I. La administración de los permisos para la realización
de pesca deportivo-recreativa;

II. La administración sustentable de las especies sésiles
que se encuentren en los sistemas lagunarios estuarinos
y en el mar territorial frente a sus costas, que se deter-
minen previamente en la Carta Nacional Pesquera y en
la Carta Nacional Acuícola;

III. La administración de la pesca en cuerpos de agua
que sirvan de límite a dos Entidades Federativas, o que
pasen de una a otra, que comprenderá además las fun-
ciones de inspección y vigilancia;

IV. El ordenamiento territorial y la sanidad de los des-
arrollos acuícolas;
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V. La realización de acciones operativas tendientes a
cumplir con los fines previstos en este ordenamiento, o

VI. La inspección y vigilancia del cumplimiento de es-
ta Ley y demás disposiciones que de ella deriven.

ARTÍCULO 12.- Los convenios y acuerdos de coordina-
ción que suscriba la Federación, por conducto de la Secre-
taría, con los gobiernos de las entidades federativas, con la
participación, en su caso, de sus municipios y el Distrito
Federal deberán sujetarse a lo siguiente:

I. Establecer su objeto con precisión, las materias y fa-
cultades que se asumirán, que deberán ser acordes con
la política nacional de pesca y acuacultura sustentables;

II. Establecerán las responsabilidades y la participación
de cada una de las partes, los bienes y recursos aporta-
dos por cada una, su destino y su forma de administra-
ción;

III. Se celebrarán a petición de una entidad federativa
cuando garantice que cuenta con los recursos humanos
capacitados y la estructura institucional específica para
atender las funciones que asumiría de acuerdo con los
recursos financieros que serán transferidos para cumplir
con las responsabilidades;

IV. Establecerán el órgano u órganos que llevarán a ca-
bo las acciones que resulten de los convenios o acuerdos
de coordinación y definirán los procedimientos infor-
mativos correspondientes para vigilar el cumplimiento
de los objetivos, y

V. Definirán la vigencia del instrumento, sus formas de
modificación y terminación y, en su caso, la duración de
sus prórrogas.

Los convenios y acuerdos de coordinación, así como sus
modificaciones, deberán publicarse en el Diario Oficial de
la Federación y en el órgano de difusión oficial del gobier-
no local respectivo. 

CAPÍTULO III
DE LA CONCURRENCIA 

ARTÍCULO 13.- Corresponden a los gobiernos de las En-
tidades Federativas, en el ámbito de su competencia de
conformidad con lo dispuesto en esta Ley y lo que esta-

blezcan las leyes locales en la materia, las siguientes facul-
tades:

I. Diseñar y aplicar la política, los instrumentos y los
programas para la pesca y la acuacultura estatal, en con-
cordancia con la Política Nacional de Pesca y Acuacul-
tura Sustentables, vinculándolos con los programas na-
cionales, sectoriales y regionales, así como con su
respectivo Plan Estatal de Desarrollo;

II. Formular y ejercer la política local de inspección y
vigilancia pesquera y acuícola en el marco del Convenio
específico signado con la Secretaría en estas materias y
participar de conformidad con los acuerdos y convenios
que se celebren con la Federación en las acciones de
prevención y combate a la pesca ilegal, así como en la
formulación y evaluación del Programa Integral de Ins-
pección y Vigilancia para el Combate a la Pesca Ilegal;

III. Celebrar convenios o acuerdos de coordinación y
colaboración con el gobierno federal en materia de pes-
ca y acuacultura;

IV. Participar con las dependencias competentes de la
Administración Pública Federal en la elaboración de
planes de manejo y de normas oficiales de conformidad
con la Ley Federal de Metrología y Normalización y
otras disposición aplicables;

V. Integrar el Consejo Estatal de Pesca y Acuacultura
para promover la participación activa de las comunida-
des y los productores en la administración y manejo de
los recursos pesqueros y acuícolas y participar en la
operación del Fondo Mexicano para el Desarrollo Pes-
quero y Acuícola;

VI. Establecer, operar y mantener actualizado el Siste-
ma Estatal de Información Pesquera y Acuícola y parti-
cipar en la integración del Sistema Nacional de Infor-
mación Pesquera y Acuícola, de conformidad con las
disposiciones legales aplicables, así como integrar y
operar el sistema estadístico pesquero y acuícola estatal
y proporcionar la información estadística local a las au-
toridades federales competentes para actualizar la Carta
Nacional Pesquera y la Carta Nacional Acuícola;

VII. Establecer, operar y mantener actualizado el Regis-
tro Estatal de Pesca y Acuacultura con carácter público
y participar en la integración del Registro Nacional de
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Pesca y Acuacultura, de conformidad con las disposi-
ciones legales aplicables;

VIII. Promover y apoyar la construcción, mejora y equi-
pamiento de embarcaciones y artes de pesca, así como
la creación y operación de esquemas de financiamiento
adecuados para el desarrollo integral de la actividad
pesquera y acuícola,

IX. Participar en la formulación e implementación de
los programas de ordenamiento pesquero y acuícola;

X: Promover la investigación aplicada y la innovación
tecnológica de la pesca y acuacultura;

XI. Promover el consumo de una mayor variedad de
productos pesqueros y acuícolas;

XII. La aplicación de los instrumentos de política acuí-
cola, previstos en las leyes locales en la materia, así co-
mo en las materias que no estén expresamente atribui-
das a la Federación;

XIII. Coordinarse con la Federación, sus Municipios y
con otras Entidades Federativas, para el ordenamiento
territorial de los desarrollos acuícolas;

XIV. Promover mecanismos de participación pública de
los productores en el manejo y conservación de los re-
cursos pesqueros y acuícolas conforme a lo dispuesto en
esta ley y otras disposiciones jurídicas federales y loca-
les aplicables;

XV. En los cuerpos de agua dulce continental a que se
refiere el párrafo quinto del Artículo 27 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, con ex-
cepción de las aguas continentales que abarquen dos o
mas entidades federativas, las que pasen de una a otra, y
las transfronterizas sujetas a la jurisdicción federal:

a) Administrar las actividades de pesca y acuacultu-
ra que se realicen en zonas y bienes de su compe-
tencia;

b) Expedir, de acuerdo a sus respectivas legislacio-
nes, las autorizaciones que correspondan;

c) Ordenar, fomentar y promover el desarrollo de la
pesca y acuacultura;

d) Participar con las dependencias competentes de la
Administración Pública Federal en la determinación
de especies acuáticas sujetas a la protección espe-
cial, amenazadas o en peligro de extinción;

e) Determinar, de acuerdo con las condiciones técni-
cas y naturales, las zonas de captura, cultivo y reco-
lección;

f) Establecer viveros, criaderos, reservas de especies
acuáticas y épocas y zonas de veda; y

g) Participar con las dependencias competentes de la
Administración Pública Federal, en la elaboración
de normas oficiales y planes de manejo relativos al
aprovechamiento integral y sustentable de los recur-
sos pesqueros y acuícolas;

XVI. El ejercicio de las funciones que les transfiera la
Federación, conforme a lo dispuesto por la presente
Ley, y

XVII. Las demás que no estén otorgadas expresamente
a la Federación.

ARTÍCULO 14.- Corresponden a los Municipios en el ám-
bito de su competencia y de conformidad con lo dispuesto
en esta Ley y lo que establezcan las leyes locales en la ma-
teria, las siguientes facultades:

I. Diseñar y aplicar la política y los programas munici-
pales para la pesca y la acuacultura, vinculándolos con
los programas nacionales, estatales y regionales;

II. Participar en la integración del Sistema Estatal de In-
formación Pesquera y Acuícola y del Registro Estatal de
Pesca y Acuacultura ;

III. Promover mecanismos de participación pública en
el manejo y conservación de los recursos pesqueros y
acuícolas;

IV. Proponer a través del Consejo Estatal de Pesca y
Acuacultura, métodos y medidas para la conservación
de los recursos pesqueros y la repoblación de las áreas
de pesca;

V. Participar en la formulación de los programas de or-
denamiento pesquero y acuícola; 
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VI. En coordinación con el gobierno estatal, participar
en las acciones de sanidad acuícola, en los términos de
esta ley y de la legislación local;

VII. Promover y fomentar la actividad acuícola, en ar-
monía con la preservación del ambiente y la conserva-
ción de la biodiversidad; y

VIII. Participar, de conformidad con los acuerdos y con-
venios que se celebren con las autoridades competentes,
en la inspección y vigilancia en su jurisdicción.

ARTÍCULO 15.- Los Congresos de los Estados, con arre-
glo a sus respectivas Constituciones y la Asamblea Legis-
lativa del Distrito Federal, expedirán las disposiciones le-
gales que sean necesarias para regular las materias de su
competencia previstas en esta Ley. Los ayuntamientos, por
su parte, dictarán los bandos de policía y buen gobierno,
los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas
que correspondan, para que en sus respectivas circunscrip-
ciones, se cumplan las previsiones del presente ordena-
miento.

En el ejercicio de sus atribuciones, los Estados, el Distrito
Federal y los Municipios, observarán las disposiciones de
esta Ley y las que de ella se deriven.

ARTÍCULO 16.- Las contribuciones que por el aprovecha-
miento de los recursos pesqueros y acuícolas se generen,
así como los que se obtengan por el otorgamiento de con-
cesiones o permisos y por cualquier otro concepto relacio-
nado con esta actividad y cuya administración se efectúe
por los gobiernos locales, ingresarán a sus haciendas pú-
blicas, con base en lo señalado en la Ley de Coordinación
Fiscal, y deberán aplicarse en los programas relacionados
con el sector pesquero y acuícola

Los convenios y acuerdos de coordinación deberán publi-
carse en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano
de difusión oficial del gobierno local respectivo. 

TÍTULO TERCERO
DE LA POLÍTICA NACIONAL DE PESCA 

Y ACUACULTURA SUSTENTABLES

CAPÍTULO I
PRINCIPIOS GENERALES

ARTÍCULO 17.- Para la formulación y conducción de la
Política Nacional de Pesca y Acuacultura Sustentables, en

la aplicación de los programas y los instrumentos que se
deriven de ésta Ley, se deberán observar los siguientes
principios:

I. El Estado Mexicano reconoce que la pesca y la acua-
cultura son actividades que fortalecen la soberanía ali-
mentaria y territorial de la nación, que son asuntos de
seguridad nacional y son prioridad para la planeación
nacional del desarrollo y la gestión integral de los re-
cursos pesqueros y acuícolas;

II. Que la pesca y la acuacultura se orienten a la pro-
ducción de alimentos para el consumo humano directo
para el abastecimiento de proteínas de alta calidad y de
bajo costo para los habitantes de la nación;

III. Que el aprovechamiento de los recursos pesqueros y
acuícolas, su conservación, restauración y la protección
de los ecosistemas en los que se encuentren, sea compa-
tible con su capacidad natural de recuperación y dispo-
nibilidad;

IV. Que la investigación científica y tecnológica se con-
solide como herramienta fundamental para la definición
e implementación de políticas, instrumentos, medidas,
mecanismos y decisiones relativos a la conservación,
restauración, protección y aprovechamiento sustentable
de los recursos pesqueros y acuícolas;

V. Reconocer a la acuacultura como una actividad pro-
ductiva que permita la diversificación pesquera, ofrecer
opciones de empleo en el medio rural, incrementar la
producción pesquera y la oferta de alimentos que mejo-
ren la dieta de la población mexicana, así como la gene-
ración de divisas; 

VI. El ordenamiento de la acuacultura a través de pro-
gramas que incluyan la definición de sitios para su rea-
lización, su tecnificación, diversificación, buscando
nuevas tecnologías que reduzcan los impactos ambien-
tales y que permitan ampliar el número de especies na-
tivas que se cultiven;

VII. El uso de artes y métodos de pesca selectivos y de
menor impacto ambiental, a fin de conservar y mantener
la disponibilidad de los recursos pesqueros, la estructu-
ra de las poblaciones, la restauración de los ecosistemas
costeros y acuáticos, así como, la calidad de los produc-
tos de la pesca;
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VIII. Con el fin de conservar y proteger los recursos
pesqueros y los ecosistemas en los que se encuentran las
autoridades administrativas competentes en materia de
pesca y acuacultura adoptarán el enfoque precautorio
que incluya la definición de límites de captura y esfuer-
zo aplicables, así como la evaluación y monitoreo del
impacto de la actividad pesquera sobre la sustentabili-
dad a largo plazo de las poblaciones;

IX. La transparencia en los procedimientos administra-
tivos relativos al otorgamiento de concesiones y permi-
sos para realizar actividades pesqueras y acuícolas, así
como en las medidas para el control del esfuerzo pes-
quero, para que sean eficaces e incorporen mecanismos
de control accesibles a los productores, y

X. La participación, consenso y compromiso de los pro-
ductores y sus comunidades en la corresponsabilidad de
aprovechar de forma integral y sustentable los recursos
pesqueros y acuícolas.

ARTÍCULO 18.- Las entidades federativas y los munici-
pios en el ámbito de sus competencias, observarán y apli-
carán los principios a que se refiere el artículo anterior.

ARTÍCULO 19.- En la planeación nacional del desarrollo
se deberá incorporar la política nacional de pesca y acua-
cultura que se establezca de conformidad con esta Ley y las
demás disposiciones en la materia.

En la planeación y realización de las acciones a cargo de
las dependencias y entidades de la administración pública
federal, conforme a sus respectivas esferas de competen-
cia, así como en el ejercicio de las atribuciones que las le-
yes confieran al Gobierno Federal para regular, promover,
restringir, prohibir, orientar y en general inducir las accio-
nes de los particulares en los campos económico y social,
se observarán los lineamientos de política nacional de pes-
ca y acuacultura que establezcan el Plan Nacional de Des-
arrollo y los programas correspondientes.

Las medidas, programas e instrumentos económicos relati-
vos al desarrollo de la actividad pesquera y acuícola, debe-
rán sujetarse a las disposiciones de las Leyes de Ingresos,
de la de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Publico Fede-
ral y del Presupuesto de Egresos de la Federación para el
ejercicio fiscal que corresponda y deberán asegurar su efi-
cacia, selectividad y transparencia. En todo caso los pro-
gramas e instrumentos económicos deberán prever la cana-

lización efectiva y suficiente de apoyos para fomentar las
actividades pesquera y acuícola.

ARTÍCULO 20.- El Programa Nacional de Pesca y Acua-
cultura, se sujetará a las previsiones del Plan Nacional de
Desarrollo y contemplará, entre otros aspectos:

I. Información general sobre la distribución y abundan-
cia de las especies susceptibles de aprovechamiento co-
mercial;

II. Estado o condición de las pesquerías aprovechadas;

III. Estimación de los volúmenes de captura máxima
permisible;

IV. Investigación y desarrollo de tecnologías de captura,
que incluyan estudios sobre selectividad, eficiencia de
las artes, métodos y equipos de pesca;

V. Investigación y desarrollo tecnológico para el mane-
jo y procesamiento de recursos pesqueros; 

VI. Investigación científica y tecnológica orientada a in-
crementar la capacidad de producción pesquera;

VII. Programas que fomenten la pesca de los habitantes
de las comunidades indígenas, utilizando sus artes y mé-
todos de pesca tradicionales;

VIII. Estudios para identificar los cuerpos de agua sus-
ceptibles de ser restaurados para la recuperación de los
ecosistemas y, por ende, el incremento de la producción;

IX. Mecanismos específicos para el impulso a la pro-
ducción comercialización y consumo en la población
nacional; 

X. Programas que promuevan proyectos de infraestruc-
tura productiva y social que fomenten el desarrollo de
las comunidades pesqueras;

XI. Planes de manejo pesquero y de acuacultura publi-
cados por la autoridad correspondiente;

XII. Programas que impulsen el desarrollo de la investi-
gación científica y tecnológica para la diversificación
productiva y el aprovechamiento de las acuacultura de
especies nativas;
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XIII. Programas que promuevan la acuacultura rural e
industrial, así como la reconversión productiva como
una alternativa de desarrollo; y

XIV. El Programa Integral de Inspección y Vigilancia
para el Combate a la Pesca Ilegal

ARTÍCULO 21.- Para las acciones de inspección y vigi-
lancia, la Secretaría, con la participación que corresponda
a la Secretaría de Marina, tendrá como función primordial
la salvaguarda de los recursos pesqueros y acuícolas, así
como la prevención de infracciones administrativas.

La Secretaría, en coordinación con los gobiernos de las en-
tidades federativas y con la colaboración de los producto-
res pesqueros y acuícolas, comunidades indígenas, los go-
biernos municipales y otras instituciones públicas
formulará, operará y evaluará el Programa Integral de Ins-
pección y Vigilancia Pesquera y Acuícola para el Combate
a la Pesca Ilegal, especialmente en las zonas sobreexplota-
das y de repoblación, para enfrentarla con diversas accio-
nes, así como para prevenir actos sancionados por la pre-
sente Ley y otras disposiciones aplicables.

La Secretaría dispondrá de los recursos humanos, técnicos,
financieros y materiales necesarios para la ejecución de las
acciones previstas en el Programa y promoverá la partici-
pación de las demás dependencias y entidades de la admi-
nistración pública federal, de las entidades federativas y de
los municipios, en los términos de la distribución de com-
petencias y de los acuerdos o convenios que para tal efec-
to se celebren.

CAPITULO II
DEL CONSEJO NACIONAL 

DE PESCA Y ACUACULTURA

ARTÍCULO 22.- A efecto de establecer programas de ca-
rácter regional, estatal y municipal para el manejo adecua-
do de cultivos y pesquerías, impulsar el desarrollo de la
pesca y acuacultura, fortalecer las acciones de inspección y
vigilancia, así como para la descentralización de progra-
mas, recursos y funciones se integrará el Consejo Nacional
de Pesca y Acuacultura que será un órgano intersectorial de
apoyo, coordinación, consulta, concertación y asesoría,
presidido por el titular de la Secretaría, que tendrá como
objeto proponer las políticas, programas, proyectos e ins-
trumentos tendientes al apoyo, fomento, productividad, re-
gulación y control de las actividades pesqueras y acuícolas,

así como a incrementar la competitividad de los sectores
productivos.

El Consejo estará conformado por representantes de las
dependencias y entidades de la Administración Pública Fe-
deral relacionadas con las atribuciones de la Secretaría, re-
presentantes de las organizaciones sociales y de producto-
res de los sectores pesquero y acuícola, así como por los
titulares de las dependencias competentes en estas materias
de los gobiernos de las entidades federativas del país, y
participará en el Comité Mixto del Fondo Mexicano para el
Desarrollo Pesquero y Acuícola.

ARTÍCULO 23.- La Secretaría promoverá la integración
de Consejos Estatales de Pesca y Acuacultura en las enti-
dades federativas del país. La Secretaria podrá solicitar al
Consejo Estatal de que se trate, opiniones y observaciones
técnicas respecto de las solicitudes de aprovechamiento de
recursos pesqueros y acuícolas, previamente a que sean re-
sueltas. El Consejo correspondiente contará con quince dí-
as hábiles para emitir su opinión.

TÍTULO CUARTO
DEL FOMENTO A LA PESCA 

Y A LA ACUAULTURA

CAPÍTULO I
DEL FOMENTO

ARTÍCULO 24.- La Secretaría, en coordinación con las
dependencias y entidades de la Administración Pública Fe-
deral competentes, y en lo que corresponda, con los go-
biernos de las entidades federativas, realizará las acciones
necesarias para fomentar y promover el desarrollo de la
pesca y la acuacultura, en todas sus modalidades y niveles
de inversión, y para tal efecto: 

I. Establecerá servicios de investigación en reproduc-
ción, genética, nutrición, sanidad y extensionismo, entre
otros, para apoyar a las personas y organizaciones que
se dediquen a esas actividades;

II. Asesorará a los acuacultores para que el cultivo y ex-
plotación de la flora y fauna acuática, se realicen de
acuerdo con las prácticas que las investigaciones cientí-
ficas y tecnológicas aconsejen; así como en materia de
construcción de infraestructura, adquisición y operación
de plantas de conservación y transformación industrial,
insumos, artes y equipos de cultivo y demás bienes que
requiera el desarrollo de la actividad acuícola;
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III. Fomentará, promoverá y realizará acciones tendien-
tes a:

a. La formulación y ejecución de programas de apo-
yo financiero para el desarrollo de la pesca y la acua-
cultura, que incluyan, entre otros aspectos, la pro-
ducción de especies comestibles y ornamentales de
agua dulce, estuarinas y marinas, la reconversión
productiva, la transferencia tecnológica y la impor-
tación de tecnologías de ciclo completo probadas y
amigables con el ambiente;

b. La construcción de parques de acuacultura, así co-
mo de unidades de producción, centros acuícolas y
laboratorios dedicados a la producción de organis-
mos destinados al ornato, al cultivo y repoblamiento
de las especies de la flora y fauna acuática;

c. La construcción, mejora y equipamiento de em-
barcaciones y de artes de pesca selectiva y ambien-
talmente seguras, mediante el apoyo a programas de
sustitución y modernización de las mismas;

d. La construcción de infraestructura portuaria pes-
quera, así como el mejoramiento de la infraestructu-
ra existente;

e. La investigación científica y tecnológica en pesca
y acuacultura;

f. La elaboración coordinada de programas de in-
dustrialización, comercialización y consumo de pro-
ductos pesqueros y acuícolas, tendientes a fortalecer
las redes de valor de los productos generados por la
pesca y la acuacultura, mediante acciones de apoyo
y difusión;

g. La organización económica de los productores y
demás agentes relacionados al sector, a través de
mecanismos de comunicación, concertación y plane-
ación;

h. La realización de obras de rehabilitación ambien-
tal en sistemas lagunarios costeros;

i. La aplicación de estímulos fiscales, económicos y
de apoyo financiero necesarios para el desarrollo
productivo y competitivo de la pesca y la acuacultu-
ra. Para estos efectos, la Secretaría se coordinará con
las dependencias y entidades competentes, además

de observar y aplicar lo dispuesto en la Ley de Ener-
gía para el Campo;

j. Impulsar acciones para la formación de capital hu-
mano que se vincule con organizaciones de produc-
tores que participan en las cadenas productivas acu-
ícolas y pesqueras;

k. Favorecer la creación de figuras organizativas pa-
ra la promoción comercial de los productos pesque-
ros y acuícolas en los mercados nacional e interna-
cional; y

l. Establecer acciones conjuntas para el fortaleci-
miento de las redes de valor, en coordinación con los
diversos comités sistema-producto acuícolas y pes-
queros.

IV. La Secretaría podrá vender los productos obtenidos
de la reproducción de especies generadas en sus centros
acuícolas, de conformidad con las disposiciones de la
Ley de Ingresos de la Federación; y

V. Promoverá el ordenamiento de la pesca y acuacultu-
ra y diseñará estructuras y mecanismos para el otorga-
miento de créditos a sus beneficiarios y su capacitación,
así como para instrumentar servicios de comercializa-
ción de productos, investigación y adaptación al cambio
tecnológico.

ARTÍCULO 25.- En materia de pesca deportivo-recreativa,
la Secretaría fomentará la práctica y el desarrollo de esta
actividad, para lo cual, en coordinación con las dependen-
cias y entidades competentes y con los sectores interesa-
dos:

I. Promoverá la construcción de la infraestructura nece-
saria para esta actividad;

II. Dispondrá las medidas de conservación y protección
necesarias;

III. Promoverá y autorizará torneos de pesca deportivo-
recreativa;

IV. Propiciará la celebración de convenios con organi-
zaciones y prestadores de servicios, para que los pesca-
dores deportivos protejan las especies;

V. Fomentará la práctica de capturar y liberar, y
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VI. Promoverá la celebración de convenios con organi-
zaciones, prestadores de servicios y particulares para fa-
cilitar la obtención de los permisos que se requieran pa-
ra la pesca deportivo-recreativa, mediante el pago de los
derechos correspondientes.

CAPÍTULO II
DEL FONDO MEXICANO 

PARA EL DESARROLLO PESQUERO 
Y ACUÍCOLA PROMAR

ARTÍCULO 26.- El Fondo Mexicano para el Desarrollo
Pesquero y Acuícola, PROMAR, será el instrumento para
promover la creación y operación de esquemas de finan-
ciamiento para la conservación, incremento y aprovecha-
miento sustentable de los recursos pesqueros y acuícolas,
la investigación, el desarrollo y transferencia de tecnolo-
gía, facilitando el acceso a los servicios financieros en el
mercado, impulsando proyectos que contribuyan a la inte-
gración y competitividad de la cadena productiva y des-
arrollando los mecanismos adecuados, así como para ga-
rantizar a las instituciones financieras de banca de
desarrollo, Financiera Rural o a los Intermediarios Finan-
cieros Rurales que operen con el Fondo, la recuperación de
los créditos que se otorguen a las organizaciones de pro-
ductores pesqueros y acuícolas.

El Fondo Mexicano para el Desarrollo Pesquero y Acuíco-
la, operará a través de un Comité Mixto, en el habrá una re-
presentación equilibrada y proporcionada del sector publi-
co federal, las entidades federativas, así como de las
organizaciones privadas y sociales de productores pesque-
ros y acuícolas.

La existencia del fondo no limita la creación de diversos
fondos privados o sociales que tengan una relación directa
con el desarrollo pesqueros y acuícolas.

ARTICULO 27. El Fondo Mexicano para el Desarrollo
Pesquero y Acuícola se podrá integrar con:

I. Las aportaciones que efectúen los gobiernos federal,
estatales, del Distrito Federal y municipales;

II. Créditos y apoyos de organismos nacionales e inter-
nacionales;

III. Las aportaciones y donaciones de personas físicas o
morales de carácter privado, mixto, nacionales e inter-
nacionales;

IV. Las aportaciones provenientes de los aranceles que
se impongan a los bienes pesqueros y acuícolas impor-
tados;

V. El producto de sus operaciones y de la inversión de
fondos libres en valores comerciales o del sector públi-
co; y

VI. Los demás recursos que obtenga por cualquier otro
concepto. 

TÍTULO QUINTO
DE LA INVESTIGACIÓN Y CAPACITACIÓN 

PESQUERA Y ACUÍCOLA 

CAPITULO I
DE LA INVESTIGACIÓN Y CAPACITACIÓN 

ARTÍCULO 28.- La investigación científica y tecnológica
en pesca y acuacultura, así como la capacitación en estas
materias, tendrán como propósitos esenciales:

I. Orientar las decisiones de las autoridades competen-
tes en materia de pesca y acuacultura, relativas a la con-
servación, protección, restauración y aprovechamiento
sustentable de los recursos pesqueros y acuícolas;

II. Incrementar la capacidad para identificar, cuantificar,
aprovechar, administrar, transformar, conservar e incre-
mentar las especies pesqueras y acuícolas;

III. Promover el diseño de nuevas artes y métodos de
pesca selectivos y ambientalmente seguros;

IV. Establecer procedimientos de evaluación para deter-
minar el estado de las pesquerías del país;

V. Brindar elementos para determinar las condiciones en
que deben realizarse la pesca y los cultivos de especies
acuícolas, de manera que se lleven a cabo en equilibrio
con el medio ambiente,

VI. Desarrollar investigación en materia de sanidad e
inocuidad acuícola y pesquera; y

VII. Brindar elementos para el establecimiento de medi-
das encaminadas a protección de especies pesqueras so-
breexplotadas.
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ARTÍCULO 29.- El INAPESCA será el órgano adminis-
trativo del gobierno federal encargado de coordinar y
orientar la investigación científica y tecnológica en materia
de pesca y acuacultura, así como el desarrollo, innovación
y transferencia tecnológica que requiera el sector pesquero
y acuícola.

Para el cumplimiento de su objetivo el INAPESCA conta-
rá, entre otras, con las siguientes atribuciones:

I. Realizar investigaciones científicas y tecnológicas de
la flora y fauna acuáticas, en materia de pesca y acua-
cultura;

II. Emitir opinión de carácter técnico y científico para la
administración y conservación de los recursos pesque-
ros y acuícolas;

III. Coordinar la formulación e integración del Progra-
ma Nacional de Investigación Científica Tecnológica en
Pesca y Acuacultura, con base en las propuestas de las
instituciones educativas y académicas, de investigación,
universidades, y organizaciones de productores;

IV. Coordinar la integración y funcionamiento de la Red
Nacional de Información e Investigación en Pesca y
Acuacultura, para la articulación de acciones, la optimi-
zación de recursos humanos, financieros y de infraes-
tructura;

V. Elaborar y proponer la expedición y actualización de
la Carta Nacional Pesquera y la Carta Nacional Acuíco-
la;

VI. Dar asesoramiento científico y técnico a los pesca-
dores y acuicultores, que así lo soliciten, para conservar,
repoblar, fomentar, cultivar y desarrollar especies pes-
queras y acuícolas;

VII. Apoyar, desarrollar y promover la transferencia de
los resultados de la investigación y de la tecnología ge-
nerada por el Instituto de forma accesible a los produc-
tores pesqueros y acuícolas;

VIII. Formular estudios y propuestas para el ordena-
miento de la actividad pesquera y acuícola en coordina-
ción con centros de investigación, universidades, autori-
dades federales, de los gobiernos de las entidades
federativas y del Distrito Federal;

IX. Coadyuvar en la realización de análisis de riesgo so-
bre la introducción, establecimiento y diseminación de
plagas y enfermedades acuícolas;

X. Promover y coordinar la participación y vinculación
de los centros de investigación, de las universidades e
instituciones de educación superior con el sector pro-
ductivo para el desarrollo y ejecución de proyectos de
investigación aplicada y de innovación tecnológica en
materia de pesca y acuacultura;

XI. Promover los estudios técnicos y el desarrollo de la
acuacultura de especies nativas;

XII. Emitir opiniones y dictámenes técnicos, en las áre-
as de competencia del Instituto;

XIII. Formular y ejecutar programas de adiestramiento
y capacitación al sector pesquero y acuícola;

XIV. Difundir sus actividades y los resultados de sus in-
vestigaciones, sin perjuicio de los derechos de propie-
dad intelectual y de la información que por su naturale-
za deba reservarse conforme a la ley de la materia; 

XV. Elaborar los planes de manejo de las actividades
pesqueras y acuícolas por recurso o recursos;

XVI. Difundir y publicar los resultados de las investiga-
ciones que realicen de conformidad con la Ley Federal
de Transparencia y Acceso a la Información Pública,

XVII. Designar observadores a bordo en las embarca-
ciones o en las instalaciones pesqueras o acuícolas, pa-
ra fines de investigaciones; y

XVIII. Las demás que expresamente le atribuya ésta
Ley, sus disposiciones reglamentarias, las normas ofi-
ciales que de ella deriven, las leyes y reglamentos co-
rrespondientes vinculados al ámbito de la pesca y la
acuacultura.

El INAPESCA contará con centros regionales y estatales
de investigación acuícola y pesquera. 

ARTÍCULO 30.- El INAPESCA contará con un comité
asesor técnico y científico, que se integrará por el Titular
del Instituto, quien lo presidirá, un Coordinador General
y por representantes de la Red Nacional de Información e
Investigación en Pesca y Acuacultura. El Comité asesor
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técnico científico se integrará, organizará y funcionará en
los términos que señale el reglamento que para tal efecto se
dicte.

ARTÍCULO 31.- Instituto Nacional de Pesca y Acuacultu-
ra promoverá y coordinará la integración de la Red Nacio-
nal de Información e Investigación en Pesca y Acuacultu-
ra, con el objeto de vincular y fortalecer la investigación
científica y el desarrollo tecnológico, así como desarrollo,
innovación y transferencia tecnológica para el manejo y
administración de los recursos pesqueros y el desarrollo or-
denado de la acuacultura.

La Red Nacional de Información e Investigación en Pesca
y Acuacultura estará integrada por los centros de investiga-
ción, universidades, escuelas o cualquier institución acadé-
mica con reconocimiento en el ámbito de las ciencias ma-
rinas, pesqueras y de acuacultura, que sea aceptado para su
incorporación a la Red.

El INAPESCA evaluará los resultados de las investigacio-
nes realizadas por las instituciones integrantes de la Red y,
en su caso, les otorgará la validez para que puedan ser to-
madas en cuenta por las unidades administrativas de la Se-
cretaría, para establecer las medidas de regulación, manejo
y conservación de los recursos pesqueros y acuícolas.

CAPÍTULO II
DE LA CARTA NACIONAL PESQUERA 

ARTÍCULO 32.- La Carta Nacional Pesquera es la presen-
tación cartográfica y escrita que contiene el resumen de la
información necesaria del diagnóstico y evaluación inte-
gral de la actividad pesquera y acuícola, así como de los
indicadores sobre la disponibilidad y conservación de los
recursos pesqueros y acuícolas, en aguas de jurisdicción fe-
deral. Su contenido tendrá carácter informativo para los
sectores productivos y será vinculante en la toma de deci-
siones de la autoridad pesquera en la adopción e imple-
mentación de instrumentos y medidas para el control del
esfuerzo pesquero, en la resolución de solicitudes de con-
cesiones y permisos para la realización de actividades pes-
queras y acuícolas, y en la implementación y ejecución de
acciones y medidas relacionadas con dichos actos adminis-
trativos.

La elaboración y actualización de la Carta Nacional Pes-
quera estará a cargo de la INAPESCA, con la participación
que le corresponda a las demás unidades administrativas de

la Secretaría y las contribuciones del sector académico y
productivo, que deberán hacerse del conocimiento del Co-
mité Asesor Técnico Científico del INAPESCA y deberá
publicarse en el Diario Oficial de la Federación anualmen-
te y podrán publicarse actualizaciones de las fichas indivi-
duales, sin que el total de la Carta pierda su validez.

ARTÍCULO 33.- La Carta Nacional Pesquera, contendrá:

I. El inventario de los recursos pesqueros que se en-
cuentran en aguas de jurisdicción federal, susceptibles
de aprovechamiento;

II. El esfuerzo pesquero susceptible de aplicarse por es-
pecie o grupo de especies en un área determinada;

III. Los lineamientos, estrategias y demás previsiones
para la conservación, protección, restauración y aprove-
chamiento de los recursos pesqueros, para la realización
de actividades productivas y demás obras o actividades
que puedan afectar los ecosistemas respectivos y las ar-
tes y métodos de pesca;

IV. Las normas aplicables en materia de preservación,
protección, aprovechamiento de los recursos pesqueros,
incluyendo las relativas a la sanidad, calidad e inocui-
dad de los productos pesqueros, y

V. La demás información que se determine en el regla-
mento de la presente Ley.

ARTÍCULO 34- La SEMARNAT participará en la revisión
del proyecto de Carta Nacional Pesquera y sus actualiza-
ciones. Para tales efectos, contará con un plazo de cuaren-
ta y cinco días contados a partir de que reciba el proyecto,
enviado por el INAPESCA, pudiendo solicitar información
adicional si así lo requiere y emitir, en su caso, las obser-
vaciones y recomendaciones que considere pertinentes, de-
bidamente motivadas y fundamentadas, las cuales serán to-
madas en cuenta por el INAPESCA en la formulación del
documento definitivo.

Si en el plazo señalado la SEMARNAT no realiza observa-
ciones o recomendaciones al proyecto de Carta Nacional
Pesquera o a sus actualizaciones, se entenderá que no exis-
te objeción de su parte al contenido de dicho proyecto y el
INAPESCA lo turnará a la Secretaría para su expedición.

ARTÍCULO 35.- Bajo el marco de coordinación y durante
la elaboración del proyecto y previo a la publicación de la
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Carta Nacional Pesquera y sus actualizaciones, la Secreta-
ría deberá solicitar la opinión de las dependencias de la ad-
ministración pública federal que deban intervenir, de con-
formidad con sus atribuciones, para que en un plazo no
mayor de treinta días la emitan.

TÍTULO SEXTO
INSTRUMENTOS DE LA POLÍTICA PESQUERA

CAPITULO I
DE LOS INSTRUMENTOS

ARTÍCULO 36.- Para los fines y objetivos de la presente
Ley, se reconocen como instrumentos de la política pes-
quera a los siguientes:

I. Los programas de ordenamiento pesquero;

II. Los planes de manejo pesquero; y

III. Las concesiones y permisos.

Los instrumentos contenidos en esta Ley, se aplicarán en
congruencia con los previstos en otras disposiciones lega-
les.

CAPÍTULO II
PROGRAMAS DE ORDENAMIENTO PESQUERO 

ARTÍCULO 37.- Los programas de ordenamiento pesque-
ro deberán contener, al menos:

I. La delimitación precisa del área que abarcará el pro-
grama;

II. Lista exhaustiva y actualizada de los usuarios de la
región;

III. Recursos pesqueros sujetos a aprovechamiento; y

IV. Los planes de manejo pesquero sancionados y pu-
blicados. 

ARTÍCULO 38.- Las autoridades apoyarán la creación de
mecanismos de control de los propios productores, apoya-
dos en el conocimiento tradicional de sistemas de manejo,
donde existan, y promoverá la formación de grupos comu-
nitarios que coadyuven a la administración y protección de
dichos recursos sobre la base de los principios rectores de
la presente Ley.

CAPÍTULO III
PLANES DE MANEJO

ARTICULO 39.- Para los fines y objetivos de la presente
Ley, los planes de manejo pesquero deberán incluir:

I. Los objetivos de manejo definidos por el Consejo Na-
cional de Pesca y los Consejos Estatales de Pesca y
Acuacultura;

II. Descripción del las características biológicas de las
especies sujetas a explotación; 

III. La forma en que se organizará la administración del
área y los mecanismos de participación de los indivi-
duos y comunidades asentadas en la misma;

IV. Ciclo de captura y estado de aprovechamiento de la
pesquería;

V. Ubicación de las áreas geográficas a que estará suje-
to el aprovechamiento;

VI. Indicadores socioeconómicos de la población dedi-
cada a la pesca en la región y su impacto en la misma, y

VII. Artes y métodos de pesca autorizados.

CAPÍTULO IV
DE LAS CONCESIONES Y PERMISOS.

ARTÍCULO 40.- Requieren concesión las siguientes acti-
vidades:

I. La pesca comercial; y

II. La acuacultura comercial.

ARTÍCULO 41.- Requieren permiso las siguientes activi-
dades:

I. Acuacultura comercial;

II. Acuacultura de fomento;

III. Acuacultura didáctica;

IV. Pesca comercial;

V. Pesca de fomento;
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VI. Pesca didáctica;

VII. Pesca deportivo-recreativa, excepto la que se reali-
ce desde tierra;

VIII. Trabajos pesqueros necesarios para fundamentar
las solicitudes de concesión;

IX. Pesca por extranjeros cuando se declaren exceden-
tes en la zona económica exclusiva;

X. Pesca en altamar o en aguas de jurisdicción extranje-
ra por embarcaciones de matricula y bandera mexicana,
de conformidad con los Convenios Internacionales de
los que México sea parte;

XI. La instalación de artes de pesca fijas en aguas de ju-
risdicción federal;

XII. La recolección del medio natural de reproductores;

XIII. La introducción y la repoblación de especies vivas
en cuerpos de agua de jurisdicción federal; 

XIV. La descarga en puertos extranjeros o el trasbordo
de especies capturadas por embarcaciones pesqueras de
bandera mexicana, y

XV. El desembarque de productos pesqueros comercia-
les en cualquier presentación en puertos mexicanos, por
embarcaciones pesqueras extranjeras. 

ARTÍCULO 42.- La Secretaría podrá otorgar concesiones
o permisos para la pesca comercial a personas físicas o mo-
rales de nacionalidad mexicana, previo cumplimiento de
los requisitos que se establezcan en esta Ley y en las dis-
posiciones reglamentarias. 

La Secretaría podrá otorgar concesiones o permisos a per-
sonas físicas o morales para la acuacultura comercial, pre-
vio cumplimiento de los requisitos que se establezcan en
esta Ley y en las disposiciones reglamentarias. 

Las concesiones se otorgarán en función de la evaluación
de los resultados que arrojen los estudios técnicos y econó-
micos, así como de la cuantía y recuperación de la inver-
sión. 

Los permisos se otorgarán cuando por la cuantía de la in-
versión no se requiera de estudios técnicos y económicos.

ARTÍCULO 43.- El otorgamiento de concesiones y permi-
sos, quedará sujeto a las modalidades que dicte el interés
público, condicionado siempre a la disponibilidad y pre-
servación del recurso de que se trate. La Secretaría basará
sus decisiones en criterios de equidad social y en la infor-
mación científica disponible del recurso pesquero. Asimis-
mo, se otorgarán preferentemente a los habitantes de las
comunidades locales, siempre y cuando utilicen artes de
pesca autorizadas.

En igualdad de circunstancias, tendrán preferencia las soli-
citudes de las comunidades indígenas. Cuando la conce-
sión o permiso pueda afectar el hábitat de alguna comuni-
dad indígena la autoridad deberá recabar el parecer de los
representantes de dicha comunidad. 

Con el fin de apoyar las actividades productivas de las co-
munidades indígenas, la Secretaría promoverá programas
que favorezcan su desarrollo sustentable. Asimismo les do-
tará de estímulos, recursos y tecnologías para que incre-
menten sus capacidades productivas.

La Secretaría establecerá los procedimientos y mecanis-
mos necesarios, para que los títulos o documentos en los
que consten las concesiones y permisos, sean traducidos a
las lenguas de los concesionarios o permisionarios perte-
necientes a los pueblos indígenas, o bien, para asegurar que
les sea interpretado su contenido.

ARTÍCULO 44.- Para el otorgamiento de concesiones o
permisos de recursos que se encuentren bajo el estatus de
recuperación o sobreexplotación se procederá además de
los requisitos señalados en la presente ley y su reglamento,
conforme a lo que disponga la Carta Nacional Pesquera.

ARTÍCULO 45.- La Secretaría resolverá las solicitudes de
concesión o permiso dentro de un plazo que no excederá de
sesenta días hábiles desde su fecha de presentación y es-
tando debidamente integrado el expediente. Excepcional-
mente, en el caso de concesiones, dicho plazo podrá am-
pliarse por otros sesenta días hábiles, cuando así se
requiera por las características del proyecto, en los supues-
tos y términos que establezca el reglamento.

En caso de que se hubiere presentado la información o do-
cumentación incompleta, la Secretaría requerirá por escri-
to fundado y motivado, y por única vez, a los solicitantes,
para que la integren en un plazo no mayor de 15 días hábi-
les, suspendiéndose el término que restare para concluir el
procedimiento.
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En caso de que la autoridad omita dar a conocer al promo-
vente la resolución recaída a su solicitud, se considerará
que ha resuelto negar lo solicitado. A petición del interesa-
do, se deberá expedir constancia de tal circunstancia den-
tro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que se
debería emitir la resolución de la solicitud respectiva, de
conformidad con la Ley Federal de Procedimiento Admi-
nistrativo.

La falta de resolución a la solicitud podrá implicar respon-
sabilidades a los servidores públicos a quienes competa tal
resolución, conforme a lo dispuesto en las leyes aplicables.

ARTÍCULO 46.- Las concesiones o permisos que expida la
Secretaría se otorgarán por embarcación o unidad de es-
fuerzo pesquero, según se defina para cada especie, grupo
de especies o áreas, en el reglamento de la presente Ley y
en las normas oficiales que deriven de la misma.

El concesionario o permisionario deberá tener siempre a
bordo el documento que demuestre que la embarcación es-
tá autorizada para operar, la cual deberá tener matrícula y
bandera mexicanas y estar registrada en el Registro Públi-
co Marítimo Nacional, en los términos de la Ley de Nave-
gación, así como en el Registro Nacional de Pesca y Acua-
cultura.

Las embarcaciones pesqueras que establezca el reglamento
de la presente Ley deberán llevar un libro de registro que
se denominará bitácora de pesca, que contendrá la infor-
mación que se determine en el propio reglamento.

Las demás obligaciones y derechos de los concesionarios y
permisionarios, se fijarán en las disposiciones reglamenta-
rias que deriven de esta Ley, así como en el título de con-
cesión o permiso correspondiente.

ARTÍCULO 47.- Para el otorgamiento de una concesión de
un recurso pesquero por área, especie o grupo de especies
para la pesca comercial, la Secretaría procederá conforme
a lo siguiente:

I. Evaluará la capacidad técnica, administrativa y finan-
ciera del solicitante;

II. Evaluará la trayectoria previa del solicitante en cuan-
to a cumplimiento de normas oficiales y otras disposi-
ciones aplicables incluyendo las de protección del me-
dio ambiente;

III. Priorizará las solicitudes de habitantes de las comu-
nidades locales y las que tengan un impacto benéfico en
lo económico y social en la región;

IV. Informará de la solicitud al Consejo Estatal de Pes-
ca y Acuacultura, quien podrá emitir opinión respecto a
la solicitud recibida y contará con quince días naturales
para hacerla del conocimiento de Secretaría, y

V. Una vez dictada la resolución, la Secretaría, en su ca-
so, publicará la concesión en el Diario Oficial de la Fe-
deración, a costa del solicitante.

ARTÍCULO 48.- Los solicitantes de concesiones deberán
acreditar la legal disposición de los bienes y equipos nece-
sarios para cumplir con el objeto de la solicitud. La solici-
tud de concesión deberá contener la información siguiente:

I. Nombre y domicilio del solicitante;

II. Región geográfica donde pretenda llevar a cabo la
actividad;

III. La duración por la que pretenda sea otorgada;

IV. Acreditar su inscripción en el Registro Nacional de
Pesca y Acuacultura o copia de la solicitud, si se en-
cuentra en trámite; 

V. Propuesta de manejo de la pesquería o recurso en los
términos que señale el reglamento;

VI. Descripción de las características tecnológicas de la
embarcación, equipos y artes de pesca con las cuales se
pretende llevar a cabo la actividad, y

VII. Los demás lineamientos que se establezcan en el
reglamento de la presente ley y demás ordenamientos
aplicables.

ARTÍCULO 49.- Las concesiones a que se refiere esta Ley
podrán tener una duración de cinco hasta veinte años para
la pesca comercial, y de cincuenta para la acuacultura co-
mercial. Con base en los planes de manejo pesqueros y de
acuacultura sancionados y publicados, las concesiones po-
drán ser prorrogadas hasta por los plazos equivalentes a los
concedidos originalmente.

Para la pesca comercial el concesionario deberá entregar
un informe al INAPESCA cada dos años, y con base en el
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dictamen emitido por el Instituto se podrá prorrogar la con-
cesión.

Para la acuacultura comercial el concesionario deberá en-
tregar un informe al INAPESCA cada cinco años, y con ba-
se en el dictamen emitido por el Instituto se podrá prorro-
gar la concesión.

ARTÍCULO 50.- Los titulares de las concesiones podrán
ser sustituidos previa autorización expresa que otorgue la
Secretaría, siempre que se cumplan con los requisitos y
condiciones que establezca el reglamento de la presente
Ley. En el caso del fallecimiento del titular de la concesión,
la Secretaría dará preferencia para la sustitución, a los de-
signados por el derecho sucesorio aplicable al caso, de con-
formidad con las disposiciones legales aplicables.

ARTÍCULO 51.- Los permisos de pesca comercial tendrán
una duración de dos hasta cinco años, de acuerdo a la pes-
quería de que se trate y lo que determine el reglamento de
la presente Ley.

Los permisos a que se refieren las fracciones V a la XV del
artículo 41 de esta Ley, tendrán la duración que determine
su reglamento, de acuerdo a las características y naturaleza
de la actividad, y en su caso, se sujetarán a los planes de
manejo.

Podrán ser prorrogados si la evaluación realizada por el IN-
APESCA resulta positiva en cuanto al manejo de la pes-
quería, acorde con las condiciones que se establezcan en el
reglamento de la presente Ley y no podrán ser transferidos
a terceros.

En caso de fallecimiento del permisionario, la Secretaría
dará preferencia para la sustitución, a los designados por el
derecho sucesorio aplicable al caso, de conformidad con
las disposiciones legales aplicables.

ARTÍCULO 52.- Los solicitantes de permisos deberán
acreditar la legal disposición de los bienes y equipos nece-
sarios para cumplir con el objeto de la solicitud. La solici-
tud de permiso deberá contener la información siguiente:

I. Nombre y domicilio del solicitante;

II. Región donde pretenda llevar a cabo la actividad;

III. La duración que se pretenda;

IV. Acreditar su inscripción en el Registro Nacional de
Pesca y Acuacultura o copia de la solicitud, si se en-
cuentra en trámite;

V. Descripción de las características tecnológicas de la
embarcación, equipos y artes de pesca con las cuales se
pretende llevar a cabo la actividad, y

VI. Los demás lineamientos que se establezcan en el re-
glamento de la presente ley y demás ordenamientos
aplicables.

ARTÍCULO 53.- Son causas de extinción de las concesio-
nes y permisos: la caducidad, la revocación, la nulidad, la
terminación del plazo y la declaratoria de rescate por cau-
sa de interés público.

ARTÍCULO 54.- Son causas de caducidad:

I. No iniciar, sin causa justificada, la actividad en el pla-
zo establecido;

II. Suspender, sin causa justificada, la explotación por
más de tres meses consecutivos;

III. No iniciar la construcción de obras e instalaciones o
la adquisición de equipos en los términos y plazos con-
venidos en el permiso o concesión, y

IV. No concluir las obras e instalaciones en las fechas
señaladas.

En los supuestos anteriores para que no constituyan causa
de caducidad, se requiere que el interesado someta a consi-
deración de la Secretaría los motivos que lo justifiquen pa-
ra que ésta los califique y resuelva lo conducente.

ARTÍCULO 55.- La Secretaría, procederá a la revocación
de la concesión o permiso, cuando sus titulares:

I. Afecten al ecosistema o lo pongan en riesgo inminen-
te, con base en un dictamen emitido por la autoridad co-
rrespondiente;

II. Cuando se excedan en el ejercicio de los derechos
consignados en la concesión o permiso;

III. Incumplan o violen lo establecido en esta Ley, en las
disposiciones reglamentarias que de ella deriven y en
los títulos de concesión o permiso respectivos;
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IV. No proporcionen la información en los términos y
plazos que le solicite la Secretaría o incurran en false-
dad al rendir ésta;

V. No acaten, sin causa justificada, las condiciones ge-
nerales de orden técnico que indique la Secretaría, den-
tro del plazo establecido para ello;

VI. Transfieran la concesión o permiso, contraviniendo
lo señalado la presente Ley; 

VII. Incurran en quiebra, liquidación, disolución o con-
curso necesario;

VIII. Que al amparo del permiso o concesión se comer-
cialice producto de origen ilegal, y

IX. La comercialización, bajo cualquier título jurídico,
de las capturas de la pesca deportivo-recreativa. 

ARTÍCULO 56.- Serán causas de nulidad de las concesiones
y permisos, la omisión o irregularidad de los elementos exi-
gidos en la presente Ley y su reglamento de conformidad
con lo establecido en la Ley Federal de Procedimiento Ad-
ministrativo.

ARTÍCULO 57.- Las concesiones o permisos a que se re-
fiere esta Ley, se extinguen por terminación del plazo para
el que se hayan otorgado, sin necesidad de declaración ex-
presa de la Secretaría al respecto.

Artículo 58.- Los titulares de concesiones o permisos, que
incurran en causas de caducidad o revocación, no podrán
ser titulares de concesiones o permisos, sino transcurridos
cuatro años, contados a partir de la declaración firme de la
caducidad o revocación. Igual tratamiento se dará en los
casos de anulación imputables a sus titulares.

ARTÍCULO 59.-.Las concesiones para la pesca y acuacul-
tura comerciales, podrán rescatarse por causa de interés
público. Son causas de rescate por interés público, cuando:

I. La pesquería tenga el estatus de sobreexplotación; y

II. El particular no garantice el mantenimiento de la
misma en un plazo basado en un dictamen emitido por
el INAPESCA.

Los titulares de los permisos o concesiones que hubiesen
sido rescatados tendrán prelación para el acceso a otras
pesquerías.

TÍTULO SÉPTIMO
DE LA PESCA

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 60.- La pesca se puede realizar mediante con-
cesión o permiso. Requieren permiso la pesca comercial,
de fomento, deportivo-recreativa, didáctica y las demás ac-
tividades que expresamente se señalen en esta Ley. Se pro-
híbe la operación de barcos-fábrica y de plantas flotantes.

ARTÍCULO 61.- El establecimiento y operación de artes
de pesca fijas o cimentadas en aguas de jurisdicción fede-
ral, así como su cambio de localización o dimensiones, só-
lo podrá realizarse si se cuenta previamente con permiso de
la Secretaría, sujetándose a las disposiciones en materia de
impacto ambiental contenidas en la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente y aquellas que
sean de la competencia de otras autoridades. Su temporali-
dad no podrá exceder a la señalada en el permiso corres-
pondiente y el interesado deberá cumplir con los requisitos
que establezcan el reglamento de esta Ley y las normas ofi-
ciales.

ARTÍCULO 62.- La Secretaría, de conformidad con el in-
terés nacional y de acuerdo con los Tratados y Acuerdos In-
ternacionales de los que México sea parte, determinará y
en su caso, declarará si existen excedentes por especie; en
tal circunstancia permitirá, con carácter de excepción, que
embarcaciones extranjeras participen de dichos exceden-
tes, en la zona económica exclusiva y mediante el cumpli-
miento de los requisitos y condiciones que para cada caso
establezca la propia dependencia. En todo caso, se estará
siempre a la más rigurosa reciprocidad.

La declaración de excedentes a que se refiere el párrafo an-
terior, se establecerá exclusivamente mediante Acuerdo del
Titular de la Secretaría, basado en un dictamen elaborado
por el INAPESCA y con la opinión del Consejo Nacional
de Pesca y Acuacultura, el cual se publicará en el Diario
Oficial de la Federación. Los permisos respectivos los ex-
pedirá la Secretaría, serán intransferibles y se sujetarán a la
suscripción de convenios con los Estados que lo soliciten
y, en el caso de personas físicas y morales de nacionalidad
extranjera, previa solicitud y cumplimiento de los requisi-
tos establecidos en el reglamento de esta Ley.

Los permisos se expedirán por embarcación, por tempora-
da de pesca o por el tiempo que determine la Secretaría,
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que consignará en cada uno de ellos la vigencia, zona de
captura, artes y equipos de pesca, recurso o recursos pes-
queros permitidos y las condiciones de operación.

Tendrán prelación en la captura de dichos excedentes en la
zona económica exclusiva, las embarcaciones de bandera
extranjera que acrediten que su quilla se fabricó en astille-
ros mexicanos.

ARTÍCULO 63.- Los interesados en obtener permiso para
pescar en altamar o en aguas de jurisdicción extranjera, así
como los interesados en descargar en puertos extranjeros,
con embarcaciones de matrícula y bandera mexicanas, de-
berán cumplir para ello los requisitos que establezcan el re-
glamento de esta Ley y los Tratados o Acuerdos interna-
cionales de los que México sea parte, así como con los
requisitos y permisos que para este efecto los países les re-
quieran. Los permisos respectivos los expedirá la Secreta-
ría únicamente a personas de nacionalidad mexicana.

Las cuotas que otorguen al país los gobiernos extranjeros,
para el aprovechamiento o explotación de sus recursos pes-
queros, serán administradas por la Secretaría.

En caso de que los propios gobiernos permitan a los parti-
culares adquirir directamente licencias, permisos o sus
equivalentes para pesca comercial, sus titulares, a solicitud
de la Secretaría, comprobarán que las capturas realizadas
se efectuaron al amparo de dichas licencias, permisos o
equivalentes.

Los titulares de los permisos para pescar en altamar o en
aguas de jurisdicción extranjera, con embarcaciones de
matrícula y bandera mexicanas, están obligados a presentar
el aviso de arribo, en los términos que establezca el regla-
mento de esta Ley.

ARTÍCULO 64.- La Secretaría podrá otorgar permisos pa-
ra realizar pesca de fomento a las personas que acrediten
capacidad técnica y científica para tal fin, en los términos
de la presente Ley, de su reglamento y de las normas ofi-
ciales que al efecto se expidan.

La Secretaría podrá permitir la pesca de fomento, en el ca-
so de científicos, técnicos e instituciones de investigación
extranjeros, para lo cual hará del conocimiento de las Se-
cretarías de Relaciones Exteriores y de Marina, las peticio-
nes que reciba de extranjeros o de organismos internacio-
nales, sin perjuicio de los demás requisitos que deban
cumplirse en términos de la legislación aplicable.

ARTÍCULO 65.- La Secretaría podrá otorgar permisos pa-
ra realizar pesca didáctica a las instituciones de enseñanza
que desarrollen programas educativos de pesca las cuales
deberán informar a la Secretaría, acerca del volumen y es-
pecies obtenidas, dentro del plazo que se determine en el
permiso.

La captura producto de las actividades realizadas al ampa-
ro de estos permisos podrá comercializarse, siempre que el
producto de su venta se aplique exclusivamente al desarro-
llo de las labores propias de la institución, en los términos
que establezca el reglamento.

ARTÍCULO 66.- La captura incidental estará limitada y no
podrá exceder del volumen que determine la Secretaría, pa-
ra cada pesquería, según las zonas, épocas y artes de pes-
ca, de conformidad con lo que establece la presente Ley y
demás disposiciones que de ella se deriven. Los exceden-
tes de los volúmenes de captura incidental que determine
dicha autoridad en tales disposiciones, serán considerados
como pesca realizada sin concesión o permiso.

El aprovechamiento de los productos pesqueros obtenidos
en la captura incidental se sujetará a las normas oficiales
que al efecto se expidan, salvo lo previsto en esta Ley pa-
ra la pesca deportivo-recreativa.

ARTÍCULO 67.- Los permisos para la pesca deportivo-re-
creativa se expedirán a personas físicas nacionales o ex-
tranjeras y serán individuales, improrrogables e intransfe-
ribles. Requerirán permiso para efectuar este tipo de pesca
la persona que la realice por sí y los prestadores de servi-
cios a terceros para llevar a cabo dicha actividad, de con-
formidad con los programas correspondientes.

Lo anterior es aplicable, sin perjuicio del pago de dere-
chos que deba efectuarse por la utilización de embarca-
ciones en las que se realicen actividades de pesca depor-
tivo-recreativa, de conformidad con lo dispuesto en la ley
de la materia

ARTÍCULO 68.- Las especies denominadas marlin, pez
vela, pez espada, sábalo o chiro, pez gallo y dorado, en to-
das sus variedades biológicas, quedan destinadas de mane-
ra exclusiva para la pesca deportivo-recreativa, dentro de
una franja de cincuenta millas náuticas, contadas a partir de
la línea de base desde la cual se mide el mar territorial.

No podrán realizarse actividades de pesca distintas a las
de investigación, sobre las especies destinadas a la pesca
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deportivo-recreativa en las áreas de reproducción que esta-
blezca la Secretaría mediante disposiciones reglamentarias.

ARTÍCULO 69.- Las personas que practiquen la pesca de-
portivo-recreativa desde tierra no requerirán permiso, y es-
tarán obligados a utilizar las artes de pesca y respetar las ta-
llas mínimas y límites de captura que autorice la Secretaría
conforme a las disposiciones que para tal efecto se emitan.

ARTÍCULO 70.- La Secretaría, con base en el dictamen
emitido por el INAPESCA y acorde a los planes de mane-
jo pesquero sancionados, establecerá las épocas, zonas y
tallas mínimas de pesca, el número máximo de ejemplares
susceptibles de captura por pescador deportivo y por día,
así como las características particulares de las artes y mé-
todos de pesca permitidos, en las disposiciones reglamen-
tarias que deriven de esta Ley. Lo anterior considerando,
entre otros aspectos, las condiciones del recurso de que se
trate y las características del lugar donde se pretenda des-
arrollar dicha actividad.

ARTÍCULO 71.- Los prestadores de servicios o los titula-
res de los permisos de la pesca deportivo-recreativa, debe-
rán entregar a la Secretaría la bitácora de pesca correspon-
diente, en los términos del reglamento de la presente Ley.

ARTÍCULO 72.- La pesca de consumo doméstico que
efectúen los residentes en las riberas y en las costas, no re-
quiere concesión o permiso.

Sólo podrá efectuarse con redes y líneas manuales que pue-
da utilizar individualmente el pescador, observando y res-
petando las vedas y las normas oficiales que se expidan.

Tratándose de zonas concesionadas se podrá practicar la
pesca de consumo doméstico, siempre y cuando no se cap-
turen las especies materia de las concesiones otorgadas a
terceros.

En los casos que se requiera, la Secretaría establecerá, en
normas oficiales, las artes de pesca de consumo doméstico
y sus especificaciones técnicas, considerando entre otros
aspectos, las condiciones biológicas, tecnológicas y am-
bientales.

Las cantidades permitidas por pesquería o especie se espe-
cificarán en el reglamento de la presente Ley, y en las nor-
mas correspondientes.

CAPÍTULO II
DE LOS PERMISOS PARA DESCARGAR

EN PUERTOS EXTRANJEROS 
Y TRANSBORDAR ESPECIES 

CAPTURADAS POR EMBARCACIONES 
PESQUERAS DE BANDERA MEXICANA

ARTÍCULO 73.- El permiso para descargar en puertos ex-
tranjeros o transbordar especies capturadas por embarca-
ciones pesqueras de bandera mexicana, será otorgado por
la Secretaría, siempre y cuando los interesados proporcio-
nen, adjunta a la solicitud del permiso, la información que
se determine en el reglamento de esta Ley.

En los casos de emergencia, contingencias climáticas y
averías en las embarcaciones se estará a lo dispuesto en el
Reglamento de la presente Ley.

ARTÍCULO 74.- Se requiere permiso para la descarga en
puertos mexicanos, que realicen embarcaciones pesqueras
de bandera extranjera, de productos pesqueros vivos, fres-
cos, enhielados o congelados provenientes de la pesca co-
mercial. Para ello los interesados deberán adjuntar a su so-
licitud el título correspondiente al amparo del cual se
realizó la actividad pesquera, expedido por la autoridad
competente del país de origen, y cumplir con los demás re-
quisitos que se establezcan en el reglamento de esta Ley.

En los casos de emergencia, contingencias climáticas y
averías en las embarcaciones se estará a lo dispuesto en el
Reglamento de la presente Ley.

TÍTULO OCTAVO
DE LA LEGAL PROCEDENCIA

CAPÍTULO
ÚNICO

ARTÍCULO 75.- La legal procedencia de los productos
pesqueros y acuícolas, se acreditará con los avisos de arri-
bo, de cosecha, de producción, de recolección, permiso de
importación y con la guía de pesca, según corresponda, en
los términos y con los requisitos que establezca esta Ley y
su reglamento. Para las especies obtenidas al amparo de
permisos de pesca deportivo-recreativa, la legal proceden-
cia se comprobará con el permiso respectivo.
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Para la comercialización de los productos de la pesca y de
la acuacultura, los comprobantes fiscales que emitan debe-
rán incluir el número de permiso o concesión respectiva.

ARTÍCULO 76.- El traslado por vía terrestre, marítima o
aérea de productos pesqueros vivos, frescos, enhielados o
congelados provenientes de la pesca o acuacultura deberá
realizarse al amparo de la guía de pesca, de conformidad
con el formato que expida la Secretaría. Se exceptúan de
esta obligación las personas que hayan obtenido especies al
amparo de permisos de pesca deportivo-recreativa, cuyo
traslado se amparará con el propio permiso y el que trasla-
de productos cuyo destino sea el consumo doméstico di-
recto del que lo transporta.

ARTÍCULO 77.- El trámite, los requisitos y la vigencia de
los documentos para acreditar la legal procedencia de los
productos pesqueros y acuícolas, se establecerán en el re-
glamento de esta Ley.

En el ejercicio de sus funciones, el SENASICA coadyuvará
en la inspección y vigilancia del traslado de productos pes-
queros vivos, frescos, enhielados o congelados provenientes
de la pesca o la acuacultura, que se realice por vía terrestre,
marítima o aérea en cualquier parte del territorio nacional.

TÍTULO NOVENO
DE LA ACUACULTURA

CAPITULO I
DE LA PLANEACIÓN PARA EL DESARROLLO

Y DEL ORDENAMIENTO ACUÍCOLA

ARTÍCULO 78.- En materia de acuacultura, son objetivos
de esta Ley:

I. Fomentar el desarrollo de la acuacultura como una ac-
tividad productiva que permita la diversificación pes-
quera, para ofrecer opciones de empleo en el medio ru-
ral;

II. Incrementar la producción acuícola y la oferta de ali-
mentos que mejoren la dieta de la población mexicana,
así como generar divisas;

III. Promover la definición de sitios para su realización,
su tecnificación y diversificación, orientándola para in-
crementar su eficiencia productiva reduciendo los im-
pactos ambientales y buscando nuevas tecnológicas que
permitan ampliar el numero de especies que se cultiven;

IV. Impulsar el desarrollo de las actividades acuícolas
para revertir los efectos de sobreexplotación pesquera;

V. Aprovechar de manera responsable, integral y susten-
table recursos acuícolas, para asegurar su producción
óptima y su disponibilidad; y

VI. Fomentar y promover la calidad y la diversidad de
los recursos acuícolas.

ARTÍCULO 79.- La Secretaría, regulará el crecimiento or-
denado de la acuacultura, atendiendo principalmente a las
áreas o zonas con potencial para desarrollar esta actividad,
mediante la expedición de concesiones o permisos por es-
pecie o grupos de especies.

Artículo 80.- El Programa Nacional de Acuacultura, como
parte del Programa Nacional de Pesca y Acuacultura se su-
jetará a las previsiones del Plan Nacional de Desarrollo y
contemplará la concurrencia que en materia de acuacultura
lleven a cabo la Federación, las Entidades Federativas, el
Distrito Federal y los Municipios, de acuerdo a la distribu-
ción de competencias establecidas en esta Ley.

Artículo 81.- La planeación y regulación del ordenamiento
acuícola, se llevará a cabo a través de: 

I. El Programa Nacional de Acuacultura y la Carta Na-
cional Acuícola;

II. Los programas estatales de acuacultura; 

III. Los planes de ordenamiento acuícola; y 

IV. Los programas de desarrollo de la acuacultura deri-
vados de los señalados en las fracciones anteriores. 

La Federación y las Entidades Federativas, en los términos
de la presente Ley, podrán convenir acciones que propicien
el ordenamiento territorial de los desarrollos acuícolas ubi-
cados en aguas continentales.

ARTÍCULO 82.- Para regular e inducir las actividades de
acuacultura llevadas a cabo en una región del país, con el
propósito de garantizar la productividad, la funcionalidad y
sustentabilidad del medio natural, las entidades federativas
podrán establecer planes regionales de acuacultura, como
instrumentos de planeación, conforme a las disposiciones
de la presente Ley. 
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CAPÍTULO II
DE LA CARTA NACIONAL ACUÍCOLA

Artículo 83.- La Carta Nacional Acuícola, es la presenta-
ción cartográfica y escrita de los indicadores de la activi-
dad, de las especies destinadas a la acuacultura, del des-
arrollo de la biotecnología y de las zonas por su vocación
de cultivo. Su contenido tendrá carácter informativo para
los sectores productivos y será consultivo y orientador pa-
ra las autoridades competentes en la resolución de solicitu-
des de concesiones y permisos para la realización de las ac-
tividades acuícolas.

La Secretaría aprobará y expedirá la Carta Nacional Acuí-
cola y sus actualizaciones, y las publicará en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

ARTÍCULO 84.- La Carta Nacional Acuícola deberá con-
tener, al menos, la siguiente información:

I. El inventario de las especies acuícolas susceptibles de
reproducción y cultivo;

II. Caracterización de las zonas por su vocación y po-
tencial de cultivo;

III. Análisis de capacidad instalada por región;

IV. Las especificaciones respecto al dominio de la tec-
nología para la reproducción y cultivo de las especies
acuícolas;

V. Los planes de ordenamiento acuícola;

VI. Las normas aplicables a aspectos de conservación,
protección y/o aprovechamiento de los recursos acuíco-
las, incluyendo las relativas a la sanidad, calidad e ino-
cuidad de los productos acuícolas; 

VII. Estadísticas de producción; y

VIII. La información que se determine en el reglamento
de la presente Ley.

CAPÍTULO III
DE LOS INSTRUMENTOS DE MANEJO

PARA LA ACUACULTURA

ARTÍCULO 85.- Para el desarrollo integral, ordenado y
sustentable de la acuacultura, se fomentará la creación de

Unidades de Manejo Acuícola que estarán basadas en la
evaluación de los recursos naturales disponibles para la
acuacultura.

ARTÍCULO 86.-.Cada unidad de manejo acuícola, deberá
contar con un plan de manejo que contendrá:

I. Las acciones a realizar a corto, mediano y largo pla-
zo, estableciendo la vinculación con los planes y pro-
gramas aplicables;

II. La capacidad de carga de los cuerpos de agua de don-
de se pretendan alimentar las unidades de producción
acuícola;

III. Las características geográficas de la zona o región;

IV. Las obras de infraestructura existentes y aquellas
que se planeen desarrollar y su programa de administra-
ción;

V. La forma de organización y administración de la uni-
dad de manejo, así como los mecanismos de participa-
ción de los acuicultores asentados en la misma;

VI. La descripción de las características físicas y bioló-
gicas de la Unidad de Manejo Acuícola;

VII. Acciones de protección y aprovechamiento susten-
table de los recursos naturales y un cronograma de cum-
plimiento de las disposiciones legales aplicables;

VIII. Acciones de sanidad, inocuidad y calidad acuícola;

IX. Acciones de crecimiento y tecnificación, y

X. El programa de prevención y control de contingen-
cias, de monitoreo y las demás que por las característi-
cas propias de la unidad de manejo acuícola se requie-
ran.

ARTÍCULO 87.- Las auditorias técnicas preventivas ten-
drán la finalidad de determinar el grado de cumplimiento
de la normatividad y de los planes de manejo respectivos
por parte de los acuacultores. La Secretaría, emitirá un dic-
tamen que haga constar el adecuado cumplimiento de la le-
gislación en la materia y de los planes de manejo y, en su
caso, hará las recomendaciones sobre las medidas preven-
tivas y correctivas necesarias, para garantizar una actividad
sustentable. 
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ARTÍCULO 88.- La Federación y las Entidades Federati-
vas en el ámbito de sus respectivas competencias, diseña-
rán y aplicarán instrumentos económicos que incentiven el
cumplimiento de los objetivos de la política acuícola.

TÍTULO DÉCIMO
DE LA ADMINISTRACIÓN

DE LA ACUACULTURA

CAPITULO ÚNICO
DE LAS CONCESIONES Y PERMISOS

DE ACUACULTURA

ARTÍCULO 89.- La acuacultura se puede realizar median-
te concesión para la acuacultura comercial y mediante per-
miso, para:

I. La acuacultura comercial;

II. La acuacultura de fomento;

III. La acuacultura didáctica;

IV. La recolección del medio natural de reproductores; y

V. La introducción y la repoblación de especies vivas en
cuerpos de agua de jurisdicción federal.

ARTÍCULO 90.- La Secretaría podrá otorgar permisos pa-
ra la acuacultura a personas físicas o morales de nacionali-
dad mexicana, previo cumplimiento de los requisitos que
se establezcan en esta Ley y en las disposiciones regla-
mentarias, mismos que deberán ser congruentes con los
planes de ordenamiento acuícola.

Los solicitantes de permisos deberán acreditar la legal dis-
posición de los bienes y equipos necesarios para cumplir
con el objeto de la solicitud.

La solicitud deberá contener, al menos, lo siguiente:

I. Nombre y domicilio del solicitante;

II. Entidad federativa y municipio donde pretenda llevar
a cabo la actividad;

III. La duración por la que pretenda sea otorgada, y

IV. Acreditar su inscripción en el Registro Nacional de
Pesca y Acuacultura o copia de la solicitud, si se en-
cuentra en trámite.

ARTÍCULO 91.- La Secretaría podrá otorgar concesión
para la acuacultura comercial en aguas de jurisdicción fe-
deral a personas físicas o morales, a solicitud del interesa-
do y previo cumplimiento de los requisitos que se esta-
blezcan en el reglamento de esta Ley. Lo anterior sin
perjuicio de lo establecido en otras disposiciones jurídicas
aplicables.

ARTÍCULO 92.- Las personas que realicen actividades de
acuacultura, deberían presentar a la Secretaría los avisos de
cosecha, producción y recolección, en la forma y términos
que determine el reglamento de esta Ley.

ARTÍCULO 93.- Con el propósito de estimular la diversifi-
cación y tecnificación de cultivos, la Secretaría promoverá la
acuacultura de fomento y podrá permitirla a instituciones de
investigación científica y docencia, así como a personas físi-
cas dedicadas a actividades científicas y técnicas.

La Secretaría podrá otorgar permiso de acuacultura de fo-
mento a personas morales cuya actividad u objeto social
sea la pesca o el cultivo, comercialización o transforma-
ción de productos acuícolas, debiendo cumplir con los mis-
mos requisitos que se establecen para las instituciones de
investigación.

El permiso podrá comprender la comercialización de las
cosechas que se obtengan, con los límites y condiciones
que se establezcan en el reglamento de esta Ley y en el
propio permiso.

En caso de que los resultados obtenidos sean favorables y
se haya dado cumplimiento a las condicionantes estableci-
das para la acuacultura de fomento, la Secretaría podrá
otorgar las concesiones o permisos correspondientes.

ARTÍCULO 94.- Las personas físicas o morales que des-
arrollen programas de enseñanza en materia acuícola al
amparo de un permiso, podrán comercializar la producción
obtenida del programa de cultivo, siempre que el producto
de su venta se aplique al desarrollo de actividades acadé-
micas.

ARTÍCULO 95.- Para la importación de semillas, ovas,
alevines, larvas, postlarvas, cepas algales, reproductores o
cualquier otro estadio de especies silvestres, cultivadas o
de laboratorio, se deberá adjuntar a la solicitud el certifica-
do de sanidad acuícola otorgado por el SENASICA. En el
caso de organismos genéticamente modificados se sujetará
a lo dispuesto en la Ley de Bioseguridad de Organismos
Genéticamente Modificados.
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ARTÍCULO 96.- Respecto de la introducción de especies
vivas que no existan de forma natural en el cuerpo de agua
de jurisdicción federal receptor, la Secretaría, consideran-
do la opinión del INAPESCA, y de acuerdo a los resulta-
dos del periodo de cuarentena previo, resolverá sobre la
procedencia de la misma, observando lo que dispongan las
disposiciones reglamentarias que deriven de esta Ley.

Será requisito para obtener el permiso de introducción de
especies vivas en cuerpos de agua de jurisdicción federal,
que el solicitante cuente con el certificado de sanidad acu-
ícola que otorgue el SENASICA, en los términos de esta
Ley. El interesado podrá iniciar el trámite para obtener di-
cho permiso ante la Secretaría, pero no le será otorgado
hasta que acredite en el expediente respectivo haber obte-
nido el certificado del SENASICA.

ARTÍCULO 97.- La Secretaría otorgará permisos para re-
colectar del medio natural reproductores para destinarlos al
abasto de las actividades acuícolas exclusivamente a:

I. Propietarios de laboratorios de producción acuícola,
únicamente para satisfacer sus necesidades de opera-
ción, hasta la segunda corrida de producción, y

II. Concesionarios de la pesca comercial de la especie
de que se trate, que cumplan con los requisitos y condi-
ciones que se establezcan en el reglamento de esta Ley
y demás disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 98.- Aquellas personas que recolecten orga-
nismos del medio natural y los acuacultores que se abas-
tezcan de ellos, quedan obligados a realizar acciones de re-
población en los términos y condiciones que en cada caso
determine la Secretaría en normas oficiales y en los propios
permisos.

Para otorgar los permisos para la recolección de especies
en cualquier estadio, la Secretaría considerará el dictamen
emitido por el INAPESCA, en el que se determinará el nú-
mero de ejemplares, zonas y épocas para su recolección.
No se otorgará permiso cuando se determine que se pone
en riesgo la conservación de la especie de que se trate.

Los permisionarios deberán presentar a la Secretaría el avi-
so de recolección correspondiente, con la información y
requisitos que se establezcan en el reglamento.

ARTÍCULO 99.-. Las personas que colecten en cualquiera
de las fases de desarrollo organismos acuáticos vivos pro-

venientes de poblaciones naturales con fines de acuacultu-
ra, deberán observar los lineamientos que en materia de re-
colección, aclimatación, manejo, transporte y siembra de
los mismos se establezcan en normas oficiales.

ARTÍCULO 100.- Los permisos de acuacultura tendrán
una vigencia de hasta cinco años de acuerdo a las caracte-
rísticas y naturaleza de la actividad, y los demás requisitos
que determinen en las disposiciones reglamentarias que de-
riven de esta Ley, y en su caso se sujetarán a los planes de
manejo.

Podrán ser prorrogados en los casos y condiciones que se
determinen en el propio reglamento, y serán intransferi-
bles.

Para la acuacultura comercial el titular deberá entregar un
informe al INAPESCA a la mitad del plazo estipulado en
el permiso, y con base en el dictamen emitido por el Insti-
tuto se podrá prorrogar la concesión.

ARTÍCULO 101.- La explotación, uso o aprovechamiento
de las aguas nacionales en la acuacultura, se podrá realizar
por personas físicas o morales previa la concesión respec-
tiva otorgada por la Autoridad del Agua, en los términos de
la Ley de Aguas Nacionales, la presente Ley y sus regla-
mentos.

La Comisión Nacional del Agua, en coordinación con la
Secretaría, otorgará facilidades para el desarrollo de la
acuacultura y el otorgamiento de las concesiones de agua
necesarias; asimismo apoyará, a solicitud de los interesa-
dos, el aprovechamiento acuícola en la infraestructura hi-
dráulica federal, que sea compatible con su explotación,
uso o aprovechamiento, con la participación que corres-
ponda a los Organismos de Cuenca.

Las actividades de acuacultura efectuadas en sistemas sus-
pendidos en aguas nacionales no requerirán de concesión
de agua, en tanto no se desvíen los cauces y siempre que no
se afecten la calidad de agua, la navegación, otros usos per-
mitidos y los derechos de terceros, en los términos de la pre-
sente Ley, la Ley de Aguas Nacionales, y sus reglamentos.

ARTÍCULO 102.- Las concesiones sobre aguas de juris-
dicción federal, para construir, operar y explotar unidades
de producción acuícola se otorgan preferentemente a los
propietarios de los terrenos que colindan con dichos cuer-
pos de agua conforme al procedimiento que establezca el
reglamento de esta Ley.
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TÍTULO DÉCIMO PRIMERO
DE LA SANIDAD, INOCUIDAD Y CALIDAD

CAPÍTULO I
DE LA SANIDAD DE ESPECIES ACUÍCOLAS

Artículo 103.- La Secretaría, ejercerá sus atribuciones y fa-
cultades en materia de sanidad de especies acuícolas a tra-
vés del SENASICA, de conformidad con esta Ley, sus dis-
posiciones reglamentarias, las normas oficiales que de ella
deriven y los demás ordenamientos que resulten aplicables.

Cuando, por razón de la materia y de conformidad con la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal u otras
disposiciones legales aplicables, se requiera de la interven-
ción de otras dependencias, la Secretaría ejercerá sus atri-
buciones en coordinación con las mismas.

La Secretaría y los gobiernos de las entidades federativas,
en los términos de los acuerdos y convenios que se cele-
bren, ejercerán sus funciones en forma coordinada.

ARTÍCULO 104.- La Secretaría expedirá las Normas Ofi-
ciales Mexicanas y establecerá las medidas de diagnóstico,
detección, erradicación, prevención, y control para evitar la
introducción y dispersión de enfermedades, determinar y
clasificas las patologías de alto riesgo; así como para eva-
luar los daños, restaurar las áreas afectadas y establecer
procesos de seguimiento.

ARTÍCULO 105.- Requerirán de certificado de sanidad
acuícola, de manera previa a su realización, las siguientes
actividades:

I. La importación y exportación y tránsito internacional
de especies acuáticas, sus productos y subproductos y
de productos biológicos, químicos, farmacéuticos o ali-
menticios para uso o consumo de dichas especies;

II. La movilización de especies acuícolas vivas, en cua-
lesquiera de sus fases de desarrollo, que se cultiven en
instalaciones ubicadas en el territorio nacional, que se
haga de una unidad de producción acuícola a otra, así
como sus productos y subproductos y de productos bio-
lógicos, químicos, farmacéuticos o alimenticios para
uso o consumo de dichas especies;

III. Los establecimientos en operación en los que se pro-
duzcan, procesen, comercialicen, transporten y almace-
nen productos y subproductos acuícolas, así como pro-

ductos químicos, biológicos, farmacéuticos y alimenti-
cios para el uso o consumo de dichas especies;

IV. Uso y aplicación de antibióticos, medicamentos ve-
terinarios, aditivos y demás sustancias químicas a los
organismos de cultivo; y

V. La introducción de especies acuícolas vivas a un
cuerpo de agua de jurisdicción federal.

Respecto de la importación de especies acuáticas a que se
refiere la fracción I de este artículo, será requisito para ob-
tener el certificado de sanidad que el solicitante cuente con
la autorización correspondiente expedida por la autoridad
competente del país de origen y acredite dicha situación en
el expediente respectivo.

ARTÍCULO 106.- También requerirán certificado de sani-
dad acuícola:

I. Las instalaciones en las que se realicen actividades
acuícolas; 

II. Las especies acuáticas vivas que se capturen de po-
blaciones naturales y se destinen a la acuacultura, y

III. Las unidades de cuarentena.

Para los efectos de este artículo, la Secretaría tomará en
cuenta la opinión del SENASICA para establecer en nor-
mas oficiales los lineamientos sanitarios para el funciona-
miento y operación de unidades de producción acuícola y
de unidades de cuarentena, así como las especificaciones
sanitarias para el cultivo, siembra y cosecha de organismos
acuáticos.

ARTÍCULO 107.- Los certificados de sanidad acuícola po-
drán ser expedidos directamente por el SENASICA o a tra-
vés por los organismos de certificación, acreditados y
aprobados en términos de la Ley Federal sobre Metrología
y Normalización y del reglamento de esta Ley.

Los Comités de Sanidad Acuícola serán órganos auxiliares
para que el SENASICA lleve a cabo la prevención, diag-
nóstico y control de enfermedades. La organización y fun-
cionamiento de dichos Comités se determinará en el regla-
mento que al efecto se expida.

Los demás requisitos y previsiones para obtener el certi-
ficado de sanidad correspondiente se establecerán en las
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disposiciones reglamentarias y en las normas oficiales que
deriven de esta Ley. El SENASICA expedirá el certificado,
siempre que el interesado cumpla con dichos requisitos y
previsiones.

En las concesiones y los permisos para acuacultura comer-
cial se establecerán las condiciones sanitarias que requiera
la introducción de organismos a instalaciones dedicadas a
la producción de las primeras fases de desarrollo de cual-
quier organismo acuático.

Artículo 108.- Las Entidades Federativas, se coordinarán
con la Secretaría, con el objeto de: 

I. Organizar, apoyar y supervisar el funcionamiento de
los Organismos Auxiliares;

II. Inducir el cumplimiento de las disposiciones legales
y las medidas de seguridad de sanidad acuícola estable-
cidas;

III. Difundir permanentemente la información y conoci-
mientos sobre sanidad acuícola, y

IV. Realizar acciones de saneamiento acuícola.

CAPITULO II
DE LAS MEDIDAS SANITARIAS

ARTÍCULO 109.- Las medidas sanitarias tienen por obje-
to prevenir, controlar, combatir y erradicar enfermedades y
plagas de las especies acuáticas vivas, con la finalidad de
proteger su salud y la del hombre. Las medidas sanitarias
serán establecidas por el SENASICA.

Corresponde a la Secretaría con la opinión del SENASICA
la emisión de normas oficiales relativas a esta materia, y
cuando la situación lo amerite, podrán ser emergentes. Las
normas oficiales podrán comprender alguna o algunas de
las siguientes medidas:

I. Campañas sanitarias, entendidas como el conjunto de
medidas para prevenir, controlar o erradicar enfermeda-
des o plagas de las especies acuáticas vivas en un área o
zona determinada;

II. La cuarentena, siendo una medida basada en el aisla-
miento, observación y restricción de la movilización de
especies acuáticas vivas, por la sospecha o existencia de
una enfermedad de las mismas, sujeta a control;

III. El diagnóstico e identificación de enfermedades y
plagas de las especies mencionadas;

IV. La retención y disposición de especies acuáticas vi-
vas, sus productos, subproductos y productos químicos,
farmacéuticos, biológicos y alimenticios, para uso o
consumo de dichas especies, que puedan ocasionar en-
fermedades o plagas en los mismos, y

V. Las demás que se establezcan en las propias normas
oficiales, así como aquellas que, conforme a los avances
y adelantos científicos y tecnológicos, sean eficaces pa-
ra la atención de cada caso de enfermedad o plaga.

ARTÍCULO 110.- Para la aplicación de medidas sanitarias,
la Secretaría declarará mediante acuerdo que se publicará
en el Diario Oficial de la Federación, el estatus sanitario de
las entidades federativas, como zona libre, zona en vigilan-
cia, zona de escasa prevalencia y zona infectada de enfer-
medades o plagas de especies acuáticas vivas, consideran-
do entre otros factores:

I. La prevalencia y recurrencia de enfermedades en la
zona;

II. Las condiciones geográficas y de los ecosistemas; y

III. La eficacia de las medidas sanitarias que se hayan
aplicado, en su caso.

El SENASICA considerará dicha zonificación para la apli-
cación de las medidas sanitarias procedentes.

ARTÍCULO 111.- La aplicación, inspección y vigilancia
de los lineamientos, acuerdos, normas y demás disposicio-
nes en materia sanitaria a que se refiere este capítulo, co-
rresponderá exclusivamente al SENASICA en los términos
de esta Ley.

El cumplimiento de dichas disposiciones podrá ser evalua-
do por organismos auxiliares, organismos de certificación,
unidades de verificación y laboratorios de pruebas, aproba-
dos por el propio SENASICA de conformidad con lo dis-
puesto en la Ley Federal sobre Metrología y Normaliza-
ción y el reglamento de esta Ley.

ARTÍCULO 112.- Por razones sanitarias y de protección
de la salud pública, el SENASICA podrá proponer a la Se-
cretaría la prohibición de la importación de especies acuá-
ticas. Para estos efectos, dicha autoridad deberá fundar y
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motivar su resolución basándose, entre otras cosas, en ele-
mentos e información científica y técnica, y considerando
los compromisos establecidos en Tratados y Acuerdos In-
ternacionales sanitarios y comerciales de los que México
sea parte.

ARTÍCULO 113.- La Secretaría, mediante Acuerdos, de-
terminará los requisitos y medidas sanitarias que deberán
cumplirse para movilizar a zonas libres o en vigilancia, or-
ganismos acuícolas vivos, productos y subproductos, ali-
mentos y productos para uso o consumo por éstos, cuaren-
tenados, así como los vehículos, maquinaria, materiales o
equipo y otros artículos reglamentados que hayan estado en
contacto con ellos.

Las mercancías que se pretendan ingresar al territorio na-
cional, en importación temporal o definitiva, o en tránsito
internacional, deberán provenir de países que cuenten con
servicios veterinarios equivalentes a los que se regulan en
esta Ley y su reglamento.

Los servicios veterinarios de inspección, verificación y
certificación para las mercancías destinadas al comercio
exterior las realizará exclusivamente el SENASICA, quien
podrá solicitar el apoyo de los organismos de coadyuvan-
cia para que realicen determinados actos en los términos
del Reglamento de esta Ley.

ARTÍCULO 114.- Quedan prohibidas la importación o ex-
portación, temporal o definitiva y el tránsito internacional
de organismos acuícolas, derivados, alimentos, deshechos
y despojos, cuando sean originarios o procedan de zonas o
países que no han sido reconocidos como libres de enfer-
medades emergentes o endémicas. El reconocimiento de
zonas o países como libres de enfermedades, lo realizará la
Secretaría en términos del Reglamento de esta Ley, me-
diante acuerdos que publicará en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

En todo caso, la Secretaría, previo análisis de riesgo y en
los términos que se establezcan en la gestión del riesgo, po-
drá suspender la prohibición y condicionar la importación
o exportación de las mercancías en riesgo.

Cuando el riesgo sanitario o la situación concreta a preve-
nirse, no este contemplada en una norma oficial específica,
los interesados deberán cumplir los requisitos mínimos es-
tablecidos en las normas oficiales aplicables en situaciones
generales u observar el procedimiento que se regula en el
Reglamento de esta Ley.

ARTÍCULO 115.- Para fines de exportación la Secretaría,
a petición y con cargo a los interesados, podrá llevar el
control sanitario en las unidades de producción en las que
se críen, alojen o manejen especies acuícolas vivas, así
como en los establecimientos en los que se almacenen,
transformen y/o procesen derivados, alimentos y produc-
tos para uso o consumo de éstos, a fin de certificar el
cumplimiento de los requisitos sanitarios establecidos por
la autoridad competente del país al que se destinarán las
mercancías.

En el caso de la exportación de productos para uso o con-
sumo acuícola, la Secretaría, a solicitud de los interesados,
expedirá la certificación de libre venta, de origen y de re-
gulación vigente de empresas y productos regulados.

Cuando se opte por la destrucción o el tratamiento, el inte-
resado solicitará a la Secretaría, la evaluación del riesgo sa-
nitario, en cuyo caso el ingreso de las mercancías se hará
bajo el procedimiento de cuarentena postentrada, y el inte-
resado deberá solicitar a la autoridad aduanera la suspen-
sión del despacho aduanero, y en su caso, el cambio de ré-
gimen aduanero.

ARTÍCULO 116 .- Cuando se detecte o se tenga evidencia
científica sobre la presencia o entrada inminente de enfer-
medades emergentes o de notificación obligatoria, erradi-
cadas, desconocidas o inexistentes en el país, que pongan
en situación de emergencia sanitaria a una o varias especies
acuícolas en todo o en parte del territorio nacional, la Se-
cretaría instrumentará el Dispositivo Nacional de Emer-
gencia de Sanidad Acuícola, que implicará la publicación
inmediata del Acuerdo en el que se establezca la instru-
mentación urgente y coordinada de las medidas sanitarias
que deberán aplicarse, cuando la evidencia científica con-
firme la presencia de alguna enfermedad emergente o de
notificación obligatoria, erradicada, desconocida o inexis-
tente, o la epidemia de una enfermedad endémica.

También se justificará la activación del dispositivo de
emergencia y la aplicación inmediata de medidas de ino-
cuidad, cuando se sospeche o se tenga evidencia científica
sobre un incremento en los niveles de contaminantes o la
presencia de residuos tóxicos en alimentos para consumo
humano o acuícola, que afecten su inocuidad.

La Secretaría podrá determinar en los acuerdos por los que
se instrumente el Dispositivo, los productos para uso o
consumo de los organismos acuáticos cuya aplicación es la
adecuada para el control de la enfermedad a controlar o
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erradicar, así como las medidas de inocuidad aplicables pa-
ra reducir los riesgos de contaminación alimentaria.

ARTÍCULO 117.- La Secretaría podrá acordar y convenir
con los gobiernos de las entidades federativas, los munici-
pios, órganos de coadyuvancia y particulares interesados,
la creación de uno o varios fondos de contingencia para
afrontar inmediatamente las emergencias sanitarias que
surjan por la presencia de enfermedades emergentes o de
notificación obligatoria, erradicadas, desconocidas o in-
existentes que pongan en peligro la producción acuícola en
el territorio nacional, así como, las emergencias de conta-
minación en los alimentos cuando se detecte un incremen-
to en los niveles de contaminantes o la presencia de resi-
duos tóxicos que vulneren su inocuidad.

CAPÍTULO III
DE LA INOCUIDAD Y CALIDAD DE LOS 
PRODUCTOS PESQUEROS Y ACUÍCOLAS

ARTÍCULO 118.- La inocuidad y la calidad de los produc-
tos acuícolas y pesqueros a que se refiere este capítulo
comprende los productos de la pesca y la acuacultura, des-
de su captura o cosecha y hasta su procesamiento primario.

El SENASICA podrá proponer a la Secretaría la inclusión
en las normas oficiales, las medidas de inocuidad de dichos
productos, desde su producción primaria, hasta su procesa-
miento primario incluyendo actividades tales como: corta-
do, refrigerado y congelado, sin perjuicio de las atribucio-
nes que les correspondan a las autoridades competentes en
materia de salubridad general.

La inocuidad de los productos a que se refiere este artículo
se acreditará a través del certificado que expida el SENA-
SICA, de conformidad con lo que se establezca en las nor-
mas de la materia.

ARTÍCULO 119.- Los estándares de calidad de los pro-
ductos pesqueros y acuícolas desde su captura o cosecha y
hasta su procesamiento primario, serán determinados por el
SENASICA a efecto de crear las condiciones necesarias
para inducir el ordenamiento de los mercados tanto nacio-
nal como de exportación pesqueros y acuícolas.

La calidad de los productos a que se refiere este artículo se
acreditará a través del certificado que expida el SENASI-
CA, conforme lo que se establezca en las normas oficiales
mexicanas. Los certificados tendrán las características, vi-

gencia, requisitos y formalidades que establezcan las dis-
posiciones reglamentarias, y los Acuerdos y Tratados In-
ternacionales en la materia de los que México sea parte.

TÍTULO DÉCIMO SEGUNDO
DE LA INFORMACIÓN SOBRE 

PESCA Y ACUACULTURA

CAPÍTULO I
DEL SISTEMA NACIONAL DE INFORMACIÓN 

DE PESCA Y ACUACULTURA

ARTÍCULO 120.- La Secretaría integrará el Sistema Na-
cional de Información de Pesca y Acuacultura que tendrá
por objeto organizar, actualizar y difundir la información
sobre actividades pesqueras y acuícolas, particularmente
las que se desarrollan en el país. El sistema se integrará con
la información siguiente:

I. La Carta Nacional Pesquera;

II. La Carta Nacional Acuícola;

III. El Registro Nacional de Pesca y Acuacultura;

IV. El Informe de la situación general de la pesca y
acuacultura en México e indicadores de su desarrollo;

V. Los Tratados y Acuerdos Internacionales en las ma-
terias mencionadas; 

VI. Las resoluciones definitivas acerca de concesiones,
permisos y para realizar actividades pesqueras y acuíco-
las, y

VII. El anuario estadístico de pesca y acuacultura.

De conformidad con lo establecido en la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Guberna-
mental, la información mencionada en el presente artículo
deberá ser publicada en la página electrónica de la Secreta-
ría y por los medios impresos a su alcance.

ARTÍCULO 121.- Todos los titulares de concesiones o per-
misos deberán, en los términos de la presente Ley, presen-
tar los informes acerca de los datos estadísticos requeridos
por las autoridades para el cumplimiento de sus fines y ob-
jetivos.
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CAPÍTULO II
DEL REGISTRO NACIONAL DE PESCA 

Y ACUACULTURA

ARTÍCULO 122.- El Registro Nacional de Pesca y Acua-
cultura estará a cargo de la Secretaría, tendrá carácter pú-
blico y tiene por objeto la inscripción y actualización obli-
gatorias de la siguiente información relativa a las
actividades pesqueras y acuícolas:

I. Las personas físicas o morales que se dediquen a la
pesca y la acuacultura, con excepción de las personas fí-
sicas que realicen actividades de pesca deportivo-recre-
ativa y de pesca para consumo doméstico;

II. La información sobre los permisos y concesiones ex-
pedidos que incluya los nombre del titular, especies, ar-
tes y equipos de pesca, vigencia, cuotas de captura o zo-
nas de captura;

III. Las embarcaciones dedicadas a la actividad pesque-
ra;

IV. Las unidades de producción acuícola, incluyendo
parques, granjas y laboratorios;

V. Las personas físicas o morales que cuenten con certi-
ficados de sanidad, inocuidad o calidad, y

VI. Las escuelas pesqueras y los centros dedicados a la
investigación o enseñanza en materia de flora y fauna
acuáticas aprovechables para la pesca y acuacultura.

La Secretaría expedirá el certificado de registro correspon-
diente.

La organización y funcionamiento del Registro se determi-
narán en las disposiciones reglamentarias que deriven de
esta Ley. El INAPESCA, el SENASICA y los gobiernos de
las entidades federativas contribuirán a la integración, ac-
tualización y funcionamiento del Registro, en la forma y
términos que establezcan las disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 123.- La Secretaría y los gobiernos de las en-
tidades federativas integraran una Red de Información
Acuícola, que concentrará la información de los diversos
organismos y entidades respecto a esta actividad e incluirá,
entre otros, la identificación de las especies y ubicación de
áreas apropiadas para la acuacultura, los planes de ordena-
miento, los resultados de los proyectos de investigación,

así como las estadísticas de producción e información de
precios, oferta y demanda de los productos acuícolas.

TÍTULO DÉCIMO TERCERO
INSPECCIÓN Y VIGILANCIA

CAPÍTULO ÚNICO

ARTÍCULO 124.- Para verificar y comprobar el cumpli-
miento de esta Ley, sus disposiciones reglamentarias, las
normas oficiales que de ella deriven, la Secretaría realiza-
rá los actos de inspección y vigilancia, por conducto de
personal debidamente autorizado y con la participación de
la Secretaría de Marina en los casos en que corresponda.

ARTÍCULO 125.- En las labores de inspección y vigilan-
cia del cumplimiento de esta Ley y de las disposiciones que
de ella deriven, se podrán utilizar todos aquellos instru-
mentos que aporten los descubrimientos y avances científi-
cos y tecnológicos, siempre que su utilización no se en-
cuentre restringida o prohibida por la ley.

En la inspección y vigilancia de actividades pesqueras que
se realicen en sistemas lagunarios, estuarinos, mar territo-
rial y la zona económica exclusiva, la Secretaría podrá uti-
lizar sistemas de localización y monitoreo satelital. Para
estos efectos, dicha autoridad determinará, mediante dis-
posiciones reglamentarias o en las concesiones y permisos,
las embarcaciones que requieran el equipo especializado
de monitoreo, para la operación de dichos sistemas.

Los elementos que arrojen los instrumentos a que se refie-
re este Artículo se considerarán como medios de prueba, y
tendrán el valor probatorio que se determine en las dispo-
siciones jurídicas aplicables. 

ARTÍCULO 126.- El personal de la Secretaría debidamen-
te autorizado para la realización de los actos a que se refie-
re el presente capítulo, podrá llevar a cabo visitas de ins-
pección para lo cual deberá contar con el documento oficial
que los acredite o autorice a practicar la inspección o veri-
ficación, así como la orden escrita debidamente fundada y
motivada, expedida por la autoridad competente de la Se-
cretaría, en la que se precisará el lugar o la zona que habrá
de inspeccionarse, el objeto de la diligencia y el alcance de
la misma.

ARTÍCULO 127.- En toda visita de inspección se levanta-
rá acta, en la que se harán constar en forma circunstanciada
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los hechos u omisiones que se hubiesen presentado durante
la diligencia, así como lo previsto en la Ley Federal de Pro-
cedimiento Administrativo.

Concluida la inspección, se dará oportunidad a la persona
con la que se entendió la diligencia para que en el mismo
acto formule observaciones en relación con los hechos u
omisiones asentados en el acta respectiva, y para que ofrez-
ca las pruebas que considere convenientes o haga uso de
ese derecho en el término de cinco días siguientes a la fe-
cha en que la diligencia se hubiere practicado.

A continuación se procederá a firmar el acta por la persona
con quien se entendió la diligencia, por los testigos y por el
personal autorizado, quien entregará copia del acta al inte-
resado. Si la persona con quien se entendió la diligencia o
los testigos, se negaren a firmar el acta, o el interesado se
negare a aceptar copia de la misma, dichas circunstancias
se asentarán en ella, sin que esto afecte su validez y valor
probatorio.

ARTICULO 128.- La persona con quien se entienda la di-
ligencia estará obligada a permitir al personal autorizado el
acceso al lugar o lugares sujetos a inspección en los térmi-
nos previstos en la orden escrita a que se hace referencia el
artículo 124, así como a proporcionar toda clase de infor-
mación que conduzca a la verificación del cumplimiento de
esta Ley y demás disposiciones que de ella deriven. La in-
formación deberá mantenerse por la autoridad en absoluta
reserva, si así lo solicita el interesado, salvo en caso de re-
querimiento judicial.

ARTÍCULO 129.- La autoridad competente podrá solicitar
el auxilio de la fuerza pública para efectuar la visita de ins-
pección, cuando alguna persona obstaculice o se oponga a
la práctica de la diligencia, con independencia de las san-
ciones a que haya lugar.

ARTICULO 130.- Recibida el acta de inspección por la au-
toridad ordenadora, requerirá al interesado, mediante noti-
ficación personal o por correo certificado con acuse de re-
cibo, para que adopte de inmediato las medidas necesarias
para cumplir con las disposiciones jurídicas aplicables, así
como con las concesiones y permisos respectivos, fundan-
do y motivando el requerimiento, señalando el plazo que
corresponda, y para que dentro del término de quince días
exponga lo que a su derecho convenga, y en su caso, apor-
te las pruebas que considere procedentes, en relación con la
actuación de la autoridad.

Admitidas y desahogadas las pruebas ofrecidas por el inte-
resado, o habiendo transcurrido el plazo a que se refiere el
párrafo anterior, sin que haya hecho uso de ese derecho, se
pondrán a su disposición las actuaciones, para que en un
plazo tres días hábiles presente por escrito sus alegatos.

Una vez recibidos los alegatos o transcurrido el término pa-
ra presentarlos, la Secretaría procederá, dentro de los vein-
te días siguientes, a dictar por escrito la resolución respec-
tiva, misma que se notificará al interesado, personalmente
o por correo certificado con acuse de recibo.

En los casos en que proceda, la Secretaría hará del conoci-
miento del Ministerio Público Federal la realización de ac-
tos u omisiones constatados en el ejercicio de sus faculta-
des que pudieran configurar uno o más delitos.

ARTÍCULO 131.- En materia de notificación de actos de
inspección y vigilancia a que se refiere este Título, además
de las formas comprendidas en la Ley Federal de Procedi-
miento Administrativo, la Secretaría podrá realizar notifi-
caciones por estrados, las cuales se harán fijando durante
quince días consecutivos el documento que se pretenda no-
tificar en un sitio abierto al público de las oficinas de la au-
toridad competente que efectúe la notificación y publican-
do el documento citado, durante el mismo plazo, en la
página electrónica que al efecto establezca la propia Secre-
taría.

Dicha autoridad dejará constancia de ello en el expediente
respectivo. En estos casos, se tendrá como fecha de notifi-
cación la del decimosexto día siguiente al primer día en
que se hubiera fijado o publicado el documento.

Por lo que hace a los demás requisitos y formalidades que
deben observarse en la realización de visitas de inspección
y vigilancia, son aplicables supletoriamente a este capítulo
las disposiciones, de la Ley Federal de Procedimiento Ad-
ministrativo, así como los que señala la Ley Federal sobre
Metrología y Normalización respecto de la evaluación de
la conformidad de las normas oficiales mexicanas.

Respecto de los actos de verificación que realice el SENA-
SICA para la comprobación del cumplimiento de las dis-
posiciones relativas a la sanidad de especies acuícolas, es
aplicable de forma supletoria en lo que corresponda, lo dis-
puesto en la Ley Federal de Sanidad Animal.
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TÍTULO DÉCIMO CUARTO
INFRACCIONES, SANCIONES 

Y RESPONSABILIDADES

CAPÍTULO I
DE LAS INFRACCIONES

ARTÍCULO 132.- Son infracciones a lo establecido en la
presente Ley, el Reglamento y las normas oficiales que de
ella deriven:

I. Realizar la pesca sin contar para ello con la concesión
o permiso correspondiente;

II. Recolectar del medio natural reproductores, larvas,
postlarvas, crías, huevos, semillas o alevines de las es-
pecies pesqueras, sin contar para ello con la concesión o
permiso correspondientes;

III. Operar barcos-fábrica o plantas flotantes;

IV. Explotar, siendo titular de una concesión o permiso,
una especie o grupo de especies, en volúmenes mayores
o fuera de lo establecido en las normas oficiales o en el
título respectivo;

V. Facturar o amparar productos pesqueros, que no hu-
bieran sido obtenidos en los términos de su concesión o
permiso por sus titulares;

VI. Realizar actividades de acuacultura o pesca de fo-
mento, didáctica o deportivo-recreativa, sin contar con
la concesión o el permiso respectivo;

VII. Simular actos de pesca de consumo doméstico, de
fomento, deportivo-recreativa o didáctica con el propó-
sito de lucrar con los productos obtenidos de las captu-
ras;

VIII. Sustituir al titular de los derechos consignados en
las concesiones o permisos sin autorización expresa de
la Secretaría;

IX. No llevar a bordo de las embarcaciones la docu-
mentación original expedida por la Secretaría para acre-
ditar la concesión o permiso, o no tener en las instala-
ciones acuícolas copia certificada de la misma;

X. Efectuar operaciones de pesca con embarcaciones
extranjeras sin el permiso correspondiente;

XI. Desembarcar productos pesqueros en el extranjero o
transbordarlos sin contar con el permiso de la Secreta-
ría, salvo en los casos previstos en el segundo párrafo en
el artículo 74 de esta Ley;

XII. Descargar en puertos mexicanos productos de pes-
ca comercial provenientes de embarcaciones extranje-
ras, sin permiso de la Secretaría, salvo en los casos pre-
vistos en el segundo párrafo en el artículo 75 de esta
Ley;

XIII. Practicar la pesca en alta mar o en aguas de juris-
dicción extranjera, con embarcaciones de matrícula y
bandera mexicanas, sin el permiso correspondiente;

XIV. No acatar las condiciones y requisitos establecidos
en las autorizaciones otorgadas por gobiernos extranje-
ros al gobierno mexicano, para la captura de especies;

XV. Hacer uso indebido de la información técnica o
científica de la Secretaría o del INAPESCA;

XVI. Transportar o utilizar en embarcaciones destinadas
a la pesca, instrumentos explosivos, sustancias contami-
nantes;

XVII. Utilizar o transportar instrumentos, artes o méto-
dos de pesca prohibidos o no permitidos por la Secreta-
ría;

XVIII. Practicar la pesca con embarcaciones distintas de
aquellas que haya permitido y registrado la Secretaría;

XIX. Extraer, capturar, poseer, transportar o comerciar
especies declaradas en veda o con talla o peso inferiores
al mínimo especificado por la Secretaría u obtenerlas de
zonas o sitios de refugio o de repoblación;

XX. Omitir el uso de la bitácora de pesca, alterar o ano-
tar con falsedad los datos técnicos que se asienten en la
misma o no entregarla a la Secretaría cuando dicha au-
toridad requiera su exhibición;

XXI. Comercializar las capturas de la pesca deportivo-
recreativa;

XXII. No proporcionar la información en los términos y
plazos que solicite la Secretaría o incurrir en falsedad al
rendir ésta;
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XXIII. Instalar artes de pesca fija, sin contar con el per-
miso correspondiente;

XXIV. Introducir o manejar bajo cualquier forma, espe-
cies o material biológico en aguas de jurisdicción fede-
ral, que causen daño, alteren o pongan en peligro la con-
servación de los recursos pesqueros;

XXV. No cumplir con la obligación de inscripción y ac-
tualización en el Registro Nacional de Pesca y Acuacul-
tura, en los términos de esta Ley y su reglamento;

XXVI. Incumplir lo establecido en las normas oficiales
que deriven de esta Ley;

XXVII. No demostrar documentalmente a la Secretaría
la legal procedencia de los productos pesqueros y acuí-
colas  por parte de quienes los posean, almacenen, trans-
porten o comercialicen, con base en lo señalado en el
párrafo primero del artículo 75 de la presente Ley;

XXVIII. No contar con el equipo especializado de mo-
nitoreo satelital, cuando así lo establezcan las disposi-
ciones reglamentarias o la concesión o permiso corres-
pondientes;

XXIX. No cumplir con las disposiciones sanitarias esta-
blecidas en la presente Ley y en los ordenamientos jurí-
dicos aplicables;

XXX. Falsificar o alterar los títulos que amparan los de-
rechos de los permisos o concesiones, y

XXXI. Cualquier otra contravención a lo dispuesto en la
presente Ley.

CAPÍTULO II
DE LAS SANCIONES ADMINISTRATIVAS

ARTÍCULO 133.- Las infracciones a los preceptos de esta
Ley, sus reglamentos y las normas oficiales mexicanas que
de ella deriven, señaladas en el artículo anterior, serán san-
cionadas administrativamente por la Secretaría con una o
más de las siguientes sanciones:

I. Amonestación con apercibimiento;

II. Imposición de multa;

III. Imposición de multa adicional por cada día que per-
sista la infracción;

IV. Arresto administrativo hasta por treinta y seis horas;

V. Clausura temporal o definitiva, parcial o total, de la
instalación o instalaciones en las que se hayan cometido
las infracciones;

VI. El decomiso de embarcaciones, vehículos, artes de
pesca y/o productos obtenidos de la acuacultura y la
pesca directamente relacionada con las infracciones co-
metidas, y

VII. Suspensión o revocación de los permisos, conce-
siones  y autorizaciones correspondientes.

ARTÍCULO 134.- En materia de sanidad de especies acuí-
colas y de inocuidad y calidad de productos acuícolas y
pesqueros, el SENASICA, además de aplicar cualquiera de
las sanciones a que se refieren las fracciones I, II y V del
artículo anterior, podrá suspender o revocar los certificados
correspondientes.

ARTÍCULO 135.- Para la imposición de las sanciones por
infracciones a esta Ley, la Secretaría tomará en cuenta:

I. La gravedad de la infracción;

II. Las condiciones económicas del infractor, conforme
a lo establecido en el párrafo segundo del artículo 21 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos;

III. La reincidencia, si la hubiere;

IV. El carácter intencional o negligente de la conducta
infractora, y

V. El beneficio directamente obtenido por el infractor
por los actos u omisiones que motiven la sanción.

ARTÍCULO 136.- Para los efectos de esta Ley, se consi-
derara reincidente al infractor que incurra mas de una vez
en conductas que impliquen infracciones a un mismo pre-
cepto en un periodo de cinco años, contados a partir de la
fecha en que se levante el acta en que se hizo constar la
primera infracción, siempre que esta no hubiese sido des-
virtuada.
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ARTÍCULO 137.- La amonestación solo será aplicable a
los infractores por primera vez, a criterio de la Secretaría,
a quienes:

I. Realicen pesca de consumo doméstico, en temporada
de veda o con artes de pesca no permitidas, o tallas in-
feriores a las autorizadas o en contravención a las nor-
mas establecidas; y

II. Realicen actividades de acuacultura y pesca didácti-
ca, sin contar con la concesión o permiso respectivo.

La amonestación servirá de apoyo para determinar la mul-
ta a los reincidentes.

ARTÍCULO 138.- La imposición de las multas a que se re-
fiere el artículo 133 se determinará en la forma siguiente:

I. Con el equivalente de 10 a 100 días de salario mínimo
vigente a quien cometa las infracciones señaladas en las
fracciones: VI, XXV del artículo 132;

II. Con el equivalente de 101 a 1,000 días de salario mí-
nimo vigente a quien cometa las infracciones señaladas
en las fracciones: I, II, V, VII, IX, XV, XVII, XVIII,
XXI, XXII, XXIII, XXVI, XXVIII, XXXI del artículo
132; 

III. Con el equivalente de 1,001 a 10,000 días de salario
mínimo vigente a quien cometa las infracciones señala-
das en las fracciones: VIII, XI, XII, XIV, XX, XXIV,
XXVII, XXX del artículo 132, y

IV. Con el equivalente de 10,001 a 30,000 días de sala-
rio mínimo vigente a quien cometa las infracciones se-
ñaladas en las fracciones: III, IV, X, XIII, XVI, XIX,
XXIX del artículo 132.

Para la imposición de las multas servirá de base el salario
mínimo vigente para el Distrito Federal al momento de co-
meterse la infracción.

En caso de reincidencia se duplicará el monto establecido
para cada una de las fracciones anteriores.

ARTÍCULO 139.- La imposición de las sanciones de clau-
sura temporal o definitiva, parcial o total de la instalación
o instalaciones en las que se hayan cometido las infraccio-
nes, se aplicara cuando:

I. Se cauce daño a las especies acuícolas y pesqueras o
a los ecosistemas en que dichas especies se encuentran,
y

II. El infractor no hubiere cumplido en los plazos y con-
diciones impuestas por la Secretaría, con las medidas de
seguridad o de urgente aplicación establecidas en la pre-
sente Ley, su reglamento o normas oficiales.

En los casos en que se imponga como sanción la clausura
temporal, la Secretaría deberá indicar al infractor las medi-
das correctivas y acciones que debe llevar a cabo para sub-
sanar las irregularidades que motivaron dicha sanción, así
como los plazos para su realización.

ARTÍCULO 140.- El decomiso de las embarcaciones se re-
alizará cuando se actualice el supuesto de las fracciones I,
III, X, XIII, XVI y XIX del artículo 132 de la presente Ley,
así como cuando se incurra en reincidencia de la infracción
establecida en los numerales XVII y XVIII del mismo artí-
culo, independientemente de la multa correspondiente.

ARTÍCULO 141.- El decomiso de los vehículos se realiza-
rá cuando se actualice el supuesto de las fracciones XIX y
XXVII del artículo 132 de la Ley, independientemente de
la multa correspondiente.

ARTÍCULO 142.- El decomiso de artes de pesca y pro-
ductos obtenidos de la pesca, se realizará cuando se actua-
lice el supuesto de las fracciones I, V, VII, X, XIII, XVII,
XIX, XIX, XXI, XXIII, XXVII y XXX del artículo 132,
independientemente de la multa correspondiente.

ARTÍCULO 143.- A los productos o bienes decomisados,
se les dará el destino que disponga la Secretaría, conforme
a las siguientes alternativas:

I. Remate en subasta pública;

II. Venta directa de productos pesqueros;

III. Donación a establecimientos de asistencia social o
de rehabilitación, tratándose de productos de la pesca
deportivo-recreativa o productos capturados en época
de veda o en tallas menores a las autorizadas; y

IV. Destrucción de productos contaminados o en estado
de descomposición y en el caso de artes de pesca prohi-
bidas, cuando sea procedente.
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Para los efectos señalados en el párrafo anterior, la Secre-
taría se coordinará con el Servicio de Administración y En-
ajenación de Bienes, y observará lo dispuesto en la Ley Fe-
deral para la Administración y Enajenación de Bienes del
Sector Público.

En caso de que los productos o bienes decomisados sean de
los denominados como perecederos, estos deberán de ser
donados, vendidos o rematados, antes de que se consideren
no aptos para su consumo humano.

Artículo 144.- Los ingresos que se obtengan de las multas
por infracciones a lo dispuesto en esta Ley, sus reglamen-
tos y demás disposiciones que de ella se deriven, así como
los que se obtengan del remate en subasta pública o la ven-
ta directa de los bienes decomisados se destinaran a la in-
tegración de fondos para desarrollar programas vinculados
con la inspección y la vigilancia, de conformidad con las
disposiciones legales aplicables.

ARTÍCULO 145.- En el caso de embarcaciones extranjeras
detenidas por pescar ilegalmente en aguas de jurisdicción
federal, deberán observarse las obligaciones internaciona-
les contraídas por nuestro país, con base en la más estricta
reciprocidad.

ARTÍCULO 146.- Son aplicables supletoriamente a este
capítulo en cuanto a las sanciones administrativas, las dis-
posiciones del Capítulo Único del Título Cuarto de la Ley
Federal de Procedimiento Administrativo, con excepción
del artículo 70-A de dicho ordenamiento.

CAPÍTULO III
DE LAS RESPONSABILIDADES

ARTÍCULO 147.- Las sanciones administrativas a que se
refiere el artículo anterior se aplicarán sin perjuicio, en su
caso, de las penas que correspondan cuando los actos u
omisiones constitutivos de infracciones sean también cons-
titutivos de delito, en los términos de las disposiciones pe-
nales aplicables y sin perjuicio de la responsabilidad am-
biental que pudiera resultar, para lo cual será aplicable lo
dispuesto por el artículo 203 de la Ley General del Equili-
brio Ecológico y la Protección al Ambiente.

Son responsables solidarios de las sanciones a que haya lu-
gar, aquellas personas físicas o morales que intervienen en
la preparación o realización de las infracciones contenidas
en el artículo 132 de la presente Ley.

El capitán o patrón de embarcaciones pesqueras con que se
hubiesen cometido las infracciones contenidas en el artícu-
lo 132 de la presente Ley, sufrirá la pena accesoria de can-
celación de su matrícula o título otorgado para realizar la
actividad pesquera. En todo caso la autoridad de navega-
ción no expedirá los despachos vía la pesca a las embarca-
ciones pesqueras en las cuales éstos formen parte de su tri-
pulación.

ARTÍCULO 148.- El incumplimiento por parte de los Ser-
vidores Públicos Federales, Estatales y Municipales de las
disposiciones contenidas en la presente Ley, su reglamento
y normas oficiales que de ella deriven, dará lugar a la res-
ponsabilidad en términos de lo establecido en el título IV
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores
Públicos, la Ley Federal de Responsabilidades Administra-
tivas de los Servidores Públicos, la Ley Federal de Proce-
dimiento Administrativo, y las Leyes Estatales de Respon-
sabilidades de los Servidores Públicos.

Las responsabilidades a que se refiere este artículo se apli-
carán sin perjuicio de las sanciones de carácter penal o ci-
vil que en su caso lleguen a determinarse por la autoridad
judicial.

CAPÍTULO IV
DEL RECURSO DE REVISIÓN

ARTÍCULO 149.- Las resoluciones definitivas dictadas en
los procedimientos administrativos instaurados con motivo
de la aplicación de esta Ley, sus disposiciones reglamenta-
rias y las normas oficiales que de ella deriven, podrán ser
impugnadas por los afectados mediante el recurso de revi-
sión, dentro de los quince días siguientes a la fecha de su
notificación o ante las instancias jurisdiccionales compe-
tentes.

El recurso de revisión se interpondrá directamente ante la
unidad administrativa que emitió la resolución impugnada,
la que resolverá sobre su admisión y el otorgamiento o de-
negación de la suspensión del acto recurrido y turnará pos-
teriormente el recurso a su superior jerárquico para su re-
solución definitiva.

ARTÍCULO 150.- Por lo que se refiere a los demás trámi-
tes relativos a la tramitación, sustanciación y resolución del
recurso de revisión a que se refiere el artículo anterior, se
estará a lo dispuesto en el Título Sexto de la Ley Federal de
Procedimiento Administrativo. 
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TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO.- Esta Ley entrará en vigor a los
noventa días siguientes al de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se abroga la Ley de Pesca pu-
blicada en el Diario Oficial de la Federación el día 25 de
junio de 1992.

ARTÍCULO TERCERO.- Los titulares de concesiones,
permisos y autorizaciones otorgados con anterioridad a la
expedición de esta Ley, no serán afectados a su entrada en
vigor en los derechos y obligaciones consignados en los
mismos.

ARTÍCULO CUARTO.- Las solicitudes de concesiones,
permisos y autorizaciones cuya tramitación haya iniciado
con anterioridad a la expedición de la presente Ley, y que
se encuentren pendientes de resolución, deberán ser resuel-
tas conforme a las disposiciones jurídicas y administrativas
vigentes al momento en que aquellas fueron ingresadas.

ARTÍCULO QUINTO.- Los procedimientos y recursos
administrativos relacionados con las materias de la Ley de
Pesca, iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la
presente Ley, se tramitaran y resolverán conforme a las dis-
posiciones vigentes en ese momento, y las demás disposi-
ciones aplicables en la materia de que se trate.

ARTÍCULO SEXTO.- El Reglamento de la presente Ley
deberá ser expedido por el Presidente de la República den-
tro de los seis meses siguientes a la entrada en vigor de es-
te ordenamiento legal. Mientras se expide dicho Regla-
mento, seguirá vigente el Reglamento de la Ley de Pesca
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 de
septiembre de 1999, en lo que no contravenga las disposi-
ciones de esta Ley.

ARTICULO SÉPTIMO.- La Circular relativa a los pro-
cedimientos administrativos de inspección y calificación
de infracciones en materia de pesca y acuacultura, publica-
da en el Diario Oficial de la Federación el 5 de diciembre
de 2003, continuará en vigor en lo que no se oponga a lo
establecido en el Título Noveno de esta Ley.

ARTÍCULO OCTAVO.- Se derogan todas las disposicio-
nes que se opongan a la presente Ley.

Palacio Legislativo de San Lázaro a seis de abril de dos mil seis.

Diputados: Francisco Javier Obregón Espinoza (rúbrica), Presidente;
Abraham Bagdadi Estrella (rúbrica), Secretario; Ivonne A. Ortega Pa-
checo (rúbrica), Secretaria; Eugenio Mier y Concha Campos (rúbrica),
Secretario; José Evaristo Corrales Macías (rúbrica), Secretario; José
Irene Álvarez Ramos (rúbrica), Leonardo Álvarez Romo, Sebastián
Calderón Centeno (rúbrica), Martín Carrillo Guzmán (rúbrica), Sofía
Castro Ríos (rúbrica), Hidalgo Contreras Covarrubias (rúbrica), Josefi-
na Cota Cota, Francisco Chavarría Valdeolivar (rúbrica), Adrián Chá-
vez Ruiz (rúbrica), Francisco Grajales Palacios, María del Rosario He-
rrera Ascencio, Jesús Humberto Martínez de la Cruz (rúbrica), Antonio
Morales de la Peña (rúbrica), Jesús Antonio Nader Nasrallah (rúbrica),
José Orlando Pérez Moguel (rúbrica), Raúl Pompa Victoria (rúbrica),
Oscar Rodríguez Cabrera (rúbrica), Salvador Sánchez Vázquez, Este-
ban Valenzuela García (rúbrica), Yolanda Valladares Valle, Alfredo Vi-
llegas Arreola (rúbrica), Guillermo Zorrilla Fernández (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY DE ASISTENCIA SOCIAL

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de las Comisiones Unidas de Salud, y de Aten-
ción a Grupos Vulnerables, con proyecto de decreto que re-
forma los artículos 4, fracción II, inciso B); 5; 12, fracción
I, inciso e) y fracción X; 14, fracción IV, y se adiciona un
nuevo inciso b) a la fracción II del artículo 4 recorriéndose
en su orden los demás incisos de la Ley de Asistencia So-
cial

HONORABLE ASAMBLEA:

A las Comisiones Unidas de Salud y de Atención a Grupos
Vulnerables de la LIX legislatura de la Cámara de Diputa-
dos del honorable Congreso de la Unión les fue turnada
para su análisis y dictamen, la Iniciativa con Proyecto de
Decreto por el que se Reforman y Adicionan diversas dis-
posiciones de la Ley de Asistencia Social en materia de gé-
nero, presentada por la Diputada Margarita Martínez Ló-
pez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional.

Estas Comisiones Unidas, con fundamento en los dispues-
to por los Artículo 71 y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y de conformidad con las
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facultades que nos otorgan los artículos 39, numerales 1 y
2 en sus fracciones III y XXXIII, 45 numeral 6 incisos f) y
g) y demás relativos y concordantes de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, los
artículos 55, 56, 60, 87 y 88 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, son competentes para conocer del asunto
en cuestión y por lo tanto, someten a la consideración del
Pleno de esta soberanía, el presente Dictamen con base en
los siguientes:

ANTECEDENTES

I.- Con fecha 28 de Abril de 2005, la Diputada Margarita
Martínez López, presentó en sesión del pleno de esta H.
Cámara de Diputados una iniciativa con proyecto decreto
por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones
de la Ley de Asistencia Social.

II.- En la misma sesión por acuerdo de C. Presidente de la
Mesa Directiva turno la iniciativa en comento a las Comi-
siones Unidas de Salud y de Atención a Grupos Vulnera-
bles para correspondiente análisis y dictamen.

III. La Secretaría Técnica de la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables, elaboró un anteproyecto de dictamen,
mismo que fue distribuido a los Diputados integrantes con
fecha 23 de Agosto a efecto de contar con sus observacio-
nes al mismo.

IV. Con fecha 29 de Septiembre del año en curso, los Di-
putados integrantes de esta Comisión se reunieron para
analizar, discutir y aprobar el presente dictamen.

CONSIDERACIONES

1. Desde hace varios años se ha coincidido en los dife-
rentes análisis legislativos cuyo eje central ha sido el
desarrollo democrático con perspectiva de género, sobre
la necesidad de reformar diversos ordenamientos del
marco jurídico nacional, en la idea de dotarlos de con-
gruencia para convertirlos en verdaderos cimientos que
permitan sustentar las acciones públicas encaminadas a
impulsar el avance de las mujeres y garantizar la cabal
salvaguarda de sus derechos.

2. En esta idea jurídica de integralidad es mucho lo que
se ha avanzado en la materia. A pesar de ello, existen to-
davía diversas modificaciones que debemos realizar pa-
ra dar objetividad y plena vigencia a la legislación que

nos rige con el objeto preciso de regular efectivamente
la realidad social reconociendo las exigencias cotidianas
planteadas como producto de la dinámica social.

3. En tal virtud y en aras de dar pleno cumplimiento a
los instrumentos internacionales signados por México,
que de acuerdo al artículo 133 de nuestra Constitución,
son ley suprema de toda la Unión, es que considero per-
tinente adicionar a la Ley de Asistencia Social, en razón
de las siguientes consideraciones:

4. El actual texto vigente a partir de 2004 denominado
Ley de Asistencia Social, que derogó la Ley sobre el
Sistema Nacional de Asistencia Social, de 1986, presen-
ta avances en materia de género al ampliar el catálogo
de supuestos para que las mujeres sean sujetas a los be-
neficios del ordenamiento, cuando se encuentren en los
siguientes casos:

a) En estado de gestación o lactancia y las madres
adolescentes;

b) En situación de maltrato o abandono, y

c) En situación de explotación, incluyendo la sexual.

5. Avances sin duda alguna importantes pero que a pe-
sar de la buena voluntad del legislador permanente no
alcanzan a proteger plenamente a las mujeres y no re-
flejan la realidad existente.

6. De manera particular y paradójica, pues en el propio
texto de la ley en diversos artículos se hace referencia a
la protección y al desarrollo de las familias, se deja a un
lado a las mujeres víctimas de violencia, incluyendo
aquella que se da en el ámbito familiar, y aquellas que
tengan hijos menores de edad y se encuentren de mane-
ra temporal o permanente en estado de vulnerabilidad
por motivos de incapacidad física, psicológica o emo-
cional y en clara desventaja económica para enfrentar la
cotidianidad.

7. La promoción del desarrollo de la familia, de su me-
joramiento y su integración, a todas luces lleva implíci-
ta la lucha en contra de la violencia intrafamiliar y la
atención a las víctimas de la misma, lo cual debe quedar
claramente señalado en la norma jurídica.

8. El actual texto al reducir los supuestos al maltrato o
abandono de la mujer limita, invisibiliza y evita el pleno
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reconocimiento de la violencia de género, su magnitud
y consecuencias, pues no debemos olvidar que la vio-
lencia de género es todo acto de violencia basado en la
pertenencia al sexo femenino que tenga o pueda tener
como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual,
psicológico o patrimonial para la mujer, así como las
amenazas de tales actos y la coacción o la privación ar-
bitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida pú-
blica como en la privada.

9. La violencia contra la mujer constituye una violencia
de los derechos humanos y las libertades fundamentales
e impide total o parcialmente a la mujer gozar de los
mismos.

10. La violencia contra la mujer es una manifestación de
relaciones de poder históricamente desiguales entre el
hombre y la mujer, que han conducido a la dominación
y discriminación de las mujeres.

11. Por su parte, la violencia contra la mujer originada
en la familia y en la sociedad se ha generalizado y tras-
ciende las diferencias de ingreso, clases sociales y cul-
turas, por lo que debe contrarrestarse con medidas ur-
gentes y eficaces para eliminar su incidencia.

12. Recientemente la CEPAL informó que en México
48% de las mujeres sufren algún tipo de violencia, el
27% sufren violencia económica y 8% sexual. Además
que una de cada tres mujeres sufre violencia intrafami-
liar.

13. Bajo este orden de ideas, se plantea la modificación
en el mismo sentido que la fracción II del artículo 4, al
artículo 12, fracción décima, incorporando a las mujeres
víctimas de violencia, incluyendo aquella que se da en
el ámbito familiar, y aquellas que tengan hijos menores
de edad y se encuentren de manera temporal o perma-
nente en estado de vulnerabilidad por motivos de inca-
pacidad física, psicológica o emocional y/o en clara des-
ventaja económica para enfrentar la vida cotidiana, ya
que bajo alguna de estas circunstancias las mujeres no
pueda ejercer plenamente sus derechos ni desarrollar ca-
balmente sus potencialidades.

14. De igual manera, se adiciona el artículo 5, con la fi-
nalidad de que la rectoría de la asistencia social pública
y privada corresponda al Estado, el cual en forma prio-
ritaria, proporcionará servicios asistenciales �con enfo-
que de género�.

15. Por otro lado se adiciona el inciso e) de la fracción
primera del artículo 12 para que las mujeres víctimas de
violencia sean beneficiarias de la prestación de servicios
de asistencia jurídica y de orientación social.

16. Finalmente se adiciona la fracción IV del artículo 14
para que la coordinación del Servicio Nacional de In-
formación de Instituciones de Asistencia Social Pública
y Privadas, contenga datos desagregados por edad y se-
xo, así como aquellos que se requieran en materia de
violencia intrafamiliar, con el objeto de poder cuantifi-
car y contrarrestar la magnitud del problema a partir de
diagnósticos reales.

17. Es innegable que un tema que día a día cobra mayor
relevancia al hacer más visible y que es motivo de una
gran recuperación social es precisamente el de la vio-
lencia, particularmente la violencia familiar. Actual-
mente sólo en 26 estados de la República, es decir el
81.3% existe algún tipo de reforma jurídica orientada a
prevenir y asistir la violencia familiar; y únicamente en
21 estados se tiene una Ley de Prevención de la Violen-
cia Familiar.

18. De los pocos más de 1.3 millones de hogares donde
se detecto violencia intrafamiliar, 99% reporta maltrato
emocional, 16% sufre intimidaciones, 11% violencia fí-
sica y 1% abuso sexual y solo 14 de cada 100 hogares
con actos de violencia solicita ayuda.

19. Es necesario reformar el marco jurídico existente
que permitan coadyuvar con las leyes específicas, así
como con las acciones y programas públicos al dotar a
ambos de elementos normativos oportunos. 

Por lo anteriormente expuesto, las Comisiones Unidas de
Salud y de Atención a Grupos Vulnerables ponen a la con-
sideración de la honorable Asamblea, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE RE-
FORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIO-
NES DE LA LEY DE ASISTENCIA SOCIAL.

Artículo Único.- Se reforman los artículos 4, fracción II,
inciso b); 5; 12, fracción I, inciso e) y fracción X; 14, frac-
ción IV y se adiciona un nuevo inciso b) a la fracción II del
artículo 4 recorriéndose en su orden los demás incisos de la
Ley de Asistencia Social, para quedar como sigue:

Año III, Segundo Periodo, 18 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados268



Artículo 4 .- ......

��.

I. ......

.......

II. �..

a) En estado de gestación o lactancia y las madres adoles-
centes;

b) Que tengan hijos menores de edad y se encuentren de
manera temporal o permanente en estado de vulnera-
bilidad por motivos de incapacidad física, psicológica o
emocional y/o en clara desventaja económica para en-
frentar la vida cotidiana;

c) Víctimas de violencia, incluyendo la intrafamiliar, y

d) En situación de explotación, incluyendo la sexual.

III. a XII. ...

Artículo 5.- La rectoría de la asistencia social pública y pri-
vada corresponde al Estado, el cual, en forma prioritaria,
proporcionará servicios asistenciales con enfoque de gé-
nero encaminados al desarrollo integral de la familia, en-
tendida como la célula de la sociedad que provee a sus
miembros de los elementos que requieren en las diversas
circunstancias de su desarrollo, y también a apoyar, en su
formación y subsistencia, a individuos con carencias fami-
liares esenciales no superables en forma autónoma.

Artículo 12.- ...

I. ...

a) a d)�.

e) La prestación de servicios de asistencia jurídica y de
orientación social, especialmente a menores, adultos ma-
yores, inválidos sin recursos y mujeres víctimas de vio-
lencia;

f) a i) ��..

II. a IX. ...

X. A mujeres en estado de gestación o lactancia y las
madres adolescentes; que tengan hijos menores de edad
y se encuentren de manera temporal o permanente en
estado de vulnerabilidad por motivos de incapacidad fí-
sica, psicológica o emocional y/o en clara desventaja
económica para enfrentar la vida cotidiana; víctimas de
violencia, incluyendo la intrafamiliar; y en situación de
explotación, incluyendo la sexual;

XI. a XIV. ...

Artículo 14.- ...

I. a III. ...

IV. La coordinación del Servicio Nacional de Información
de Instituciones de Asistencia Social Públicas y Privadas,
el cual deberá contener datos desagregados por edad y
sexo, así como aquellos que se requieran en materia de
violencia intrafamiliar;

V. a IX. ...

TRANSITORIO

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los veintinueve días del mes de
septiembre de dos mil cinco.

La Comisión de Salud, diputados: José Ángel Córdova Villalobos
(rúbrica), José Javier Osorio Salcido (rúbrica), Pablo Anaya Rivera
(rúbrica), Cristina Díaz Salazar, Rafael García Tinajero Pérez (rúbrica),
Raúl Rogelio Chavarría Salas (rúbrica), María del Rocío Jaspeado Vi-
llanueva, Gisela Juliana Lara Saldaña, Lucio Galileo Lastra Marín (rú-
brica), Maki Esther Ortiz Domínguez (rúbrica), Francisco Rojas Tole-
do (rúbrica), María Salomé Elyd Sáenz, Jesús Aguilar Bueno, Marco
Antonio García Ayala (rúbrica), Jaime Fernández Saracho (rúbrica),
Hugo Rodríguez Díaz (rúbrica), Alfredo Bejos Nicolás, Isaías Soriano
López, Rosa Hilda Valenzuela Rodelo (rúbrica), Martha Palafox Gu-
tiérrez, Martín Remigio Vidaña Pérez, Ivonne Aracelly Ortega Pache-
co, José Porfirio Alarcón Hernández, María Angélica Díaz del Campo
(rúbrica), Julio Boltvinik Kalinka, Martha Lucía Mícher Camarena, Ir-
ma Sinforina Figueroa Romero (rúbrica), José Luis Naranjo y Quinta-
na (rúbrica), Raúl Piña Horta (rúbrica), María Angélica Ramírez Luna
(rúbrica).
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La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, diputados: Adria-
na González Furlong (rúbrica), Presidenta; Francisco Javier Bravo
Carbajal (rúbrica), Laura Elena Martínez Rivera (rúbrica), Homero Rí-
os Murrieta (rúbrica), Emilio Serrano Jiménez (rúbrica), secretarios;
Pablo Anaya Rivera, Gaspar Ávila Rodríguez (rúbrica), María Ávila
Serna (rúbrica), Emilio Badillo Ramírez (rúbrica), Virginia Yleana
Baeza Estrella, Abraham Bagdadi Estrella (rúbrica), Álvaro Burgos
Barrera (rúbrica), Florencio Collazo Gómez (rúbrica), Santiago Cortés
Sandoval (rúbrica), María Mercedes Rojas Saldaña (rúbrica), Manuel
González Reyes, María del Carmen Izaguirre Francos (rúbrica), Fran-
cisco Javier Lara Arano, María Isabel Maya Pineda (rúbrica), Alfonso
Moreno Morán (rúbrica), José Luis Naranjo y Quintana (rúbrica),
Omar Ortega Álvarez, Martha Palafox Gutiérrez (rúbrica), Evangelina
Pérez Zaragoza (rúbrica), Mayela Quiroga Tamez, Martha Leticia Ri-
vera Cisneros (rúbrica), Benjamín Sagahón Medina, Rocío Sánchez
Pérez, Norma Elizabeth Sotelo Ochoa, Guillermo Tamborrel Suárez
(rúbrica).»

Es de primera lectura.
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